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SENADO DE PUERTO RICO 
DIARIO DE SESIONES 

PROCEDIMIENTOS Y DEBATES DE LA  
VIGÉSIMA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

CUARTA SESION ORDINARIA 
                       AÑO 2026 

VOL. LXXIV San Juan, Puerto Rico Jueves, 27 de agosto de 2026 Núm. 4 

A la una de la tarde (1:00 p.m.) de este día jueves, 27 de agosto de 2026, el Senado reanuda 
sus trabajos bajo la Presidencia del señor Thomas Rivera Schatz. 
 

ASISTENCIA 
 
Senadores: 

Ada M. Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Luis 
Javier Hernández Ortiz, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan 
Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Brenda Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. 
Ríos Santiago, Joanne M. Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, 
Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos 
Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda M. Soto Tolentino y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Senadores ausentes y excusados: 

Migdalia Padilla Alvelo y Ángel Toledo López. 
 

SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico.  Hoy es jueves, 27 
de agosto, la una de la tarde (1:00 p.m.). 

Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, solicitamos dar comienzo con el Orden de los 

Asuntos. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: La Invocación estará realizada por el señor Austin Kolthoff 
Caraballo, Coordinador Eclesiástico de la Oficina de Base de Fe del Senado. 
 
 

INVOCACIÓN Y/O REFLEXIÓN 
 

El señor Austin Kolthoff Caraballo, de la Oficina de Base de Fe del Senado, procede con la 
Invocación. 
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SR. KOLTHOFF CARABALLO: Dios les bendiga a todos los aquí presentes. 
Voy a dar lectura en el libro de Éxodo, Capítulo 17, desde el versículo 5 y versículo 6, dice así 

-yo creo que esta lectura es bien propia para estos momentos que estamos viviendo- y Jehová dijo a 
Moisés: “Pasa delante del pueblo y toma contigo a los ancianos de Israel; y toma también en tu mano 
tu vara con que golpeaste el río y ve. He aquí, yo estaré delante de ti, allí sobre la peña en Horeb; y 
golpearás la peña y saldrán de ella aguas y beberá el pueblo. Y Moisés lo hizo así en presencia de los 
ancianos de Israel”.  

Y hoy vamos a orar, vamos a invocar la presencia del Señor para que con nuestra vara, esa 
vara es fe, fe, podamos tocar el reino de los cielos, de tal manera que el señor envíe el agua que tanto 
estamos necesitando en este tiempo. 

Oremos.  Señor, hoy nos ponemos de acuerdo junto a los senadores y senadoras aquí presentes 
para primeramente invocar tu presencia al dar continuidad a esta Sesión Legislativa, que tu Espíritu 
Santo nos asista en el trabajo y las decisiones que aquí se van a tomar.  Pero, sobre todo, Señor, todos 
los aquí presentes, todos hombres y mujeres que representamos todos los pueblos de Puerto Rico nos 
ponemos de acuerdo para pedirte que extiendas tu mano de amor, de gracia, de misericordia y escuches 
nuestros ruegos para que abras las fuentes de los cielos y envíes lluvia. Danos el agua que necesitamos 
para nosotros y para nuestra tierra, de tal manera que no se afecten nuestras cosechas y que nuestra 
tierra siga dando fruto bueno y en abundancia. 

Señor, nos humillamos ante Ti para pedirte que escuches nuestro ruego y que le pongas fin a 
esta sequía. 

En el nombre de Jesús te pedimos esto y te damos gracias.  Amén y amén. 
Dios les bendiga. 

- - - - 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Antes de continuar, para que se autorice a la Comisión de Ciencia, 

Tecnología e Inteligencia Artificial a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres.  
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de lo Jurídico a continuar 

Reunión Ejecutiva. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Juventud, Recreación y 

Deportes a continuar Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Desarrollo Económico, 

Pequeños Negocios, Banca, Comercio, Seguros y Cooperativismo a continuar Reunión Ejecutiva. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Vivienda y 

Bienestar Social a continuar Reunión Ejecutiva. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se autorice a la Comisión de Relaciones 

Federales y Viabilización del Mandato del Pueblo para la Solución del Estatus a continuar Reunión 
Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Gobierno a continuar Reunión 
Ejecutiva. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Educación, Arte y Cultura a 

continuar Reunión Ejecutiva. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se autorice a la Comisión de Agricultura a continuar 

Reunión Ejecutiva. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto.  

 
APROBACIÓN DEL ACTA DE LA SESIÓN ANTERIOR 

 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Acta correspondiente a la 

Sesión del lunes, 24 de agosto de 2026. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Bien. Antes de ir al próximo asunto, vamos a decretar un breve receso 

hasta la una y cuarenta y cinco (1:45), hay unos compañeros que vienen en camino a la Sesión y 
tenemos unos asuntos que atender.  Así que vamos a decretar un receso hasta la una y cuarenta y cinco 
(1:45). 

Receso. 
RECESO 

 
SR. PRESIDENTE: Se reanudan los trabajos del Senado de Puerto Rico. 
Señor Portavoz. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, se ha circulado un segundo Orden de los 

Asuntos, proponemos que se atienda con los trabajos del día de hoy. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda.  
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, vamos a solicitar autorización para que la 

Comisión de Ética celebre una Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres para atender la 
Querella 2026-05 y 2026-06. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
PETICIONES DE TURNOS INICIALES AL PRESIDENTE 

 
(Los senadores Molina Pérez, Hernández Ortiz; la senadora Soto Aguilú; y el senador Morales 

Rodríguez solicitan Turnos Iniciales al Presidente). 
 

SR. PRESIDENTE: Bien. Compañero Molina Pérez.  Compañero Luis Javier Hernández.  
Compañera Soto Aguilú. 

¿Alguien más? ¿No? 
Adelante, compañero Molina Pérez. 
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SR. MOLINA PÉREZ: Muchas gracias, señor Presidente. 
Hoy quedó en evidencia lo que es la mala planificación que ha destruido a nuestro país por 

décadas. Hoy todo el mundo vio que las agencias que se suponen que endosen un proyecto de 
construcción, la Autoridad de Energía Eléctrica y Acueductos y Alcantarillados, ambas agencias 
acaban de decir que no endosan el permiso del Proyecto Esencia. Y no es que no lo endosan por 
capricho, no lo endosan porque no existe ni la infraestructura ni el recurso hídrico para poder suplir la 
demanda que va a generar un proyecto de tal magnitud. Al punto de que se les ocurrió la brillante idea 
de impactar unos cuerpos de aguas subterráneos, pero ellos no tienen ni la capacidad de llene ni de 
vaciado el mismo. Pero planteaban que de diez (10) millones de galones de agua ellos iban a sacar 
solamente el quince por ciento (15%) diario. Y luego una brillante ocurrencia de Turismo, pues 
añadían que querían cosechar el agua, cosechar el agua, el agua de lluvia que era la que iba a infiltrar 
para nutrir todo eso, pues ellos lo iban a cosechar, demostrando un acto de ignorancia de lo cual este 
país ya no puede prestarse más. 

Ahora mismo desde Salinas hasta Cabo Rojo casi todo se prende en fuego porque los cuerpos 
de agua subterráneos se secaron. 

Entonces hasta ocultaron información, ahí está en las agencias federales. Ellos le dijeron que 
no van a impactar ningún cuerpo de agua. Tan pronto reciben la notificación de las agencias federales, 
entonces añaden ellos posterior a que van a impactar cinco (5), cinco (5) pozos de agua.  

A los proponentes del Proyecto, pues, de verdad que se la jugaron muy bien, pero por lo menos 
este Cuerpo está tomando medidas correctivas porque queremos que las cosas se hagan en orden. 

Así que, si no hay agua, no inventen. Porque no es que estamos en contra del desarrollo 
económico, al contrario, ahora mismo la imagen de Puerto Rico es que no vengan porque ni los Airbnb 
tienen agua en la Capital, pero en Cabo Rojo la precipitación es de veintiocho (28) pulgadas 
aproximadamente anuales de agua que cae. Esto es matemática simple y no sumaba.  

Así que yo espero que en la Oficina de Gerencia de Permisos y Recursos Naturales se preparen, 
pero sólido, que traigan los mejores recursos que tengan y los mejores peritos porque en la próxima 
silla les va a tocar a ellos.  

Y lo peor, todo el mundo vio lo que ocurrió allá en Venezuela en La Guaira y lo que ocurrió 
ayer entre Nepal y China allá en el Mustang, vieron un desastre geológico que mata miles de personas, 
pues este Proyecto lo ubican al sur de la falla de Punta Montalvo, una falla geológica que tiene Puerto 
Rico en el suroeste que está dividiendo esa parte geológica y allá iban ellos a construir. Y yo quisiera 
que ustedes vieran el análisis de geotécnico, le está diciendo que allí hay cavidades, pero que como 
ellos no saben, hay que cogerlos en el Proyecto en la marcha. Un acto de irresponsabilidad.  

Y luego dicen que hay un sistema de cavernas y que ellos se van a separar cien (100) metros, 
pues, porque Dios es grande. ¡Mire, eso no es así! Existen los mapas, usted va, entra mide la cavidad, 
mide la profundidad, observa la distancia y desde ahí usted pone entonces el buffer zone.  Pues 
tampoco hicieron eso.  

Y yo estoy que muero porque lleguen estas personas de la Oficina de Gerencia de Permisos y 
Recursos Naturales y me digan a mí la distancia de la caverna, porque yo ya la sé, pero no me da la 
gana de decirle hasta que ellos expongan. Porque el país entero verá que aprobaron una Declaración 
de Impacto Ambiental y una consulta de ubicación con información falsa y omitiendo información.  
Y si antes ellos aprobaban los proyectos sin información, antes sí, ahora no. 

Son nuestras palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Luis Javier Hernández. 
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SR. HERNÁNDEZ ORTIZ: Muchas gracias, señor Presidente. 
Compañeros y compañeras, mientras el Gobierno del PNP tocó la campana en Nueva York, 

diciendo que estábamos listos para hacer negocio, un comerciante posiblemente estaba evaluando 
cerrar su propio negocio porque la factura de la luz no hay forma de poder pagarla por los apagones 
tan constantes le han dañado los equipos y para colmo ahora está sin agua. 

Mientras el Gobierno del PNP toca la campana en Nueva York, diciendo que estamos listos 
para hacer negocio, posiblemente una señora mayor busca fuerzas donde no las tiene, compañeros y 
compañeras, para subir un balde hacia un quinto piso para atender a su esposo encamado.  Ya llevan 
dos (2) meses sin agua 

Posiblemente una industria esté en estos momentos evaluando si permanece en Puerto Rico 
por el alto costo en la luz y la dificultad del agua.  Pero mientras el Gobierno del PNP dice que está 
abierto para hacer negocios, una industria que inauguró apenas hace un año en Aguadilla les notificó 
a sus empleados el cese de sus empleos y no se sabe si pueden cualificar para el desempleo porque la 
plataforma no está en funcionamiento. 

Miles de suplidores no se le han podido sacar un pago, incluyendo a los proveedores de cuidado 
prolongado, a los pacientes envejecientes y ni hablar de los transportistas. 

El Gobierno que hace ocho (8) años tenía 6,000 millones para generación temporera y así evitar 
los dichosos relevos de carga hace apenas unos días que adjudicó una subasta a una empresa nebulosa. 

En los pasados 10 años el Gobierno del PNP no ha usado el ochenta por ciento (80%) de los 
fondos federales de reconstrucción.  Todas las fábricas, todas las fábricas que están en Puerto Rico es 
gracias a los incentivos contributivos, que ustedes saben que solo pueden brindarse bajo el Estado 
Libre Asociado.  Pero esas mismas fábricas recientemente han tenido que invertir en infraestructura 
precisamente de agua y luz, porque el Gobierno no ha podido brindarle esos servicios esenciales. 

Y en estas cifras, compañeros y compañeras, lo que más me duele es que ayer recibí el informe 
de la monitora federal en el caso de Rosa Lydia Vélez para el cumplimiento de nuestros estudiantes 
de Educación Especial y lo más que me afecta de esto -y aquí está la tabla- es que para el año 2023-
2024, que era la pasada Administración, que eran ustedes, y que supuestamente iban a mejorar cuando 
-y pueden venir a desmentirme, pero los números no fallan- cuando decían ustedes en campaña que 
bajo Jenniffer González esto iba a cambiar, que ustedes iban a ser un gran equipo y que iban a combatir 
y a trabajar porque ya tenían un plan.  Pues sepan ustedes que los casos de servicios compensatorios 
pendientes. 

Estos son los estudiantes de Educación Especial que en su Plan Especial Individual, el PEI, se 
le ponen unos servicios y como el Departamento no cumple hay que contratar servicios 
compensatorios.  Pues de 2,241 casos que había en el 2023-2024, ¿ustedes saben cuántos casos hay 
en el 2024-2025?, veintidós mil cuatrocientos veinte (22,420) casos, cerca de doscientos cuarenta y 
ocho mil (248,000) servicios que no se les brindan a los estudiantes.  

¿Y tú sabes la cantidad de personas que a mí me llaman, me escriben, me envían correos 
electrónicos planteando que su hijo no se le ha asignado transportación, que a su hijo no se le ha 
asignado un T1, que no existen maestros de Educación Especial en el salón y, por consiguiente, el 
estudiante no está recibiendo los beneficios que debería recibir? 

Y entonces, yo veo estas cosas y yo me pregunto dónde están las prioridades de este Gobierno, 
que se va a Nueva York a tocar la campana cuando el país ya está cansado de las mentiras de este 
Gobierno. 

Esas son mis palabras, señor Presidente. 
 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

21972 

 
SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Aguilú. 
SRA. SOTO AGUILÚ: Le pido a este Senado que, en el día de hoy en el Anejo A está la 

Moción 2026-1991, se unan todos para reconocer la quincuagésima séptima edición del Clásico de 
Aguja Azul de Club Náutico de Arecibo, por varias razones.  Número uno, porque todos muy bien 
ustedes saben que yo radiqué un proyecto que se llama el Primer Código de Pesca de Puerto Rico, al 
cual invito a todos los náuticos de Puerto Rico y a todos los pescadores para que el próximo viernes, 
18 de septiembre, se den presencia desde las nueve de la mañana (9:00 a.m.) en el Club Náutico de 
Arecibo, el 18 de septiembre, para el Primer Congreso de Pesca de Puerto Rico. 

En segundo lugar, tomo este turno para dejarle saber al Partido Popular que en el año 2011, 
cuando estábamos con el Secretario de Desarrollo Socioeconómico, el señor José Pérez Riera, también 
el Gobierno de Puerto Rico compareció al New York Stock Exchange para tocar la campana del cierre 
de la bolsa de valores.  Lo que pasa es que en esta ocasión lo que le molesta al Partido Popular es que 
nunca han tenido un gobernador que, en carácter institucional y en representación del Gobierno de 
Puerto Rico, le hayan dado la oportunidad privilegiada de poder sonar la campana y decir que Puerto 
Rico está abierto para hacer negocios. Yo sé que eso les duele. 

Pero sé que le duele más al Partido Popular en el día de hoy que no leen el Código Político, 
que no leen el Reglamento del Senado, que tienen que acudir al Tribunal de Apelaciones a coger un 
segundo virazón.  Y ayer precisamente el Partido Popular, por voz de su máxima autoridad aquí en el 
Senado, dice que quiere llegar al Tribunal Supremo para crear jurisprudencia, porque el Tribunal de 
Apelaciones se equivocó, porque el Tribunal de Primera Instancia de San Juan, se equivocó. Pues, 
damas y caballeros en sus casas, les voy a explicar. 

El Código Político de Puerto Rico en su Artículo 34-A dice expresamente que “quien puede 
dar la autoridad y comparecer con legitimación activa a su nombre de Cámara o Senado es la 
Presidencia o la Vicepresidencia de cualquiera de los Cuerpos”. Eso lo dice el Artículo 34-A. 

Y el Tribunal de Apelaciones tuvo que darle al Partido Popular una clase de Derecho 
Constitucional 101. Que quisiera saber con qué fondos se va a pagar, si siguen insistiendo en querer 
llegar al Tribunal Supremo. Porque eso sí es despilfarro de fondos públicos. Eso sí es despilfarro de 
tiempo legislativo adecuado que hay que aplicar aquí en el Senado.  

La doctrina de autolimitación judicial, que es una doctrina constitucional, dice que “cualquier 
tribunal de justicia no va a entrar a atender controversias si son cuestiones políticas; si son cuestiones 
donde una de las partes no tiene legitimación activa, ya sea en carácter estatutario”.  Que ese es el 
estado de Derecho que tenemos en el Senado.  Legitimación activa estatutaria que cuando nos vamos 
al Código Político, en el Artículo 34-A, reconoce expresamente que tiene que ser la figura de la 
Presidencia o la Vicepresidencia quien haga el reclamo al Poder Judicial. 

Así que el Partido Popular incluso cuestiona lo que es legitimación activa estatutaria.  
En tercer lugar, si el asunto es académico. En cuarto lugar, si están haciendo una opinión 

consultiva.  Y, en quinto lugar, si la controversia no está madura. 
El Partido Popular fue con un solo planteamiento de Derecho de alegado error al Tribunal de 

Apelaciones y le dieron el segundo strike. Si quieren tener un tercer strike los emplazo públicamente 
a que digan al Pueblo de Puerto Rico cuánto han gastado en el primer recurso, en el segundo recurso, 
en los asesores y, sobre todo, si van a insistir en que le den la virazón jurídica, porque, desde ese punto 
de vista, deberían devolverle el dinero al pueblo de Puerto Rico. 
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SR. PRESIDENTE: Gracias a la compañera. 
Compañero Rafael Santos. 
SR. SANTOS ORTIZ: Muchas gracias, señor Presidente.  Y buenas tardes, compañeros y 

compañeras. 
Es importante mencionar los logros que ha obtenido nuestro Distrito de Guayama en el ámbito 

deportivo en las pasadas semanas.  
Quiero felicitar que este pasado weekend los Pescadores del Plata de Comerío se proclaman 

los nuevos campeones del béisbol Doble A. Quiero felicitar a su dirigente Luis Matos, a su apoderado 
Dennis Figueroa, a toda esa gran fanaticada del pueblo de Comerío, por obtener este segundo 
campeonato en la historia del pueblo de Comerío.  

Es importante mencionar que en los últimos diez (10) años los máximos campeones en el 
béisbol Doble A pertenecen al Distrito de Guayama. Así que la selección tiene que trabajar un poquito 
más para lograr empatar en campeonatos al Distrito de Guayama. 

También este próximo 2 de septiembre estaremos celebrando y reconociendo estos grandes 
atletas de nuestro Distrito de Guayama que participaron en los Centroamericanos.  Un total de treinta 
y ocho (38) atletas, estarán participando de diferentes charlas y reconocimientos. Tendremos sicóloga 
deportiva y tendremos charlas de motivación con la gran terapeuta atlética Yamilka Padilla.  Y también 
tenemos a Osvaldo Friger.  Donde estaremos reconociendo a esos grandes atletas por su esfuerzo, su 
sacrificio y dándolo todo por Puerto Rico. 

De los cuatrocientos cuarenta y dos (442) atletas que representa la delegación de Puerto Rico, 
treinta y ocho (38) pertenecen a nuestro Distrito y se les estará reconociendo el próximo 2 de 
septiembre en el Salón Leopoldo Figueroa. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Cómo no. 
Señor Portavoz. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto.  

 
 

INFORMES POSITIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Positivos de Comisiones Permanentes: 

 
De las Comisiones de Hacienda, Presupuesto y PROMESA; y de Familia, Mujer, Personas de 

la Tercera Edad y Población con Diversidad Funcional e Impedimentos, un informe conjunto 
proponiendo la aprobación del P. del S. 1256, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Educación, Arte y Cultura, un segundo informe proponiendo la aprobación 
del P. del S. 1100, con enmiendas, según el entirillado que lo acompaña. 

De la Comisión de Educación, Arte y Cultura, el informe final sobre la investigación requerida 
por la R. del S. 344. 

De la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor, dos informes proponiendo la aprobación del P. de la C. 835 y de la R. C. de la C. 328, 
con enmiendas según los entirillados que los acompañan. 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
 

INFORMES NEGATIVOS DE COMISIONES PERMANENTES, 
ESPECIALES Y CONJUNTAS 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Informes Negativos de Comisiones Permanentes: 

 
De la Comisión de Hacienda, Presupuesto y PROMESA, dos informes proponiendo la no 

aprobación de los P. del S. 955 y 1143. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  

 
 

RELACIÓN DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

La Secretaría da cuenta e informa de la primera Relación de Proyectos de Ley y Resolución 
Conjunta recibidos de la Cámara de Representantes, radicados y referidos a Comisión por el señor 
Presidente, cuya lectura se prescinde a moción del señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DE LA CÁMARA 
 
P. de la C. 134 
Presentado por la representante Burgos Muñiz: 
 
“Para enmendar el Artículo 136 de la Ley Núm. 146-2012, según enmendada, conocida como “Código 
Penal de Puerto Rico”, con el fin de distinguir el delito de exposición obscena frente a menores; y para 
otros fines relacionados.” 
(DE LO JURÍDICO) 
 
P. de la C. 429 
Presentado por la representante Ramos Rivera: 
 
“Para enmendar el Artículo 5 y añadir un inciso (c) al Artículo 6 de la Ley 182-1996, según 
enmendada, conocida como “Ley del Promotor de Espectáculos Públicos”, a los fines de disponer la 
devolución al consumidor de la totalidad de los cargos, incluyendo los cargos por servicios en la venta 
de boletos, Impuesto Sobre Ventas y Uso (IVU) y demás cargos sufragados por el consumidor como 
parte de la compra de boletos cuando los espectáculos hayan sido suspendidos o cancelados; imponer 
la obligación al promotor de garantizar el reembolso de dichos cargos al consumidor por conducto 
propio o de la empresa expendedora de boletos; y establecer una multa administrativa por 
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incumplimiento con la obligación de reembolso en casos de suspensión o cancelación de espectáculos 
públicos y los términos y condiciones establecidos para ello; y para otros fines relacionados.” 
(INNOVACIÓN, REFORMA Y NOMBRAMIENTOS) 
 
P. de la C. 476 
Presentado por la representante Ramos Rivera: 
 
“Para enmendar el inciso (d) del Artículo 5.02 de la Ley Núm. 247-2004, según enmendada, conocida 
como “Ley de Farmacia de Puerto Rico” a los fines de requerir que la rotulación de los medicamentos 
recetados incluya una declaración clara y específica sobre el uso del medicamento y la(s) acción(es) 
principal(es) de éste en términos comprensibles para el público en general; entre otros fines 
relacionados.” 
(SALUD) 
 
P. de la C. 517 
Presentado por el representante Roque Gracia: 
 
“Para establecer la “Ley para Certificar la Realización de Toda Obra en la Planta Física de Nuestras 
Escuelas”; añadir un nuevo inciso (r) y designar el actual inciso (r) como inciso (s) al Artículo 2.12 y 
enmendar el inciso (c) del Artículo 8.01 de la Ley Núm. 85-2018, según enmendada, conocida como 
“Ley de Reforma Educativa de Puerto Rico”, con el propósito de asegurar que toda obra que se realiza 
en la planta física de nuestras escuelas cumpla con las necesidades existentes y con los parámetros 
para los que se requirió se realizara la misma y para otros fines.” 
(EDUCACIÓN, ARTE Y CULTURA) 
 
P. de la C. 1034 
Presentado por el representante Torres Cruz, las representantes Vargas Laureano, Higgins Cuadrado, 
Rosas Vargas, y el representante Fourquet Cordero: 
 
“Para enmendar el Artículo 5 de Ley 84-2021, según enmendada, conocida como “Ley de Política 
Pública de Puerto Rico para Combatir la Pobreza Infantil y la Desigualdad Social” con el fin de incluir 
entre los miembros de la Comisión para Combatir la Pobreza y la Desigualdad Social en Puerto Rico 
al Secretario(a) del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos o su representante designado, a 
la Procuradora de las Mujeres o su representante designado, un (1) representante designado por la 
Asociación de Alcaldes de Puerto Rico, un (1) representante designado por la Federación de Alcaldes 
de Puerto Rico, así como dos (2) miembros en representación del interés público recomendados 
respectivamente, uno (1) por el Presidente(a) de la Cámara de Representantes de Puerto Rico y uno 
(1) por el Presidente(a) del Senado de Puerto Rico y para otros fines relacionados.” 
(VIVIENDA Y BIENESTAR SOCIAL) 
 
P. de la C. 1364 
Presentado por el representante Hernández Concepción: 
 
“Para añadir un nuevo inciso (q) a la Sección 6 de la Ley Núm. 83 de 2 de mayo de 1941, según 
enmendada, conocida como “Ley de la Autoridad de Energía Eléctrica de Puerto Rico”, a los fines de 
disponer que toda empresa que opere el Sistema de Transmisión y Distribución de energía de Puerto 
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Rico deberá establecer y mantener un sistema de querellas que impida el cierre sin su resolución 
efectiva, entre otros requisitos; disponer sobre la notificación al cliente; y para otros fines 
relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 

RESOLUCIÓN CONJUNTA DE LA CÁMARA 
 
R. C. de la C. 324 
Presentada por el representante Estévez Vélez: 
 
“Para designar la Carretera Estatal PR-190 que discurre desde la intersección con la Calle José A. 
“Tony” Santana hasta la intersección con la Avenida Roberto Sánchez Vilella, en el Municipio de 
Carolina, con el nombre de “Dr. Rafael Torres Vélez”; autorizar la instalación de rótulos; autorizar el 
pareo de fondos; y para otros fines relacionados.” 
(TRANSPORTACIÓN, TELECOMUNICACIONES, SERVICIOS PÚBLICOS Y ASUNTOS DEL 
CONSUMIDOR) 
 

La Secretaría da cuenta de la segunda Relación de Proyectos de Ley, Resoluciones Conjuntas 
y Resoluciones del Senado, radicados y referidos a Comisión por el señor Presidente, cuya lectura se  
prescinde a moción del señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DEL SENADO 
 
P. del S. 1436 
Por la señora Pérez Soto (Por Petición): 
 
“Para crear la “Ley para Reglamentar la Práctica de la Musicoterapia en Puerto Rico”; establecer la 
política pública del Gobierno de Puerto Rico en torno a la regulación de la práctica profesional de la 
musicoterapia; definir términos; establecer los requisitos para el licenciamiento de musicoterapeutas; 
facultar al Departamento de Salud a reglamentar y fiscalizar dicha profesión; disponer sobre 
penalidades y medidas disciplinarias; y para otros fines relacionados.” 
(SALUD) 
 
P. del S. 1437 
Por la señora Pérez Soto: 
 
“Para crear la Ley para declarar oficialmente al Zumbador Verde de Puerto Rico (Anthracothorax 
viridis) como el ave oficial de Puerto Rico; disponer sobre su uso como símbolo; facultar al Secretario 
de Estado a reglamentar su utilización; y para otros fines relacionados.” 
(GOBIERNO) 
 
P. del S. 1438  
Por la señora Jiménez Santoni: 
 
“Para enmendar los Artículos 2, 6, 20, 21 y 22, y reenumerar los actuales artículos 20, 21, 22 y 23 
como los artículos 23, 24, 25, 26 y 27 de la Ley Núm. 241-1999, según enmendada, conocida como 
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la “Nueva Ley de Vida Silvestre de Puerto Rico”, a los fines de incluir expresamente a los peces dentro 
de la definición de fauna silvestre; prohibir la alimentación, cebado, atracción o condicionamiento 
intencional de tiburones, delfines y otra fauna marina silvestre con el propósito de provocar o facilitar 
encuentros para actividades turísticas, recreativas o comerciales; prohibir el mercadeo, promoción, 
venta u operación de excursiones dirigidas a provocar este tipo de interacción, natación o buceo; 
establecer penalidades; disponer excepciones para encuentros accidentales, actividades científicas, 
conservación, rescate y otras actividades debidamente autorizadas; y para otros fines relacionados.” 
(TURISMO, RECURSOS NATURALES Y AMBIENTALES) 
 
 
P. del S. 1439 
Por el señor Dalmau Santiago y el señor González Costa (Por Petición): 
 
“Para enmendar los Artículos 4, 5, 7 y 8 de la “Ley para Crear el Concilio Multisectorial en Apoyo a 
la Población sin Hogar”, a los fines de fortalecer la creación y adopción de política pública 
interagencial y multisectorial de los servicios dirigidos a las personas sin hogar; ampliar las facultades 
de fiscalización, evaluación y rendición de cuentas del Concilio Multisectorial; garantizar el acceso 
efectivo, oportuno y no discriminatorio a los servicios y beneficios gubernamentales mediante la 
eliminación de barreras administrativas y estructurales; fortalecer la Carta de Derechos de las Personas 
sin Hogar; promover mecanismos uniformes de coordinación entre las agencias y los municipios; y 
para otros fines relacionados.” 
(VIVIENDA Y BIENESTAR SOCIAL) 
 
 

RESOLUCIONES CONJUNTAS DEL SENADO 
 
 
R. C. del S. 205 
Por la señora Barlucea Rodríguez:  
 
“Para ordenar al Departamento de la Vivienda a realizar todas las gestiones necesarias para culminar 
el proceso de segregación y otorgamiento de títulos de propiedad a las familias que residen en los 
terrenos conocidos como la Finca Folch, ubicados en el Barrio Garzas Junco del Municipio de 
Adjuntas; disponer la exclusión del Sistema de Bosques del Estado de hasta dieciséis punto nueve tres 
cuatro cuatro (16.9344) cuerdas de terreno pertenecientes al Bosque Estatal de Guilarte y 
correspondientes a la Finca Folch; eximir expresamente dicha exclusión y transferencia de cualquier 
requisito de compensación al Sistema de Bosques del Estado dispuesto en el Artículo 3(B) de la Ley 
Núm. 133 de 1 de julio de 1975, según enmendada, conocida como la “Ley de Bosques de Puerto 
Rico”; ordenar al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales a transferir gratuitamente 
dichos terrenos al Departamento de la Vivienda; disponer que los títulos de propiedad podrán 
comprender hasta una (1) cuerda de terreno por familia, de conformidad con la Ley Núm. 132 de 1 de 
julio de 1975, según enmendada, conocida como la “Ley de Viviendas Enclavadas en Terrenos 
Ajenos”; establecer términos para el cumplimiento de lo dispuesto en esta Resolución Conjunta; y 
para otros fines relacionados.” 
(VIVIENDA Y BIENESTAR SOCIAL)  
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R. C. del S. 206 
Por la señora Pérez Soto: 
 
“Para ordenar al Superintendente de la Policía de Puerto Rico y al Secretario del Departamento de 
Corrección y Rehabilitación a cumplir con lo dispuesto en el Artículo 59 del Plan de Reorganización 
del Departamento de Corrección y Rehabilitación de 2011 (Plan 2-2011, según enmendado), mediante 
la elaboración, adopción e implementación de un protocolo conjunto que establezca los acuerdos de 
intervención e investigación de delitos y faltas dentro de las instituciones correccionales; establecer 
parámetros para su cumplimiento; y para otros fines relacionados.” 
(SEGURIDAD PÚBLICA Y ASUNTOS DEL VETERANO) 
 
 

RESOLUCIONES DEL SENADO 
 
 
R. del S. 587 
Por el señor Santos Ortiz: 
 
“Para enmendar la Sección 4 de la R. del S. 356, según aprobada el 14 de mayo de 2026, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado de 
Puerto Rico, para realizar una investigación exhaustiva sobre la estructura, supervisión y 
funcionamiento del ecosistema deportivo, a fin de evaluar el rol de las entidades públicas y privadas 
en la implementación de la política deportiva, los mecanismos de fiscalización, transparencia en el 
manejo de recursos, las acciones necesarias para garantizar la equidad, la integridad institucional, la 
protección de los derechos de los atletas y estudiantes deportistas, y para otros fines relacionados.” 
 
 
R. del S. 588 
Por el señor Molina Pérez:  
 
“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto Rico a 
realizar una investigación exhaustiva sobre los contratos de gerencia, administración, ingeniería, 
supervisión y ejecución vinculados al Programa de Mejoras Capitales de la Autoridad de Acueductos 
y Alcantarillados de Puerto Rico; examinar el costo, alcance, enmiendas, desempeño, resultados y 
retorno de inversión de los principales gerentes de programa y contratistas; evaluar los mecanismos 
de contratación, fiscalización, facturación, supervisión y auditoría utilizados por la Autoridad; 
investigar la relación entre los recursos destinados a servicios de gerencia y el progreso físico y 
financiero de las obras; evaluar los controles aplicables a subcontratistas y subconsultores; examinar 
el cumplimiento con las leyes, reglamentos, requisitos federales y condiciones aplicables a fondos de 
FEMA, CDBG-DR y otras fuentes de financiamiento; y para otros fines.” 
(ASUNTOS INTERNOS) 
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La Secretaría da cuenta de la tercera Relación de Proyectos de Ley y Resolución del Senado, 

radicados y referidos a Comisión por el señor Presidente. Se prescinde de la lectura, a moción del 
señor Gregorio Matías Rosario: 
 

PROYECTOS DEL SENADO 
 
P. del S. 1440 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para añadir un nuevo Artículo 16-A a la Ley 238-2004, según enmendada, conocida como “Carta de 
Derechos de las Personas con Impedimentos”, a los fines de establecer un proceso de transición de 
servicios por límite de edad; y para otros fines relacionados.” 
(FAMILIA, MUJER, PERSONAS DE LA TERCERA EDAD Y POBLACIÓN CON DIVERSIDAD 
FUNCIONAL E IMPEDIMENTOS) 
 
P. del S. 1441 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para añadir un nuevo Artículo 14-A a la Ley 82-2023, según enmendada, conocida como “Ley sobre 
la Política Pública del Cuidado Informal de Puerto Rico”, a los fines de establecer un plan y protocolo 
de contingencia ante la ausencia súbita del cuidador informal de recipientes de cuidado entre las 
edades de dieciocho (18) y cincuenta y nueve (59) años; establecer las responsabilidades del 
Departamento de la Familia ante dichos eventos; disponer para la coordinación de medidas 
provisionales de protección o apoyo mediante los recursos gubernamentales legalmente disponibles; 
y para otros fines relacionados.” 
(FAMILIA, MUJER, PERSONAS DE LA TERCERA EDAD Y POBLACIÓN CON DIVERSIDAD 
FUNCIONAL E IMPEDIMENTOS) 
 
P. del S. 1442 
Por la señora Soto Aguilú:  
 
“Para añadir un nuevo inciso (q) al Artículo 5 y un segundo párrafo al Artículo 11 de la Ley 238-2004, 
según enmendada, conocida como “Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos”, a los fines 
de disponer el reconocimiento uniforme de certificaciones de condiciones permanentes; prohibir 
recertificaciones innecesarias dirigidas únicamente a acreditar nuevamente la existencia o 
permanencia de una condición previamente certificada; y para otros fines relacionados.” 
(FAMILIA, MUJER, PERSONAS DE LA TERCERA EDAD Y POBLACIÓN CON DIVERSIDAD 
FUNCIONAL E IMPEDIMENTOS) 
 
P. del S. 1443 
Por la señora Soto Aguilú: 
 
“Para añadir un nuevo Artículo 6-A a la Ley 238-2004, según enmendada, conocida como “Carta de 
Derechos de las Personas con Impedimentos”, a los fines de establecer un protocolo de orientación y 
referido para personas que adquieran un impedimento durante la adultez; disponer el deber de 
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orientación y referido en determinadas altas hospitalarias; establecer responsabilidades de 
coordinación inicial del Departamento de Salud; y para otros fines relacionados.” 
(FAMILIA, MUJER, PERSONAS DE LA TERCERA EDAD Y POBLACIÓN CON DIVERSIDAD 
FUNCIONAL E IMPEDIMENTOS; Y DE SALUD) 
 

RESOLUCIÓN DEL SENADO 
 
R. del S. 589  
Por el señor Santiago Rivera: 
 
“Para extender el reconocimiento y felicitación del Senado de Puerto Rico a la organización de los 
Pescadores del Plata de Comerío, sus directivos, cuerpo técnico y jugadores, al ganar el Campeonato 
Nacional de la Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico gesta que enaltece el nombre del 
municipio de Comerío y del béisbol Doble A puertorriqueño.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO:  Señor President, para que se dé por leída y aprobada la primera, 
segunda, tercera Lectura de hoy jueves, 27 de agosto del 2026. 

SR. PRESIDENTE:  Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
MENSAJES Y COMUNICACIONES DE TRAMITE LEGISLATIVO 

 
La Secretaría da cuenta de los siguientes Mensajes y Comunicaciones de Trámite Legislativo: 

 
De la secretaria del Senado, cuatro comunicaciones a la Cámara de Representantes informando 

que el Senado ha aprobado los P. del S. 786, 811, 1213 y 1286. 
De la secretaria del Senado, dos comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 

que el Senado ha aprobado los P. de la C. 40 y 279, con enmiendas. 
De la secretaria del Senado, dos comunicaciones informando a la Cámara de Representantes 

que el Senado ha aprobado la R. C. de la C. 293 y la R. Conc. de la C. 40, sin enmiendas. 
De la licenciada Thais M. Reyes Serrano, asesora auxiliar en asuntos legislativos, Oficina de 

la Gobernadora, una comunicación informando que la gobernadora de Puerto Rico ha aprobado y 
firmado la siguiente Resolución Conjunta con vetos de línea: 
 
Resolución Conjunta 58-2026 
Firmada el 13 de agosto de 2026.- 
 
(R. C. de la C. 372 (Conferencia)) “Para asignar la cantidad de diecinueve millones ochocientos 
ochenta mil ($19,880,000) dólares, los cuales procederán de la Resolución Conjunta de Presupuesto 
para el Año Fiscal 2026-2027, para proveer asignaciones a entidades e instituciones semipúblicas, 
públicas y privadas cuyas actividades o servicios propendan al desarrollo de programas y bienestar 
social, de la salud, educación, cultura, y a mejorar la calidad de vida de los puertorriqueños; los 
beneficiarios de los fondos aquí asignados deberán cumplir con los requisitos establecidos en la Ley 
20-2015, de la Comisión Especial Conjunta de Fondos Legislativos para Impacto Comunitario; 
autorizar el pareo de los fondos asignados; y para otros fines relacionados.” 
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*El senador González Costa ha radicado un voto explicativo de la delegación del Partido 

Independentista Puertorriqueño sobre el P. del S. 1083. 
**La senadora Santiago Negrón ha radicado un voto explicativo de la delegación del Partido 

Independentista Puertorriqueño sobre la R. C. del S. 202. 
***El senador Santiago Rivera ha radicado un voto explicativo sobre la R. C. de la C. 186. 
****La senadora Soto Aguilú ha radicado un voto explicativo sobre el P. de la C. 911. 
La senadora Pérez Soto y los senadores Colón La Santa, González López, Reyes Berríos, 

Sánchez Álvarez y Santos Ortiz han presentado el formulario de coautoría para el P. del S. 867, con 
la autorización del senador Rivera Schatz, autor de la medida. 

Los senadores Reyes Berríos y Rosa Ramos han presentado los formularios de coautoría para 
los P. del S. 971 y 1254; y la senadora Pérez Soto y los senadores Colón La Santa, González López, 
Reyes Berríos, Rosa Ramos, Sánchez Álvarez y Santos Ortiz han presentado el formulario de 
coautoría para el P. del S. 1239, con la autorización del senador Morales Rodríguez, autor de las 
medidas. 
 

*Nota: El Voto Explicativo en torno al Proyecto del Senado 1083, sometido por el senador 
Adrián González Costa y la Delegación del Partido Independentista, se hace constar para récord 
al final de este Diario de Sesiones. 

**El Voto Explicativo en torno a la Resolución Conjunta del Senado 202, sometido la 
senadora María de Lourdes Santiago Negrón, se hace constar para récord al final de este Diario 
de Sesiones. 

***El Voto Explicativo en torno a la Resolución Conjunta de la Cámara 186, sometido 
por el senador José A. Santiago Rivera, se hace constar para récord al final de este Diario de 
Sesiones. 

****El Voto Explicativo en torno al Proyecto de la Cámara 911, sometido por la senadora 
Roxanna Soto Aguilú, se hace constar para récord al final de este Diario de Sesiones. 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Para que se reciban. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se reciben. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto.  
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

 
 

PETICIONES Y SOLICITUDES DE INFORMACIÓN AL CUERPO, 
NOTIFICACIONES Y OTRAS COMUNICACIONES 

 
La Secretaría da cuenta de las siguientes Peticiones y Solicitudes de Información al Cuerpo, 

Notificaciones y otras Comunicaciones: 
 

Del secretario de la Cámara de Representantes, una comunicación notificando que, en su sesión 
del lunes, 24 de agosto de 2026, dicho cuerpo legislativo acordó solicitar el consentimiento del Senado 
para recesar los trabajos por más de tres (3) días consecutivos desde el lunes, 24 de agosto de 2026, 
hasta el martes, 1 de septiembre de 2026. 
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El senador Hernández Ortiz ha radicado la Petición de Información 2026-0116: 

“El Trastorno por Déficit de Atención e Hiperactividad (TDAH) es un trastorno del 
neurodesarrollo. Como norma general, es diagnosticado durante la infancia y con frecuencia, persiste 
hasta la edad adulta. Este trastorno implica que una persona puede tener problemas para: prestar 
atención (falta de atención); controlar conductas impulsivas (impulsividad); o ser demasiado activo 
(hiperactividad).  
Actualmente, en Puerto Rico existe información pública sobre el TDAH; sin embargo, esta se 
encuentra fragmentada entre distintas agencias y fuentes. Ante este escenario, es necesario identificar 
posibles brechas en la prestación de servicios y fortalecer las políticas públicas dirigidas a la población 
que padece dicha condición. Para ello, es necesario contar con datos que permitan evaluar el estado 
de esta, el acceso oportuno a servicios, la continuidad del tratamiento y el cumplimiento de los 
derechos de los niños, adolescentes y adultos con TDAH. 
A tono con ello, el senador que suscribe respetuosamente solicita que, a través de la Secretaría de este 
Alto Cuerpo se le requiera al Departamento de Salud y al Departamento de Educación, por conducto 
de sus respectivos secretarios, Víctor Ramos Otero y Eliezer Ramos Parés, que sometan la siguiente 
información, conforme a la Regla 18 del Reglamento del Senado de Puerto Rico, en un término de 
cinco (5) días laborables luego de la aprobación de esta Petición. 

SOLICITUD DE DOCUMENTACIÓN A LOS SECRETARIOS DE SALUD Y EDUCACIÓN:  
La siguiente información detallada: 
Incidencia del TDAH en Puerto Rico: 
1. Provean el número de casos nuevos diagnosticados por año, desglosados por 

tipo de TDAH, edad, sexo, región geográfica y tipo de aseguradora (pública o 
privada). 
Prevalencia del TDAH en Puerto Rico:  

2. Indique el número y porcentaje de personas con diagnóstico activo de TDAH, 
estratificado por tipo de TDAH, edad, sexo, municipio o región. 
Modalidades de tratamiento actualmente ofrecidas: 

3. Provea una distribución de pacientes que reciben tratamiento farmacológico, 
intervenciones psicológicas, terapia conductual, entrenamiento para padres, 
intervenciones escolares, tratamientos combinados u otras modalidades.  
Frecuencia de seguimiento en tratamiento psicológico y psiquiátrico: 

4. Informe la frecuencia promedio de citas de seguimiento y duración de la 
continuidad del tratamiento. 
Cantidad y porcentaje de pacientes con TDAH que reciben servicios bajo el 
Programa de Educación Especial del Departamento de Educación: 

5. Provea datos sobre elegibilidad, tipo de acomodos razonables, servicios 
relacionados y distribución por nivel escolar. 
Resultados o desenlaces de las intervenciones:  

6. Presente indicadores disponibles relacionados con mejoría clínica, 
funcionamiento y desempeño académico, conducta, asistencia escolar, 
integración en actividades escolares rutinarias, retención escolar, calidad de 
vida y satisfacción con los servicios. 
Porcentaje de pacientes que son clasificados con abandono de los servicios o 
interrumpen el tratamiento:  
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7. Informe tasas de deserción escolar, tiempo promedio hasta el abandono y 
razones documentadas para la interrupción de los servicios. 
Porcentaje de pacientes con TDAH que presentan dificultades escolares: 

8. Someta información sobre bajo rendimiento académico, repetición de grado, 
ausentismo, problemas disciplinarios, suspensiones, deserción escolar y 
necesidad de acomodos educativos. 

9. Presente el tiempo promedio entre la identificación de síntomas y el diagnóstico 
formal incluyendo el tiempo hasta el inicio del tratamiento. 
Disponibilidad y distribución de profesionales especializados en TDAH: 

10. Informe el número de psiquiatras de niños y adolescentes, psiquiatras generales, 
psicólogos, neuropsicólogos, maestros de educación especial, docentes y no 
docentes y otros profesionales que ofrecen servicios clínicos, terapeuticos y/o 
educativos para pacientes con TDAH, desglosado por región. 

11. Informe sobre el tiempo de espera para evaluación diagnóstica y para el inicio 
de tratamiento, separado por sistema público y privado. 
Sobre la cobertura de los servicios por tipo de aseguradora: 

12. Presente Información sobre cobertura de evaluación, tratamiento 
farmacológico, psicoterapia, entrenamiento para padres y otros servicios 
relacionados. 
En cuanto a la distribución demográfica y socioeconómica de la población 
atendida: 

13. Provea la edad, sexo, región geográfica, composición familiar, transporte, nivel 
socioeconómico y tipo de plan médico. 

Se solicita que se le remita copia de esta petición a los secretarios del Departamento de Salud 
y del Departamento de Educación, a través de la Secretaría de este Alto Cuerpo.” 
 
 

De la secretaria del Senado, una notificación al Senado de Puerto Rico en torno a las Peticiones 
de Información 2026-0074 y 2026-0095:  
“27 de agosto de 2026 
 
NOTIFICACIÓN AL SENADO DE PUERTO RICO 
 
Re: Peticiones 2026-0074 y 2026-0095 
 
Notifico, conforme a la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de Puerto Rico (R. del S. 255), que 
luego de dos (2) notificaciones, el Municipio de Río Grande y la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados no han cumplido con las Peticiones de Información detalladas en el anejo. Se notifica 
al Cuerpo para que adopte las medidas que correspondan. 
 
Respetuosamente,  
{firmado} 
Jenniffer Martínez Heyer 
Secretaria 
Senado de Puerto Rico 
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/anejo 
 

PETICIONES NO CONTESTADAS 
(actualizado a las 8:30 am del 27 de agosto de 2026) 

 
Número de Petición 

(senador peticionario) 
Agencia/Entidad 

 
 

Información Solicitada 

 
 

Comunicaciones 

 
2026-0074 

(Molina Pérez) 
 

Municipio de Río Grande 
 

1. Expediente completo de las parcelas 
identificada con los números de catastro 
siguientes: 
o 067-000-007-06-000 
o 067-000-007-07-000  
o 067-000-007-20-000  
o 067-000-007-16-000  
o 067-000-006-06-000  
o 067-000-006-05-000  
o 067-000-006-07-000  
o 067-000-007-13-000  
o 067-000-007-21-000 
o 067-000-007-16-000 

 
2 (incluyendo una 

prórroga) 

 
2026-0095 

(Ríos Santiago) 
 

Autoridad de Acueductos 
y Alcantarillados 

 
 

 
Un informe detallado sobre el gasto 

incurrido en la contratación de brigadas 
privadas para la prestación de servicios 
de campo, en comparación con el costo 
de las brigadas operadas con personal 
propio de la corporación. 

 
… se solicita que la información provista 

incluya, pero sin limitarse a: 
• Inventario de brigadas con personal 

de la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados (AAA), por región y 
por tipo de labor (salideros, 
emergencias y averías, 
alcantarillado sanitario, 
mantenimiento de líneas, instalación 
y pitometría), indicando la cantidad 
de empleados asignados a cada 
categoría. 

• Relación de los contratos otorgados 
a terceros privados para servicios de 
brigadas operacionales, en los años 

 
2 
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fiscales 2021-2022 al 2025-2026, 
especificando nombre del 
contratista, número de contrato 
registrado en la Oficina del 
Contralor, tipo de servicio, monto 
total, desembolsos por año fiscal, 
vigencia y método de adjudicación. 

• Gasto total anual en brigadas 
operacionales contratadas, 
comparado con el costo total anual 
de las brigadas de la notoriedad, 
desglosado por año fiscal. 

 
 

Del ingeniero Luis R. González Delgado, presidente ejecutivo, Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados, una comunicación contestando las solicitudes de información presentadas por los 
senadores durante la Comisión Total del 17 de junio de 2026. 

De la secretaria del Senado, una comunicación al presidente ejecutivo de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados notificando que la documentación en respuesta a las solicitudes de 
información de la Comisión Total del 17 de junio de 2026 está incompleta, y otorgando hasta el 31 de 
agosto de 2026 para completar la documentación. 

Del ingeniero Miguel Manzano Rivera, secretario auxiliar interino, Oficina de Gerencia de 
Permisos, Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, una comunicación remitiendo 
respuesta a la Petición de Información 2026-0101, presentada por la senadora Santiago Negrón y 
aprobada por el Senado el 17 de agosto de 2026. 

Del ingeniero Miguel Manzano Rivera, secretario auxiliar interino, Oficina de Gerencia de 
Permisos, Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, una comunicación remitiendo 
respuesta a la Petición de Información 2026-0102, presentada por la senadora Santiago Negrón y 
aprobada por el Senado el 17 de agosto de 2026. 

De la señora Norma E. Burgos Andújar, secretaria de la gobernación, La Fortaleza, una 
comunicación solicitando una prórroga hasta el 2 de septiembre de 2026 para contestar la Petición de 
Información 2026-0106, presentada por el senador Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 17 de 
agosto de 2026. 

De la licenciada Carmen M. Guillén González, asesora legal, Oficina de Gerencia y 
Presupuesto, una comunicación solicitando una prórroga de cinco (5) días adicionales para contestar 
la Petición de Información 2026-0106, presentada por el senador Rivera Schatz y aprobada por el 
Senado el 17 de agosto de 2026. 

Del licenciado Héctor A. Morales Martínez, presidente, Junta de Planificación, una 
comunicación solicitando una prórroga de cinco (5) días adicionales para contestar la Petición de 
Información 2026-0110, presentada por el senador Molina Pérez y aprobada por el Senado el 24 de 
agosto de 2026. 
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De la licenciada Edmée Zeidán Cuebas, secretaria auxiliar, Oficina de Gerencia de Permisos, 

Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, una comunicación remitiendo respuesta a la 
Petición de Información 2026-0110, presentada por el senador Molina Pérez y aprobada por el Senado 
el 24 de agosto de 2026. 

Del honorable Miguel Méndez Pérez, alcalde, Municipio de Isabela, una comunicación 
remitiendo respuesta a la Petición de Información 2026-0110, presentada por el senador Molina Pérez 
y aprobada por el Senado el 24 de agosto de 2026. 

Del señor Omar Hernández Martínez, director, Oficina de Presupuesto, Autoridad 
Metropolitana de Autobuses, una comunicación sometiendo el informe acumulado al 31 de marzo del 
2026 para la Asamblea Legislativa, según requerido por la Ley Núm. 5 de 11 de mayo de 1959, según 
enmendada. 

De la licenciada Teresita Rodríguez Rivera, directora ejecutiva, Comisión de Investigación, 
Procesamiento y Apelación, una comunicación remitiendo el Informe Anual de Situación 2026, según 
requerido por la Ley Núm. 32 de 22 de mayo de 1972, según enmendada. 

Del doctor Orville M. Disdier Flores, director ejecutivo, Instituto de Estadísticas de Puerto 
Rico, una comunicación remitiendo el Informe de Resultados 2025-2026, según requerido por la Ley 
209-2003, según enmendada, conocida como “Ley del Instituto de Estadísticas de Puerto Rico”. 

Del señor James Thordsen Lasvitt, presidente, Pabellón de la Fama del Deporte 
Puertorriqueño, Inc., una comunicación remitiendo un informe trimestral para el periodo de enero a 
marzo de 2026 sobre los gastos incurridos con los fondos recibidos por la Ley 5-2022. 

De la señora Brenda Vega Zambrana, secretaria, Panel sobre el Fiscal Especial Independiente, 
dos notificaciones de resolución, notificando que en los casos NI-DJ-2026-0019 y NI-DJ-2026-0020, 
el Panel sobre el Fiscal Especial Independiente se ha acogido a las determinaciones del Departamento 
de Justicia y no se iniciarán investigaciones preliminares contra el senador Molina Pérez. 

De la señora Ivette Montalvo León, ayudante ejecutiva, Oficina del Contralor de Puerto Rico, 
una comunicación remitiendo el Informe de Auditoría OC-27-26 del Colegio Universitario de San 
Juan del Municipio de San Juan. 

- - - - 
 

Luego de preparado el Orden de los Asuntos, la Secretaría da cuenta de la siguiente 
Comunicación, recibida: 
 

Del senador Rivera Schatz, presidente del Senado, una comunicación al senador Morales 
Rodríguez, presidente, Comisión de Ética del Senado, que lee: 
 
“Estimado señor Presidente: 

Toda vez que se ha presentado la Querella Núm. 2026-06 en contra del Hon. Eliezer Molina 
Pérez, quien es miembro de la Comisión de Ética del Senado de Puerto Rico y habiéndose presentado 
una solicitud de inhibición, conforme a la Sección 15 de la R. del S. 247, “Código de Ética del Senado 
de Puerto Rico”, procedo a designar al Hon. José A. Santiago Rivera como miembro temporero de la 
Comisión de Ética. 

El senador Santiago Rivera participará exclusivamente a los fines de adjudicar la Moción de 
Inhibición, según dispone la referida Sección 15. Esta medida asegura la imparcialidad y el 
cumplimiento de los procesos establecidos por el Código de Ética.” 
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SR. MATÍAS ROSARIO: Ahora sí, señor Presidente, se solicita la autorización para que la 

Comisión de Ética celebre Reunión Ejecutiva en el Salón de Mujeres Ilustres para atender la Querella 
2026-05 y la Querella 2026-06. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso a., hay una comunicación del 

Secretario de la Cámara de Representantes notificando que en su Sesión del lunes, 24 de agosto de 
2026, dicho Cuerpo Legislativo acordó solicitar el consentimiento del Senado para recesar los trabajos 
por más de tres (3) días consecutivos, desde el lunes, 24 de agosto de 2026, hasta el martes, 1 de 
septiembre de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso b., hay una Petición del senador 

Hernández Ortiz, para que se apruebe. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso c., hay una comunicación de la 

Secretaria del Senado informando que, conforme con la Regla 18.2 del Reglamento del Senado de 
Puerto Rico, la Resolución del Senado 255, que luego de dos (2) notificaciones al Municipio de Río 
Grande y la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados no han cumplido con las Peticiones de 
Información 2026-74, 2026-95. 

SR. PRESIDENTE: Que se proceda entonces con los abogados del Senado de Puerto Rico a 
reclamar por la vía judicial. 

¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso h., hay una petición de la señora 

Norma Burgos Andújar, Secretaria de la Gobernación de La Fortaleza, solicitando una prórroga hasta 
el 2 de septiembre de 2026 para contestar la Petición de Información 2026-106, presentada por el 
senador Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 17 de agosto de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso i., hay una petición de la licenciada 

Carmen E. Guillén González, asesora legal de la Oficina de Gerencia y Presupuesto, solicitando una 
prórroga de cinco (5) días adicionales para contestar la Petición de Información 2026-106, presentada 
por el senador Rivera Schatz y aprobada por el Senado el 17 de agosto de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, en el inciso j., hay una petición del licenciado 

Héctor Morales Martínez, Presidente de la Junta de Planificación, solicitando una prórroga de cinco 
(5) días adicionales para contestar la Petición de Información 2026-110, presentada por el senador 
Molina Pérez y aprobada por el Senado el 24 de agosto de 2026. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se reciban las restantes Peticiones y 

Notificaciones. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Próximo asunto. 
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MOCIONES  

 
Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame 

Anejo A 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 
Júbilo, Tristeza o Pésame: 
 
Moción 2026-1980 
Por el senador Morales Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a Pedro L. Vélez Font por haber obtenido el 
título de Mr. Clásico Hispanoamérica Internacional 2026. 
 
 
Moción 2026-1981 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Diana Eve Meléndez Méndez por su 
trayectoria profesional, compromiso con el servicio público y disposición para ayudar a los más 
necesitados. 
 
 
Moción 2026-1982 
Por la senadora Jiménez Santoni: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Reynaldy Vázquez González, Yohanny 
Michelle Santana Romero, Francisco Muñiz Pérez y Gérard Rivera Díaz, del equipo Las Gigantes de 
Carolina de la Liga de Baloncesto Puertorriqueña Femenina, por lograr el campeonato de la temporada 
2026. 
 
Moción 2026-1983 
Por la senadora Moran Trinidad: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a estudiantes de la escuela superior José Santos Alegría 
por su labor humanitaria al formar parte de la iniciativa “Férulas en Impresión 3D” para ayudar a 
personas heridas en Venezuela por los terremotos ocurridos en junio de 2026. 
 
Moción 2026-1984 
Por la senadora Moran Trinidad: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca a estudiantes de varias escuelas por su labor humanitaria 
al formar parte de la iniciativa “Férulas en Impresión 3D” para ayudar a personas heridas en Venezuela 
por los terremotos ocurridos en junio de 2026. 
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Moción 2026-1985 
Por la senadora Padilla Alvelo: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a los Vaqueros de Bayamón por coronarse 
como campeones de la temporada 2026 del Baloncesto Superior Nacional. 
 
Moción 2026-1986 
Por la senadora Román Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Ricardo Román Vélez por su trayectoria 
profesional y más de quince años de servicio en el Departamento de Corrección y Rehabilitación. 
 
Moción 2026-1987 
Por la senadora Román Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a José Concepción Fuentes por sus veinticinco 
años de servicio en el Departamento de Corrección y Rehabilitación. 
 
Moción 2026-1988 
Por la senadora Román Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Carlos Illas Velázquez por sus veintisiete 
años de servicio en el Departamento de Corrección y Rehabilitación y en el Programa de Servicios 
con Antelación al Juicio. 
 
Moción 2026-1989 
Por la senadora Román Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Jaime Ramírez Valentín por sus veinte años 
de servicio en el Departamento de Corrección y Rehabilitación y en el Programa de Servicios con 
Antelación al Juicio. 
 
Moción 2026-1990 
Por la senadora Román Rodríguez: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico reconozca y felicite a Alexis J. Rivera Alicea por sus quince años 
de servicio en el Departamento de Corrección y Rehabilitación y en el Programa de Servicios con 
Antelación al Juicio. 
 
Moción 2026-1991 
Por la senadora Soto Aguilú: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca al Club Náutico de Arecibo por sus 
aportaciones al desarrollo de la pesca deportiva y compromiso con la preservación de las tradiciones 
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náuticas de la región norte de Puerto Rico, con motivo de la celebración de la quincuagésima séptima 
edición del Clásico de Aguja Azul. 
 
Moción 2026-1992 
Por el senador Santos Ortiz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a integrantes de la delegación de Puerto Rico 
en los Juegos Centroamericanos y del Caribe, Santo Domingo 2026, por su destacada participación. 
 
Relación de Resoluciones para solicitar tiempo adicional para someter Informes Parciales o Finales 

sobre investigaciones ordenadas previamente mediante una Resolución aprobada por el Senado 
Anejo B 

 
La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Resoluciones para solicitar tiempo 

adicional para someter Informes Parciales o Finales sobre investigaciones ordenadas previamente 
mediante una Resolución aprobada por el Senado: 
 
R. del S. 587 
Por el senador Santos Ortiz: 
 
“Para enmendar la Sección 4 de la R. del S. 356, según aprobada el 14 de mayo de 2026, a los fines 
de extender el término de tiempo de la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado de 
Puerto Rico, para realizar una investigación exhaustiva sobre la estructura, supervisión y 
funcionamiento del ecosistema deportivo, a fin de evaluar el rol de las entidades públicas y privadas 
en la implementación de la política deportiva, los mecanismos de fiscalización, transparencia en el 
manejo de recursos, las acciones necesarias para garantizar la equidad, la integridad institucional, la 
protección de los derechos de los atletas y estudiantes deportistas, y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Con la aprobación de la R. del S. 356, se le ordenó a la Comisión de Juventud, Recreación y 

Deportes del Senado de Puerto Rico, llevar a cabo una investigación exhaustiva sobre la estructura, 
supervisión y funcionamiento del ecosistema deportivo, a fin de evaluar el rol de las entidades públicas 
y privadas en la implementación de la política deportiva, los mecanismos de fiscalización, 
transparencia en el manejo de recursos, las acciones necesarias para garantizar la equidad, la integridad 
institucional, la protección de los derechos de los atletas y estudiantes deportistas, y para otros fines 
relacionados. 

La investigación ordenada culminó los noventa (90) días para realizar su informe desde su 
aprobación. No obstante, debido a lo abarcador de los temas que son tratados por la Resolución, se 
entiende apropiado extender el término de tiempo con el que debe contar la Comisión, para llevar a 
cabo lo ordenado.  
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Se enmienda la Sección 4 de la R. del S. 356, según aprobada el 14 de mayo de 
2026, para que lea como sigue: 

“Sección 4.- La Comisión deberá presentar un informe final ante el Senado de Puerto 
Rico que contenga los hallazgos, conclusiones y recomendaciones surgidas de esta 
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investigación, incluyendo propuestas específicas para mitigar los riesgos identificados y 
fortalecer la industria deportiva, [en] [un término no mayor de noventa (90) días a partir 
de la aprobación de esta medida.] [o] antes del cierre de la 4ta Sesión Ordinaria.” 
Sección 2.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
Mociones Escritas 

 
La Secretaría da cuenta de las siguientes Mociones Escritas: 

 
La senadora Pérez Soto ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“La Comisión de Educación, Arte y Cultura del Senado de Puerto Rico solicita 
respetuosamente a este Alto Cuerpo, se le conceda prórroga de 30 días adicionales, para culminar el 
trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a las siguientes medidas: Proyecto del 
Senado 885, 969, 1178, 1192, 1246, 1251 y Resolución Conjunta del Senado 81.” 
 
El senador Sánchez Álvarez ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“Yo, Héctor J. Sánchez Álvarez, presidente de la Comisión de Transportación, 
Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, 
respetuosamente solicito a través de este Alto Cuerpo, que conforme a lo dispuesto en la Sección 32.2 
del Reglamento del Senado, se conceda a nuestra Honorable Comisión hasta el 30 de septiembre de 
2026, 4ta sesión ordinaria, para terminar el trámite legislativo necesario en torno a las siguientes 
medidas legislativas: Proyectos del Senado 1009, 1076, 1131, 1196 y 1240. También las Resoluciones 
Conjuntas del Senado 136, 165 y 172. Asimismo, el Proyecto de la Cámara 373.” 
 
El senador González López ha radicado la siguiente Moción por escrito: 

“YO, Héctor “Gaby González López, presidente de la Comisión de Planificación, Permisos, 
Infraestructura y Urbanismo del Senado de Puerto Rico, respetuosamente solicito a través de este Alto 
Cuerpo, que conforme a lo dispuesto en la Sección 32.2 del Reglamento del Senado, se conceda a 
nuestra Honorable Comisión en o antes del cierre de la 4ta sesión ordinaria, para terminar el trámite 
legislativo necesario en torno a las siguientes medidas: Proyecto del Senado 1155 y Proyecto del 
Senado 1156.” 
 
 

La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Mociones de Felicitación, Reconocimiento, 
Júbilo, Tristeza o Pésame del segundo Orden de los Asuntos: 
 
Moción 2026-1993 
Por el senador Santos Ortiz: 
 
Para que el Senado de Puerto Rico felicite y reconozca a integrantes de los Pescadores del Plata de 
Comerío por su esfuerzo, compromiso y dedicación en la conquista del Campeonato Nacional de la 
Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico. 
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La Secretaría da cuenta de la siguiente Relación de Resoluciones de Felicitación, 

Reconocimiento, Júbilo, Tristeza o Pésame del segundo Orden de los Asuntos: 
 
R. del S. 589 
Por el senador Santiago Rivera: 
 
“Para extender el reconocimiento y felicitación del Senado de Puerto Rico a la organización de los 
Pescadores del Plata de Comerío, sus directivos, cuerpo técnico y jugadores, al ganar el Campeonato 
Nacional de la Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico gesta que enaltece el nombre del 
municipio de Comerío y del béisbol Doble A puertorriqueño. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El deporte constituye una de las expresiones más importantes de identidad, disciplina y orgullo 

colectivo de nuestros pueblos. A través del béisbol, generaciones de puertorriqueños han encontrado 
un espacio para representar sus comunidades, fortalecer los vínculos entre sus ciudadanos y demostrar 
los valores de perseverancia, sacrificio, compañerismo y sana competencia que distinguen a nuestra 
sociedad. 

El pasado 22 de agosto de 2026, los Pescadores del Plata de Comerío conquistaron el 
Campeonato Nacional de la Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico al derrotar a los 
Azucareros de Yabucoa en una final que completaron con marca perfecta de cuatro juegos a cero. El 
encuentro decisivo se celebró en el Estadio Yldefonso Solá Morales de Caguas, ante más de cuatro 
mil cien fanáticos, y culminó con pizarra de 2 a 1 a favor de la novena comerieña. Con esa barrida, 
Comerío se convirtió en el primer equipo desde el año 2012 en despachar a su rival en cuatro partidos 
dentro de una serie final de béisbol Doble A. 

El triunfo tiene un significado particular para el pueblo de Comerío, pues pone fin a una espera 
de veintitrés (23) años sin levantar el trofeo nacional. El único campeonato anterior de la franquicia 
había llegado en la temporada de 2003, de modo que la conquista de 2026 representa el segundo título 
en la historia de los Pescadores del Plata. El camino hasta ese logro no fue improvisado. Bajo la 
dirección de Luis D. Matos Lozada, la novena cerró la temporada regular y la postemporada con marca 
combinada de 36 triunfos y 12 derrotas, incluido un balance de 21-7 en los playoffs. 

La celebración trascendió el terreno de juego. Al finalizar el encuentro, el presidente de la 
Federación de Béisbol de Puerto Rico, doctor José Daniel Quiles, entregó el trofeo de campeones al 
apoderado de los Pescadores del Plata, Denny Figueroa. El logro se convirtió en motivo de fiesta para 
todo un pueblo que acompañó de cerca la trayectoria de su equipo durante toda la temporada. 

Asimismo, el campeonato adquiere una dimensión particular por coincidir con el año en que 
Comerío conmemora su Bicentenario de Fundación. El municipio, fundado en el 1826, cumplió sus 
primeros doscientos años de historia. El título nacional de los Pescadores del Plata se suma, así como 
un nuevo hito a esa conmemoración y queda marcado, de forma permanente, en el calendario de 
celebraciones bicentenarias del pueblo. 

El logro cobra además mayor relieve considerando que de los más de cuarenta equipos que 
compitieron en la temporada 2026 del béisbol Doble A, Comerío es uno de los pueblos más pequeños 
en población y en recursos. Aun así, su novena y su fanaticada se impusieron sobre franquicias de 
municipios de mayor tamaño y presupuesto. En el deporte, los pueblos pequeños pueden igualar o 
superar el nivel competitivo de las ciudades más grandes, y la gesta de los Pescadores del Plata es 
prueba concreta de ello. 
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Más allá del resultado en el terreno, el campeonato es motivo de orgullo para el pueblo de 
Comerío. Cada jugador que vistió el uniforme de los Pescadores del Plata representó a una comunidad 
que siguió de cerca a su equipo durante toda la temporada de 2026 y que hoy celebra el segundo título 
de su historia. 

La gesta de los Pescadores del Plata evidencia que es posible alcanzar grandes metas y 
contribuir positivamente al desarrollo deportivo y comunitario de Puerto Rico. Su esfuerzo representa 
los valores que distinguen a quienes dedican su talento y capacidad al logro de objetivos colectivos y 
al orgullo de sus comunidades. 

El Senado de Puerto Rico entiende meritorio reconocer y felicitar a la organización de los 
Pescadores del Plata de Comerío, sus directivos, cuerpo técnico y jugadores, por esta gesta deportiva 
que enaltece el nombre del municipio de Comerío y del béisbol Doble A puertorriqueño. Este Cuerpo 
Legislativo se une al orgullo de la comunidad comerieña y extiende su reconocimiento a todos los que 
hicieron posible este segundo campeonato nacional en la historia de la franquicia. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se expresa el reconocimiento y felicitación del Senado de Puerto Rico a la 
organización de los Pescadores del Plata de Comerío, sus directivos, cuerpo técnico y jugadores, al 
ganar el Campeonato Nacional de la Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico gesta que 
enaltece el nombre del municipio de Comerío y del béisbol Doble A puertorriqueño.  

Sección 2.- Se reitera que el deporte constituye una de las expresiones más importantes de 
identidad, disciplina y orgullo colectivo. Y la gesta de los Pescadores del Plata de Comerío es reflejo 
de esos valores, emoción y orgullo que genera el deporte y el lograr un campeonato nacional donde 
cada jugador que vistió el uniforme del equipo representó a un pueblo que les siguió de cerca durante 
toda la temporada de 2026 y que celebra el segundo título de su historia como franquicia deportiva. 

Sección 3.- Copia de esta Resolución, en forma de pergamino, le será entregada a cada una de 
las personas que integran el cuerpo directivo, el cuerpo técnico y los jugadores. 

Sección 4.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente luego de su aprobación.” 
 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para que se apruebe el Anejo A y B del primer y 
segundo Orden de los Asuntos. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se acuerda. 
SR. SANTIAGO RIVERA: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Santiago. 
SR. SANTIAGO RIVERA: Sí, yo quisiera presentar una Moción para que este Alto Cuerpo 

exprese sus condolencias al licenciado César Miranda ante el fallecimiento de su distinguida esposa 
doña Aida Vázquez.  

Don César Miranda fue el pasado Secretario de la Gobernación y pasado Secretario de Justicia 
y corresponde que este Senado haga una expresión de condolencias. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
Yo quisiera unirme a la Moción de Condolencias, como le habíamos explicado al compañero 

Santiago. 
¿Alguna objeción a que se apruebe la Moción? No habiendo objeción, así se acuerda.  
¿Alguna objeción a que yo me una como coautor? No habiendo objeción, así se acuerda. 
Próximo asunto. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 

dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado con enmiendas la Resolución Conjunta del Senado 202, 
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solicitamos concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se 
incluya la medida en el Calendario de Votación Final. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, el Senado de Puerto Rico concurre con las enmiendas 
introducidas por la Cámara de Representantes a la Resolución Conjunta del Senado 202 y se autoriza 
a que se incluya en el Calendario de Votación Final. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 692, solicitamos no 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se asigne un Comité 
de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? Así se acuerda. 
No concurrimos con las enmiendas introducidas por la Cámara al Proyecto del Senado 692. 

Estamos constituyendo el Comité de Conferencia, este servidor dirigirá el mismo, junto a la 
compañera Jiménez Santoni, el compañero Matías Rosario, el compañero Morales Rodríguez, el 
compañero Toledo López, el compañero Reyes Berríos, el compañero Hernández Ortiz, la compañera 
Santiago Negrón y el compañero Molina Pérez. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, la Cámara de Representantes ha informado que 
dicho Cuerpo Legislativo ha aprobado con enmiendas el Proyecto del Senado 1108, solicitamos no 
concurrir con las enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes y que se designe un Comité 
de Conferencia. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, el Senado de Puerto Rico no concurre con las 
enmiendas introducidas por la Cámara de Representantes al Proyecto del Senado 1108.  Se está 
constituyendo un Comité de Conferencia presidido por este servidor, junto a la compañera Jiménez 
Santoni, el compañero Matías Rosario, el compañero Morales Rodríguez, el compañero Toledo López, 
el compañero Reyes Berríos, el compañero Hernández Ortiz, la compañera Santiago Negrón y la 
compañera Rodríguez Veve. 

SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, proponemos que se releve a la Comisión de 
Asuntos Internos de atender la Resolución del Senado 588, se proceda con el descargue de la medida 
y que se incluya en el Calendario de Órdenes Especiales del Día. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unir a la senadora Marially González Huertas 

a las siguientes Mociones: 2026-1992. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a este servidor al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Aguilú al Anejo A. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Para unir a la senadora Soto Tolentino a las Mociones 2026-1981, 

1983, 1984 y 1992. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Reyes. 
SR. REYES BERRÍOS: Para unirme a las Mociones 2026-1992 y 1993. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. SANTOS ORTIZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Santos. 
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SR. SANTOS ORTIZ: Para unirme a la Moción 1985. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unir al senador Ríos Santiago a la Moción 

1985. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz, si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unir al senador Sánchez Álvarez a las 

Mociones 1981 y 1982. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz, si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MATÍAS ROSARIO: Señor Presidente, para unir a la senadora Álvarez Conde al Anejo 

A. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz, si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Álvarez Conde. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Para aclarar que me uno al Anejo A, pero también del segundo 

Orden de los Asuntos y la Moción del compañero Santiago. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
 SR. MORALES RODRÍGUEZ: En el inciso c., hay una Moción por escrito de la Pérez Soto 

solicitando se le conceda a la Comisión de Educación, Arte y Cultura una prórroga de treinta (30) días 
adicionales para culminar el trámite legislativo necesario para rendir su informe en torno a las medidas 
incluidas en el mencionado inciso. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, en el inciso d., hay una Moción por escrito 

del senador Sánchez Álvarez solicitando se le conceda a la Comisión de Transportación, 
Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor una prórroga hasta el 30 de 
septiembre de 2026 para terminar el trámite legislativo necesario en torno a las medidas incluidas en 
el mencionado inciso. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, en el inciso e., hay una Moción por escrito 

del senador González López solicitando, conforme a lo dispuesto en la Sección 32.2 del Reglamento 
del Senado, se le conceda a nuestra honorable Comisión de Planificación, Permisos, Infraestructura y 
Urbanismo, en o antes del cierre de la Cuarta Sesión Ordinaria, para terminar el trámite legislativo 
necesario para las siguientes medidas: Proyecto del Senado 1155 y Proyecto del Senado 1156. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para unir a la senadora Pérez Soto a la 

Moción 1991. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 
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ASUNTOS PENDIENTES 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Hay medidas, señor Presidente, que se mantendrán en Asuntos 

Pendientes. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz, si no hay objeción, así se acuerda. 
(El Asunto Pendiente es el siguiente: P. de la C. 443). 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se proceda con la lectura del 
Calendario del día de hoy. 

SR. PRESIDENTE: Adelante con la lectura. 
 

CALENDARIO DE LECTURA 
 

Como primer asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1014, y se da 
cuenta del Informe de la Comisión de lo Jurídico, con enmiendas, según el entirillado electrónico que 
se acompaña: 
 

“LEY 
Para añadir un nuevo Artículo 136-A de la Ley 146-2012, según enmendada, conocida como 

“Código Penal de Puerto Rico”, a los fines de tipificar como modalidad agravada el delito de 
exposición obscena cuando se cometa en presencia de un menor de edad que no haya cumplido 
dieciocho (18) años un menor de dieciocho (18) años o menos, estableciendo para dicha conducta una 
pena de reclusión por un término no menor de un (1) año, ni mayor de tres (3), a discreción del tribunal; 
y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Constitución de Puerto Rico dispone que la dignidad del ser humano es inviolable, por lo que 

La la protección de la niñez constituye uno de los intereses más apremiantes del Estado. Nuestro 
ordenamiento jurídico reconoce que los menores de edad merecen una protección especial frente a 
conductas que puedan afectar su desarrollo emocional, psicológico y moral. En atención a ese deber, el 
Estado ha adoptado múltiples medidas legislativas dirigidas a prevenir y sancionar aquellas acciones que 
expongan a los menores a situaciones impropias o perjudiciales. 

El Artículo 136 del Código Penal de Puerto Rico de la Ley 146-2012, según enmendada, 
conocida como “Código Penal de Puerto Rico” tipifica como delito menos grave la conducta de 
exposición obscena, penalizando a toda persona que exponga partes íntimas de su cuerpo en presencia de 
una o varias personas, en cualquier lugar, cuando dicha conducta pueda resultar ofensiva o deshonrosa.  
Sin embargo, la disposición vigente no contempla un tratamiento penal diferenciado diferente cuando 
esta conducta se comete en presencia de menores de edad, a pesar de que el daño potencial y el impacto 
de dicha tal conducta son sustancialmente mayores cuando quienes la presencian son niños, niñas o 
adolescentes. 

La literatura psicológica reconoce que la exposición de menores a conductas sexuales 
inapropiadas, no consentidas, puede constituir una experiencia potencialmente traumática y asociarse 
con consecuencias emocionales y cognitivas. Por consiguiente, la relación entre la exposición de 
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menores a conductas obscenas, y sus posibles efectos adversos en la salud emocional y psicológica 
de estos, justifica la adopción de una respuesta jurídica proporcional a la gravedad de dicha 
conducta. Este tipo de acto puede interferir con el desarrollo emocional, cognitivo y afectivo de los 
menores, particularmente durante una etapa crítica de formación y vulnerabilidad. En este sentido, 
se ha documentado que las experiencias de naturaleza sexual inapropiada durante la niñez pueden 
asociarse con la ansiedad, el miedo persistente, alteraciones del sueño, respuestas fisiológicas de 
estrés y sentimientos de vergüenza o culpa, los cuales pueden incidir negativamente en su bienestar y 
desarrollo emocional. 

Por ello, esta Asamblea Legislativa entiende necesario tipificar de manera expresa una modalidad 
agravada del delito de exposición obscena cuando la conducta se cometa en presencia de un menor de 
edad, mediante la creación del Artículo 136-A del Código Penal de Puerto Rico. Esta disposición 
reconoce la gravedad mayor de la conducta, refuerza el deber del Estado de proteger a la niñez y establece 
una pena de reclusión por un término no menor de un (1) año ni mayor de tres (3) años, a discreción del 
tribunal. A nivel estatal, varios estados de la Nación, tales como Wahington, Ohio, Kansas y Montana, 
han adoptado legislación similar a esta Ley que agrava la pena para el delito de exposiciones obscenas 
cuando ocurre en presencia de un menor de edad. 

Así las cosas, La la presente legislación reafirma el compromiso del Estado con la protección de 
los menores de edad y envía un mensaje claro de intolerancia frente a conductas que atenten contra su 
bienestar, dignidad y desarrollo integral. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se añade un nuevo Artículo 136-A de la Ley 146-2012, según enmendada, 
conocida como “Código Penal de Puerto Rico”, para que lea como sigue: 

“Artículo 136-A. — Exposición obscena agravada. 
Será sancionada con pena de reclusión por un término no menor de un (1) año, ni 

mayor de tres (3) años, a discreción del tribunal, toda persona que cometa el delito de 
exposición obscena tipificado en el Artículo 136 de este Código, cuando la conducta descrita 
en dicho artículo se cometa en presencia de un menor de edad. Se entenderá por menor de 
edad toda persona que no haya cumplido dieciocho (18) años.” 
Sección 2. – Vigencia. 
Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del 
Proyecto del Senado 1014, recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, con las enmiendas contenidas 
en el entrillado electrónico que se acompaña.  
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto del Senado 1014 (en adelante, P. del S. 1014), tiene como propósito “añadir un 

nuevo Artículo 136-A de la Ley 146-2012, según enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto 
Rico”, a los fines de tipificar como modalidad agravada el delito de exposición obscena cuando se 
cometa en presencia de un menor de dieciocho (18) años o menos, estableciendo para dicha conducta 
una pena de reclusión por un término no menor de un (1) año, ni mayor de tres (3), a discreción del 
tribunal; y para otros fines relacionados”. 
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ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

El P. del S. 1014 propone añadir un nuevo Artículo 136-A a la Ley 146-2012, según 
enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico”,1 con el fin de codificar en nuestro 
ordenamiento jurídico que el delito de exposiciones obscenas tendrá una pena agravada si se comete 
en presencia de menores de dieciocho (18) años de edad. Actualmente, el delito de exposiciones 
obscenas está codificado en el Artículo 136 del referido código, como un delito menos grave, sin hacer 
distinción cuando tal conducta se cometa en presencia de un adulto o un menor de edad. La ausencia 
de esa distinción cobra relevancia en la medida en que este tipo de conducta tiene mayor impacto, 
efecto y repercusión cuando la víctima es un niño, niña o adolescente. 

Siendo esta la medida propuesta, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, estima 
necesario realizar un análisis jurídico exhaustivo del derecho aplicable sobre el delito de exposiciones 
obscenas a nivel de Puerto Rico y de otros estados, a los fines de evaluar la viabilidad del P. del S. 
1014. Veamos.  

La primera aparición del concepto “obscenidad” en nuestra historia moderna se remonta a 
1868 cuando fue definido en Reg. v Hicklin.2 Allí se determinó que, un panfleto que pretendía exponer 
los errores y las prácticas de la Iglesia Católica Romana, en relación con la práctica de la confesión, 
era obsceno. Según el tribunal británico, “el criterio para determinar la obscenidad”3  implicaba 
auscultar “si la tendencia del material imputado como obsceno era depravar y corromper a aquellas 
personas cuyas mentes son susceptibles a tales influencias inmorales, y en cuyas manos pueda llegar 
una publicación de esta naturaleza”.4  

Así las cosas, dicho estándar permitía catalogar como obsceno una crítica literaria asilada, 
únicamente por el efecto que pudiese causar en una persona particularmente susceptible a las críticas.5 
Con este punto de partida, varios estados adoptaron ese estándar,6 pero con el pasar de los años los 
tribunales americanos fueron sustituyéndolo por el criterio de si, para una persona promedio, 
considerando las normas contemporáneas de la sociedad, el tema dominante del material considerado 
en su conjunto apela al interés lascivo.7 

 
1 33 LPRA § 5197.  
2 (Eng) (1868) LR 3 QB 360. 
3 Íd. (Traducción suplida).  
4 Íd. (Traducción suplida). 
5 Véase, Roth v. United States, 354 U.S. 476, 488 (1957). 
6 Véanse, United States v. Kennerley, 209 F. 119, 120 (S.D.N.Y. 1913) (“that test has been accepted by the lower federal 
courts until it would be no longer proper for me to disregard it”); MacFadden v. United States, 165 F. 51, 52 (3d Cir. 1908) 
(“the test is the tendency to deprave and corrupt the minds of those who are open to such influence, into whose hands the 
publication may come […], of the existence of which corrupting tendency we have no doubt here”); United States v. 
Bennett, 24 F. Cas. 1093, 1102 (C.C.S.D.N.Y. 1879) (“if you believe such to be the tendency of the matter in these marked 
passages, you must find the book obscene”).  
7 Walker v. Popenoe, 149 F.2d 511, 512 (D.C. Cir. 1945) (“the statute does not bar from the mails an obscene phrase or an 
obscene sentence. It bars an obscene ‘book, pamphlet […] or other publication […]. If a publication as a whole is not 
stimulating to the senses of the ordinary reader, it is not within the statute”); United States v. Levine, 83 F.2d 156, 158 (2d 
Cir. 1936) (“the standard must be the likelihood that the work will so much arouse the salacity of the reader to whom it is 
sent as to outweigh any literary, scientific or other merits it may have in that reader's hands; of this the jury is the arbiter”); 
United States v. One Book Called "Ulysses", 5 F. Supp. 182, 184 (S.D.N.Y. 1933) (“whether a particular book would tend 
to excite such impulses and thoughts must be tested by the court's opinion as to its effect on a person with average sex 
instincts […]”).  
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Debido a que la obscenidad, no tan solo surge por obras escritas, ese estándar se extrapoló a 
materiales audiovisuales, orales y a la propia conducta de una persona.8 En esa línea, se ha dicho que 
los estados y territorios tienen mayor facultad para castigar la conducta física no verbal de una persona 
que para prohibir descripciones o representaciones audiovisuales de esa misma conducta,9 la cual 
tendría una protección constitucional más abarcadora.10 En consideración a esto, los estados de la 
Nación comenzaron a tipificar como delito la conducta obscena de un individuo cuando este la realiza 
en un lugar público de tal manera que el acto es observado por una o demás personas.11 

Por ejemplo, en Puerto Rico la Asamblea Legislativa codificó como delito las “exposiciones 
obscenas” en el Artículo 136 del Código Penal.12 Dicho artículo dispone lo siguiente:  

“Toda persona que exponga cualquier parte íntima de su cuerpo en cualquier sitio 
en que esté presente una o varias personas, incluyendo funcionarios del orden público, a 
quien tal exposición pueda ofender o molestar, incurrirá en delito menos grave.  

Esta conducta no incluye el acto de lactancia a un infante”. 
Según el Tribunal Supremo de Puerto Rico, “el delito de exposiciones obscenas […] es el 

único que se encuentra clasificado como un delito contra la moral pública”.13 Ahora bien, sus 
elementos son los siguiente: (1) la exposición intencional de una parte íntima del cuerpo; (2) en 
cualquier sitio en que esté presente una o varias personas, incluyendo funcionarios del orden público, 
y (3) a quien tal exposición pueda ofender o molestar. Nótese, que es necesario que tal exposición se 
realice intencionalmente, es decir, a propósito, con conocimiento o temerariamente, por parte del 
acusado.14 Sin embargo, aunque la configuración de dicho delito requiere demostrar que el acusado 
actuó intencionalmente, nuestro ordenamiento ha reconocido que el mero hecho de que una persona 
esté desnuda en una vía pública o área pública como una playa, es suficiente para inferir que está 
voluntariamente exponiendo partes íntimas de su cuerpo a personas que podrían ofenderse. Ello se 
considerará así, siempre y cuando la exposición de las partes íntimas del cuerpo no se haya hecho 
accidental o inadvertidamente.15  

Por otro lado, “el criterio a utilizar es si la exposición de la parte íntima se hace en unas 
circunstancias en que hay posibilidad de que las personas que la han observado pudieran ofenderse o 
molestarse”.16 De igual modo, en la tipificación del delito imputado no se distingue entre un sitio 
público y uno privado, siendo suficiente la presencia de una persona que pudiera ofenderse.17 Es decir, 
“hechos que en sí no son ilícitos ni ofensivos, como podría ser la desnudez [...] en la intimidad”,18 
“podría serlo si la exposición de la parte íntima del cuerpo se realiza en cualquier lugar donde las 

 
8 Kaplan v. California, 413 U.S. 115, 119 (1973) (“obscenity can, of course, manifest itself in conduct, in the pictoral 
representation of conduct, or in the written and oral description of conduct”).  
9 Véase, People v. Bercowitz, 61 Misc. 2d 974, 982 (Crim. Ct. 1970) (“what may be found in a novel to be ‘redeeming 
social value’ may not at all suffice to protect a live performance containing prurient and patently offensive material”).  
10 Véase, Miller v. California, 413 U.S. 15, 25 (1973). 
11 Véase, Francis C. Amendola, Obscenity, CORPUS JURIS SECUNDUM, 67 C.J.S. Obscenity § 9 (2026).  
12 33 LPRA § 5197.  
13 Pueblo v. Rodríguez Orengo, 213 DPR 821, 838 (2024). 
14 D. Nevares-Muñiz, Código Penal de Puerto Rico: Actualizado y Comentado, 4ta ed. rev., San Juan, INSTITUTO PARA EL 
DESARROLLO DEL DERECHO, INC., pág. 227 (2019). 
15 Véase, Pueblo v. Ramos Román, KLAN201800734, pág. 6. 
16 D. Nevares-Muñiz, supra, págs. 227-228. 
17 Íd., pág. 228.  
18 Íd., pág. 227. 
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normas de convivencia social y una persona promedio considera que ofende el pudor y, por ende, le 
resulta obsceno”.19  

Por consiguiente, “el criterio rector con relación a la comisión del delito en cuestión[,] es la 
circunstancia en que la exposición tuvo lugar y, si con ella, el o los observadores se sintieron ofendidos 
o molestos por su contenido obsceno e inapropiado”.20 Esto, porque “se trata de un delito dirigido a 
proteger la sensibilidad y el pudor del público y a evitar conducta que atente contra las normas de 
pudor y decencia que tiene la sociedad”.21 

Ahora bien, a diferencia de Puerto Rico, en varios estados de la Nación el grado de la pena del 
delito aumenta si la exposición obscena ocurre en presencia de menores de edad. Por ejemplo, en el 
estado de Washington la “exposición indecente” es un delito menos grave que conlleva una pena no 
mayor de noventa días en cárcel. No obstante, si esa exposición ocurre en frente de un menor de 
catorce (14) años o menos, la conducta se considera como un delito menos grave agravado que 
conlleva una pena no mayor de un (1) año en prisión.22  

Similarmente, en el estado de Ohio se considera como delito menos grave en cuarto grado 
aquella que exponga cualquier parte íntima de su cuerpo frente a otra persona.23 La pena para dicho 
delito sería una no mayor de treinta días de cárcel.24 En cambio, si expone sus partes íntimas a un 
menor de edad,25 tal conducta constituiría un delito menos grave en primer grado que conlleva una 
pena no mayor de ciento ochenta días en prisión.26  

Por otro lado, en el estado de Kansas la conducta obscena llevada a cabo frente a una persona 
se clasifica como un delito menos grave no-personal Clase B que conlleva una pena no mayor de seis 
(6) meses de cárcel.27 No obstante, si la conducta es en presencia de una persona de dieciséis (16) años 
o menos, se convierte en un delito grave personal con severidad nueve que conlleva una pena de no 
mayor de diecisiete (17) meses en prisión.28 De igual modo, en el estado de Montana la exposición 
indecente u obscena a una persona conlleva una pena de no mayor de seis (6) meses,29 pero si ocurre 
en presencia de un menor de dieciséis (16) años o menos, la pena no puede ser menor a cuatro (4) años 
de cárcel.30 
 

ALCANCE DEL INFORME 
La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y evaluación del 

P. del S. 1014, solicitó memoriales explicativos a las siguientes agencias y entidades: El Departamento 
de Justicia (DJ), el Departamento de Educación (DE), el Departamento de la Familia (DF), el Colegio 
de Abogados y Abogadas de Puerto Rico (CAAPR), y la Sociedad para Asistencia Legal (SAL). 

A pesar de nuestras solicitudes, las siguientes entidades no comparecieron ante la Comisión: 
Departamento de Justicia (DJ), Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico (CAAPR), y 
Sociedad para Asistencia Legal (SAL). 

 
19 Pueblo v. Rodríguez Orengo, 213 DPR 821, 839 (2024). 
20 Íd.  
21 D. Nevares-Muñiz, supra, págs. 227-228. 
22 Véase, Wash. Rev. Code Ann. § 9A.88.010. 
23 Véase, Ohio Rev. Code Ann. § 2907.09(A)(1). 
24 Íd., § 2929.24(A)(4). 
25 Íd., § 2907.09(B)(4). 
26 Íd., § 2929.24 (A)(1). 
27 KSA § 21-5513(a)(2) & (b)(1).  
28 Íd., § 21-5513(a)(2) & (b)(2).  
29 MCA § 45-5-504(1)(b) & (2)(a). 
30 Íd., § (3)(a) & (3)(b).  
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A continuación, se expone lo expresado por las entidades que comparecieron por escrito. 

 
Departamento de la Familia 

El Departamento de la Familia (DF) endosó la medida al considerar que los estudios 
psicológicos, el mandato constitucional y la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como “Ley 
para Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y 
Protección de los Menores”,31 convergen en demostrar que la exposición obscena frente a menores es 
una conducta dañina, frecuente y subestimada. En tal sentido, reconoció que la Asamblea Legislativa 
tiene ante sí la oportunidad de fortalecer la protección de la niñez puertorriqueña, y de afirmar que la 
dignidad del ser humano es inviolable.  

Según el DF, al crear una modalidad agravada de exposición obscena, cuando la conducta 
ocurre en presencia de un menor, se reconoce la gravedad objetiva del acto y la necesidad de que el 
ordenamiento penal responda con firmeza y proporcionalidad. A su entender, penalizar esta conducta 
con una pena de, entre a uno (1) a tres (3) años, responde a la coherencia jurídica entre el delito y la 
pena, además de que evita interpretaciones contradictorias, asegura uniformidad en la aplicación de la 
ley, y garantiza que la respuesta penal refleje adecuadamente la severidad del daño. 

En esa línea, el DF comentó que la exposición obscena adquiere una dimensión 
particularmente lesiva cuando es en presencia de un menor. Señaló que, aunque no requiere un 
contacto físico, la evidencia científica demuestra que la simple exposición a contenido sexual explícito 
constituye una forma de abuso emocional que afecta directamente el desarrollo psicológico del menor. 
De ahí, aseguró que esa intersección entre dicha conducta, y el efecto en la salud de los menores, 
justifica una respuesta más severa, ya que la exposición obscena irrumpe en la formación emocional, 
cognoscitiva y afectiva de quienes se encuentran en la etapa más vulnerable de su desarrollo. De hecho, 
mencionó que los menores pueden desarrollar ansiedad intensa, miedo generalizado, alteraciones de 
sueño, síntomas fisiológicos de estrés, y sentimientos de vergüenza o de culpa que pueden afectar su 
desarrollo emocional. 

Así, pues, afirmó que los hallazgos científicos subrayan que la exposición obscena no es un 
acto menor, sino una agresión psicológica con consecuencias profundas y duraderas, por lo que los 
menores deben ser protegidos. 
 
Departamento de Educación 

El Departamento de Educación (DE) expresamente recomendó la aprobación del P. del S. 
1014, ya que fortalece la protección jurídica de la niñez, es coherente con la misión institucional de la 
agencia, y porque contribuye a garantizar entornos educativos seguros, dignos y respetuosos del 
desarrollo integral del estudiantado. Fundamentó esta premisa en que la exposición obscena en 
presencia de menores constituye una agresión directa a su dignidad y puede generar efectos adversos 
significativos en su desarrollo socioemocional. Así las cosas, desde su óptica, la pena propuesta de 
uno (1) a tres (3) años, es proporcional a la gravedad de la conducta y reconoce la especial 
vulnerabilidad de los menores. 

En consecuencia, sostuvo que el P. del S. 1014 fortalece la capacidad del Estado para responder 
con firmeza a conductas que vulneran la integridad de los menores y envía un mensaje claro de 
intolerancia frente a actos que atenten contra su bienestar. Por tal razón, aseveró que, para el sistema 
educativo, esta medida tiene un valor particular, toda vez que contribuye a reforzar la protección del 

 
31 8 LPRA § 1641 et al. 
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perímetro escolar y de actividades educativas, además de facilitar la coordinación interagencial con 
las autoridades de seguridad y justicia. Esto, en adición de complementar los esfuerzos de prevención, 
educación, y apoyo emocional que el DE implementa para promover entornos seguros. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107–2020, según enmendada, conocida como 

“Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión Informante certifica que la medida ante nuestra 
consideración no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico efectuó un análisis minucioso, detallado 

y riguroso del P. del S. 1014, según fue referido. De igual modo, analizó el actual Artículo 136 del 
Código Penal de 2012, las leyes de otros estados de la Nación que penalizan las exposiciones obscenas, 
y la literatura científica sobre el impacto que tiene dicha conducta en los menores de edad. Esto, 
además de evaluar detenidamente las observaciones y comentarios sometidos por el Departamento de 
la Familia (DF) y el Departamento de Educación (DE). 

Así las cosas, la Comisión de lo Jurídico coincide con que el P. del S. 1014 robustece las 
herramientas legales disponibles al Estado para salvaguardar la integridad física, emocional y 
psicológica de los menores cuando son objeto de exposiciones obscenas. Esta medida envía un 
mensaje claro e inequívoco de que la Asamblea Legislativa no tolerará conductas antisociales que 
vulneren la dignidad y el sano desarrollo de nuestra niñez.  

Los memoriales del DF y del DE reflejan un consenso institucional, en torno a la necesidad de 
fortalecer la protección penal de los menores frente a actos de exposición obscena. Ambas agencias 
coinciden en que esta conducta trasciende más allá de una mera ofensa al pudor público, y constituye 
una agresión que incide directamente sobre la dignidad, la paz, el bienestar y el desarrollo integral de 
la niñez. Asimismo, fundamentan su posición en evidencia científica que demuestra las consecuencias 
psicológicas y emocionales que la exposición a contenido sexual explícito puede provocar en los 
menores, aun en ausencia de contacto físico. 

Siendo ello así, reconocemos que el P. del S. 1014 moderniza nuestro ordenamiento jurídico 
penal, al traer a nuestra jurisdicción una modalidad agravada del delito de exposiciones obscenas. Al 
igual que en estados como Washington, Ohio, Kansas y Montana, la severidad de la pena para este 
tipo de conducta aumentará si se comete en presencia de menores de edad.  

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto del Senado 1014, 
recomendando su aprobación con las enmiendas contenidas en el entrillado electrónico que se 
acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de lo Jurídico  
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto del Senado 1219, y se 

da cuenta del Informe Conjunto de las Comisiones de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y 
Población con Diversidad Funcional e Impedimentos; y de Salud, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar el Artículo 35 de la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como “Ley para 

la Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y 
Protección de los Menores”, a los fines de disponer que los menores a ser evaluados médicamente 
serán atendidos prioritariamente por los hospitales o instalaciones de servicios de salud, sin 
menoscabar los criterios clínicos de prioridad, triage y atención de emergencias médicas aplicables; 
y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La protección integral de los menores constituye una de las responsabilidades más apremiantes 

e indelegables del Gobierno de Puerto Rico. En cumplimiento con este deber ministerial, el 
ordenamiento jurídico vigente ha establecido mecanismos dirigidos a garantizar la seguridad, el 
bienestar y el desarrollo físico, emocional y social de los menores que son objeto de intervención por 
parte del Estado, particularmente en aquellos casos en que los tribunales determinan la necesidad de 
otorgar la custodia provisional al Departamento de la Familia. 

A tenor con lo dispuesto en la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como la “Ley para la 
Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y 
Protección de los Menores”, todo menor que es colocado bajo la custodia provisional del 
Departamento de la Familia debe ser sometido a una evaluación médica inicial, con el propósito de 
establecer su estado de salud al momento de la intervención. Asimismo, en aquellos casos en que el 
menor haya alcanzado los catorce (14) años de edad, procede además la realización de una evaluación 
psicológica, dirigida a conocer su estado emocional y las posibles necesidades de intervención 
especializada. 

Estas evaluaciones constituyen herramientas esenciales para garantizar una intervención 
oportuna, adecuada y sensible a las necesidades particulares de cada menor. Mediante las mismas, el 
Estado puede identificar condiciones de salud preexistentes, posibles indicadores de maltrato o 
negligencia, así como necesidades de atención médica, psicológica o social que requieran acción 
inmediata. De esta manera, se fortalece la capacidad institucional para proveer servicios dirigidos a 
salvaguardar el bienestar integral de los menores bajo la custodia del Estado. 

No obstante, en la práctica administrativa, los trabajadores sociales del Departamento de la 
Familia, quienes regularmente acompañan a los menores a la realización de estas evaluaciones 
médicas y psicológicas, enfrentan múltiples limitaciones operacionales derivadas del alto volumen de 
casos asignados. Esta situación provoca que una parte considerable de su tiempo laboral deba 
destinarse a periodos prolongados de espera en hospitales o instalaciones de servicios de salud, en 
detrimento de la atención que requieren otros menores bajo su responsabilidad. Tal realidad incide 
directamente sobre la eficiencia en la prestación de servicios y sobre la capacidad del Departamento 
para atender con prontitud las necesidades de la población menor bajo su custodia. Ante esta situación, 
resulta necesario adoptar medidas que permitan agilizar los procesos de evaluación médica y 
psicológica requeridos por ley, de manera que el Estado pueda conocer con mayor celeridad las 
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condiciones físicas y emocionales de los menores intervenidos, al tiempo que se optimiza el uso de 
los recursos humanos disponibles en el Departamento de la Familia. 

A tales fines, esta Asamblea Legislativa entiende meritorio establecer mediante legislación la 
obligación de los hospitales e instalaciones de servicios de salud de conceder turnos prioritarios a 
aquellos menores que deban ser evaluados por un médico en cumplimiento con las disposiciones del 
Artículo 35 de la Ley 57-2023, según enmendada. Esta medida permitirá agilizar el proceso de 
evaluación inicial requerido por ley, garantizar una intervención más oportuna en beneficio del menor 
y maximizar el tiempo disponible de los trabajadores sociales del Departamento de la Familia, quienes 
desempeñan un rol fundamental en la protección y atención de esta población vulnerable. 

No obstante, la prioridad dispuesta mediante esta Ley deberá interpretarse en armonía con 
los criterios clínicos de clasificación y atención aplicables en hospitales e instalaciones de servicios 
de salud, incluyendo los protocolos de triage, la legislación estatal y federal aplicable a emergencias 
médicas y el deber de atender con mayor urgencia a pacientes con condiciones de riesgo vital, 
emergencias médicas o mayor severidad clínica. La intención legislativa no es desplazar el juicio 
médico ni alterar el manejo de emergencias, sino establecer un mecanismo operacional que permita 
agilizar, dentro de lo clínicamente viable, las evaluaciones requeridas a menores bajo custodia 
provisional del Departamento de la Familia. 

En consecuencia, mediante la aprobación de esta Ley, se reafirma el compromiso del Gobierno 
de Puerto Rico con la protección efectiva de los menores bajo su custodia, promoviendo mecanismos 
administrativos que faciliten una intervención más ágil, coordinada y eficiente en beneficio de su 
salud, seguridad y bienestar integral. 
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se enmienda el Artículo 35 de la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como 
“Ley para la Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, 
Bienestar y Protección de los Menores”, para que lea como sigue: 

“Artículo 35.- Tratamiento Médico y Otros Asuntos 
El presente Artículo aplicará a todo menor cuya custodia provisional haya sido 

asignada al Departamento por orden judicial emitida bajo el presente Capítulo. 
Todo menor bajo la custodia provisional del Departamento, será sometido a evaluación 

médica de manera que se pueda conocer su estado de salud al momento de la intervención. 
También se hará una evaluación psicológica al menor en caso de que este haya alcanzado los 
catorce (14) años. Los hospitales, o cualquier instalación que provea servicios de salud o 
donde será evaluado el menor, deberá atender con prioridad al menor bajo custodia del 
Departamento para realizar estas evaluaciones. donde sea evaluado el menor deberán atender 
con prioridad operacional al menor bajo custodia provisional del Departamento para realizar 
las evaluaciones dispuestas en este Artículo, siempre que ello no menoscabe los criterios 
clínicos de prioridad, los protocolos de triage, las obligaciones aplicables bajo legislación 
estatal o federal sobre emergencias médicas, ni la atención de pacientes con condiciones de 
riesgo vital, emergencias médicas o mayor severidad clínica. Para brindar cualquier 
tratamiento médico a un menor no será necesaria la autorización de los padres, excepto para 
una intervención quirúrgica. Cuando se requiera una intervención quirúrgica, cirugía o 
procedimiento invasivo será suficiente la autorización de uno de los padres con patria potestad 
del menor. En caso de que ambos padres se nieguen a dar su consentimiento para una 
intervención quirúrgica, cualquier familiar, así como el médico o funcionario del hospital en 
que se encuentre o esté en tratamiento el menor, o un manejador del caso, podrá peticionar una 
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orden ante el tribunal autorizando dicha intervención médica para el menor. Si la petición se 
realizare por otra persona que no fuera el médico del menor, tendrá que acompañarse un 
certificado suscrito por el médico que brindará el tratamiento al menor, el cual contendrá una 
breve descripción de dicho tratamiento y la necesidad y urgencia de brindarlo. El médico estará 
disponible para ser interrogado por el tribunal. 
…” 
Sección 2.- El Departamento de Salud adoptará cualquier reglamento, norma, orden 

administrativa, carta normativa, o cualquier otro documento de similar naturaleza, para cumplimiento 
a lo dispuesto en esta Ley dentro de un término no mayor de sesenta (60) días a partir de su vigencia.  
El Departamento de Salud, en coordinación con el Departamento de la Familia, adoptará o 
enmendará cualquier reglamento, norma, orden administrativa, carta normativa, protocolo o 
documento de similar naturaleza necesario para dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley, dentro 
de un término no mayor de ciento veinte (120) días contado a partir de su vigencia. 

Dicho protocolo deberá establecer, como mínimo, el mecanismo mediante el cual se 
identificará o certificará que el menor se encuentra bajo custodia provisional del Departamento de 
la Familia; la documentación que deberá presentar el trabajador social, manejador de caso o 
personal autorizado que acompañe al menor; los criterios operacionales para conceder la prioridad 
dispuesta en esta Ley; las excepciones aplicables cuando existan pacientes con condiciones de riesgo 
vital, emergencias médicas o mayor severidad clínica; y los mecanismos de coordinación, 
trazabilidad y revisión necesarios para su implantación uniforme. 

Nada de lo dispuesto en esta Ley, ni en los reglamentos, normas, órdenes administrativas, 
cartas normativas, protocolos o documentos que se adopten para su cumplimiento, podrá 
interpretarse como una limitación al criterio clínico del personal médico, a los protocolos de triage, 
ni a las obligaciones aplicables bajo legislación estatal o federal sobre emergencias médicas. 

Sección 3.- Ningún hospital, instalación de servicios de salud, profesional de la salud, 
empleado o personal autorizado incurrirá en responsabilidad civil o administrativa por actuar de 
buena fe conforme a los criterios clínicos de prioridad, los protocolos de triage, las obligaciones 
aplicables bajo legislación estatal o federal sobre emergencias médicas y los protocolos adoptados 
al amparo de esta Ley. 

Esta protección no aplicará en casos de negligencia crasa, conducta intencional, discrimen, 
abandono de paciente o incumplimiento deliberado con las obligaciones legales aplicables. 

Sección 3 4.- Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME CONJUNTO 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Las Comisiones de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con 
Diversidad Funcional e Impedimentos; y de Salud del Senado de Puerto Rico, recomiendan la 
aprobación del P. del S. 1219, con enmiendas según contenidas en el entirillado electrónico que se 
acompaña. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La medida bajo análisis tiene el propósito de enmendar el Artículo 35 de la Ley 57-2023, según 

enmendada, conocida como “Ley para Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y 
para la Seguridad, Bienestar y Protección de los Menores”, a los fines de disponer que los menores a 
ser evaluados médicamente serán atendidos prioritariamente por los hospitales o instalaciones de 
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servicios de salud, sin menoscabar los criterios clínicos de prioridad, triage y atención de emergencias 
médicas aplicables; y para otros fines relacionados. 
 

INTRODUCCIÓN 
La protección efectiva de las personas menores de edad bajo custodia provisional del Estado 

exige respuestas rápidas, coordinadas y sensibles a la vulnerabilidad particular de esta población. 
Cuando un menor es removido de su entorno familiar y colocado bajo la custodia provisional del 
Departamento de la Familia, el Estado asume una responsabilidad inmediata sobre su seguridad, salud 
física, estabilidad emocional y bienestar integral. En ese contexto, la evaluación médica inicial y, 
cuando corresponda, la evaluación psicológica, no constituyen trámites accesorios ni meramente 
administrativos, sino herramientas indispensables para conocer la condición real del menor al 
momento de la intervención estatal. 

La Ley 57-2023, según enmendada, conocida como “Ley para Prevención del Maltrato, 
Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y Protección de los Menores”, 
establece el marco legal para atender situaciones de maltrato, negligencia, riesgo y protección de 
menores. Su Artículo 35 dispone que todo menor bajo custodia provisional del Departamento de la 
Familia debe ser sometido a una evaluación médica para conocer su estado de salud al momento de la 
intervención. También establece que se realizará una evaluación psicológica cuando el menor haya 
alcanzado los catorce años de edad. Esas evaluaciones permiten identificar condiciones de salud, 
lesiones, necesidades clínicas, indicadores de maltrato o negligencia, trauma emocional y posibles 
referidos especializados. 

El Proyecto del Senado 1219 fue presentado para atender una dificultad práctica que surge en 
la implantación de ese mandato legal. En la experiencia cotidiana de los trabajadores sociales del 
Departamento de la Familia y de ADFAN, la realización de estas evaluaciones puede implicar 
periodos prolongados de espera en hospitales o instalaciones de servicios de salud. Esa espera no solo 
retrasa la obtención de información clínica relevante para la toma de decisiones sobre el menor, sino 
que también afecta la disponibilidad del personal de protección para atender otros casos, realizar 
visitas, completar seguimientos y responder a situaciones urgentes bajo su responsabilidad. 

La medida persigue que los hospitales e instalaciones de servicios de salud atiendan 
prioritariamente a los menores bajo custodia provisional del Departamento de la Familia cuando 
comparezcan para realizar las evaluaciones médicas y psicológicas requeridas por el Artículo 35. El 
propósito es loable y responde a una realidad operacional identificada por el propio Departamento de 
la Familia: los menores bajo custodia del Estado constituyen una población particularmente 
vulnerable, muchas veces expuesta a maltrato, negligencia, abandono, violencia doméstica, uso de 
sustancias controladas en el entorno familiar u otras experiencias traumáticas que requieren una 
evaluación diligente y adecuada. 

Durante el trámite legislativo, las entidades consultadas validaron la importancia del objetivo 
de la medida. El Departamento de la Familia favoreció su aprobación y destacó que la atención 
prioritaria permitiría agilizar evaluaciones esenciales para la protección del menor y mejorar el uso de 
los recursos humanos de ADFAN. El Departamento de Salud también endosó el proyecto y reconoció 
que la atención oportuna puede facilitar la detección de lesiones recientes, preservar evidencia clínica 
y activar respuestas médicas o legales necesarias. La Asociación de Salud Primaria de Puerto Rico 
apoyó en términos generales la medida y resaltó el rol de los Centros de Salud Primaria 330 en la 
atención pediátrica y psicosocial de poblaciones vulnerables. La Asociación de Hospitales de Puerto 
Rico, por su parte, reconoció el interés legítimo del proyecto, pero advirtió que cualquier prioridad 
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debe armonizarse con el triage clínico, EMTALA y la legislación estatal aplicable a emergencias 
médicas. 

Las Comisiones acogieron esas observaciones y entendieron que el proyecto debía ser 
fortalecido mediante enmiendas. La prioridad que se concede a favor de estos menores no puede 
interpretarse como una preferencia absoluta que desplace a pacientes con condiciones de emergencia 
médica, riesgo vital o mayor severidad clínica. Tampoco puede menoscabar el juicio médico, los 
protocolos de triage, las obligaciones federales bajo EMTALA o la Ley 35-1994, conocida como la 
“Ley de los Derechos y Garantías de Asistencia en Hospitales en Casos de Emergencias Médicas”. La 
intención legislativa es establecer una prioridad operacional que agilice, dentro de lo clínicamente 
viable, la evaluación de menores bajo custodia provisional, sin alterar el manejo médico de 
emergencias. 

Las enmiendas acogidas clarifican ese balance. El título de la medida fue ajustado para 
expresar que la prioridad se ejercerá sin menoscabar criterios clínicos de prioridad, triage y atención 
de emergencias médicas. El texto del Artículo 35 fue enmendado para disponer que los hospitales e 
instalaciones de servicios de salud deberán atender con prioridad operacional al menor bajo custodia 
provisional, siempre que ello no interfiera con los criterios clínicos aplicables ni con la atención de 
pacientes con condiciones de mayor gravedad. Además, se sustituyó la Sección 2 para requerir que el 
Departamento de Salud, en coordinación con el Departamento de la Familia, adopte o enmiende los 
protocolos necesarios dentro de ciento veinte días, incluyendo mecanismos de identificación, 
documentación, certificación, coordinación, trazabilidad y revisión. También se añadió una protección 
por actuación de buena fe para hospitales, instalaciones, profesionales y personal autorizado que 
actúen conforme a los criterios clínicos, protocolos de triage y normas aplicables. 

Con estas modificaciones, el P. del S. 1219 logra un equilibrio necesario. Por un lado, reconoce 
la urgencia particular de atender a menores bajo custodia provisional del Estado y evita que sus 
evaluaciones se retrasen innecesariamente por razones administrativas. Por otro lado, respeta la 
realidad clínica de los hospitales, la autonomía profesional del personal médico y las obligaciones 
legales que rigen el manejo de emergencias. La medida no impone una prioridad ciega; establece una 
prioridad razonable, coordinada y compatible con el sistema de salud. 

Las Comisiones entienden que el proyecto, según enmendado, fortalece la política pública de 
protección de menores y promueve una mejor coordinación interagencial entre Familia, Salud, 
hospitales, instalaciones de servicios de salud y otros proveedores que participen en el proceso. Su 
aprobación permitirá agilizar la evaluación de menores vulnerables, reducir cargas operacionales 
sobre trabajadores sociales y mejorar la capacidad del Estado para tomar decisiones informadas sobre 
tratamiento, ubicación, referidos y servicios especializados. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
Para la preparación de este Informe, las Comisiones tuvieron ante su consideración el texto del 

Proyecto del Senado 1219, así como los memoriales explicativos sometidos por el Departamento de 
la Familia, el Departamento de Salud, la Asociación de Salud Primaria de Puerto Rico y la Asociación 
de Hospitales de Puerto Rico. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
El Artículo 35 de la Ley 57-2023 constituye una disposición fundamental dentro del sistema 

de protección de menores. Cuando el Estado asume la custodia provisional de una persona menor de 
edad, necesita conocer de manera pronta y confiable su condición física y emocional. Esa información 
incide sobre decisiones inmediatas de tratamiento, ubicación, cuidado sustituto, seguridad, referidos 
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médicos, intervenciones psicológicas, medidas judiciales y servicios especializados. Una evaluación 
tardía o incompleta puede limitar la capacidad del Departamento de la Familia para responder 
adecuadamente a las necesidades reales del menor. 

La evaluación médica inicial permite identificar lesiones visibles, condiciones no tratadas, 
signos de malnutrición, posibles indicadores de maltrato físico, negligencia médica, exposición a 
sustancias, necesidades de medicamentos, condiciones crónicas, infecciones, trauma reciente o 
cualquier otra situación que requiera intervención clínica. En casos de maltrato o negligencia, el 
tiempo puede ser determinante, pues ciertos hallazgos físicos o clínicos pueden desaparecer, 
modificarse o perder valor probatorio con el paso de las horas. La evaluación psicológica, por su parte, 
permite identificar señales de trauma, ansiedad, depresión, ideación suicida, impacto emocional de la 
remoción, necesidades de intervención terapéutica o riesgos que deben ser atendidos antes de 
determinar ubicación y servicios. 

El proyecto atiende una dificultad práctica: los menores bajo custodia provisional y los 
trabajadores sociales que los acompañan pueden permanecer largos periodos esperando por 
evaluaciones. Esa espera tiene consecuencias directas. Para el menor, puede significar permanecer en 
un ambiente hospitalario o de espera durante un periodo prolongado luego de una intervención 
traumática. Para el trabajador social, representa horas de trabajo especializado que no puede dedicar 
a otros menores, investigaciones, visitas, coordinación de servicios o comparecencias. Para el sistema 
de protección, implica retraso en la toma de decisiones. 

La medida, según enmendada, dispone que los hospitales o instalaciones que provean servicios 
de salud deberán atender con prioridad operacional al menor bajo custodia provisional del 
Departamento para realizar las evaluaciones dispuestas en el Artículo 35. El concepto de prioridad 
operacional es importante. No se trata de ordenar que el menor sea atendido antes que todo otro 
paciente, sin importar la gravedad de las condiciones presentes en la sala de emergencia. Se trata de 
instruir a las instituciones de salud a reconocer que el menor bajo custodia provisional comparece por 
mandato legal y requiere una evaluación necesaria para la protección del Estado, por lo que debe 
agilizarse su proceso en la medida clínicamente viable. 

Las Comisiones consideran indispensable la distinción entre prioridad operacional y prioridad 
clínica absoluta. En las salas de emergencia, el orden de atención se rige por el triage, que clasifica 
pacientes según la severidad de su condición. Ese criterio responde a principios médicos y legales 
esenciales: quien presenta riesgo vital, inestabilidad, trauma severo, emergencia cardiaca, dificultad 
respiratoria, sangrado significativo, alteración del estado mental u otra condición crítica debe recibir 
atención inmediata. Ninguna política pública de prioridad administrativa puede desplazar ese juicio 
clínico. 

La Asociación de Hospitales explicó que las instituciones hospitalarias están sujetas a 
obligaciones bajo EMTALA y bajo la Ley Núm. 35-1994. Dichas normas requieren evaluación médica 
adecuada y tratamiento estabilizador cuando existe una condición médica de emergencia. La medida 
enmendada reconoce esas obligaciones y dispone expresamente que la atención prioritaria del menor 
bajo custodia provisional no menoscabará los protocolos de triage, las obligaciones estatales o 
federales aplicables ni la atención de pacientes con condiciones de riesgo vital, emergencias médicas 
o mayor severidad clínica. 

El Departamento de Salud también recomendó definir el alcance de las evaluaciones, la 
documentación requerida, las excepciones para casos de riesgo vital, desastres naturales o saturación 
extrema, y el desarrollo de un protocolo uniforme con Familia. Las Comisiones acogieron esa 
recomendación mediante la sustitución de la Sección 2. El nuevo texto exige que Salud, en 
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coordinación con Familia, adopte o enmiende el reglamento, norma, orden administrativa, carta 
normativa, protocolo o documento necesario para implantar la Ley dentro de ciento veinte días. 

Ese protocolo deberá establecer el mecanismo mediante el cual se identificará o certificará que 
el menor se encuentra bajo custodia provisional del Departamento de la Familia. Esta certificación es 
necesaria para evitar confusión en admisiones, salas de emergencia o instalaciones de salud. También 
permitirá distinguir los casos cubiertos por el Artículo 35 de otros menores que comparecen por 
razones médicas ordinarias. El protocolo deberá indicar qué documentación presentará el trabajador 
social, manejador de caso o personal autorizado que acompañe al menor y cómo se dejará constancia 
de la solicitud de prioridad operacional. 

La trazabilidad es otro elemento importante. Si la medida pretende reducir demoras y 
uniformar procesos, las agencias deben poder revisar cómo se está implementando. El protocolo 
deberá permitir conocer cuándo llegó el menor, cuándo fue identificado como menor bajo custodia 
provisional, cuándo se realizó la evaluación, si hubo excepciones clínicas y qué circunstancias 
justificaron cualquier demora. Estos datos pueden ayudar a mejorar los procesos sin convertir la ley 
en un mecanismo punitivo irrazonable contra hospitales o personal médico. 

Las Comisiones también acogieron una disposición de protección por actuación de buena fe. 
Ningún hospital, instalación de servicios de salud, profesional de la salud, empleado o personal 
autorizado deberá incurrir en responsabilidad civil o administrativa por actuar de buena fe conforme 
a criterios clínicos de prioridad, protocolos de triage, obligaciones aplicables bajo legislación estatal 
o federal sobre emergencias médicas y los protocolos adoptados al amparo de la Ley. Esta protección 
es necesaria para asegurar que las instituciones no se vean forzadas a escoger entre cumplir con un 
mandato legislativo de prioridad operacional y cumplir con sus deberes clínicos hacia pacientes de 
mayor gravedad. 

Esa protección, sin embargo, no es absoluta. No aplica en casos de negligencia crasa, conducta 
intencional, discrimen, abandono de paciente o incumplimiento deliberado de obligaciones legales. 
De esta manera, la medida protege actuaciones razonables y de buena fe, pero no exime conductas 
indebidas ni permite ignorar el deber de atención. 

Las Comisiones evaluaron también la recomendación de la Asociación de Salud Primaria de 
Puerto Rico de considerar escenarios más amplios de salud mental y traslados a niveles de cuidado 
especializado. La Asociación aportó datos relevantes sobre la capacidad de la red de Centros de Salud 
Primaria 330, su presencia en múltiples municipios, el volumen de menores atendidos, su personal 
pediátrico y psicosocial, y el impacto que las esperas prolongadas tienen sobre profesionales que 
acompañan pacientes vulnerables. Las Comisiones reconocen la importancia de ese planteamiento, 
pero entienden que el P. del S. 1219 debe mantener su enfoque principal en los menores bajo custodia 
provisional cubiertos por el Artículo 35 de la Ley 57-2023. Una ampliación general a otros escenarios 
de salud mental podría requerir legislación adicional, consultas con otras entidades y un análisis 
operacional distinto. 

No obstante, el protocolo que adopten los Departamentos de Salud y Familia pueden 
contemplar coordinación con centros de salud primaria y otros proveedores cuando el menor bajo 
custodia provisional requiera evaluación, referido o seguimiento especializado. Esta lectura permite 
aprovechar la red existente de proveedores sin extender indebidamente el alcance de la medida más 
allá de su propósito. 

La política pública que sostiene esta medida es clara. Cuando el Estado asume custodia 
provisional sobre un menor, también asume el deber de actuar con diligencia. La prioridad operacional 
en las evaluaciones médicas y psicológicas no es un privilegio injustificado, sino una herramienta para 
cumplir con una obligación legal de protección. El menor bajo custodia provisional no comparece al 
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hospital como parte de una gestión ordinaria; comparece porque el Estado necesita conocer su 
condición para protegerlo y tomar decisiones inmediatas. 

La medida también tiene un componente de eficiencia gubernamental. Reducir esperas 
innecesarias libera tiempo de trabajadores sociales y personal de apoyo para atender otros casos. 
ADFAN maneja situaciones complejas que requieren visitas, evaluaciones, coordinación con 
tribunales, servicios a familias, seguimiento de ubicaciones y protección de menores. Cada hora que 
un trabajador social permanece esperando por una evaluación que puede ser agilizada razonablemente 
es una hora que no se dedica a otros menores bajo responsabilidad del Estado. 

Las Comisiones concluyen que el P. del S. 1219, según enmendado, es una medida equilibrada. 
Atiende una necesidad real del sistema de protección de menores, reconoce la vulnerabilidad particular 
de esta población, mejora la coordinación entre agencias y proveedores, y respeta el juicio clínico que 
rige la atención hospitalaria. Su éxito dependerá de un protocolo claro, uniforme y aplicable en la 
práctica, así como de la comunicación efectiva entre el Departamento de Salud, el Departamento de 
la Familia, hospitales e instalaciones de servicios de salud. 
 

PONENCIAS DE ENTIDADES CONSULTADAS 
 
A. Departamento de la Familia 

El Departamento de la Familia favoreció la aprobación del P. del S. 1219. La agencia explicó 
que la medida persigue agilizar el acceso a evaluaciones médicas y psicológicas requeridas para 
menores bajo custodia provisional del Departamento, mediante el establecimiento de atención 
prioritaria en hospitales e instalaciones de servicios de salud. 

El Departamento de la Familia indicó que el Artículo 35 de la Ley 57-2023 ya requiere que 
todo menor bajo custodia provisional sea sometido a una evaluación médica inicial y, en ciertos casos, 
a una evaluación psicológica. Estas evaluaciones permiten conocer el estado de salud física y 
emocional del menor al momento de la intervención estatal, identificar necesidades de atención 
médica, detectar posibles indicadores de maltrato o negligencia y canalizar servicios especializados. 

El Departamento reconoció que las esperas prolongadas en hospitales y salas de emergencia 
afectan a los menores y al personal de ADFAN que los acompaña. Los trabajadores sociales atienden 
un alto volumen de casos y desempeñan funciones esenciales relacionadas con protección, supervisión 
y seguimiento. Por ello, reducir tiempos de espera contribuye a optimizar la prestación de servicios y 
fortalecer la capacidad operacional de la agencia. 

La agencia también destacó que estos menores constituyen una población particularmente 
vulnerable. Muchos han estado expuestos a maltrato, negligencia, abandono, violencia doméstica, uso 
de sustancias controladas en el entorno familiar u otras circunstancias traumáticas. La pronta 
evaluación médica y psicológica permite adoptar decisiones informadas sobre tratamientos, referidos, 
ubicación y servicios necesarios para salvaguardar su bienestar. 

No obstante, el Departamento advirtió que la implantación de la medida requiere coordinación 
interagencial efectiva entre el Departamento de Salud, hospitales, instalaciones de servicios de salud 
y el propio Departamento de la Familia. También señaló la necesidad de establecer mecanismos 
uniformes para identificar adecuadamente los casos cubiertos por la medida y viabilizar el manejo 
prioritario sin afectar indebidamente otros escenarios médicos urgentes o emergentes. 

Las Comisiones acogieron esa recomendación mediante enmiendas que ordenan al 
Departamento de Salud, en coordinación con el Departamento de la Familia, adoptar un protocolo 
uniforme, establecer mecanismos de identificación y documentación, y preservar el criterio clínico 
aplicable a emergencias médicas. 
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B. Departamento de Salud 

El Departamento de Salud endosó el P. del S. 1219 con recomendaciones. La agencia 
reconoció que establecer un turno prioritario para menores bajo custodia provisional del Estado puede 
mitigar retrasos operacionales, agilizar el diagnóstico integral del menor y optimizar los recursos 
humanos del Departamento de la Familia. 

El Departamento de Salud explicó que una atención médica oportuna puede permitir detectar 
lesiones recientes con mayor precisión, preservar evidencia clínica antes de que desaparezca o se altere 
y activar respuestas médicas o legales necesarias. También, sostuvo que uniformar el proceso a nivel 
Isla puede prevenir disparidades regionales, optimizar recursos y reducir riesgos institucionales 
asociados con demoras. 

A la misma vez, advirtió que la implantación debe considerar la realidad logística del sector 
hospitalario. En hospitales de alto volumen, alterar el flujo regular de atención puede afectar los 
tiempos de espera de otros ciudadanos y exigir reorganización de personal. También puede generar 
dudas en el sector privado sobre autonomía operacional y costos imprevistos. La agencia alertó que la 
falta de directrices precisas podría provocar confusión en admisiones o interpretarse como una 
alteración infundada del orden de servicio. 

El Departamento recomendó definir con precisión el alcance de las evaluaciones y la 
documentación que deberá presentar el trabajador social. También sugirió establecer metas 
operacionales razonables, como atención dentro de los primeros treinta minutos de admisión o un 
turno prioritario inmediato, eximiendo casos de riesgo vital, códigos rojos, desastres naturales o 
saturación extrema de la sala de emergencias. De igual forma, recomendó que Salud y Familia 
codiseñaran un protocolo uniforme y un mecanismo de certificación para auditorías, además de 
proveer protecciones legales para hospitales que actúen de buena fe. 

Las Comisiones acogieron los elementos medulares de estas recomendaciones. El texto 
enmendado aclara que la prioridad será operacional y estará sujeta al triage, al criterio clínico y a las 
obligaciones estatales y federales. La Sección 2 ordena la adopción de un protocolo uniforme con 
mecanismos de identificación, documentación, criterios operacionales, excepciones y trazabilidad. 
Además, se incorporó una protección de buena fe que no cubre negligencia crasa, conducta 
intencional, discrimen, abandono de paciente o incumplimiento deliberado de obligaciones legales. 
 
C. Asociación de Salud Primaria de Puerto Rico (ASPPR) 

La Asociación de Salud Primaria de Puerto Rico apoyó en términos generales el P. del S. 1219. 
La entidad compareció en representación de la red de Centros de Salud Primaria 330, que presta 
servicios a comunidades médicamente desatendidas y poblaciones vulnerables a través de múltiples 
clínicas distribuidas en municipios de la Isla. 

La ASPPR aportó datos sobre la atención que estos centros ofrecen a menores de edad. Indicó 
que durante el año 2024 la red atendió a 107,637 pacientes menores de dieciocho años, lo que 
representó el 22.6% del total de pacientes servidos por la red. De esta población, 85,247 eran 
participantes de Medicaid o CHIP, mientras que 7,284 menores recibieron servicios sin contar con 
plan médico. Estos datos evidencian el rol de los Centros de Salud Primaria 330 como red de acceso 
para menores y familias con limitaciones de cubierta o acceso a servicios de salud. 

La Asociación también destacó que los Centros de Salud Primaria 330 ofrecen servicios 
clínicos, preventivos, dentales, conductuales y psicosociales a menores. Entre los servicios 
identificados en su ponencia, mencionó evaluaciones de índice de masa corporal y orientación sobre 
nutrición y actividad física, selladores dentales, visitas relacionadas con retrasos en el desarrollo físico 
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o deficiencias nutricionales, evaluaciones de desarrollo, inmunizaciones, procesos de cernimiento e 
intervención breve, exámenes visuales y servicios de supervisión y seguimiento preventivo de salud. 

Asimismo, la ASPPR informó que la red cuenta con una fuerza laboral multidisciplinaria 
compuesta, entre otros, por pediatras, dentistas, psicólogos, trabajadores sociales, manejadores de caso 
y médicos de familia. Según la entidad, esta infraestructura clínica, preventiva, dental y psicosocial 
permite responder a las necesidades de salud física, conductual y social de niños, adolescentes y sus 
familias. 

La Asociación reconoció que los protocolos prioritarios para menores bajo custodia pueden 
reducir cargas operacionales excesivas sobre profesionales que acompañan o gestionan estos procesos. 
Señaló que las esperas prolongadas pueden generar agotamiento profesional, afectar la salud mental 
del personal y limitar la capacidad de atender otros pacientes pediátricos y familias que requieren 
servicios. 

La ASPPR recomendó ampliar el alcance de la medida para incluir también pacientes con 
condiciones de salud mental que requieren referidos o traslados a niveles de cuidado más 
especializados, incluyendo hospitalización psiquiátrica, especialmente cuando no hay familiares 
disponibles o personal asignado del Departamento de la Familia. 

Las Comisiones reconocen el valor de esa recomendación y entienden que plantea un asunto 
de política pública importante. Sin embargo, determinaron que el P. del S. 1219 debe mantenerse 
enfocado en los menores bajo custodia provisional cubiertos por el Artículo 35 de la Ley 57-2023. 
Una ampliación general a otros escenarios de salud mental podría exceder el propósito original de la 
medida y requerir consultas adicionales con entidades especializadas. No obstante, las Comisiones 
entienden que el protocolo uniforme podrá contemplar mecanismos de coordinación con centros de 
salud primaria y proveedores comunitarios cuando el menor bajo custodia provisional requiera 
evaluación, referido o seguimiento especializado. 
 
D. Asociación de Hospitales de Puerto Rico 

La Asociación de Hospitales de Puerto Rico reconoció la importancia y sensibilidad del interés 
público que atiende el P. del S. 1219, particularmente en cuanto a la protección y atención de menores 
bajo custodia del Departamento de la Familia. También comprendió la necesidad de mecanismos que 
permitan agilizar las evaluaciones médicas requeridas para esta población vulnerable. 

No obstante, la Asociación advirtió que la atención prioritaria en salas de emergencia y demás 
instalaciones hospitalarias no puede desligarse de los protocolos clínicos y regulatorios que rigen la 
prestación de servicios médicos de emergencia. Explicó que los hospitales operan bajo sistemas de 
triage, mediante los cuales el personal clínico evalúa la severidad de la condición de cada paciente y 
determina el nivel de urgencia con que debe recibir atención. 

La Asociación enfatizó que el orden de atención en una sala de emergencia no responde a 
criterios administrativos, al origen del referido o al estatus particular del paciente, sino a la gravedad 
de su condición clínica al momento de la evaluación inicial. Por ello, aunque un hospital tenga la 
mejor disposición de atender de manera expedita a un menor bajo custodia del Departamento, no 
siempre será posible ofrecer atención antes que a pacientes con condiciones más críticas, inestables o 
potencialmente fatales. 

También destacó las obligaciones de los hospitales bajo la Ley Núm. 35-1994 y EMTALA. 
Ambas normas requieren evaluación médica apropiada y tratamiento estabilizador cuando exista una 
condición médica de emergencia. La Asociación sostuvo que cualquier legislación que establezca 
prioridad automática debe interpretarse en armonía con esas obligaciones y no puede implicar el 
desplazamiento de pacientes con condiciones médicas más graves. 
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La Asociación informó, además, que las instituciones hospitalarias ya cuentan con guías para 

el manejo de menores víctimas de maltrato o negligencia. Según su ponencia, los hospitales procuran 
brindar un manejo sensible y adecuado a estos casos, incluyendo, cuando las circunstancias y la 
capacidad operacional lo permiten, ubicar a los menores en áreas separadas de las salas generales de 
espera para salvaguardar su privacidad y seguridad. Estas prácticas, según la entidad, ya forman parte 
de los mecanismos hospitalarios para atender situaciones sensitivas sin alterar los criterios clínicos 
que determinan el orden de atención médica. 

Las Comisiones acogieron este planteamiento mediante enmiendas expresas. La medida 
dispone ahora que la prioridad será operacional y no menoscabará criterios clínicos de prioridad, 
protocolos de triage ni obligaciones estatales o federales sobre emergencias médicas. También protege 
a hospitales y profesionales que actúen de buena fe conforme a dichos criterios, sin eximir negligencia 
crasa o conducta intencional. 

La Asociación también señaló que muchos procesos contemplados en el Artículo 35 son 
evaluaciones iniciales o cernimientos que no necesariamente constituyen emergencias médicas. Las 
Comisiones coinciden y entienden que precisamente por ello la medida debe operar como mecanismo 
de coordinación y agilidad administrativa, no como sustituto del sistema clínico de priorización. 
 

ENMIENDAS TRABAJADAS POR LAS COMISIONES 
Durante la evaluación legislativa del P. del S. 1219, las Comisiones determinaron que el 

propósito de la medida debía preservarse, por tratarse de una iniciativa dirigida a agilizar las 
evaluaciones médicas y psicológicas de menores bajo custodia provisional del Departamento de la 
Familia. No obstante, también concluyeron que el texto original requería enmiendas para armonizar 
la prioridad propuesta con la realidad clínica y regulatoria del sistema hospitalario, particularmente 
con los criterios de triage, la atención de emergencias médicas y las obligaciones estatales y federales 
aplicables. 

La primera enmienda trabajada fue al título de la medida, a los fines de aclarar que la atención 
prioritaria a los menores cubiertos por el Artículo 35 de la Ley 57-2023 se concederá sin menoscabar 
los criterios clínicos de prioridad, triage y atención de emergencias médicas aplicables. Esta enmienda 
resulta necesaria para evitar que la prioridad dispuesta en la medida se interprete como una preferencia 
absoluta o automática sobre otros pacientes con condiciones de mayor gravedad clínica. 

La segunda enmienda fue incorporada en la Exposición de Motivos. Mediante esta, se aclaró 
expresamente que la prioridad dispuesta por la medida deberá interpretarse en armonía con los 
criterios clínicos de clasificación y atención aplicables en hospitales e instalaciones de servicios de 
salud, incluyendo los protocolos de triage, la legislación estatal y federal sobre emergencias médicas 
y el deber de atender con mayor urgencia a pacientes con condiciones de riesgo vital, emergencias 
médicas o mayor severidad clínica. Esta enmienda precisa la intención legislativa: agilizar, dentro de 
lo clínicamente viable, las evaluaciones requeridas a menores bajo custodia provisional, sin desplazar 
el juicio médico ni alterar el manejo de emergencias. 

La tercera enmienda fue al texto propuesto del Artículo 35 de la Ley 57-2023. Las Comisiones 
sustituyeron la oración que disponía una atención prioritaria de forma general por un lenguaje más 
preciso, estableciendo que los hospitales o instalaciones de servicios de salud deberán atender con 
prioridad operacional al menor bajo custodia provisional del Departamento para realizar las 
evaluaciones dispuestas en dicho Artículo, siempre que ello no menoscabe los criterios clínicos de 
prioridad, los protocolos de triage, las obligaciones aplicables bajo legislación estatal o federal sobre 
emergencias médicas, ni la atención de pacientes con condiciones de riesgo vital, emergencias médicas 
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o mayor severidad clínica. Esta es la enmienda sustantiva principal de la medida, pues conserva el 
objetivo de agilizar las evaluaciones del menor, pero lo hace compatible con el funcionamiento clínico 
de las instituciones de salud. 

La cuarta enmienda consistió en sustituir la Sección 2 del proyecto. El texto original delegaba 
únicamente en el Departamento de Salud la adopción de reglamentos, normas, órdenes 
administrativas, cartas normativas o documentos similares. Las Comisiones entendieron que la 
implantación de la medida requiere coordinación directa entre el Departamento de Salud y el 
Departamento de la Familia, por lo que se dispuso que ambas agencias deberán coordinar la adopción 
o enmienda de los instrumentos normativos necesarios dentro de un término no mayor de ciento veinte 
días. 

Como parte de esa misma enmienda, se establecieron elementos mínimos que deberá contener 
el protocolo de implantación. Entre estos, se incluyó el mecanismo mediante el cual se identificará o 
certificará que el menor se encuentra bajo custodia provisional del Departamento de la Familia; la 
documentación que deberá presentar el trabajador social, manejador de caso o personal autorizado que 
acompañe al menor; los criterios operacionales para conceder la prioridad; las excepciones aplicables 
cuando existan pacientes con condiciones de riesgo vital, emergencias médicas o mayor severidad 
clínica; y los mecanismos de coordinación, trazabilidad y revisión necesarios para garantizar una 
implantación uniforme. 

Además, la Sección 2 enmendada incluye una salvaguarda expresa para disponer que nada de 
lo establecido en la Ley, ni en los reglamentos, normas, órdenes administrativas, cartas normativas, 
protocolos o documentos que se adopten para su cumplimiento, podrá interpretarse como una 
limitación al criterio clínico del personal médico, a los protocolos de triage, ni a las obligaciones 
aplicables bajo legislación estatal o federal sobre emergencias médicas. Esta salvaguarda atiende las 
preocupaciones levantadas por el Departamento de Salud y la Asociación de Hospitales de Puerto 
Rico. 

La quinta enmienda incorporó una nueva Sección 3 para establecer una protección por 
actuación de buena fe. Conforme al texto añadido, ningún hospital, instalación de servicios de salud, 
profesional de la salud, empleado o personal autorizado incurrirá en responsabilidad civil o 
administrativa por actuar de buena fe conforme a los criterios clínicos de prioridad, los protocolos de 
triage, las obligaciones aplicables bajo legislación estatal o federal sobre emergencias médicas y los 
protocolos adoptados al amparo de esta Ley. Esta protección busca evitar que las instituciones de salud 
o su personal sean penalizados por cumplir con sus deberes clínicos cuando existan pacientes con 
mayor urgencia médica o cuando actúen de conformidad con los protocolos aplicables. 

No obstante, las Comisiones también entendieron necesario delimitar esa protección para 
evitar una exención excesiva. Por ello, se dispuso expresamente que la protección por actuación de 
buena fe no aplicará en casos de negligencia crasa, conducta intencional, discrimen, abandono de 
paciente o incumplimiento deliberado con las obligaciones legales aplicables. De esta manera, la 
medida protege decisiones clínicas razonables y actuaciones de buena fe, sin inmunizar conducta 
negligente grave, discriminatoria o deliberadamente contraria a la ley. 

La sexta enmienda fue de naturaleza técnica. Como consecuencia de la incorporación de una 
nueva Sección 3, se reenumeró la cláusula de vigencia como Sección 4, manteniendo que la Ley 
comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 

Las enmiendas acogidas atienden los planteamientos principales de las entidades consultadas 
y fortalecen la medida. El texto enmendado mantiene la política pública de agilizar las evaluaciones 
médicas y psicológicas de menores bajo custodia provisional del Departamento de la Familia, pero lo 
hace de manera responsable, viable y compatible con el interés superior del menor, el criterio clínico 
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del personal médico, la operación hospitalaria y las obligaciones legales aplicables a emergencias 
médicas. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
De conformidad con la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal 

de Puerto Rico”, se certifica que la presente medida legislativa no impone obligaciones económicas a 
los municipios. 
 

CONCLUSIÓN 
El Proyecto del Senado 1219, según enmendado, atiende una necesidad concreta del sistema 

de protección de menores en Puerto Rico. La evaluación médica y psicológica de una persona menor 
bajo custodia provisional del Estado es un paso esencial para conocer su condición, proteger su salud, 
identificar necesidades inmediatas y tomar decisiones informadas sobre tratamiento, ubicación, 
referidos y servicios especializados. 

Las Comisiones reconocen que los periodos prolongados de espera en hospitales e 
instalaciones de servicios de salud afectan al menor, al trabajador social que lo acompaña y a la 
capacidad operacional del Departamento de la Familia. También reconocen que los hospitales y salas 
de emergencia tienen obligaciones clínicas, regulatorias y legales que no pueden ser desplazadas por 
criterios puramente administrativos. Por ello, la medida fue enmendada para establecer una prioridad 
operacional, no absoluta, compatible con el triage, EMTALA, la Ley Núm. 35-1994 y el juicio clínico 
del personal médico. 

Las enmiendas acogidas fortalecen el proyecto y atienden los señalamientos principales de las 
entidades consultadas. Se aclara el alcance de la prioridad, se requiere un protocolo uniforme entre el 
Departamento de Salud y el Departamento de la Familia, se establece un mecanismo de identificación 
y certificación del menor bajo custodia provisional, se contemplan excepciones clínicas, se exige 
trazabilidad y se protege la actuación de buena fe de hospitales, instalaciones de servicios de salud y 
profesionales que cumplan con los criterios médicos y legales aplicables. 

El resultado es una legislación balanceada. La medida promueve la agilidad que requiere la 
protección de menores vulnerables, pero lo hace sin comprometer la atención de emergencias médicas 
ni imponer un mandato incompatible con la operación hospitalaria. Además, mejora la coordinación 
interagencial y maximiza el uso del tiempo de trabajadores sociales, manejadores de caso y personal 
de apoyo que cumplen funciones esenciales en la protección de menores. 

Cuando el Estado asume custodia provisional sobre una persona menor de edad, tiene el deber 
de actuar con diligencia, sensibilidad y responsabilidad. Esa diligencia incluye conocer prontamente 
su estado de salud y sus necesidades emocionales, sin someterlo a esperas innecesarias cuando existen 
mecanismos razonables para agilizar la evaluación. El P. del S. 1219, según enmendado, provee ese 
mecanismo de forma prudente, responsable y operacionalmente viable. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, las Comisiones de Familia, Mujer, Personas de la 
Tercera Edad y Población con Diversidad Funcional e Impedimentos; y de Salud del Senado de Puerto 
Rico, previo estudio, análisis y consideración, recomiendan la aprobación del P. del S. 1219, con 
las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.  
 
 
 
 
 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

22016 

 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) (Fdo.) 
Hon. Wanda “Wandy” Soto Tolentino Hon. Juan Oscar Morales Rodriguez  
Presidenta Presidente 
Comisión de Familia, Mujer, Personas Comisión de Salud” 
de la Tercera Edad y Población con 
Diversidad Funcional e Impedimentos 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en torno a 
la Resolución del Senado 184, sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en torno a 
la Resolución del Senado 234, sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se da cuenta del Informe Final en torno a 
la Resolución del Senado 475, sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 535, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, a realizar una 

investigación exhaustiva sobre los problemas relacionados con el suministro y distribución de agua 
potable que afectan a los residentes de la Barriada Pasarel, sector Los Lazos, del Municipio de 
Comerío; evaluar las condiciones de la infraestructura existente, incluyendo el funcionamiento y 
mantenimiento de las bombas de agua y cajas de distribución; investigar las razones por las cuales la 
comunidad recibe un servicio deficiente e intermitente, particularmente en las zonas altas, así como 
examinar la atención brindada por la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados a la comunidad; y 
para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El acceso al agua potable constituye un servicio esencial indispensable para la salud, la 

dignidad humana y la calidad de vida de las comunidades en Puerto Rico. Sin embargo, múltiples 
sectores rurales y de difícil acceso continúan enfrentando deficiencias severas en el suministro de 
agua, provocando que ciudadanos tengan que vivir bajo condiciones inaceptables en pleno siglo 
veintiuno. 
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La Barriada Pasarel, sector Los Lazos, en el Municipio de Comerío, enfrenta una situación 
alarmante relacionada con el acceso y distribución de agua potable. Según denuncias de residentes de 
la comunidad, algunas áreas específicas reciben el servicio, mientras que las residencias ubicadas en 
zonas altas prácticamente carecen del servicio mismo. Asimismo, se ha informado que las cajas de 
distribución de agua operan únicamente durante períodos limitados en horas de la mañana y la tarde, 
restringiendo el acceso al recurso a aproximadamente dos horas por cada período. 

Además, los residentes alegan que la bomba de agua utilizada para suplir el servicio se avería 
frecuentemente, obligando a la propia comunidad a realizar colectas y aportar dinero de sus recursos 
personales para costear sufragar reparaciones y mantenimiento. Esta situación representa una carga 
económica injusta para familias trabajadoras que ya enfrentan limitaciones económicas y que 
dependen de un servicio público esencial cuya responsabilidad principal recae sobre el Estado y las 
entidades correspondientes. 

Resulta inaceptable que los residentes de la comunidad tengan que asumir costos operacionales 
de infraestructura básica para poder acceder al agua potable. Esta Asamblea Legislativa tiene el deber 
ministerial de investigar las causas de esta problemática, identificar posibles fallas administrativas o 
estructurales y promover soluciones permanentes que garanticen un servicio digno, continuo y seguro 
para los residentes afectados. 

Mediante esta Resolución, el Senado de Puerto Rico busca conocer el estado actual de la 
infraestructura de suministro de agua potable de la comunidad, evaluar las acciones tomadas por la 
Autoridad de Acueductos y Alcantarillados, determinar posibles alternativas de inversión o 
reconstrucción del sistema y recomendar medidas correctivas inmediatas para atender la situación que 
enfrentan las familias de la Barriada Pasarel, sector Los Lazos. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, a realizar una 
investigación exhaustiva sobre los problemas de suministro y distribución de agua potable que afectan 
a la Barriada Pasarel, sector Los Lazos, del Municipio de Comerío. 

Sección 2.- La investigación deberá incluir, pero no limitarse a, los siguientes asuntos 
a. El estado actual de la infraestructura de distribución de agua en la comunidad. 
b. Las condiciones operacionales y de mantenimiento de las bombas de agua utilizadas 

para suplir el servicio. 
c. Las razones por las cuales las residencias ubicadas en áreas altas no reciben un servicio 

adecuado y continuo. 
d. La frecuencia y duración de interrupciones en el suministro de agua. 
e. El funcionamiento y capacidad de las cajas de distribución de agua existentes en la 

comunidad. 
f. Las razones por las cuales residentes de la comunidad han tenido que asumir costos 

económicos relacionados con reparaciones de bombas y mantenimiento del sistema. 
g. Las acciones tomadas por la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados para atender 

esta situación. 
h. Posibles soluciones permanentes y proyectos de mejoras para garantizar un suministro 

de agua adecuado y continuo. 
Sección 3.- La comisión Comisión podrán podrá celebrar vistas públicas, inspecciones 

oculares, requerir información, documentos y comparecencias de funcionarios públicos, residentes, 
líderes comunitarios y cualquier otra persona o entidad que entiendan pertinente para el cumplimiento 
de esta Resolución. 
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Sección 4.- La comisión Comisión rendirán rendirá un informe al Senado de Puerto Rico con 
sus hallazgos, conclusiones y recomendaciones dentro de un término no mayor de noventa días 
contados a partir de la aprobación de esta Resolución. 

Sección 5.- Esta Resolución comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 
recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 535, con las enmiendas contenidas en el 
entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 535, según referida, tiene como propósito ordenar a la Comisión de 
Gobierno del Senado de Puerto Rico, realizar una investigación exhaustiva sobre los problemas 
relacionados con el suministro y distribución de agua potable que afectan a los residentes de la 
Barriada Pasarel, sector Lazos, del Municipio de Comerío; evaluar las condiciones de la 
infraestructura existente, incluyendo el funcionamiento y mantenimiento de las bombas de agua y 
cajas de distribución; investigar las razones por las cuales la comunidad recibe un servicio deficiente 
e intermitente, particularmente en las zonas altas, así como examinar la atención brindada por la 
Autoridad de Acueductos y Alcantarillados a la comunidad; y para otros fines relacionados. 

La medida ante la evaluación de esta Comisión atiende una situación de alto interés público 
relacionada con la prestación de un servicio esencial que incide directamente en la salud, seguridad y 
calidad de vida de los residentes de la Barriada Pasarel, sector Los Lazos. Según se expone en la 
Resolución, la comunidad ha enfrentado interrupciones recurrentes en el suministro de agua potable, 
problemas operacionales en los sistemas de bombeo y limitaciones en la infraestructura de 
distribución, circunstancias que han afectado particularmente a las familias residentes en las áreas más 
elevadas del sector.   

Por virtud de la Ley Núm. 40 de 1 de mayo de 1945, según enmendada, conocida como la 
“Ley de Acueductos y Alcantarillados”, se estableció dicha instrumentalidad gubernamental con el fin 
de proveer y ayudar a proveer a los ciudadanos un servicio adecuado de agua y de alcantarillado 
sanitario y cualquier otro servicio o instalación incidental o propio de éstos. En dicho contexto, la 
Autoridad de Acueductos y Alcantarillados posee la responsabilidad de desarrollar, operar, conservar 
y mantener los sistemas públicos de acueductos y alcantarillados de Puerto Rico, procurando que el 
servicio se preste de forma segura, eficiente y continua.   

Esta Comisión reconoce que el acceso continuo y adecuado al servicio de agua potable 
constituye un servicio indispensable cuya prestación eficiente debe ser garantizada por las entidades 
responsables. Sin embargo, es públicamente conocido que persisten comunidades donde la prestación 
del servicio presenta interrupciones frecuentes o deficiencias estructurales que requieren de manera 
apremiante, atención específica.   

En el caso particular de la medida evaluada, las denuncias expuestas en la misma describen 
una problemática concreta y delimitada que trasciende a simples interrupciones temporeras y que 
podrían relacionarse con problemas con la infraestructura local, la capacidad hidráulica del sistema, 
el mantenimiento de los equipos o la planificación operacional para atender a las comunidades 
ubicadas en elevaciones mayores. En consecuencia, resulta necesario examinar las condiciones de la 
infraestructura existente, identificar las causas de las deficiencias reportadas y evaluar las acciones 
correctivas implementadas, en curso o pendientes de implementación por parte de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados. 
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Si bien el Senado de Puerto Rico ha aprobado otras iniciativas dirigidas a evaluar asuntos 
relacionados con la prestación del servicio de agua potable a nivel general, la presente medida persigue 
investigar una problemática particular que afecta directamente a una comunidad del Municipio de 
Comerío. Por ello, la investigación propuesta complementa los esfuerzos legislativos y permitirá 
obtener información puntual sobre las circunstancias que enfrentan los residentes de dicho sector, así 
como formular recomendaciones dirigidas a atender sus necesidades particulares. 

La Comisión entiende que la investigación ordenada mediante esta Resolución contribuirá a 
fortalecer la función fiscalizadora del Senado de Puerto Rico, permitiendo identificar posibles 
deficiencias operacionales, administrativas o de infraestructura que requieran atención inmediata por 
parte de las agencias concernidas. 

Por lo antes expuesto, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda 
la aprobación de la Resolución del Senado 535 con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que se acompaña. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 560, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Asuntos Internos, con enmiendas, según el entirillado 
electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 

Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, a realizar una investigación sobre los protocolos, 
planes de contingencia y mecanismos de respuesta de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 
(AAA), ante situaciones de emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y 
posibles actos de interferencia en instalaciones críticas; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados es una corporación pública e instrumentalidad 

gubernamental autónoma del Gobierno de Puerto Rico, cuyos poderes y facultades se estiman y juzgan 
como una función gubernamental esencial. Dicho esto, es la entidad pública llamada a proveer y 
ayudar a proveer a los ciudadanos un servicio adecuado de agua y de alcantarillado sanitario y 
cualquier otro servicio o instalación incidental o propio de éstos.  

A tales efectos, la Autoridad maneja todas las plantas, sistemas, instalaciones o propiedades 
utilizadas o utilizables o que tengan capacidad actual para uso futuro en el proceso para colección, 
purificación o disposición de las aguas servidas, incluyendo desperdicios resultantes de cualquier 
proceso de industria, manufacturación, negocio o comercio, o del desarrollo o aprovechamiento de 
cualesquiera recursos naturales, o de cualquier parte integral de los mismos, y abarca plantas de 
tratamiento, estaciones de bombeo, cloacas interceptoras, colectoras, laterales, tuberías forzadas, 
líneas troncales y todo accesorio y equipo, mejoras a cualquiera de dichas propiedades ya construidas 
o adquiridas o que se construyan o adquieran en el futuro y todas las propiedades, derechos, 
servidumbres, y franquicias relacionadas con dichas instalaciones y que la propia Autoridad considere 
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necesarios o convenientes para el funcionamiento de las mismas, según se distribuyen a través de las 
regiones (Metro, Norte, Sur, Este y Oeste) en las cuales se divide su funcionamiento. 

De igual manera, la AAA maneja todas las plantas, sistemas, instalaciones o propiedades 
utilizadas o utilizables o que tengan capacidad actual para uso futuro en el proceso para abastecimiento 
o distribución de agua o cualquier parte integral de éstas y abarca los sistemas de abastecimiento de 
agua, sistemas de distribución de agua, pantanos, pozos, tomas, caños matrices y laterales, acueductos, 
estaciones de bombeo, tanques elevados, plantas de filtros y de purificación bocas de agua, contadores, 
válvulas y equipo, mejoras a cualquiera de dichas propiedades ya construidas o adquiridas o que se 
construyan o adquieran en el futuro y todas las propiedades, derechos, servidumbres, y franquicias 
relacionadas con dichas instalaciones y que la propia Autoridad considere necesarios o convenientes 
para el funcionamiento de las mismas. 

Hoy día, el servicio que ofrece la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados, cubre un área 
de suministro de 3,535 millas cuadradas, que se proporciona a través de ocho (8) represas, 113 plantas 
de tratamiento de agua potable, 51 plantas de tratamiento de alcantarillado, alrededor de 3,800 
instalaciones auxiliares (1,560 tanques, 1,977 estaciones de bombas y 249 pozos de agua) y más de 
20,000 millas de tuberías de distribución y recolección32.  

Por tanto, se sobrentiende que los servicios que provee de la Autoridad están revestidos de un 
alto interés público, por considerarse estos como unos esenciales para la ciudadanía. Dicho esto, debe 
ser la más alta prioridad de la gerencia de la corporación pública, velar porque esta cuente con 
protocolos, planes de contingencia y mecanismos de respuesta ágiles y eficientes, ante situaciones de 
emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y posibles actos de interferencia 
en instalaciones críticas. 

Han Ha transcendido públicamente, la existencia de una preocupación pública generada por 
recientes incidentes que han afectado operaciones relacionadas con el sistema de agua potable. 
Ciertamente, cuando una planta de la Autoridad enfrenta una situación con posibles contaminantes, 
no puede haber improvisación. Tiene que existir un protocolo claro, rápido y público. La ciudadanía 
merece saber qué ocurrió, qué muestras se tomaron, quién certifica la seguridad del agua, cuánto 
tiempo toma restablecer el servicio y qué plan de emergencia se activa mientras se atienden situaciones 
como las aquí planteadas. 

Así las cosas, se procura con esta investigación conocer cuáles son los protocolos oficiales que 
se activan ante la detección de contaminantes en una planta de tratamiento; cómo se coordinan los 
procesos de muestreo y análisis de laboratorio; qué mecanismos de comunicación existen entre la 
Autoridad, el Departamento de Salud, el Negociado para el Manejo de Emergencias y Administración 
de Desastres (NMEAD) y los municipios afectados; y cuáles son los planes de contingencia para 
garantizar el acceso a agua potable a comunidades, hospitales, égidas, escuelas, comercios e 
instituciones públicas y privadas. 

Igualmente, se buscará examinar las medidas de seguridad implementadas en las instalaciones 
críticas de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados AAA, incluyendo los controles de acceso, 
sistemas de vigilancia, protocolos de monitoreo y estrategias de prevención ante posibles actos de 
sabotaje o interferencia que puedan afectar las operaciones. Por ser una infraestructura crítica, es 
imperativo que la ciudadanía cuente con información certera y confiable sobre el sistema de agua 
potable del que se sirve. Lamentablemente, existe un serio problema de contaminantes en las plantas 
que suplen en los municipios de Canóvanas y Loíza, y se hace imprescindible cotejar evaluar si existen 
fallas en los protocolos, identificarlos y procurar una adecuada respuesta ante estas situaciones. 

 
32 https://www.acueductos.pr.gov/nuestra-aaa/mision-vision-y-objetivos 
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Con esta Resolución, se pretende crear las condiciones necesarias para que los municipios y la 
ciudadanía tengan acceso a la información más veraz y objetiva en tiempo real, sobre situaciones de 
emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y posibles actos de interferencia 
en dichas instalaciones, y como cómo la Autoridad responde a estas. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1. – Ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 
Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, a realizar una investigación sobre los 
protocolos, planes de contingencia y mecanismos de respuesta de la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados (AAA), ante situaciones de emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de 
tratamiento y posibles actos de interferencia en instalaciones críticas. 

Sección 2.- Como parte inherente de la investigación, la Comisión evaluará la capacidad de 
respuesta de la antes mencionada corporación pública AAA cuando ocurren eventos que puedan 
comprometer la calidad del agua, la continuidad del servicio o la seguridad de la infraestructura que 
sostiene uno de los servicios esenciales más importantes para la ciudadanía. 

Sección 3.- La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 
Asuntos del Consumidor le rendirá al Senado de Puerto Rico, un informe con sus hallazgos, 
conclusiones y recomendaciones, incluyendo las acciones legislativas y administrativas que deban 
adoptarse con relación al asunto objeto de esta investigación, en un término de tiempo no mayor de 
ciento veinte (120) días, luego de aprobada esta Resolución. 

Sección 4. – Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico, previo análisis y consideración, 
recomienda la aprobación de la Resolución del Senado 560, con las enmiendas contenidas en el 
entirillado electrónico que se acompaña. 

La Resolución del Senado 560, según referida, propone ordenar a la Comisión de 
Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de 
Puerto Rico, realizar una investigación sobre los protocolos, planes de contingencia y mecanismos de 
respuesta de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (AAA), ante situaciones de emergencia 
relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y posibles actos de interferencia en 
instalaciones críticas; y para otros fines relacionados. 

Esta Comisión entiende que la Resolución bajo evaluación atiende un asunto de la más alta 
prioridad para el interés público. El acceso a agua potable segura constituye un servicio esencial e 
indispensable para la protección de la salud, la seguridad y el bienestar general de la población. El 
funcionamiento adecuado de hospitales, escuelas, centros de envejecientes, comercios, industrias y 
hogares depende directamente de la continuidad y confiabilidad del sistema de agua potable y de 
alcantarillado sanitario. 

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados fue creada precisamente para proveer y ayudar 
a proveer un servicio adecuado de agua y alcantarillado sanitario a los residentes de Puerto Rico, 
conforme surge de la Ley Núm. 40 de 1 de mayo de 1945, según enmendada, conocida como la “Ley 
de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico”. En el cumplimiento de dicha responsabilidad, la 
AAA administra una extensa red de infraestructura crítica que incluye represas, plantas de filtración, 
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plantas de tratamiento de aguas usadas, estaciones de bombeo, tanques, pozos y miles de millas de 
tuberías distribuidas a través de todo Puerto Rico. 

Por tratarse de una función gubernamental esencial, el Gobierno de Puerto Rico y la propia 
AAA tienen la responsabilidad de garantizar la continuidad del servicio y de contar con mecanismos 
efectivos para responder ante cualquier evento que pueda comprometer la calidad del agua, la 
operación de las instalaciones o la seguridad de la infraestructura. El deber gubernamental de proteger 
la salud y seguridad de la ciudadanía exige una planificación adecuada, protocolos previamente 
establecidos y mecanismos ágiles de respuesta y comunicación pública. 

La necesidad de la investigación propuesta se hace aún más evidente a la luz de los incidentes 
recientes ocurridos en los municipios de Canóvanas y Loíza, donde trascendió públicamente la 
presencia de sustancias contaminantes en instalaciones relacionadas con el sistema de distribución de 
agua potable, situación que provocó interrupciones del servicio y la realización de pruebas adicionales 
antes de autorizar el restablecimiento de las operaciones. Los acontecimientos generaron preocupación 
pública y pusieron de relieve la importancia de contar con procedimientos claros y uniformes para 
atender situaciones de esta naturaleza. 

Ante un evento de posible contaminación del sistema, la ciudadanía tiene derecho a conocer 
cuáles son los protocolos que se activan, qué agencias participan del proceso, qué muestras se toman, 
qué laboratorios realizan los análisis, cuáles son los parámetros utilizados para certificar la seguridad 
del agua y cuáles son los criterios para determinar el restablecimiento del servicio. De igual forma, 
resulta indispensable conocer los mecanismos de comunicación utilizados para mantener informadas 
a las comunidades afectadas. 

En dicho contexto, esta Comisión entiende que la transparencia y la disponibilidad de 
información confiable constituyen componentes esenciales de cualquier plan de respuesta a 
emergencias relacionadas con el suministro de agua potable. La incertidumbre o la ausencia de 
información clara puede provocar desconfianza ciudadana, afectar la actividad económica y dificultar 
la coordinación de respuestas a nivel municipal y comunitario. 

De otro lado, la Resolución propuesta también procura examinar los planes de contingencia 
existentes para garantizar el acceso al agua potable durante la duración de una emergencia, 
particularmente para escuelas, hospitales, centros de cuidado prolongado y otras instalaciones de 
respuesta a emergencias y comunidades vulnerables que dependen de un suministro continuo y seguro 
de agua. 

Asimismo, la medida propone evaluar la coordinación existente entre la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados, el Departamento de Salud, el Negociado para el Manejo de 
Emergencias y Administración de Desastres, los municipios y demás agencias concernidas. La 
experiencia acumulada durante eventos atmosféricos, terremotos y otras emergencias ha demostrado 
que la coordinación interagencial constituye uno de los elementos más importantes para una respuesta 
efectiva.  

Otro aspecto de particular importancia es la seguridad física y operacional de las instalaciones 
críticas administradas por la AAA. La naturaleza estratégica de la infraestructura de agua potable 
obliga a evaluar continuamente los controles de acceso, sistemas de vigilancia, protocolos de 
monitoreo y estrategias de prevención frente a posibles actos de sabotaje, vandalismo o interferencia 
que pudieran comprometer la prestación del servicio de manera segura y continua. 

La protección de la infraestructura crítica constituye un componente esencial de la seguridad 
pública. En consecuencia, resulta razonable y prudente que el Senado de Puerto Rico ejerza su facultad 
investigativa para conocer el estado de preparación de la Autoridad, identificar áreas susceptibles de 
fortalecimiento y formular las recomendaciones legislativas y administrativas que correspondan. 
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La Asamblea Legislativa posee amplias facultades de investigación y fiscalización sobre las 
instrumentalidades gubernamentales y las corporaciones públicas. El ejercicio de dichas facultades 
constituye una herramienta fundamental para garantizar la transparencia gubernamental y promover 
el mejor funcionamiento de los servicios esenciales que recibe la ciudadanía. 

A tales fines, luego de evaluar el alcance y propósito de la medida, esta Comisión concluye 
que la investigación propuesta responde a un interés público y a preocupaciones legítimas y razonables 
sobre la capacidad de respuesta del sistema de agua potable ante emergencias y eventos 
extraordinarios. Igualmente, entiende que los hallazgos y recomendaciones que puedan surgir del 
proceso investigativo servirán para fortalecer la resiliencia y confiabilidad del sistema. 

Por todo lo cual, la Comisión de Asuntos Internos del Senado de Puerto Rico recomienda la 
aprobación de la Resolución del Senado 560, con las enmiendas contenidas en el entirillado 
electrónico que se acompaña.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Thomas Rivera Schatz 
Presidente” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 227, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con 
Diversidad Funcional e Impedimentos, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se 
acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley 297-2018, según enmendada, conocida como 

“Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de Prioridad”, a los fines de 
eliminar el requisito de presencia física de la persona menor con diversidad funcional impedimentos 
para que la persona padre, madre, tutor o encargada pueda utilizar el sistema de filas expreso; realizar 
enmiendas técnicas y de estilo para aclarar la redacción; añadir a la Oficina de la Procuradora de la 
Mujer y la Oficina del Procurador del Ciudadano como entidades responsables del cumplimiento de 
esta Ley; para disponer obligaciones de cumplimiento y para otros fines relacionado. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Mediante la Ley 297-2018, según enmendada, conocida como “Ley Uniforme Sobre Filas de 

Servicio Expreso y Cesión de Turnos de Prioridad”, según enmendada, se estableció una política 
pública conducente al establecimiento de filas de servicio expreso y cesión de turnos de prioridad en 
todas las agencias y corporaciones públicas del Gobierno de Puerto Rico, así como a los municipios, 
la Rama Legislativa y las entidades privadas que reciban fondos públicos, que ofrecen servicios 
directos al ciudadano. El propósito de la citada Ley 297-2018, supra, fue consolidar toda la legislación 
existente relacionada al tema en una sola pieza legislativa para la facilidad y beneficio de todos los 
ciudadanos. 

Conforme dispone el Artículo 3 de la Ley 297-2018, supra, el sistema de “fila de servicio 
expreso y de cesión de turnos de prioridad” es para personas con diversidad funcional impedimentos, 
personas de sesenta (60) años o más, mujeres embarazadas, veteranos, personas que hayan viajado 
entre, y deban retornar hacia las islas de Puerto Rico, Vieques o Culebra por vía marítima o aérea en 
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un mismo día. El sistema aplicará a las personas mencionadas que acudan por sí o en compañía de 
familiares o tutores, o a personas que hagan gestiones a nombre o en representación de estos, para 
llevar a cabo diligencias y gestiones administrativas, exclusivamente en favor de estos, y a las mujeres 
embarazadas cuando estén haciendo gestiones personalmente. También le aplicará a familiares, tutores 
o personas acompañados de una persona con diversidad funcional impedimentos, independientemente 
si la gestión es para él o la persona con diversidad funcional impedimentos. 

Según la redacción del Artículo 3 de la Ley 297-2018, supra, en el caso del padre, madre o 
tutor de un menor de edad con diversidad funcional impedimentos, estos pueden utilizar el sistema de 
fila de servicio expreso y de cesión de turnos de prioridad, siempre y cuando estén acompañados del 
menor de edad con diversidad funcional impedimentos. Es decir, se requiere la presencia física del 
menor con diversidad funcional impedimentos en la agencia o entidad gubernamental para que su 
familiar o tutor pueda utilizar el sistema de prioridad. Este requisito obliga a los familiares o tutores a 
exponer a los menores con limitaciones físicas, mentales o sensoriales en lugares que pueden causar 
agravantes en sus condiciones, para poder utilizar las filas de servicio expreso o recibir prioridad. De 
no querer exponer a estos menores a dichas situaciones, los familiares o tutores deben renunciar al 
sistema de turno preferente y, lamentablemente, ausentarse del cuidado de la persona menor con 
diversidad funcional impedimentos mientras realiza la gestión. 

El propósito principal de la Ley 297-2018, supra, es crear un mecanismo para facilitar las 
tareas y gestiones cotidianas de las personas mencionadas, cuando acuden a agencias del Gobierno de 
Puerto Rico a reclamar servicios o derechos conferidos por leyes especiales. Tomando en 
consideración las necesidades especiales, propias de su condición de salud o de edad, la Ley 297-
2018, supra, propicia a este grupo de ciudadanos visitas accesibles a los organismos de servicios 
públicos en busca de servicios necesarios. 

Sin embargo, la redacción del Artículo 3 de la Ley 297-2018, supra, en cuanto a requerir la 
presencia física de los menores con diversidad funcional impedimentos, para que sus padres o tutores 
puedan utilizar el sistema de filas expreso, es contrario al propósito y espíritu por el cual la 
Decimoctava Asamblea Legislativa aprobó dicha legislación. Cabe enfatizar que tanto el padre, madre 
o tutor de una persona menor de edad con diversidad funcional impedimentos tienen las debidas 
identificaciones o documentos para acreditar fehacientemente su relación con este, por lo cual no es 
necesaria la presencia de dicho menor para acreditar su capacidad para utilizar el sistema de fila 
expreso. 

Por consiguiente, se enmienda el Artículo 3, de la Ley 297-2018, supra, a los fines de eliminar 
el requisito sobre la presencia física de una persona menor de edad con diversidad funcional 
impedimentos para que su padre, madre o tutor pueda utilizar el sistema de Turnos de Prioridad. De 
igual manera y con el propósito de aclarar la redacción, se realizan enmiendas técnicas y de estilo a la 
Ley 297-2018, supra, para facilitar su implementación e interpretación.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 2 de la Ley Núm. 297-2018,” según enmendada, para que 
lea como sigue: 

“Artículo 2.- 
Se ordena a todos los departamentos, agencias, corporaciones públicas y demás 

entidades gubernamentales del Gobierno de Puerto Rico, así como a los municipios, a la Rama 
Legislativa y a las entidades privadas que reciban fondos públicos, que ofrecen servicios 
directos al ciudadano, a que diseñen y adopten un sistema de “fila de servicio expreso y de 
cesión de turnos de prioridad.” 
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Sección 2.-Se enmienda el Artículo 3 de la Ley Núm. 297-2018, según enmendada, para que 
se lea como sigue: 

“Artículo 3.- 
El sistema de “fila de servicio expreso y de cesión de turnos de prioridad” estará 

disponible en todo momento y será para el uso de las siguientes personas: 
(a) Personas con diversidad funcional impedimentos, según haya sido certificada por el 

Departamento de Salud, o por cualquier autoridad gubernamental estatal o federal 
autorizada por ley a certificar personas con diversidad funcional impedimentos; 

(b) Personas con la edad de sesenta (60) años o más con una identificación con foto o 
documentación válida emitida por una autoridad gubernamental estatal o federal 
competente; 

(c) Mujeres embarazadas; 
(d) Personas Veteranas, según se define en la Ley 203-2007, según enmendada, conocida 

como “Carta de Derechos del Veterano Puertorriqueño del Siglo XXI”, quien deberá 
presentar la identificación o documento que le acredite como tal, de conformidad a los 
procedimientos establecidos por la autoridad gubernamental estatal o federal 
responsable de su emisión. 

(e) Personas que hayan viajado entre y deban regresar el mismo día a cualquiera de las 
islas que conforman el archipiélago de Puerto Rico, según pueda ser constatado 
mediante pasaje, boletos o cualquier otro documento que demuestre su regreso el 
mismo día, para atender asuntos propios o de algún familiar; 

(f) Familiares, tutores o personas acompañados de una persona con diversidad funcional 
impedimentos, independientemente si la gestión a llevar a cabo es para el familiar, 
tutor, persona acompañante o para la persona o menor con diversidad funcional 
impedimentos; 

(g) Toda persona padre, madre, tutor o encargada de una persona con diversidad funcional 
impedimentos, sin que fuere necesario estar en compañía de la persona con diversidad 
funcional impedimentos, e independientemente si la gestión es para el familiar o tutor 
o para la persona o el menor con diversidad funcional impedimentos. 
Toda persona que reclame el sistema de turno preferente deberá llegar no más tarde de 

una (1) hora antes del horario en que finalice la prestación de servicios. Además, deberá 
acreditar su capacidad para utilizar el sistema de fila expreso o turnos preferentes, según se 
especifica en este Artículo o mediante cualquier otra identificación o documento similar que 
acredite que puede utilizar el sistema de “fila de servicio expreso y de cesión de turnos de 
prioridad”. 

La solicitud de un ciudadano en cualquiera de los departamentos, agencias, 
corporaciones públicas y demás entidades gubernamentales del Gobierno de Puerto Rico, así 
como a los municipios, a la Rama Legislativa y a las entidades privadas que reciban fondos 
públicos, que ofrecen servicios directos al ciudadano, será basada en un código de honor y no 
se negará el acceso a la fila a ninguna persona que presente alguna evidencia, cualquiera que 
sea, y que reclame el derecho de utilizar dicha fila expreso y la cesión de turnos de prioridad. 

La fila expreso y la cesión de turnos de prioridad estará habilitada y en funcionamiento 
en todo momento, sin exclusión o excusa alguna.” 
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Sección 3.-Se enmienda el Artículo 7 de la Ley 297–2018, según enmendada, para que se lea 

como sigue: 
“Artículo 7.-La Defensoría de las Personas con Impedimentos, la Oficina del 

Procurador del Veterano, la Oficina de la Procuradora de la Mujer, la Oficina del Procurador 
del Ciudadano y la Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada tendrán a su 
cargo velar por el cumplimiento de esta Ley. 

La Defensoría de Personas con Impedimentos tendrá un término de treinta (30) días a 
partir de la aprobación de esta Ley, el deber de preparar y publicar el afiche correspondiente 
sobre la implementación de esta Ley. El mismo deberá circularse de forma digital a todos los 
departamentos, agencias, corporaciones públicas y demás entidades gubernamentales del 
Gobierno de Puerto Rico, así como a los municipios, a la Rama Legislativa y a las entidades 
privadas que reciban fondos públicos. 

Asimismo, todos los departamentos, agencias, corporaciones públicas y demás 
entidades gubernamentales del Gobierno de Puerto Rico, así como a los municipios, a la Rama 
Legislativa y a las entidades privadas que reciban fondos públicos, tienen la obligación de 
reproducir dicho afiche, ubicarlo en un lugar visible, hacer ajustes necesarios a sus protocolos, 
sistemas y personal a los fines de implementar cabalmente esta Ley. Cada agencia será 
responsable de producir las copias necesarias de dicho afiche y de ubicarlas visibles en todo 
momento y deberán cumplir con el correspondiente afiche en un término no mayor de ciento 
veinte (120 días) (120) días a partir de transcurridos los treinta (30) días a la Defensoría de 
Personas con Impedimentos para la preparación del afiche. 

La obligación de la Defensoría de Personas con Impedimentos no exime del estricto 
cumplimiento de esta Ley. Además, se advierte que la implementación de esta Ley es 
compulsoria para todos los departamentos, agencias, corporaciones públicas y demás entidades 
gubernamentales del Gobierno de Puerto Rico, así como a los municipios, a la Rama 
Legislativa y a las entidades privadas que reciban fondos públicos y que la mismo no puede 
quedar sujeta a los recursos humanos disponibles, ni a ninguna otra condición que no sean las 
dispuestas en esta Ley.  
Sección 4.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 

 
“INFORME 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad y Población con Diversidad 
Funcional del Senado de Puerto Rico, recomienda la aprobación de. P. de la C. 227 con enmiendas.  
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La medida tiene como fin enmendar los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley 297-2018, según 

enmendada, conocida como “Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de 
Prioridad”, a los fines de eliminar el requisito de presencia física de la persona menor con diversidad 
funcional para que la persona padre, madre, tutor o encargada pueda utilizar el sistema de filas expreso; 
realizar enmiendas técnicas y de estilo para aclarar la redacción; añadir a la Oficina de la Procuradora 
de la Mujer y la Oficina del Procurador del Ciudadano como entidades responsables del cumplimiento 
de esta Ley; para disponer obligaciones de cumplimiento y para otros fines relacionados. 
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INTRODUCCIÓN 

El Proyecto de la Cámara 227 tiene como finalidad enmendar los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley 
Núm. 297-2018, según enmendada, conocida como la “Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso 
y Cesión de Turnos de Prioridad”, con el propósito de eliminar el requisito de presencia física de la 
persona menor con diversidad funcional para que su padre, madre, tutor o encargado pueda utilizar el 
sistema de filas expreso. A su vez, incorpora enmiendas técnicas y de estilo para clarificar la redacción 
de la ley vigente, añade nuevas entidades gubernamentales como responsables del cumplimiento de 
esta y dispone obligaciones específicas de implementación para asegurar su ejecución uniforme. 

Esta iniciativa legislativa surge como respuesta a la realidad cotidiana que enfrentan los padres, 
madres, tutores y cuidadores de menores con diversidad funcional, quienes, bajo la ley actual, se ven 
obligados a transportar a sus hijos o representados a oficinas gubernamentales —frecuentemente 
congestionadas, sin las condiciones adecuadas de accesibilidad sensorial, física o emocional— para 
poder ejercer un derecho conferido por ley: el uso de turnos de servicio expreso. Esta exigencia resulta 
contraria al propósito y espíritu original de la Ley 297-2018, que buscaba precisamente facilitar el 
acceso de personas en condición de vulnerabilidad a los servicios esenciales del Estado. 

Conforme a lo establecido en la Exposición de Motivos del proyecto, el actual requisito legal 
de presencia física del menor con diversidad funcional impone una carga irrazonable tanto sobre el 
menor como sobre su cuidador. Exponer a menores con condiciones físicas, cognitivas o sensoriales 
a ambientes institucionales que podrían agravar sus síntomas contradice los principios de trato digno, 
equitativo y razonable. A su vez, si los padres, madres o encargados optan por no exponer al menor, 
pierden el acceso al turno preferente y, en muchas ocasiones, deben ausentarse del hogar o dejar 
desatendida la persona bajo su responsabilidad para completar trámites gubernamentales de los cuales 
depende la calidad de vida de la unidad familiar. El P. de la C. 227, por tanto, plantea un ajuste 
legislativo pragmático, proporcional y humanitario. 

Las ponencias recibidas para análisis de esta medida, tanto de entidades gubernamentales como 
de organizaciones del tercer sector, en su mayoría validan el fundamento de la pieza legislativa. No 
obstante, se identifican aspectos puntuales que requieren atención, particularmente el relacionado al 
uso del término “diversidad funcional” en sustitución de “personas con impedimentos”, lo que podría 
generar conflictos con el ordenamiento jurídico vigente y comprometer la protección legal de esta 
población. 
 

ALCANCE DEL INFORME 
Para la redacción de este Informe la Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad 

y Población con Diversidad Funcional solicitó y recibió de la Comisión de Adultos Mayores y 
Bienestar Social de la Cámara de Representantes las ponencias de AARP, Corporación de Servicios 
a Poblaciones Especiales, Club de Leones Las Américas, Oficina de la Procuradora de las 
Mujeres, Oficina de la Procuradora de las Personas de Edad Avanzada, y la Defensoría de las 
Personas con Impedimentos. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Ley 297-2018, según enmendada, consolidó las disposiciones legales existentes 

relacionadas con el establecimiento de filas de servicio expreso y turnos preferentes para diversas 
poblaciones en situación de vulnerabilidad: personas con diversidad funcional, adultos mayores de 
sesenta años, mujeres embarazadas, veteranos, y residentes de las islas municipios que requieren 
regresar el mismo día. La política pública detrás de esta legislación se fundamenta en la necesidad de 
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propiciar el acceso equitativo a los servicios gubernamentales, eliminando barreras prácticas que 
impiden a estas personas ejercer derechos o recibir asistencia de manera adecuada y oportuna. 

No obstante, la redacción vigente del Artículo 3 excluye del uso del sistema preferente a los 
padres, madres o tutores de menores con diversidad funcional cuando estos no están físicamente 
presentes. Esta disposición ha tenido el efecto adverso de obligar a los cuidadores a escoger entre 
proteger la estabilidad médica y emocional del menor, o cumplir con una gestión esencial. El P. de la 
C. 227 corrige esa anomalía al eliminar el requisito de presencia física, y reconoce que la relación 
legal o familiar puede acreditarse mediante documentos oficiales emitidos por el Estado, sin necesidad 
de imponer una carga adicional al núcleo familiar. 

La nueva redacción del Artículo 3 permite expresamente que el padre, madre, tutor o encargado 
pueda acogerse al sistema de turno preferente sin necesidad de estar acompañado del menor con 
diversidad funcional. También se dispone que el derecho se extiende independientemente de si la 
gestión es a favor del menor o del propio cuidador. Esto representa un avance importante al reconocer 
la carga doméstica, emocional y logística que recae sobre los cuidadores, quienes con frecuencia 
realizan diligencias relacionadas a tratamiento médico, procesos administrativos, documentación o 
trámites que afectan directamente al bienestar del menor bajo su cargo. 

Adicionalmente, el proyecto enmienda el Artículo 7 para ampliar las entidades fiscalizadoras 
de la ley, incorporando a la Oficina de la Procuradora de la Mujer y a la Oficina del Procurador del 
Ciudadano, junto con la Defensoría de las Personas con Impedimentos, la Oficina del Procurador del 
Veterano y la Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada. La inclusión de estas 
entidades fortalece la fiscalización administrativa e interagencial, y propicia una mayor 
transversalidad en la defensa de poblaciones vulnerables. El proyecto también impone a la Defensoría 
la responsabilidad de preparar el afiche correspondiente a la implementación de la ley, y establece 
obligaciones claras de reproducción y colocación del mismo por parte de todas las agencias y entidades 
pertinentes. 

Sin embargo, el análisis de las ponencias evidencia una observación importante proveniente 
de la Defensoría de las Personas con Impedimentos. Esta entidad plantea que el término “diversidad 
funcional”, aunque válido en ciertos contextos sociales, no debe ser adoptado como sustituto legal del 
término “personas con impedimentos”, ya que este último es el utilizado y definido expresamente en 
la Ley 238-2004, en la Ley federal de Rehabilitación (Rehabilitation Act) y en la Ley de 
Estadounidenses con Discapacidades (ADA). Desde el punto de vista legal, el uso de terminología 
distinta podría dar lugar a interpretaciones erróneas, conflictos con legislación federal y vacíos 
normativos que desprotejan a la población que precisamente se pretende beneficiar. Por ello, se 
recomienda acoger esta observación e incorporar una enmienda en sala que restituya el uso del término 
“personas con impedimentos” como referencia jurídica oficial, reservando el término “diversidad 
funcional” únicamente para propósitos de política pública o lenguaje social no vinculante. 
 

PONENCIAS DE ENTIDADES CONSULTADAS 
 
A. AARP 

La Asociación Americana de Personas Retiradas (AARP), por conducto de su Director Estatal, 
el señor José Acarón Rodríguez, manifestó su respaldo parcial a la pieza legislativa, al considerar que 
la misma parte de una intención válida de facilitar la prestación de servicios públicos a poblaciones 
vulnerables. No obstante, la organización advierte sobre posibles consecuencias adversas que podrían 
surgir de dos aspectos específicos de la medida. En primer lugar, se opone a la eliminación del 
requisito de presencia física del menor con diversidad funcional, argumentando que dicha 
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modificación podría propiciar el uso arbitrario del beneficio, desvirtuando así el objetivo esencial de 
la política pública: garantizar un trato preferente a quienes realmente enfrentan barreras físicas o 
funcionales en la gestión de servicios. AARP plantea que, si el adulto acompañante no posee una 
condición que limite su movilidad o capacidad para esperar, no existe fundamento para que reciba el 
privilegio de una fila expreso en ausencia del menor. 

En segundo lugar, AARP expresó preocupación con relación a la inclusión de la edad como 
único criterio habilitante para acceder al servicio preferencial. Si bien reconocen la necesidad de 
atender las implicaciones del envejecimiento poblacional, señalan que no todas las personas mayores 
de 60 años se encuentran en estado de vulnerabilidad o requieren asistencia especial. Por el contrario, 
muchas de ellas gozan de plena salud y funcionalidad. En este contexto, AARP recomienda que se 
enmiende el texto de la medida para establecer requisitos adicionales al criterio de edad, como lo sería 
la acreditación de una condición de salud, diversidad funcional o limitación física que efectivamente 
justifique el uso de la fila expreso. 

En su análisis, AARP destaca que las leyes de benevolencia deben estar ancladas en un balance 
responsable entre el reconocimiento de necesidades sociales y las capacidades reales del sistema 
gubernamental. De no considerarse adecuadamente, la flexibilización excesiva de los criterios de 
elegibilidad podría derivar en una sobrecarga de los servicios preferenciales, afectando directamente 
a los usuarios que enfrentan limitaciones reales y que dependen de tales mecanismos para acceder 
dignamente a los servicios. Por ello, la entidad recomienda la consideración de enmiendas que 
refuercen los controles y aseguren que el beneficio se oriente exclusivamente a los sectores que 
verdaderamente lo requieren. 
 
B. Corporación de Servicios a Poblaciones Especiales 

La Corporación Servicios a Poblaciones Especiales (COSPE), Inc., por conducto de su 
fundadora y portavoz, la señora Iris Santiago, madre de un adulto con diversidad funcional, expresó 
su respaldo al Proyecto de la Cámara 227 y destacó su importancia como herramienta legislativa para 
aliviar los retos cotidianos que enfrentan los cuidadores de personas con necesidades especiales. En 
su comparecencia, la deponente ofreció un testimonio personal y representativo del universo de 
madres, padres y encargados que atienden de forma constante y continua las necesidades de personas 
con diversidad funcional, muchas de las cuales, si bien han alcanzado la mayoría de edad, mantienen 
un nivel de dependencia significativo para desenvolverse en entornos sociales, institucionales y de 
servicios. 

En su exposición, COSPE Inc. subrayó que gran parte de la población con diversidad funcional 
enfrenta limitaciones en su capacidad de interacción, comunicación, movilidad o manejo de ambientes 
complejos, lo cual se traduce en una carga considerable para sus cuidadores primarios. Señaló que 
muchas de las gestiones relacionadas con servicios esenciales —como citas médicas, tramitación de 
documentos, compra de medicamentos y otros servicios en oficinas públicas o privadas— recaen 
exclusivamente en los padres, madres o encargados, quienes a menudo deben enfrentarse a largas 
esperas y ambientes que no son adecuados para las personas bajo su cuidado. Estas circunstancias no 
solo representan una barrera operativa para las personas con diversidad funcional, sino que también 
agravan la carga física y emocional que recae sobre sus cuidadores. 

A juicio de COSPE, la aprobación del Proyecto de la Cámara 227 representaría un alivio 
concreto a esa realidad, al reconocer formalmente la necesidad de conceder prioridad de turno a los 
cuidadores, aun cuando la persona con diversidad funcional no esté físicamente presente. La 
organización enfatiza que no se trata de un privilegio caprichoso, sino de una medida de justicia social 
hacia una población de cuidadores que vive con sus hijos o encargados las 24 horas del día, y que a 
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menudo requiere realizar gestiones esenciales que, por la naturaleza de su rol, deben hacerse en 
representación de esa persona vulnerable. En este sentido, COSPE recomendó enfáticamente que el 
beneficio contemplado por la medida se extienda no solo a menores de edad, sino también a personas 
adultas con diversidad funcional que, por su condición, continúan necesitando acompañamiento y 
representación. 

Adicionalmente, la entidad sostuvo que debe establecerse un procedimiento o mecanismo de 
validación que permita certificar que el gestor o cuidador está debidamente autorizado para representar 
a la persona con diversidad funcional. Esta medida, a su entender, brindaría credibilidad al proceso y 
evitaría el uso indebido del sistema de filas preferenciales. COSPE también recomendó incluir 
componentes de orientación pública, de forma que la ciudadanía esté debidamente informada sobre 
las razones que justifican este tipo de trato preferencial, particularmente en los casos en que la 
discapacidad no sea visible o evidente a simple vista. 

En conclusión, la Corporación Servicios a Poblaciones Especiales (COSPE), Inc. expresó su 
firme respaldo al Proyecto de la Cámara 227, al entender que se trata de una medida necesaria, realista 
y alineada con las necesidades apremiantes de una población altamente vulnerable y de sus cuidadores. 
Sostuvo que la medida no solo contribuiría a reducir la carga de los cuidadores, sino que promovería 
un uso más justo y efectivo de los servicios públicos dirigidos a personas con diversidad funcional en 
Puerto Rico. 
 
C. Defensoría de las Personas con Impedimentos 

La Defensoría de las Personas con Impedimentos (DPI), por conducto de su Defensor Interino 
Lcdo. Juan José Troche Villeneuve, expresó una postura cautelosamente crítica ante el Proyecto de la 
Cámara 227, particularmente en lo relativo a las enmiendas propuestas a la Ley Núm. 297-2018, 
conocida como “Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de Prioridad”. La 
ponencia reconoce la intención legislativa de facilitar las gestiones administrativas a los padres, 
madres, tutores o encargados de personas menores con impedimentos; sin embargo, plantea objeciones 
sustantivas tanto al uso del término “diversidad funcional” como al mecanismo propuesto que permite 
el uso de la fila expreso sin la presencia física del menor con impedimentos. 

En primer lugar, la Defensoría se opone al reemplazo del término “personas con 
impedimentos” por “personas con diversidad funcional”, en el cuerpo y efectos jurídicos de la ley. 
Argumenta que el término “diversidad funcional”, aunque ampliamente aceptado a nivel social y por 
ciertos sectores académicos, carece de definición jurídica clara y no tiene correspondencia directa con 
los conceptos establecidos en la legislación estatal y federal aplicable. Cita como referencia la Ley 
Núm. 238-2004, conocida como la “Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos”, y los 
estatutos federales como el Developmental Disabilities Assistance and Bill of Rights Act de 2000 y el 
Rehabilitation Act de 1973, los cuales utilizan consistentemente el término “personas con 
impedimentos” o individuals with disabilities. La entidad advierte que sustituir este término 
legalmente definido por uno de alcance amplio e impreciso podría contravenir la cláusula de 
supremacía federal y la doctrina del campo ocupado, comprometiendo la armonización con la 
normativa federal y provocando inseguridad jurídica, además de desproteger al grupo poblacional 
cuya protección se busca asegurar. 

En segundo término, la DPI expresa objeciones a la propuesta disposición que permitiría a 
padres, madres, tutores o encargados utilizar la fila expreso sin estar acompañados de la persona con 
impedimentos, independientemente de si la gestión es para beneficio del menor o del propio gestor. 
Según se plantea, tal flexibilidad podría minar el objetivo original de la Ley 297-2018, que es acortar 
el tiempo de espera exclusivamente a las personas con impedimentos, en atención a las dificultades 
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que enfrentan para permanecer en filas regulares. Ampliar el acceso a la fila preferencial a personas 
sin impedimentos, por el solo hecho de tener vínculo con una persona con impedimentos, podría 
resultar en una saturación del sistema y perjudicar precisamente a quienes necesitan dicha asistencia 
prioritaria. 

No obstante, la Defensoría reconoce que hay circunstancias en las que un cuidador o familiar 
realiza gestiones urgentes e indispensables en beneficio de una persona con impedimentos que no 
puede estar presente. En esos casos, se muestra dispuesta a considerar mecanismos para facilitar 
dichos trámites, siempre que se establezca un proceso formal de acreditación y verificación de la 
relación y necesidad. Como alternativa, propone que el Departamento de Salud pueda expedir una 
identificación oficial para estos cuidadores o representantes, similar a la que actualmente se otorga a 
las personas con impedimentos, de manera que se salvaguarde la integridad del sistema y se prevengan 
controversias o malentendidos en el lugar de servicio. 

En conclusión, la Defensoría de las Personas con Impedimentos expresó que no favorece el 
Proyecto de la Cámara 227 en su forma actual, pero estaría en disposición de avalar la medida si se 
enmienda para excluir el término “diversidad funcional” del lenguaje jurídico de la ley y se establece 
un mecanismo riguroso de certificación para los cuidadores que realicen gestiones sin la presencia de 
la persona con impedimentos. La entidad enfatizó la importancia de no diluir las protecciones legales 
existentes para las personas con impedimentos, ni comprometer la eficacia del sistema de servicio 
expreso, cuyo propósito fundamental es mitigar las barreras que enfrentan día a día los ciudadanos 
con impedimentos en Puerto Rico. 
 
D. Club de Leones Las Américas 

El Club de Leones Las Américas de Puerto Rico, por conducto de su presidenta, la señora Iris 
N. Santiago Peña, expresó mediante un memorial que, si bien reconoce que la intención de la medida 
es facilitar el acceso a servicios mediante la flexibilización del requisito de presencia física del menor 
con diversidad funcional o del adulto mayor, esta modificación debe ser ponderada cuidadosamente, 
a la luz de los principios de protección de derechos, dignidad personal y garantías contra el uso 
indebido del mecanismo preferencial. 

La ponencia enfatiza que permitir que un tercero, sin estar acompañado del menor con 
diversidad funcional o del adulto mayor, pueda acogerse al sistema de fila expreso, puede representar 
un riesgo real a la integridad del proceso. Desde esta perspectiva, la señora Santiago Peña advirtió que 
la ausencia del beneficiario en el momento de la gestión podría comprometer la garantía de que se 
atiendan efectivamente sus necesidades particulares, y que el trato recibido esté alineado con sus 
derechos fundamentales. Considera que la presencia física del beneficiario es una forma de asegurar 
que el servicio que se presta se rinde directamente a quien lo necesita, permitiendo al personal que 
administra las filas realizar una evaluación in situ de la situación del individuo. 

Asimismo, la ponente manifestó su preocupación en cuanto a la posible vulneración de la 
autonomía y dignidad del beneficiario. Señaló que permitir que un gestor actúe de manera autónoma 
en ausencia de la persona con diversidad funcional o del adulto mayor podría dar paso a decisiones 
que no reflejan la voluntad o necesidad real del afectado, o incluso abrir la puerta a dinámicas de 
abuso. Tal escenario, según se plantea, podría distorsionar el propósito original del sistema de fila 
preferencial, que es precisamente atender con premura a quienes enfrentan mayores barreras para 
acceder a servicios. 

Otro aspecto abordado por la deponente fue la potencial utilización indebida del privilegio que 
otorga la fila expreso. Advirtió que flexibilizar el requisito de presencia podría generar oportunidades 
para que personas no cualificadas o sin justificación legítima hagan uso del sistema, provocando una 
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sobreutilización que terminaría por perjudicar a los verdaderos beneficiarios. A esto se suma el hecho 
de que el desconocimiento de las necesidades específicas del beneficiario, por parte del tercero que 
realiza la gestión, podría dar lugar a omisiones o errores que afecten la calidad del servicio o la 
atención que se espera brindar mediante esta política pública. 

Finalmente, el Club de Leones Las Américas de Puerto Rico destacó que la presencia del 
menor con diversidad funcional o del adulto mayor también cumple una función social importante: 
visibiliza a esta población, fomenta la sensibilización del personal que ofrece servicios y contribuye a 
la inclusión efectiva de las personas con diversidad funcional o de edad avanzada. Desde esa 
perspectiva, mantener el requisito de presencia física en la mayoría de los casos podría ser beneficioso 
para la construcción de una cultura de inclusión y respeto. 

En virtud de todos los planteamientos anteriores, la organización recomendó que se mantenga 
vigente la redacción actual del Artículo 3 de la Ley 297-2018, que ya contempla excepciones 
específicas en los casos en que la persona con impedimentos no pueda asistir por razón justificada, y 
permite la representación en gestiones exclusivamente dirigidas al beneficio del representado. En ese 
sentido, el Club de Leones se mostró a favor de la política pública vigente y sugirió no acoger los 
cambios propuestos en el Proyecto de la Cámara 227 sin mayores controles. 
 
E. Oficina de la Procuradora de las Mujeres 

La Oficina de la Procuradora de las Mujeres (OPM), expresó su respaldo al Proyecto de la 
Cámara 227 y validó su pertinencia dentro del marco normativo de protección y atención a poblaciones 
vulnerables. En su análisis, la OPM acogió favorablemente la intención legislativa de enmendar la 
Ley Núm. 297-2018, conocida como la “Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de 
Turnos de Prioridad”, para eliminar el requisito de presencia física de personas menores con diversidad 
funcional cuando sus padres, madres o tutores realizan gestiones en su representación. La Oficina 
planteó que esta flexibilización normativa permitiría proteger de manera más efectiva a los menores 
con condiciones de salud física, mental o sensorial que se ven expuestos innecesariamente a ambientes 
institucionales que pueden agravar sus condiciones. 

La OPM resaltó que la legislación vigente, tal como está redactada, exige la presencia del 
menor para que el adulto encargado pueda beneficiarse del sistema de prioridad en filas, lo que en la 
práctica obliga a exponer a dichos menores a entornos que pueden resultar poco adecuados o incluso 
perjudiciales. En ese contexto, la medida propuesta se interpreta como una corrección necesaria al 
espíritu original de la ley, que es facilitar las gestiones cotidianas de las personas vulnerables y de 
quienes ejercen su representación directa. Asimismo, la OPM acogió positivamente su inclusión como 
entidad corresponsable en la fiscalización del cumplimiento de la ley, junto con otras oficinas del 
Estado como la Defensoría de las Personas con Impedimentos, la Oficina del Procurador del 
Ciudadano, la Oficina del Procurador de Personas de Edad Avanzada y la Oficina del Procurador del 
Veterano. 

La Oficina argumentó que, en virtud del Artículo 9 de su ley habilitadora, la Ley 20-2001, 
tiene el deber legal de fiscalizar el cumplimiento de políticas públicas dirigidas a erradicar el discrimen 
y la desigualdad, y de asegurar que se implanten medidas afirmativas y correctivas en beneficio de las 
mujeres, incluyendo aquellas que son madres o cuidadoras de personas con diversidad funcional. En 
ese sentido, se reafirma que la OPM se encuentra legalmente facultada para intervenir y sancionar a 
aquellas entidades públicas o privadas que nieguen o limiten el acceso de estas poblaciones a servicios 
esenciales, como lo son los turnos prioritarios en agencias del Estado. 
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La ponencia también aportó un contexto estadístico relevante para sustentar su postura. Según 

se informó, aproximadamente el 21.7 % de los residentes de Puerto Rico reportan alguna discapacidad, 
con una representación significativa en la población femenina. Además, en el sistema educativo 
público, más del 30 % de los estudiantes matriculados han sido diagnosticados con alguna condición 
que los coloca en programas de educación especial, lo cual representa decenas de miles de menores 
en la Isla con necesidades particulares que podrían beneficiarse directamente de esta enmienda 
legislativa. Para la OPM, estos datos evidencian que la problemática que atiende el proyecto no es 
marginal, sino estructural, y requiere una respuesta legislativa sensible y funcional. 

Finalmente, la Oficina sostuvo que el Proyecto de la Cámara 227 tiene un impacto positivo 
sobre la continuidad, eficacia y accesibilidad de los servicios públicos dirigidos a madres, mujeres 
embarazadas, personas con diversidad funcional y otras poblaciones vulnerables. Consideró que la 
medida fortalece el compromiso del Estado con la inclusión y el bienestar social, a tono con las 
responsabilidades constitucionales y el ejercicio legítimo del poder de razón de estado del Gobierno 
de Puerto Rico. En atención a todo lo expuesto, la OPM recomendó la aprobación del Proyecto de la 
Cámara 227, destacando que la enmienda propuesta constituye un paso afirmativo hacia la 
construcción de un sistema de servicios públicos más justo, equitativo y accesible. 
 
F. Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada 

La Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada (OPPEA), expresó una postura 
crítica sobre el Proyecto de la Cámara 227, al considerar que su redacción actual podría conllevar la 
eliminación de derechos ya reconocidos a favor de la población adulta mayor. La OPPEA reconoció 
el valor del propósito central de la medida —enmendar la Ley 297-2018 para permitir que padres, 
madres o tutores de menores con diversidad funcional utilicen el sistema de fila expreso sin la 
presencia física del menor—, pero señaló que las enmiendas propuestas no pueden menoscabar las 
protecciones previamente establecidas para otros sectores igualmente vulnerables, en especial los 
adultos mayores. 

La OPPEA fundamentó su postura en datos demográficos que evidencian el envejecimiento 
acelerado de la población puertorriqueña. Según estadísticas oficiales, para el año 2022, el 28.9% de 
la población en la Isla tenía 60 años o más, y se proyecta que esta proporción alcance un 43.7% para 
el año 2060. Este fenómeno demográfico, unido a los cambios fisiológicos propios del proceso de 
envejecimiento, justifica la existencia de mecanismos como la fila de servicio expreso, que atienden 
las necesidades de una población con alta prevalencia de condiciones crónicas, limitaciones de 
movilidad y otras discapacidades. La OPPEA enfatizó que el sistema actual no solo facilita el acceso 
a servicios, sino que también permite a familiares, cuidadores o tutores realizar gestiones en 
representación de adultos mayores que, por diversas razones, no pueden acudir personalmente a las 
agencias gubernamentales. 

En su ponencia, la OPPEA advirtió que el texto propuesto del Proyecto de la Cámara 227 omite 
de forma preocupante las disposiciones vigentes que permiten a terceros gestionar trámites en nombre 
de adultos mayores, incluso en ausencia de estos. Esta omisión representa, a juicio de la OPPEA, una 
revocación tácita de derechos adquiridos, contraria a la política pública de trato digno, igualitario y 
preferencial reconocida en la Ley 121-2019, conocida como la “Carta de Derechos y la Política Pública 
del Gobierno a favor de los Adultos Mayores”. Por ello, propusieron que el proyecto se enmiende para 
garantizar expresamente que los adultos mayores continúen gozando del derecho a que terceros 
puedan realizar gestiones administrativas en su representación sin necesidad de su presencia física. 
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Además, la OPPEA propuso que se extienda el beneficio del uso de la fila expreso a personas 
cuidadoras de adultos mayores, incluso si la gestión es en beneficio del cuidador, cuando dicha gestión 
no implique un descuido del adulto mayor bajo su responsabilidad. Asimismo, sugirieron que se 
incluya una cláusula que garantice la aplicación del turno preferente en situaciones donde varias 
personas hayan sido citadas para una misma hora, asegurando el orden de atención conforme a la 
prioridad establecida por ley. 

En cuanto al lenguaje legal, la OPPEA recomendó que se utilice de manera uniforme el término 
“persona adulta mayor”, definido como toda persona de 60 años o más, conforme al Artículo 2, inciso 
(8) de la Ley 121-2019. Para propósitos de implantación, también sugirió que se imponga a la 
Administración de Servicios Generales la obligación de diseñar, producir y distribuir los rótulos 
requeridos por la Ley 297-2018, con un término de noventa (90) días para su cumplimiento, lo cual 
uniformaría el cumplimiento e implicaría eficiencia económica. 

En conclusión, la Oficina del Procurador de las Personas de Edad Avanzada no recomendó la 
aprobación del Proyecto de la Cámara 227 en su forma actual, por entender que su redacción eliminaría 
protecciones ya reconocidas a los adultos mayores en el marco legal vigente. No obstante, manifestó 
disposición de apoyar la medida si se atienden sus preocupaciones y se incorporan las enmiendas 
sugeridas que salvaguardan los derechos de esta población. La OPPEA reiteró su disponibilidad para 
colaborar en la redacción y evaluación de propuestas legislativas que promuevan el bienestar integral 
de las personas de edad avanzada en Puerto Rico. 
 

ENMIENDAS TRABAJADAS POR LA COMISIÓN 
Durante el análisis de las ponencias sometidas al Proyecto de la Cámara 227, esta Comisión 

evaluó cuidadosamente las recomendaciones de las entidades comparecientes, y acogió una enmienda 
sustantiva sugerida por la Defensoría de las Personas con Impedimentos, en lo relativo al uso del 
término “diversidad funcional” como sustituto del término “persona con impedimento” en el texto de 
la ley. 

En específico, la Defensoría señaló que, si bien el término “diversidad funcional” ha sido 
promovido en ciertos contextos sociales y académicos como una alternativa lingüística al lenguaje 
tradicionalmente considerado clínico o estigmatizante, dicho concepto carece de una definición 
jurídica en el ordenamiento legal de Puerto Rico y de los Estados Unidos. Por el contrario, el término 
“persona con impedimento” sí está reconocido y definido expresamente en la Ley Núm. 238-2004, 
conocida como la Carta de Derechos de las Personas con Impedimentos, y forma parte integral del 
marco jurídico estatal y federal aplicable a esta población, incluyendo el Rehabilitation Act of 1973 y 
la Americans with Disabilities Act (ADA). 

Desde el punto de vista normativo, el concepto de “persona con impedimento” tiene efectos 
legales claros y vinculantes: activa derechos sustantivos y procesales, determina elegibilidad para 
servicios, y establece criterios de cumplimiento para entidades públicas y privadas. Por otro lado, el 
término “diversidad funcional”, aunque válido como herramienta para la inclusión social y la 
concienciación pública, es un concepto amplio, subjetivo y carente de definición legal, lo que podría 
generar ambigüedad e inseguridad jurídica en la implementación de las disposiciones contenidas en 
la ley. 

La Comisión entendió que permitir el reemplazo generalizado del término “persona con 
impedimento” por “diversidad funcional” en una legislación de carácter operativo, como lo es la Ley 
297-2018, podría conllevar consecuencias adversas. En primer lugar, podría desalinear la ley con los 
marcos federales de cumplimiento, especialmente en lo relativo a derechos civiles, educación especial, 
accesibilidad y antidiscriminación. En segundo lugar, podría abrir la puerta a interpretaciones 
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extensivas que desdibujen el grupo poblacional destinatario de la protección legal, afectando así la 
ejecución y fiscalización de la política pública contenida en la medida. 

Por estas razones, la Comisión acogió la enmienda recomendada por la Defensoría de las 
Personas con Impedimentos y determinó restituir el uso del término “persona con impedimento” en el 
texto de la ley, reservando el uso del término “diversidad funcional” únicamente para contextos de 
política pública, lenguaje educativo, o material informativo no normativo, donde su aplicación no 
implique consecuencias jurídicas directas. 

La enmienda acogida será incorporada en todos aquellos incisos y disposiciones en los que se 
sustituyó originalmente el término “persona con impedimento” por “diversidad funcional”, de manera 
que la legislación mantenga coherencia terminológica con el resto del ordenamiento jurídico vigente, 
incluyendo leyes especiales y reglamentos operacionales aplicables a esta población. 

Esta modificación preserva la eficacia legal de la ley, garantiza el cumplimiento con los 
estándares estatales y federales, y evita que se debiliten las protecciones jurídicas de las personas con 
impedimentos. A su vez, permite que el lenguaje de inclusión continúe promovido por otras vías, sin 
comprometer la funcionalidad jurídica de la norma. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
De conformidad con la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal 

de Puerto Rico”, se certifica que la presente medida legislativa no impone obligaciones económicas a 
los municipios. 
 

CONCLUSIÓN 
El Proyecto de la Cámara 227 constituye una medida legislativa necesaria, ponderada y 

coherente con la política pública de inclusión y protección de personas en condición de vulnerabilidad 
que sostiene el ordenamiento jurídico del Gobierno de Puerto Rico. Al eliminar el requisito de 
presencia física del menor con impedimentos para que su cuidador pueda acogerse al sistema de fila 
expreso, la medida alivia una carga desproporcionada sobre los cuidadores, evita la exposición 
innecesaria de menores con condiciones de salud complejas a entornos inadecuados y permite la 
continuidad de servicios esenciales que son críticos para el bienestar del núcleo familiar. 

La ampliación del universo de entidades fiscalizadoras, junto con las disposiciones de 
cumplimiento que garantizan la implantación uniforme de la ley, refuerzan la eficacia normativa y 
establecen un marco de corresponsabilidad institucional entre agencias. Además, la estructura de 
implementación, con términos concretos y obligaciones específicas de divulgación, fortalece el efecto 
práctico de la política pública adoptada. 

No obstante, para que la medida alcance plena coherencia jurídica, es necesario acoger la 
observación de la Defensoría de las Personas con Impedimentos respecto al uso del término 
“diversidad funcional”. En su lugar, debe mantenerse el término “personas con impedimentos” como 
referencia legislativa, conforme a la normativa estatal y federal aplicable. Esta enmienda no solo 
garantiza armonía normativa, sino que también evita la posible exclusión jurídica de la población 
destinataria de esta protección. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Familia, Mujer, Personas de la 
Tercera Edad y Población con Diversidad Funcional del Senado de Puerto Rico, previo estudio, 
análisis y consideración, recomienda la aprobación del P. de la C. 227, con las enmiendas en el 
entirillado electrónico que se acompaña.  
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Wanda “Wandy” Soto Tolentino 
Presidenta 
Comisión de Familia, Mujer, Personas de la Tercera Edad 
y Población con Diversidad Funcional” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee el Proyecto de la Cámara 478, y se 
da cuenta del Informe de la Comisión de lo Jurídico, con enmiendas, según el entirillado electrónico 
que se acompaña: 
 

“LEY 
Para enmendar los Artículos 15, 18, 19, 20, 25, 26 y 27-A de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 

1987, según enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, a los 
fines de atemperar la clasificación de los delitos a las disposiciones de la Ley Núm. 146-2012, según 
enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.  
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según enmendada, conocida como “Ley para la 

Protección de la Propiedad Vehicular” fue promulgada con el propósito de establecer un marco 
normativo integral para combatir el aumento de los delitos relacionados con el robo y apropiación 
ilegal de vehículos de motor en Puerto Rico. Esta Ley reconoció el impacto devastador que la pérdida 
de un vehículo tiene en la familia promedio puertorriqueña. Más allá de ser un simple medio de 
transporte, el automóvil representa una inversión significativa y una herramienta esencial para la vida 
diaria, ya sea para trabajar, estudiar o cumplir con otras responsabilidades. 

Desde su aprobación, la Ley Núm. 8, supra, ha sido un instrumento clave en la protección de 
la propiedad vehicular, creando mecanismos de investigación y detención de vehículos de dudosa 
procedencia, e imponiendo responsabilidades tanto a los propietarios de vehículos como a diversas 
entidades públicas y privadas para mitigar el riesgo de robo. Sin embargo, esta se enmendó para incluir 
el sistema de grados en la clasificación de delitos, conforme al derogado Código Penal de 2004. 

El Código Penal de Puerto Rico reformuló la clasificación de los delitos, distinguiéndolos entre 
delitos graves y menos graves. Así, se descartó el esquema de grados que se introdujo en el 2004. En 
virtud del Artículo 16 del Código Penal vigente, un delito grave incluye aquellos que aparejan una 
pena mayor a seis meses de reclusión o una multa que exceda de cinco mil dólares. Los delitos menos 
graves son aquellos que conllevan penas de menor severidad. 

Es en este contexto que surge la necesidad de atemperar la Ley Núm. 8, supra, a las 
disposiciones del Código Penal de Puerto Rico. Con ello se busca evitar la confusión en la 
interpretación y aplicación de la ley. 

El robo de vehículos sigue siendo un problema significativo en Puerto Rico, como lo 
demuestran los altos números reportados desde la década de los años 70. Además, este tipo de 
actividad delictiva continúa vinculada a otros crímenes graves, como robos, asaltos, escalamientos y 
asesinatos, en los que los vehículos robados se utilizan como un medio para evitar la identificación de 
los delincuentes por parte de las autoridades. Dada la importancia de esta ley en la lucha contra el 
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crimen organizado y la apropiación ilegal de vehículos, es necesario modernizar su lenguaje para 
reflejar la actual estructura del Código Penal. 

Con esta enmienda, no solo se moderniza la Ley para ajustarse a la normativa penal actual, 
sino que también se reafirma el compromiso del Gobierno con la protección de la propiedad vehicular 
y la seguridad de sus ciudadanos.  
 
DECRÉTASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.-Se enmienda el Artículo 15 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue:  

“Artículo 15. — Comercio Ilegal de Vehículos y Piezas.  
Toda persona que posea, compre, reciba, almacene, oculte, transporte, retenga o 

disponga mediante venta, trueque o de otro modo algún vehículo de motor o pieza de un 
vehículo de motor, a sabiendas de que fue obtenida mediante apropiación ilegal, robo, 
extorsión o cualquier otra forma ilícita, incurrirá en delito grave y será sancionada con pena 
de reclusión por un término fijo de tres (3) años ocho (8) años. El tribunal podrá imponer la 
pena de restitución en adición a la pena de reclusión aquí establecida o ambas penas.”  
Sección 2. -Se enmienda el inciso (8) del Artículo 18 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, 

según enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea 
como sigue: 

“Artículo 18. — Apropiación Ilegal de Vehículo—Medidas Penales Especiales.  
Toda persona que ilegalmente se apropie sin violencia ni intimidación de algún 

vehículo de motor, perteneciente a otra persona, incurrirá en delito grave y será sancionada 
con pena de reclusión por un término fijo de cinco (5) años ocho (8) años. El tribunal podrá 
imponer la pena de restitución en adición a la pena de reclusión establecida.   

Se entenderá que la apropiación es ilegal en cualquiera de las siguientes circunstancias, 
cuando la persona: 
(1) … 
(2) … 
… 
(8) Actuando como intermediario, compre, reciba, venda o enajene un vehículo de motor, 

sujeto a un financiamiento, con la intención de venderlo o cederlo, sin que medie la 
anuencia por escrito del vendedor condicional, del acreedor o la entidad financiera que 
financió el vehículo de motor al comprador original, incurrirá en delito grave y será 
sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años ocho (8) años, y 
se le impondrá una multa no menor de cinco mil dólares ($5,000). El Tribunal podrá 
imponer la pena de restitución, además de las penas aquí impuestas, a su discreción.  
Para propósitos de este Artículo, el término “intermediario” significará cualquier 

persona natural o jurídica que, en carácter de intermediario, corredor, agente o facilitador, se 
dedique a la compra, venta, cesión o cualquier otro tipo de enajenación de vehículos de motor 
sin estar autorizado. Esto, en virtud de una licencia de concesionario o redistribuidor, o que le 
autorice la venta de vehículos según se requiere por ley. 

Nada de lo dispuesto en este Artículo impedirá el procesamiento bajo cualquier otra 
disposición legal aplicable. Tampoco legaliza la práctica de intermediarios sin licencia de 
concesionario o cualquier licencia que autorice la venta de vehículos de motor, cuando se trata 
de vehículos de motor no financiados.” 
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Sección 3. -Se enmienda el Artículo 19 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue: 

“Artículo 19. — Apropiación Ilegal de Pieza de Vehículo.  
Toda persona que ilegalmente se apropiare sin violencia ni intimidación de alguna 

pieza de un vehículo de motor, perteneciente a otra persona, incurrirá en delito menos grave y 
será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de seis (6) meses si el valor de la 
pieza del vehículo de motor no llegare a quinientos dólares ($500). Si llegare o excediere este 
valor, incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión 
por un término fijo de tres (3) años. El tribunal podrá imponer la pena de restitución en adición 
a la pena de reclusión.”  
Sección 4. -Se enmienda el Artículo 20 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 

enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue: 

“Artículo 20. — Mutilación, Alteración, Destrucción o Modificación de Números de 
Identificación.  

Toda persona que voluntariamente borre, mutile, cubra, altere, destruya, remueva, 
desprenda o en alguna forma modifique los números de motor o serie o cualquier otro número 
de identificación impreso por el manufacturero o fabricante o asignado por el Secretario de 
Transportación y Obras Públicas de un vehículo de motor o de alguna pieza del mismo, 
incurrirá en delito grave y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un 
término fijo de tres (3) años.”   
Sección 5. -Se enmienda el Artículo 25 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 

enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue: 

“Artículo 25. — Entrada de Información Falsa al Sistema de Computadoras o 
Expedientes.  

Toda persona, funcionario o empleado público que directamente o por persona 
intermedia voluntariamente entre, alimente o supla información falsa a cualquier expediente 
gubernamental físico de vehículo de motor, o al sistema de computadoras, o voluntariamente 
por sí o a través de otra persona elimine, modifique o cambie la información contenida en el 
sistema de computadoras, o en cualquier expediente gubernamental físico de vehículo de motor 
a sabiendas de que dichos actos no proceden, incurrirá en delito grave y convicta que fuere, 
será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años.”   
Sección 6. -Se enmienda el Artículo 26 de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 

enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue: 

“Artículo 26. — Autorización Ilegal para Exportar.  
Cualquier persona natural o jurídica que viole las disposiciones del Artículo 9 de esta 

Ley, los directores, oficiales, administradores, síndicos o agentes de dicha persona jurídica que 
hubiese autorizado la exportación de un vehículo de motor sin cumplir los requisitos aquí 
dispuestos, o que no cumpliera con las obligaciones impuestas por esta Ley, incurrirá en delito 
grave y convicta que fuere será sancionada por cada acto u omisión realizado con pena de 
reclusión por un término fijo de tres (3) años.”   
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Sección 7. -Se enmienda el Artículo 27-A de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, para que lea como 
sigue: 

“Artículo 27-A. — Publicidad sin poseer licencia de concesionario.  
Toda persona natural o jurídica actuando como intermediario, según definido por esta 

Ley, que publique un anuncio en un periódico, utilice letreros o medios electrónicos sin poseer 
licencia de concesionario otorgada por el Secretario de Transportación y Obras Públicas, 
incurrirá en delito grave, y convicta que fuere, será sancionada con pena de reclusión por un 
término fijo de tres (3) años, y se le impondrá una multa no menor de cinco mil dólares 
($5,000).”  
Sección 8.-Se ordena a la Policía de Puerto Rico, al Departamento de Transportación y Obras 

Públicas, o a las agencias pertinentes a tomar las medidas necesarias para implementar esta Ley. Esto 
incluye, pero sin limitarse, a adoptar la reglamentación correspondiente.  

Sección 9.-Esta Ley entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO:  

La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración del 
Proyecto de la Cámara 478 recomienda a este Alto Cuerpo su aprobación, con las enmiendas contenidas 
en el entirillado electrónico que se acompaña. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
El Proyecto de la Cámara 478 (en adelante, P. de la C. 478), según presentado, tiene como 

propósito enmendar los Artículos 15, 18, 19, 20, 25, 26 y 27-A de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 
1987, según enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, a los 
fines de atemperar la clasificación de los delitos a las disposiciones de la Ley Núm. 146-2012, según 
enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico; y para otros fines relacionado. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según enmendada, conocida como la “Ley para la 

Protección de la Propiedad Vehicular” fue creada con el propósito de establecer un registro e 
inventario de vehículos de motor en Puerto Rico, disponer mecanismos para la detención e 
investigación de su procedencia y titularidad, imponer obligaciones a los dueños de vehículos y a 
diversas entidades públicas y privadas, y establecer penalidades por incumplimientos con la Ley. La 
Ley surgió como una respuesta a la creciente actividad delictiva de apropiación ilegal de vehículos, 
que generaba pérdidas millonarias y formaba parte de las operaciones del crimen organizado, 
facilitando a su vez otras conducta criminales como robos y asesinatos. Para ello, la Ley establece la 
creación de una Junta Coordinadora Interagencial, fija la obligación en el Secretario de Transportación 
y Obras Públicas de mantener un registro detallado de vehículos, y establece las responsabilidades de 
diversas partes como compañías de seguros, transportistas, mecánicos, y los propios dueños de 
vehículos para combatir el comercio ilegal. 

El Proyecto de la Cámara 478 (en adelante, P. de la C. 478) busca enmendar el Artículo 15 
(Comercio Ilegal de Vehículos y Piezas), Artículo 18 (Apropiación Ilegal de Vehículo y Medidas 
Penales Especiales), Artículo 19 (Apropiación Ilegal de Pieza de Vehículo), Artículo 20 (Mutilación, 
Alteración, Destrucción o Modificación de Números de Identificación), Artículo 25 (Entrada de 
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Información Falsa al Sistema de Computadoras o Expedientes), Artículo 26 (Autorización Ilegal para 
Exportar) y el Artículo 27-A (Publicidad sin poseer licencia de concesionario) de la Ley Núm. 8 de 5 
de agosto de 1987, según enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad 
Vehicular”. 

El objetivo de estas enmiendas es atemperar las penas y delitos establecidos en el sistema de 
sentencias fijas introducido por la Ley 146-2012, conocida como el “Código Penal de Puerto Rico de 
2012”. El proyecto propone enmendar cualquier referencia que tenga la Ley sobre el antiguo sistema 
de penas establecidos por el “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2004” por 
el actual sistema de penas fijas promulgado por el “Código Penal de Puerto Rico de 2012”.  

Para propósitos ilustrativos exponemos la comparación entre el “Código Penal del Estado 
Libre Asociado de Puerto Rico de 2004” y el “Código Penal de Puerto Rico de 2012”, respecto a la 
clasificación de los delitos: 
 

Código Penal del Estado Libre Asociado 
de Puerto Rico de 2004  

(ley derogada) 

Código Penal de Puerto Rico de 2012 (ley 
vigente) 

 
Artículo 16. — Clasificación de los Delitos.  
 
Los delitos se clasifican en menos graves y 
graves. 
 
Es delito menos grave todo aquél que 
conlleva multa individualizada de hasta 
cinco mil (5,000) dólares o reclusión hasta 
noventa (90) días. Delito grave, en todas las 
clasificaciones que se especifican más 
adelante, comprende todos los demás delitos. 
 
Es delito grave aquél que conlleva una pena 
de reclusión mayor de seis (6) meses y que 
según la pena correspondiente, se clasifica en 
cuatro grados, como sigue: 
 
(a) Grave de primer grado, cuya pena es de 
reclusión por noventa y nueve (99) años. 
 
(b) Grave de segundo grado, cuya pena de 
reclusión fluctúa entre ocho (8) años un (1) 
día y quince (15) años. Los delitos de 
asesinato en segundo grado, la agresión 
sexual, el secuestro agravado, el secuestro de 
menores y el robo agravado cuando se inflige 
daño a la víctima u ocurre en el edificio 
residencial donde esté la víctima serán 
delitos graves de segundo grado severo, con 

 
Artículo 16. — Clasificación de los Delitos.  
 
Los delitos se clasifican en menos graves y 
graves. 
 
Es delito menos grave todo aquél que apareja 
pena de reclusión por un término que no 
exceda de seis (6) meses, pena de multa que 
no exceda de cinco mil (5,000) dólares o pena 
de restricción domiciliaria o de servicios 
comunitarios que no exceda de seis (6) 
meses.  
 
Delito grave comprende todos los demás 
delitos. 
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pena de reclusión entre quince (15) años y un 
día y veinticinco (25) años. 
 
(c) Grave de tercer grado, cuya pena de 
reclusión fluctúa entre tres (3) años un (1) día 
y ocho (8) años. 
 
(d) Grave de cuarto grado, cuya pena de 
reclusión fluctúa entre seis (6) meses un día 
y tres (3) años. 
 
No obstante, en los delitos graves y en los 
delitos menos graves podrá imponerse otros 
tipos de penas, además de la reclusión. 
 
Los delitos graves que se tipifican en leyes 
especiales mantienen la clasificación de 
grave y la pena correspondiente si conllevan 
una pena de reclusión mayor de seis (6) 
meses o multa mayor de cinco mil (5,000) 
dólares, salvo que por ley se disponga otra 
cosa. 
 
Los delitos menos graves que se tipifican en 
leyes especiales mantienen la clasificación 
de menos grave y la pena correspondiente si 
conllevan una pena que no exceda de seis (6) 
meses o multa que no exceda de cinco mil 
(5,000) dólares, o ambas penas. 
 
Artículo 17. — Delito sin pena estatuida.  
 
Si algún acto u omisión es declarado delito y 
no se establece la pena correspondiente, tal 
acto u omisión se penalizará como delito 
menos grave. 
 
Si algún acto u omisión es declarado delito 
grave y no se establece la pena 
correspondiente, se le impondrá la pena de 
delito grave de cuarto grado 

 
Artículo 17. — Delito sin pena estatuida.  
 
Si algún acto u omisión es declarado delito y 
no se establece la pena correspondiente, tal 
acto u omisión se penalizará como delito 
menos grave.  
 
Si algún acto u omisión es declarado delito 
grave y no se establece la pena 
correspondiente, ésta será de reclusión por un 
término fijo de dos (2) años, o pena de multa 
que no excederá de diez mil (10,000) dólares, 
o una pena alternativa a la reclusión de las 
consignadas en este Código, a discreción del 
tribunal. 
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En ese sentido, el Código Penal de Puerto Rico 2012, en su Artículo 307, provee una cláusula 

de transición para la fijación de penas en las leyes penales especiales. Conforme al marco legal vigente, 
los delitos graves que se tipifican en leyes penales especiales bajo el sistema de clasificación de delitos 
del Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico estarán sujetos a las siguientes penas, 
hasta que se proceda a enmendarlas para atemperarlas al sistema de sentencias fijas adoptado en el 
Código de 2012, según enmendado: 

(a) Delito grave de primer grado — conllevará una pena de reclusión por un término fijo 
de noventa y nueve (99) años. En tal caso, la persona puede ser considerada para 
libertad bajo palabra por la Junta de Libertad Bajo Palabra al cumplir treinta y cinco 
(35) años naturales de su sentencia, o diez (10) años naturales, si se trata de un menor 
procesado y sentenciado como adulto. 

(b) Delito grave de segundo grado severo — conllevará una pena de reclusión por un 
término fijo de veinticinco (25) años. En tal caso, la persona puede ser considerada 
para libertad bajo palabra por la Junta de Libertad Bajo Palabra al cumplir el setenta y 
cinco (75) por ciento del término de reclusión impuesto. 

(c) Delito grave de segundo grado — conllevará una pena de reclusión por un término fijo 
de quince (15) años. En tal caso, la persona puede ser considerada para libertad bajo 
palabra por la Junta de Libertad Bajo Palabra al cumplir el setenta y cinco (75) por 
ciento del término de reclusión impuesto.  

(d) Delito grave de tercer grado — conllevará una pena de reclusión, restricción 
terapéutica, restricción domiciliaria, servicios comunitarios, o combinación de estas 
penas, por un término fijo de ocho (8) años. En tal caso, la persona podrá ser 
considerada para libertad bajo palabra por la Junta de Libertad Bajo Palabra al cumplir 
el setenta y cinco (75) por ciento del término de reclusión impuesto. 

(e) Delito grave de cuarto grado — conllevará una pena de reclusión restricción 
terapéutica, restricción domiciliaria, servicios comunitarios, o combinación de estas 
penas, por un término fijo de tres (3) años. En tal caso, la persona puede ser considerada 
para libertad bajo palabra por la Junta de Libertad Bajo Palabra al cumplir el setenta y 
cinco (75) por ciento del término de reclusión impuesto.  

(f) Delito menos grave — conllevará una pena no mayor de noventa (90) días o una pena 
de servicios comunitarios no mayor de noventa (90) días, o reclusión o restricción 
domiciliaria hasta noventa (90) días, o una combinación de estas penas cuya suma total 
de días no sobrepase los noventa (90) días.  

 
ALCANCE DEL INFORME 

Para analizar y considerar el P. de la C. 478 esta Comisión ponderó los memoriales explicativos 
de las siguientes entidades: Oficina de Servicios Legislativos y Departamento de Justicia. Asimismo, 
esta Comisión ya había atendido una medida análoga: el P. del S. 41, aprobado por el Senado el 3 de 
septiembre de 2025.  
 
Oficina de Servicios Legislativos 

La Oficina de Servicios Legislativos (OSL) reconoció que al aprobarse el nuevo ordenamiento 
penal en el año 2012 no se atemperaron algunas disposiciones penales, entre ellas, la Ley de Protección 
de Propiedad Vehicular. La OSL no presentó objeción con la aprobación de la medida, ya que se trata 
de un ejercicio válido del poder de formulación de política pública de la Asamblea Legislativa. 
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Departamento de Justicia 

El Departamento de Justicia endosó la aprobación de la medida. La agencia reconoce y valora 
el importante propósito del proyecto de ley, dado que refleja un compromiso genuino con la seguridad 
pública, la modernización del ordenamiento penal y la protección de la propiedad, al procurar una 
legislación más clara, coherente y efectiva frente al hurto y tráfico ilegal de vehículos de motor. 
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107–2020, según enmendada, conocida 

como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico 
certifica que el P. de la C. 478 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos 
municipales.  
 

CONCLUSIÓN 
La Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico, reconociendo la importancia del P. de la 

C. 478 efectuó un análisis minucioso de la medida, de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto de 1987, según 
enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, y realizó un análisis 
comparado entre el derogado “Código Penal del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 2004” y el 
actual “Código Penal de Puerto Rico de 2012”.  

La Comisión coincide en que la aprobación de la medida es necesaria para promover y 
mantener un ordenamiento jurídico-penal coherente y armonioso, y para que la aplicación de las penas 
sea uniforme, clara y consecuente, libre de ambiguedades o vacíos legales. Un ordenamiento penal 
estructurado de forma sistemático y preciso no solo facilita la labor de los tribunales en Puerto Rico 
al momento de interpretar y aplicar la ley, sino que también garantiza mayor certeza jurídica para los 
acusados. La seguridad jurídica que brinda la uniformidad “es eje de la ley”.33 Asimismo, mediante la 
aprobación de la medida ante nuestra consideración se promueve un ejercicio más equilibrado del 
poder punitivo del Estado, al evitar decisiones arbitrarias o contradictorias derivadas de disposiciones 
vagas o inconexas. Conviene recordar que las penas presuponen una valoración social de la conducta 
que se pretende sancionar, por lo que su severidad está relacionada a la noción general de lo dañoso 
del delito cometido, y los fines y propósitos que se procuran alcanzar con su imposición, tales como 
prevención y rehabilitación.34 En esencia, las penas no pueden ser arbitrarias ni caprichosas, porque 
de serlo, se estaría violando la garantía constitucional contra delitos crueles e inusitados.35 Medidas 
legislativas como esta “opera[n] como garantía de certeza, de igualdad ante la ley, de eficacia, 
constituye además, un detente a la arbitrariedad en la toma de decisiones, y sobre todo, abona a la 
percepción de que se actúa justamente”.36 

Por su parte, y como señalamos anteriormente, esta Comisión ya había atendido una medida 
análoga: el P. del S. 41, aprobado por el Senado el 3 de septiembre de 2025. En su consecuencia, 
hemos procedido a equiparar, en el entirillado electrónico que se acompaña, ambas medidas. 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de lo Jurídico del Senado de Puerto Rico 
tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto de la Cámara 478 
recomendando su aprobación con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se 
acompaña. 

 
33 Jack's Beach Resort, Inc., v. Compañía de Turismo de Puerto Rico, 112 DPR 344, 350 (1982). 
34 Véase Pueblo v. González Cotto, KLCE201701152, en la pág. 1 (30 de agosto de 2017). 
35 Véase Pueblo v. Pérez Zayas, 116 DPR 197, 201 (1985). 
36 Vázquez Vélez v. Caro Moreno, 175 DPR 986, 987 (2009) (Rodríguez Rodríguez, Opinión Disidente). 
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Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Ángel A. Toledo López 
Presidente 
Comisión de lo Jurídico  
Senado de Puerto Rico” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución Conjunta de la Cámara 
307, y se da cuenta del Informe de la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios 
Públicos y Asuntos del Consumidor, con enmiendas, según el entirillado electrónico que se acompaña: 
 

“RESOLUCIÓN CONJUNTA 
Para ordenar a la Autoridad de Transporte Integrado de Puerto Rico a que, autorizar en 

coordinación con el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense, diseñe, confeccione e instale la 
instalación de un mosaico en la estación Río Piedras del Tren Urbano en honor al fenecido baloncelista 
puertorriqueño, Juan “Johnny” Báez Mariño; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
El baloncesto ha sido uno de los deportes de mayor arraigo en la historia del pueblo 

puertorriqueño, produciendo atletas que han servido de inspiración a generaciones completas.  Entre 
ellos, resalta de manera particular la figura de Juan “Johnny” Báez (1935–2022), uno de los jugadores 
más emblemáticos en la historia de este deporte en Puerto Rico y pionero en abrir las puertas del 
baloncesto puertorriqueño al escenario internacional.  Sus padres fueron Sisa Mariño y Andrés Báez, 
quien era perito electricista en el tren. Fue el sexto de nueve hermanos.  Vivió cerca de la vía del tren, 
a la entrada de Río Piedras, cuando era municipio aparte de San Juan.  Por eso le llamaban “El Indio 
de la Vía”. 

Nacido en Santurce el 14 de abril de 1935, Báez cursó estudios en la Escuela Superior de 
la Universidad de Puerto Rico en Río Piedras, donde además de su preparación académica, brilló como 
estudiante-atleta.  Fue precisamente en la UPR donde comenzó su legado como figura de excelencia, 
disciplina y compromiso, valores que trascendieron más allá de la cancha. 

En el 1953 emprendió su carrera en el Baloncesto Superior Nacional (BSN) al ser seleccionado 
por el equipo de los Cardenales de Río Piedras. De 1955 a 1957, los Cardenales conquistaron tres 
campeonatos consecutivos y Johnny Báez fue nombrado Jugador Más Valioso (MVP) de la liga y 
líder en anotaciones en el año 1957 al registrar un total de 394 puntos en 16 partidos.  Johnny Báez se 
cimentó como uno de los mejores jugadores de su generación, participando con gran impacto en el 
desarrollo del deporte local y ganándose el respeto de sus compañeros y de la fanaticada.  

Su participación en la liga local de baloncesto de la Isla fue limitada en 1958 y 1959 debido a 
que continuaba sus estudios en Madrid, España.  Durante su estadía en España, jugó desde 1957 hasta 
1961 con el equipo de baloncesto del Real Madrid, que conquistó dos campeonatos de la liga española 
de baloncesto, así como la Copa del Generalísimo, hoy conocida como la Copa del Rey.  Su 
desempeño lo convirtió en un embajador deportivo de Puerto Rico en tierras extranjeras, donde dejó 
una huella de respeto y admiración.  

Mientras jugaba en España, llamó la atención de un joven miembro de la realeza cuyo abuelo 
era propietario del equipo Real Madrid.  Este joven, hoy conocido como el Rey Juan Carlos I, se 
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convirtió en uno de sus más reconocidos admiradores y fomentó una relación que se extendió más allá 
de sus días como jugador.  Este lazo de amistad incluso llevó a que el Rey Juan Carlos I visitara el 
hogar de Johnny Báez durante su estadía en Puerto Rico en 1976, y posteriormente se mantuviera en 
contacto con él, incluyendo correspondencia en 2006, cuando le expresó sus deseos de pronta 
recuperación de una enfermedad. 

A nivel internacional, Johnny Báez vistió con orgullo los colores de la Selección Nacional de 
Puerto Rico, participando en competiciones de primer orden como los Juegos Centroamericanos y del 
Caribe y los Juegos Panamericanos, donde representó a la Isla con valentía y distinción, contribuyendo 
a consolidar la presencia deportiva de Puerto Rico en el ámbito internacional.  Báez representó a 
Puerto Rico en los Juegos Panamericanos de 1959, celebrados en Chicago, Illinois.  En dicho torneo, 
que incluyó a estrellas del baloncesto estadounidense como Oscar Robertson y Jerry West, Báez fue 
el máximo anotador.  Báez y su compatriota Juan ‘Pachín’ Vicéns fueron seleccionados al equipo 
Todos Estrellas del torneo. 

El legado de Johnny Báez trasciende las estadísticas y los campeonatos. Su vida es ejemplo de 
superación y orgullo patrio, y su trayectoria continúa inspirando a las generaciones presentes y futuras 
de jóvenes atletas. 

Hoy, décadas después de sus logros, su legado continúa vivo gracias a la memoria histórica 
que instituciones como el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense procuran preservar.  Es deber de 
este Cuerpo Legislativo la Asamblea Legislativa reconocer, enaltecer y divulgar la vida y aportaciones 
de atletas que, como Johnny Báez, engrandecieron el nombre de Puerto Rico. 

No existe mejor lugar para perpetuar la memoria de Johnny Báez que la estación Río 
Piedras del Tren Urbano, punto de encuentro de la juventud universitaria y espacio de desarrollo 
cultural y académico. Un mosaico en su honor, servirá como recordatorio tangible a nuestros jóvenes 
puertorriqueños de que las grandes leyendas deportivas de Puerto Rico forman parte de nuestra historia 
e identidad nacional, y que el ejemplo de figuras como Johnny Báez debe deben permanecer vivo 
vivos en la conciencia de nuestro este pueblo. 
 
RESUÉLVESE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Autoridad de Transporte Integrado a que, autorizar en coordinación 
con el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense, diseñe, confeccione e instale el diseño, confección 
e instalación de un mosaico en la estación Río Piedras del Tren Urbano, en honor al baloncelista 
puertorriqueño, Juan “Johnny” Báez, destacado deportista y gloria del baloncesto nacional. 

Sección 2.- El diseño y la instalación del mosaico deberá ser aprobado por la La Autoridad de 
Transporte Integrado procurará que el diseño y confección del mosaico a instalarse en la estación 
Río Piedras del Tren Urbano, cumpla y cualquier otra entidad pública pertinente, a los fines de cumplir 
con cualesquiera las normas aplicables de seguridad, permisos y conservación estética del lugar. 

Sección 3.- La Autoridad de Transporte Integrado tomará las medidas necesarias para dar 
cumplimiento a las disposiciones de esta Resolución Conjunta, en un término no mayor de ciento 
ochenta (180) días, luego de su aprobación. 

Sección 4.- A fin de lograr los propósitos de esta Resolución Conjunta, se autoriza a la 
Autoridad de Transporte Integrado a aceptar, recibir, preparar y someter propuestas para aportaciones 
y donativos de recursos de fuentes privadas, así como entrar en acuerdos colaborativos con cualquier 
ente privado, dispuesto a participar en el financiamiento del mosaico. 

Sección 5.- La Autoridad de Transporte Integrado y el Salón de la Fama del Deporte 
Riopedrense, en coordinación con el Departamento de Recreación y Deportes, realizarán una actividad 
oficial para la inauguración de la obra una vez completada. 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

22046 

Sección 6.- Esta Resolución Conjunta comenzará a regir inmediatamente después de su 
aprobación.” 
 

“INFORME 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y Asuntos del 
Consumidor del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación de 
la R. C. de la C. 307, con las enmiendas incluidas en el entirillado electrónico que acompaña a este 
informe. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La R. C. de la C. 307 tiene como propósito “…ordenar a la Autoridad de Transporte Integrado 

de Puerto Rico a que, en coordinación con el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense, diseñe, 
confeccione e instale un mosaico en la estación Río Piedras del Tren Urbano en honor al fenecido 
baloncelista puertorriqueño, Juan “Johnny” Báez Mariño; y para otros fines relacionados”. 
 

De entrada, es menester señalar la importancia que reviste la resolución conjunta de autos. 
Estimamos que la Exposición de Motivos de la medida, explica por sí misma lo imperativo de 
aprobarse, al señalarnos que 

[e]l baloncesto ha sido uno de los deportes de mayor arraigo en la historia del 
pueblo puertorriqueño, produciendo atletas que han servido de inspiración a 
generaciones completas. Entre ellos, resalta de manera particular la figura de Juan 
“Johnny” Báez (1935–2022), uno de los jugadores más emblemáticos en la historia de 
este deporte en Puerto Rico y pionero en abrir las puertas del baloncesto puertorriqueño 
al escenario internacional.  Sus padres fueron Sisa Mariño y Andrés Báez, quien era 
perito electricista en el tren. Fue el sexto de nueve hermanos.  Vivió cerca de la vía del 
tren, a la entrada de Río Piedras, cuando era municipio aparte de San Juan.  Por eso le 
llamaban “El Indio de la Vía”. 

Nacido en Santurce el 14 de abril de 1935, Báez cursó estudios en la Escuela 
Superior de la Universidad de Puerto Rico en Río Piedras, donde además de su 
preparación académica, brilló como estudiante-atleta. Fue precisamente en la UPR 
donde comenzó su legado como figura de excelencia, disciplina y compromiso, valores 
que trascendieron más allá de la cancha.  

En el 1953 emprendió su carrera en el Baloncesto Superior Nacional (BSN) al 
ser seleccionado por el equipo de los Cardenales de Río Piedras. De 1955 a 1957, los 
Cardenales conquistaron tres campeonatos consecutivos y Johnny Báez fue nombrado 
Jugador Más Valioso (MVP) de la liga y líder en anotaciones en el año 1957 al registrar 
un total de 394 puntos en 16 partidos.  Johnny Báez se cimentó como uno de los 
mejores jugadores de su generación, participando con gran impacto en el desarrollo del 
deporte local y ganándose el respeto de sus compañeros y de la fanaticada.  

Su participación en la liga local de baloncesto de la Isla fue limitada en 1958 y 
1959 debido a que continuaba sus estudios en Madrid, España.  Durante su estadía en 
España, jugó desde 1957 hasta 1961 con el equipo de baloncesto del Real Madrid, que 
conquistó dos campeonatos de la liga española de baloncesto, así como la Copa del 
Generalísimo, hoy conocida como la Copa del Rey. Su desempeño lo convirtió en un 
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embajador deportivo de Puerto Rico en tierras extranjeras, donde dejó una huella de 
respeto y admiración.  

Mientras jugaba en España, llamó la atención de un joven miembro de la realeza 
cuyo abuelo era propietario del equipo Real Madrid.  Este joven, hoy conocido como 
el Rey Juan Carlos I, se convirtió en uno de sus más reconocidos admiradores y 
fomentó una relación que se extendió más allá de sus días como jugador.  Este lazo de 
amistad incluso llevó a que el Rey Juan Carlos I visitara el hogar de Johnny Báez 
durante su estadía en Puerto Rico en 1976, y posteriormente se mantuviera en contacto 
con él, incluyendo correspondencia en 2006, cuando le expresó sus deseos de pronta 
recuperación de una enfermedad.  

A nivel internacional, Johnny Báez vistió con orgullo los colores de 
la Selección Nacional de Puerto Rico, participando en competiciones de primer orden 
como los Juegos Centroamericanos y del Caribe y los Juegos Panamericanos, donde 
representó a la Isla con valentía y distinción, contribuyendo a consolidar la presencia 
deportiva de Puerto Rico en el ámbito internacional. Báez representó a Puerto Rico en 
los Juegos Panamericanos de 1959, celebrados en Chicago, Illinois.  En dicho torneo, 
que incluyó a estrellas del baloncesto estadounidense como Oscar Robertson y Jerry 
West, Báez fue el máximo anotador. Báez y su compatriota Juan ‘Pachín’ Vicéns 
fueron seleccionados al equipo Todos Estrellas del torneo.  

El legado de Johnny Báez trasciende las estadísticas y los campeonatos. Su vida 
es ejemplo de superación y orgullo patrio, y su trayectoria continúa inspirando a las 
generaciones presentes y futuras de jóvenes atletas.  

Hoy, décadas después de sus logros, su legado continúa vivo gracias a la 
memoria histórica que instituciones como el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense 
procuran preservar.  Es deber de la Asamblea Legislativa reconocer, enaltecer y 
divulgar la vida y aportaciones de atletas que, como Johnny Báez, engrandecieron el 
nombre de Puerto Rico. 

No existe mejor lugar para perpetuar la memoria de Johnny Báez que la 
estación Río Piedras del Tren Urbano, punto de encuentro de la juventud universitaria 
y espacio de desarrollo cultural y académico. Un mosaico en su honor, servirá como 
recordatorio tangible a nuestros jóvenes puertorriqueños de que las grandes leyendas 
deportivas de Puerto Rico forman parte de nuestra historia e identidad nacional, y que 
el ejemplo de figuras como Johnny Báez deben permanecer vivos en la conciencia de 
este pueblo. 

 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA 

Para el cabal análisis de esta medida, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico contó con el memorial 
explicativo que tuvo a bien someterle la Autoridad de Transporte Integrado, a la Comisión de 
Transportación e Infraestructura de la Cámara de Representantes. 

En su ponencia, dijeron desde la Autoridad de Transporte Integrado estar a favor de la medida. 
Específicamente, manifestaron no tener reparos con “…que se apruebe esta medida según 
contemplada. Es decir que, sujeto a la obtención de los fondos necesarios para cubrir el costo del 
proyecto, estamos en la mejor disposición de ejecutar el mismo”. Finalmente, añadieron que 
“[r]econociendo que esta medida promueve el desarrollo cultural y académico de nuestro pueblo, 
apoyamos las (sic) R. C. de la Cámara Núm. 307”. (Énfasis nuestro) 
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Luego de estudiar los argumentos presentados en la Exposición de Motivos, así como en el 
memorial explicativo sometido por la Autoridad de Transporte Integrado, esta Comisión entiende que 
la aprobación de esta Resolución Conjunta es más que justificada, pues reconoce y exalta la memoria 
de un atleta que enalteció a Puerto Rico en escenarios locales e internacionales. Asimismo, fomenta 
la conservación de la historia deportiva de Puerto Rico, fortaleciendo nuestra identidad cultural e 
idiosincrasia.  
 

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL 
Del análisis realizado por esta Comisión, a tenor con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, 

según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, no surge que la medida tenga 
impacto fiscal sobre las finanzas municipales. 
 

CONCLUSIÓN 
Evaluada la Resolución Conjunta en sus méritos, entendemos que la misma requiere ser 

aprobada con prontitud. Sin duda, con esta pieza legislativa se reconoce la vida de una de las figuras 
más emblemáticas del baloncesto puertorriqueño, a saber, el ya fallecido Juan “Johnny” Báez Mariño. 

Para terminar, es preciso indicar que la Sección 1 del Artículo III de la Constitución de Puerto 
Rico37, delega a la Rama Legislativa la potestad de aprobar leyes. Por su parte, la Sección 17 del 
referido Artículo III38, delinea el proceso legislativo a observarse para que una legislación presentada 
se convierta en ley. Asimismo, la Sección 19 del mismo Artículo39, establece los requisitos 
constitucionales relativos a la aprobación de proyectos de ley, por los Cuerpos Legislativos y el 
Gobernador de Puerto Rico.  

 
37 Esta Sección, específicamente, dispone que “[e]l Poder Legislativo se ejercerá por una Asamblea Legislativa, que se 
compondrá de dos Cámaras -el Senado y la Cámara de Representantes- cuyos miembros serán elegidos por votación directa 
en cada elección general.” 
38 Esta Sección, específicamente, dispone que “[n]ingún proyecto de ley se convertirá en ley a menos que se imprima, se 
lea, se remita a comisión y ésta lo devuelva con un informe escrito; pero la cámara correspondiente podrá descargar a la 
comisión del estudio e informe de cualquier proyecto y proceder a la consideración del mismo. Las cámaras llevarán libros 
de actas donde harán constar lo relativo al trámite de los proyectos y las votaciones emitidas a favor y en contra de los 
mismos. Se dará publicidad a los procedimientos legislativos en un diario de sesiones, en la forma que se determine por 
ley. No se aprobará ningún proyecto de ley, con excepción de los de presupuesto general, que contenga más de un asunto, 
el cual deberá ser claramente expresado en su título, y toda aquella parte de una ley cuyo asunto no haya sido expresado 
en el título será nula. La ley de presupuesto general sólo podrá contener asignaciones y reglas para el desembolso de las 
mismas. Ningún proyecto de ley será enmendado de manera que cambie su propósito original o incorpore materias extrañas 
al mismo. Al enmendar cualquier artículo o sección de una ley, dicho artículo sección será promulgado en su totalidad tal 
como haya quedado enmendado. Todo proyecto de ley para obtener rentas se originará en la Cámara de Representantes, 
pero el Senado podrá proponer enmiendas o convenir en ellas como si se tratara de cualquier otro proyecto de ley.” 
39 Esta Sección, específicamente, dispone que “[c]ualquier proyecto de ley que sea aprobado por una mayoría del número 
total de los miembros que componen cada cámara se someterá al Gobernador y se convertirá en ley si éste lo firma o si no 
lo devuelve con sus objeciones a la cámara de origen dentro de diez días (exceptuando los domingos) contados a partir de 
la fecha en que lo hubiese recibido.  
 
Cuando el Gobernador devuelva un proyecto, la cámara que lo reciba consignará las objeciones del Gobernador en el libro 
de actas y ambas cámaras podrán reconsiderar el proyecto, que de ser aprobado por dos terceras partes del número total 
de los miembros que componen cada una de ellas, se convertirá en ley.  
Si la Asamblea Legislativa levanta sus sesiones antes de expirar el plazo de diez días de haberse sometido un proyecto al 
Gobernador, éste quedará relevado de la obligación de devolverlo con sus objeciones, y el proyecto sólo se convertirá en 
ley de firmarlo el Gobernador dentro de los treinta días de haberlo recibido.  
 
Toda aprobación final o reconsideración de un proyecto será en votación por lista.” 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

22049 

Expuesto ello, y a base de los preceptos constitucionales antes descritos, es imperativo 
reconocer que la aprobación de la R. C. de la C. 307 es un ejercicio válido de la facultad de esta 
Asamblea Legislativa, según es aquí fundamentado. 

Siendo tarea de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico crear y aprobar política pública, la 
cual surge como respuesta a los cambios sociales que motivan la actualización del estado de derecho 
que rige el destino de todos los que aquí residimos, podemos concluir que el propósito que origina la 
presentación de la medida ante nuestra consideración, es una acción cobijada dentro del amplio poder 
que tiene esta Rama, la cual fuera conferida por nuestros constituyentes.  

Por todo lo anterior, la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos 
y Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico recomienda la aprobación de la Resolución 
Conjunta de la Cámara Núm. 307, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que 
acompaña a este informe. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Hon. Héctor Joaquín Sánchez Álvarez 
Presidente 
Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, 
Servicios Públicos y Asuntos del Consumidor” 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Lectura, se lee la Resolución del Senado 588, la 
cual fue descargada de la Comisión de Asuntos Internos: 
 

“RESOLUCIÓN 
Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 

Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los contratos de gerencia, administración, 
ingeniería, supervisión y ejecución vinculados al Programa de Mejoras Capitales de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico; examinar el costo, alcance, enmiendas, desempeño, 
resultados y retorno de inversión de los principales gerentes de programa y contratistas; evaluar los 
mecanismos de contratación, fiscalización, facturación, supervisión y auditoría utilizados por la 
Autoridad; investigar la relación entre los recursos destinados a servicios de gerencia y el progreso 
físico y financiero de las obras; evaluar los controles aplicables a subcontratistas y subconsultores; 
examinar el cumplimiento con las leyes, reglamentos, requisitos federales y condiciones aplicables a 
fondos de FEMA, CDBG-DR y otras fuentes de financiamiento; y para otros fines relacionados. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico (AAA) enfrenta uno de los 

mayores retos de infraestructura pública en la historia reciente de Puerto Rico. El deterioro acumulado 
de sus instalaciones, la necesidad de modernizar plantas de tratamiento y sistemas de distribución, el 
rezago en mantenimiento preventivo y los daños ocasionados por huracanes, terremotos y otros 
eventos naturales han aumentado significativamente la necesidad de inversión para garantizar la 
continuidad, confiabilidad y resiliencia del servicio de agua potable y alcantarillado sanitario. El 
propio Gobierno de Puerto Rico ha reconocido la existencia de deficiencias de infraestructura y 
mantenimiento, así como la necesidad de acelerar proyectos de mejoras capitales para estabilizar el 
sistema. 
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La infraestructura bajo la responsabilidad de la AAA comprende plantas de filtración y 
tratamiento de aguas usadas, estaciones de bombeo, embalses, sistemas de distribución, líneas de 
transmisión, sistemas de alcantarillado sanitario, instalaciones eléctricas y otros componentes 
esenciales para el funcionamiento de comunidades, hospitales, escuelas, comercios, industrias y demás 
actividades económicas. Los huracanes Irma y María agravaron significativamente las deficiencias 
existentes y, posteriormente, los terremotos, otros eventos atmosféricos, el aumento en los costos de 
construcción y otras circunstancias incrementaron aún más la necesidad de inversión pública. 

Como respuesta a estas necesidades, la AAA ha desarrollado un Programa de Mejoras 
Capitales (PMC) de gran magnitud, financiado mediante una combinación de recursos propios, 
financiamiento, fondos federales de recuperación y otras fuentes. La ejecución de este programa 
requiere coordinar múltiples etapas, incluyendo planificación, ingeniería, adquisición de terrenos, 
permisos, cumplimiento ambiental y reglamentario, diseño, contratación, construcción, supervisión, 
administración de contratos, pruebas, puesta en operación y cierre de proyectos. 

Ante la complejidad y magnitud del PMC, la AAA ha recurrido a empresas privadas 
especializadas en Administración de Programa, Ingeniería y Construcción para administrar y apoyar 
la ejecución de estas funciones. Entre los principales gerentes del programa se encuentran Black & 
Veatch Puerto Rico; Jacobs Caribe Engineers, P.S.C.; Arcadis Caribe; CSA Architects & Engineers, 
LLP; Acciona Agua Puerto Rico LLC y AB Agua Puerto Rico LLC. 

La magnitud económica alcanzada por estos contratos hace necesaria una evaluación 
legislativa de su costo, evolución y resultados. De acuerdo con los documentos contractuales y 
registros públicos examinados, los cuatro contratos han experimentado aumentos sustanciales con 
respecto a sus cuantías originales. Black & Veatch pasó de tener un contrato de aproximadamente 
$9.02 millones a tener uno de $183.33 millones, después de las enmiendas -un incremento de 
aproximadamente 1,932%; Jacobs aumentó de aproximadamente $554 mil a $179.1 millones, un 
incremento cercano al 32,300%; CSA aumentó de aproximadamente $10.3 millones a $159.9 
millones, equivalente a aproximadamente 1,452%; mientras que Arcadis aumentó de 
aproximadamente $5.2 millones a $131.8 millones, equivalente a aproximadamente 2,435%. 

En conjunto, los máximos contractuales reportados para estas cuatro entidades alcanzan 
aproximadamente $654.1 millones, según el siguiente desglose: 
 
Contratista Contrato Original Máximo Contractual 

Reportado 
Incremento % 

Black & Veatch $9.02M $183.3M 1,932% 
Jacobs $0.55M $179.1M 32,300% 
CSA $10.3M $159.9M 1,452% 
Arcadis $5.2M $131.8M 2,435% 
AB Agua PR  $136.8M $137.8M 1.88% 
Acciona Agua PR $152.1M Recién adjudicado N/A 
    

Estas cantidades representan techos o máximos contractuales reportados y no necesariamente 
desembolsos efectivos. La existencia de un máximo contractual no significa que la totalidad de dicha 
cantidad haya sido obligada, facturada o pagada. Precisamente por ello, resulta necesario que la 
Asamblea Legislativa pueda establecer con precisión la diferencia entre el máximo contractual 
autorizado, las obligaciones efectivamente contraídas, las cantidades facturadas, los desembolsos 
realizados y los resultados concretos obtenidos. 
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En el caso de la rehabilitación de la planta de tratamiento Enrique Ortega en Toa Alta, resulta 
necesario examinar una aparente discrepancia documental relacionada con la identidad jurídica de la 
entidad contratada. Según la información examinada, el contrato fue otorgado a Acciona Agua Puerto 
Rico LLC el 15 de febrero de 2024, mientras que se identifica el 6 de septiembre de 2024 como la 
fecha de formación de dicha entidad en el Departamento de Estado de Puerto Rico. Asimismo, en el 
contrato se habría utilizado el número de registro correspondiente a AB Agua Puerto Rico LLC, cuya 
fecha de formación se identifica como el 2 de agosto de 2022.  

Los registros oficiales de contratos de la AAA confirman, además, la magnitud de estas 
relaciones contractuales. Por ejemplo, el Informe de Contratos Vigentes de la Autoridad para la 
Transición Gubernamental de 2024 identificó contratos de gerencia de proyectos por 
aproximadamente $125.3 millones para Black & Veatch, $118.9 millones para Jacobs y $92.6 
millones para Arcadis, reflejando que estas relaciones contractuales se han extendido en el tiempo y 
representan compromisos fiscales de considerable magnitud. 

La AAA ha sostenido que las sucesivas enmiendas responden a la incorporación de proyectos 
adicionales, la ampliación del alcance de los servicios y la necesidad de garantizar la continuidad de 
la administración de proyectos que atraviesan múltiples etapas, desde la planificación y el diseño hasta 
la construcción y puesta en operación. 

Es necesario conocer qué servicios, proyectos y responsabilidades fueron incorporados con 
cada modificación, cuál fue su justificación, cuánto se comprometió, cuánto se facturó, cuánto se pagó 
y qué resultados produjo cada aumento. 

La magnitud de esta inversión pública exige que la ejecución del PMC pueda evaluarse 
mediante indicadores objetivos de desempeño. La Asamblea Legislativa debe poder determinar 
cuántos proyectos han sido completados, cuántos permanecen en planificación, diseño o construcción, 
cuáles han sufrido atrasos, qué órdenes de cambio han sido emitidas, cuáles han generado aumentos 
de costos y, finalmente, cuánta infraestructura nueva o rehabilitada ha sido efectivamente puesta en 
servicio. 

Asimismo, resulta necesario examinar los mecanismos utilizados por la AAA para verificar 
las horas trabajadas, tarifas profesionales, gastos reembolsables, costos de subconsultores y 
subcontratistas, servicios facturados y demás componentes de las facturas presentadas bajo estos 
contratos. La fiscalización debe permitir establecer una relación verificable entre los recursos públicos 
invertidos, los servicios efectivamente prestados y los resultados obtenidos. 

Esta evaluación adquiere particular importancia ante la condición actual del sistema de agua 
potable y alcantarillado de Puerto Rico. La necesidad de continuar rehabilitando infraestructura crítica 
y atender deficiencias de mantenimiento demuestra que el éxito del PMC no puede medirse 
únicamente por la cantidad de fondos asignados, contratos suscritos o servicios administrativos 
prestados. Debe medirse por la capacidad de transformar esos recursos en plantas rehabilitadas, 
sistemas modernizados, capacidad operacional recuperada, infraestructura resiliente y un servicio de 
agua más confiable para la ciudadanía. 
 
RESUÉLVESE POR EL SENADO DE PUERTO RICO: 

Sección 1.- Se ordena a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de 
Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre los contratos, enmiendas, servicios, 
desembolsos, desempeño y resultados relacionados con la gerencia, administración, ingeniería, 
diseño, supervisión y ejecución del Programa de Mejoras Capitales de la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados de Puerto Rico.  
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Sección 2.- La investigación comprenderá, sin que se entienda como una limitación, los 
contratos y relaciones contractuales de Black & Veatch Puerto Rico, PSC; Jacobs Caribe Engineers; 
Arcadis Caribe; CSA Architects & Engineers, LLP; AB Agua Puerto Rico, LLC; Acciona Agua Puerto 
Rico, LLC; y cualquier otra entidad que desempeñe funciones de gerencia de programa, ingeniería, 
diseño, construcción, supervisión, administración contractual, operación o mantenimiento 
relacionadas con el Programa de Mejoras Capitales.  

Sección 3.- Como parte de la investigación, la Comisión examinará la evolución de cada 
contrato desde su adjudicación original hasta su término o vigencia actual, incluyendo el monto 
original, cada enmienda aprobada, la fecha y cuantía de cada modificación, la modificación del alcance 
de los servicios, los proyectos incorporados o eliminados, la justificación presentada para cada 
modificación, el término de vigencia, el máximo contractual vigente, las obligaciones contraídas, las 
cantidades facturadas, los desembolsos realizados y los resultados asociados.  

Sección 4.- La Comisión investigará la relación entre los recursos destinados a los servicios de 
gerencia y administración del Programa de Mejoras Capitales y el progreso físico y financiero de los 
proyectos. A tales efectos, deberá identificar -como mínimo- los proyectos completados y los que se 
encuentren en las etapas de construcción, de diseño, de planificación o de adquisición, los atrasados, 
los cancelados o los reprogramados; el costo original y actual de cada proyecto; el calendario original 
y vigente; el porcentaje de avance físico y financiero; las órdenes de cambio; las reclamaciones 
contractuales; y la fecha de entrada en operación de cada proyecto completado. 

Sección 5.- La Comisión evaluará el retorno de inversión y la costo-efectividad de los servicios 
de gerencia y administración mediante indicadores objetivos de desempeño; incluyendo, entre otros, 
el costo de gerencia por dólar de construcción, costo de gerencia por proyecto, porcentaje de proyectos 
completados, desviaciones de calendario, desviaciones presupuestarias, órdenes de cambio, aumentos 
de costo atribuibles a errores u omisiones de diseño, reclamaciones y litigios, tiempo transcurrido entre 
diseño, contratación y construcción, infraestructura efectivamente puesta en operación y cualquier 
otro indicador que permita determinar el valor producido por los servicios contratados  

Sección 6.- La Comisión rendirá un informe parcial en un término no mayor a noventa (60) 
días luego de ser asignada esta resolución y un informe final con sus hallazgos, conclusiones y 
recomendaciones antes de que se termine la Cuarta Sesión Ordinaria de la Vigésima Asamblea 
Legislativa, con el fin de proponer acciones correctivas, legislativas o administrativas que respondan 
a las necesidades identificadas.  

Sección 7.- La Comisión podrá celebrar vistas públicas; citar funcionarios y testigos; requerir 
información, documentos y objetos; y realizar inspecciones oculares, a los fines de cumplir con el 
mandato de esta resolución investigativa.  

Sección 8.- Esta Resolución entrará en vigor inmediatamente después de su aprobación.” 
- - - - 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Señor Portavoz. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Para ir a la discusión… 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para ir a la discusión del Calendario. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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CALENDARIO DE ÓRDENES ESPECIALES DEL DÍA 

 
Como primer asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 

del Senado 1014, titulado: 
 

“Para añadir un nuevo Artículo 136-A de la Ley 146-2012, según enmendada, conocida como 
“Código Penal de Puerto Rico”, a los fines de tipificar como modalidad agravada el delito de 
exposición obscena cuando se cometa en presencia de un menor de edad que no haya cumplido 
dieciocho (18) años un menor de dieciocho (18) años o menos, estableciendo para dicha conducta una 
pena de reclusión por un término no menor de un (1) año, ni mayor de tres (3), a discreción del tribunal; 
y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, la medida viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
del Senado 1014, se aprueban. 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 1, línea 3, después de “exponga” eliminar “partes íntimas” 

y sustituir por “cualquier parte íntima” 
Página 2, párrafo 1, línea 5, antes de “Sin embargo” eliminar “resultar 

ofensiva o deshonrosa” y sustituir por “ofender o 
molestar” 

Página 2, párrafo 2, línea 2, después de “inapropiadas” eliminar “,” y sustituir 
por “y”  

Página 3, párrafo 1, línea 3, antes de “de tres” eliminar “no menor de un (1) 
año ni mayor” y sustituir por “fijo” 

 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 4, después de “término” eliminar “no menor de un 

(1) año, ni mayor” y sustituir por “fijo” 
Página 3, línea 7, después de “menor de” eliminar todo su 

contenido 
Página 3, línea 8, antes de “dieciocho” eliminar “cumplido” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1014, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
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SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 
proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala en el título, 

proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala al título. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 4, después de “de” eliminar “edad que no haya 

cumplido” 
Línea 6, después de “término” eliminar “no menor de un 

(1) año ni mayor” y sustituir por “fijo”; después 
de “(3)” añadir “años”; antes de “; y” eliminar “a 
discreción del tribunal” 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala 

al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
del Senado 1219, titulado: 
 

“Para enmendar el Artículo 35 de la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como “Ley 
para la Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y 
Protección de los Menores”, a los fines de disponer que los menores a ser evaluados médicamente 
serán atendidos prioritariamente por los hospitales o instalaciones de servicios de salud, sin 
menoscabar los criterios clínicos de prioridad, triage y atención de emergencias médicas aplicables; 
y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, la medida viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
del Senado 1219, se aprueban. 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
 
ENMIENDA EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 3, párrafo 2, línea 5, después de “Esta” eliminar “medida” y sustituir 

por “Ley” 
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SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la enmienda en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto del Senado 1219, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales, se anuncia el Informe Final 
sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, en torno a la Resolución 
del Senado 184, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 
Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva sobre el estatus actual de los trabajos de 
rehabilitación y reconstrucción del Centro Vacacional y Balneario de Punta Santiago en Humacao, 
incluyendo su rampa para embarcaciones pequeñas, el parque acuático, y el uso, desembolso y 
fiscalización de los fondos asignados por la Agencia Federal para el Manejo de Emergencias 
(FEMA).” 
 

“INFORME FINAL 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo 
estudio y consideración, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el Informe Final de la R. del S. 184. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 184 tiene la intención de “ordenar a la Comisión de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico realizar una investigación exhaustiva 
sobre el estatus actual de los trabajos de rehabilitación y reconstrucción del Centro Vacacional y 
Balneario de Punta Santiago en Humacao, incluyendo su rampa para embarcaciones pequeñas, el 
parque acuático, y el uso, desembolso y fiscalización de los fondos asignados por la Agencia Federal 
para el Manejo de Emergencias (FEMA).” 
 

INTRODUCCIÓN 
El Centro Vacacional y Balneario de Punta Santiago, localizado en el Municipio de Humacao, 

ha representado históricamente uno de los principales destinos recreativos y turísticos del este de 
Puerto Rico, constituyendo un recurso de significativa importancia para el desarrollo económico de la 
región y para el disfrute de residentes y visitantes. Sus instalaciones, compuestas por áreas de 
hospedaje, un parque acuático, facilidades recreativas, concesiones comerciales, estacionamientos y 
acceso directo a la costa, se encuentran adyacentes a la Reserva Natural Efraín Archilla Diez, un 
espacio de alto valor ecológico que alberga hábitats sensitivos y diversas especies protegidas. La 
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coexistencia de ambas instalaciones refleja la necesidad de armonizar el aprovechamiento turístico 
con la protección y conservación de los recursos naturales. 

Durante años, este complejo recreativo sirvió como un importante generador de actividad 
económica para el Municipio de Humacao, impulsando el turismo interno, fomentando el comercio 
local y creando oportunidades de empleo para las comunidades circundantes. Sin embargo, el paso del 
huracán María en septiembre de 2017 ocasionó daños de gran magnitud a la infraestructura del centro 
vacacional, provocando el cese de sus operaciones y el progresivo deterioro de las instalaciones, 
situación que ha privado a la ciudadanía de un espacio recreativo de gran relevancia para la región. 

Con el propósito de atender los daños ocasionados por el fenómeno atmosférico, la Agencia 
Federal para el Manejo de Emergencias, FEMA por sus siglas en inglés, destinó aproximadamente 
diecisiete millones doscientos sesenta mil dólares ($17.26 millones) para la ejecución de dieciséis 
proyectos de reconstrucción y rehabilitación. Conforme a la información divulgada públicamente, la 
mayor parte de estos proyectos ya cuenta con fondos obligados, mientras que uno de ellos continúa 
sujeto al proceso de evaluación ambiental requerido por la normativa federal antes de iniciar su 
ejecución. 

A pesar de la disponibilidad de estos recursos, persiste una preocupación legítima respecto al 
progreso alcanzado en las obras de reconstrucción, particularmente en lo relacionado con la utilización 
de los fondos asignados, la adjudicación y administración de contratos, el cumplimiento con los 
calendarios de ejecución y los mecanismos de supervisión implementados por el Departamento de 
Recursos Naturales y Ambientales, en adelante DRNA, agencia responsable de administrar dichos 
recursos federales. Esta incertidumbre se acentúa debido a que, transcurridos varios años desde la 
asignación de los fondos, las instalaciones permanecen fuera de servicio, sin que exista información 
pública suficiente que permita conocer con precisión el estado real de los trabajos. 

De igual forma, resulta pertinente destacar que durante el año 2024 el DRNA formalizó un 
acuerdo mediante el cual delegó al Municipio de Humacao la administración, operación y 
mantenimiento del Centro Vacacional y Balneario de Punta Santiago por un término inicial de quince 
años, con la posibilidad de prorrogar dicho convenio por dos períodos adicionales de cinco años cada 
uno. Como parte de este acuerdo, el municipio asumió la responsabilidad sobre diversas instalaciones, 
incluyendo el parque acuático, los edificios, las áreas de estacionamiento, los espacios concesionados 
y los servicios de mantenimiento, limpieza y seguridad, obligándose además a remitir al Departamento 
un canon equivalente al veinticinco por ciento (25%) de las ganancias netas generadas por la operación 
de las facilidades. No obstante, la vigencia definitiva del contrato permanece condicionada a la 
aprobación del Servicio de Parques Nacionales de los Estados Unidos, debido a que parte de las 
instalaciones fueron desarrolladas con recursos provenientes del programa federal Land and Water 
Conservation Fund. 

Además, es meritorio señalar que la transferencia administrativa al Municipio de Humacao no 
alteró la responsabilidad del DRNA sobre la administración de los fondos federales destinados a la 
reconstrucción ni sobre la ejecución de los proyectos de rehabilitación financiados por FEMA. En 
consecuencia, subsiste la necesidad de evaluar el grado de cumplimiento de las obligaciones asumidas 
por la agencia, así como el estado de las obras, los desembolsos efectuados, las contrataciones 
realizadas y el cumplimiento con los requisitos impuestos por la reglamentación federal aplicable. 

Ante estas circunstancias, resulta indispensable que el Senado de Puerto Rico ejerza 
plenamente su facultad constitucional de investigación y fiscalización para obtener información 
precisa y actualizada sobre el desarrollo de este proceso de reconstrucción. La recopilación de 
evidencia permitirá determinar si los recursos públicos han sido administrados de manera eficiente, si 
las obras avanzan conforme a los términos establecidos y si existen factores administrativos o 
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contractuales que continúan retrasando la reapertura de unas instalaciones de gran importancia para el 
desarrollo turístico, recreativo y económico del Municipio de Humacao. 

En definitiva, la adecuada administración de los fondos públicos, la transparencia en la 
ejecución de proyectos financiados con recursos federales y la pronta recuperación de instalaciones 
recreativas de uso colectivo constituyen principios fundamentales de una gestión pública responsable. 
Mediante la presente investigación legislativa, el Senado podrá evaluar el desempeño de las entidades 
concernidas, promover la rendición de cuentas y contribuir a que el Centro Vacacional y Balneario de 
Punta Santiago recupere plenamente su función como motor de desarrollo económico, recreativo y 
ambiental para la región oriental de Puerto Rico. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 184 ordenó a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico investigar exhaustivamente el estatus actual de los trabajos 
de rehabilitación y reconstrucción del Centro Vacacional y Balneario de Punta Santiago en Humacao, 
incluyendo su rampa para embarcaciones pequeñas, el parque acuático, y el uso, desembolso y 
fiscalización de los fondos asignados por la FEMA. 

Como parte del proceso de evaluación e investigación contenido en la resolución, esta 
Comisión solicitó memoriales explicativos y cursó requerimientos de información al Municipio de 
Humacao, al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, a la Oficina Central para 
Recuperación, Reconstrucción y Resiliencia, en adelante COR3, y a la Oficina de Presupuesto y 
Asuntos Legislativos, en adelante OPAL.  Habiéndose recibido la información solicitada, procedemos 
con el trámite legislativo correspondiente. 
 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales  

El DRNA en cumplimiento de su ley habilitadora, Ley 23-1972, conocida como la Ley 
Orgánica del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, según enmendada, es la 
responsable de implementar la política pública del Gobierno de Puerto Rico, contenida en la sección 
19 del Artículo VI de la Constitución.  De igual forma, hace constar que “la misión del DRNA es 
proteger, conservar y administrar los recursos naturales y ambientales de la isla, de forma balanceada 
para propiciar una mejor calidad de vida y garantizar su disfrute a las próximas generaciones.  Dentro 
de ese deber ministerial, el DRNA está enfocado en mantener armonía entre la protección de los 
recursos y el desarrollo económico de la isla.” 

Posteriormente, la Ley 171-2018, según enmendada, conocida como el Plan de Reorganización 
del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 2018, es la agencia responsable de 
implementar la política pública del Gobierno de Puerto Rico sobre el manejo ambiental sostenible, 
conservación y aprovechamiento de recursos naturales, integrando funciones previamente de otras 
agencias y consolidando reglamentos de manera uniforme y eficiente.  

El Departamento reiteró que la medida persigue investigar de manera exhaustiva el progreso 
de las obras de recuperación de esta importante instalación turística y recreativa, la cual sufrió daños 
de gran magnitud como consecuencia del paso del huracán María en el año 2017. También, destacó 
que el complejo constituye un recurso de alto valor para el desarrollo turístico del este de Puerto Rico, 
al encontrarse ubicado dentro de un entorno natural de especial importancia ecológica y albergar 
diversas facilidades recreativas, incluyendo cabañas, villas, parque acuático y otras instalaciones 
destinadas al disfrute de residentes y visitantes. 

El DRNA informó que durante el año 2024 suscribió un acuerdo con el Municipio de Humacao 
mediante el cual transfirió a dicho ayuntamiento la responsabilidad sobre la operación y el 
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mantenimiento del Balneario y Centro Vacacional de Punta Santiago. Conforme al convenio, el 
municipio asumió la administración de las áreas de estacionamiento, el parque acuático, los edificios, 
las facilidades concesionadas y las labores generales de mantenimiento de las instalaciones. No 
obstante, el Departamento indicó que, al momento de presentar su memorial, aún no se reflejaban 
avances concretos en la puesta en marcha de las responsabilidades delegadas mediante dicho acuerdo. 

Respecto al proceso de reconstrucción financiado con fondos federales, explicó que el Centro 
Vacacional cuenta con dieciséis (16) proyectos de recuperación, los cuales comprenden un total de 
ciento veintitrés (123) daños identificados mediante los correspondientes Inventarios de Daños 
(Damage Inventories). Señaló que el costo estimado de dichos proyectos asciende aproximadamente 
a catorce millones ochocientos sesenta y un mil ochocientos treinta y ocho dólares con setenta y un 
centavos ($14,861,838.71), aunque las proyecciones de FEMA estiman que la inversión total podría 
alcanzar aproximadamente los diecisiete millones y medio de dólares ($17.5 millones). 

El DRNA detalló que los proyectos fueron estructurados para atender distintas áreas del 
complejo recreativo, incluyendo un proyecto principal dirigido a la rehabilitación de las facilidades 
recreativas y utilidades del centro, seis proyectos destinados a la reconstrucción de las cabañas, siete 
proyectos correspondientes a las villas, un proyecto para la rehabilitación del parque acuático y otro 
relacionado con el sistema de bombeo de las instalaciones. Esta distribución responde a la magnitud 
de los daños ocasionados por el fenómeno atmosférico y a la necesidad de atender individualmente 
los distintos componentes de la infraestructura del centro vacacional. 

Sin embargo, el Departamento informó que la ejecución de la mayoría de estos proyectos 
permanece detenida. Específicamente, indicó que catorce (14) de los dieciséis proyectos, equivalentes 
a más de catorce millones de dólares en fondos estimados, fueron colocados por FEMA en condición 
de hold, debido a que trece (13) de ellos fueron identificados como Environmental and Historic 
Preservation (EHP) Not Compliant. Según explicó, originalmente estos proyectos habían sido 
obligados durante el año 2023; no obstante, luego de realizarse nuevas inspecciones técnicas junto a 
la Junta de Planificación, se determinó que los daños estructurales en gran parte de las cabañas y 
demás facilidades eran de mayor magnitud que los inicialmente identificados. 

Como consecuencia de dichas evaluaciones, FEMA procedió a desobligar los proyectos 
individuales para desarrollar propuestas adicionales de mitigación de riesgos bajo la Sección 406 del 
programa federal de asistencia pública. El Departamento explicó que la clasificación EHP Not 
Compliant significa que los proyectos aún no cumplen con la totalidad de los requisitos ambientales 
e históricos exigidos por la reglamentación federal, razón por la cual no pueden recibir autorización 
para iniciar su construcción hasta tanto se complete el proceso de revisión ambiental, la 
documentación correspondiente y las aprobaciones requeridas por FEMA. 

En relación con las gestiones realizadas para adelantar el proceso de reconstrucción, el DRNA 
informó que durante el mes de julio de 2024 inició un procedimiento de solicitud de propuestas para 
la contratación de servicios de diseño, incluyendo la realización de estudios especializados necesarios 
para la rehabilitación de las instalaciones. Como parte de este proceso participaron cinco compañías 
previamente precalificadas bajo el procedimiento RFQ 2023-01, de las cuales dos presentaron sus 
respectivas propuestas durante el mes de septiembre de 2024. 

No obstante, el Departamento indicó que la evaluación y eventual adjudicación de dicho 
contrato permanecen igualmente en suspenso mientras FEMA no obligue formalmente los fondos 
correspondientes a los proyectos. Según expresó, la ausencia de dichas obligaciones impide al DRNA 
disponer de los recursos necesarios para formalizar el contrato de diseño e iniciar posteriormente las 
fases de diseño final y construcción de las obras proyectadas. 
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De igual forma, el memorial señala que, al momento de su comparecencia, no se habían 
incurrido gastos de construcción con cargo a los proyectos de rehabilitación. Los únicos desembolsos 
realizados correspondían a los costos administrativos asociados al manejo del programa Direct 
Administrative Costs, dirigidos principalmente a las gestiones encaminadas a obtener las obligaciones 
federales necesarias para viabilizar la ejecución de las obras. El DRNA añadió que mantiene un 
proceso continuo de coordinación con COR3, FEMA y los administradores del programa, celebrando 
reuniones de seguimiento cada dos semanas para atender las solicitudes de información (Requests for 
Information – RFIs), revisar el progreso de las evaluaciones técnicas y procurar la pronta obligación 
de los fondos pendientes. 

Como conclusión, el DRNA reiteró su reconocimiento a la importancia de la investigación 
ordenada mediante la Resolución del Senado 184 y expresó su disposición de continuar colaborando 
con la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales y con las demás entidades 
gubernamentales concernidas para impulsar la rehabilitación del Centro Vacacional y Balneario de 
Punta Santiago. Finalmente, reafirmó su compromiso de mantener informada a la Asamblea 
Legislativa y de proveer cualquier información adicional que resulte necesaria para facilitar el proceso 
de fiscalización y contribuir al desarrollo exitoso de los proyectos de reconstrucción de esta importante 
instalación recreativa. 
 
Municipio de Humacao 

El memorial presentado expone un análisis detallado sobre la evolución histórica, 
administrativa y operacional del Parque Nacional, Balneario y Centro Vacacional Punta Santiago, 
destacando su importancia para el desarrollo turístico, recreativo, económico y ambiental del 
Municipio de Humacao y de toda la Región Este de Puerto Rico. Se señala que el complejo fue 
desarrollado durante la década de 1980 y que, desde su apertura, se consolidó como uno de los 
principales activos turísticos del área oriental de Puerto Rico, al integrar instalaciones recreativas con 
un entorno natural de alto valor ecológico, en estrecha relación con la Reserva Natural Efraín Archilla 
Diez. Además de constituir un importante espacio de esparcimiento para miles de familias 
puertorriqueñas y visitantes, el centro vacacional impulsó significativamente la economía regional 
mediante la generación de empleos, el fortalecimiento del turismo interno y el desarrollo de 
actividades comerciales asociadas a la industria turística. 

El documento explica que, como resultado de diversas reorganizaciones gubernamentales, el 
Parque Nacional, Balneario y Centro Vacacional Punta Santiago forma parte del Programa de Parques 
Nacionales adscrito al DRNA, conforme al Plan de Reorganización de 2018. De igual forma, enfatiza 
que las instalaciones se encuentran sujetas a la normativa federal aplicable a propiedades desarrolladas 
con fondos del Land and Water Conservation Fund (LWCF), la cual garantiza la conservación del uso 
recreativo público de dichas facilidades y condiciona cualquier acuerdo relacionado con su 
administración, uso o transferencia. 

En cuanto a la relevancia económica del complejo, el memorial destaca que, previo al cierre 
provocado por el paso del huracán María en el año 2017, las instalaciones recibían aproximadamente 
doscientos mil (200,000) visitantes anuales, generando un impacto económico cercano a los doce 
millones de dólares ($12,000,000) para la Región Este. De igual forma, se señala que el centro 
vacacional sostenía alrededor de doscientos (200) empleos directos relacionados con la 
administración, seguridad, mantenimiento y concesionarios, así como aproximadamente quinientos 
(500) empleos indirectos vinculados a los sectores de hospedería, transportación, ventas y otros 
servicios complementarios, consolidándose como uno de los principales motores del turismo interno 
de Puerto Rico. 
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El memorial describe que el paso del huracán María ocasionó daños catastróficos a la totalidad 
de las instalaciones, incluyendo el parque acuático, las cabañas, las villas, la infraestructura sanitaria, 
los sistemas eléctricos y pluviales, así como las áreas de acceso marítimo y la rampa para 
embarcaciones. Como consecuencia de dichos daños, el complejo permanece cerrado desde octubre 
de 2017. No obstante, se hace constar que, pese a la asignación de aproximadamente diecisiete 
millones doscientos sesenta mil dólares ($17.26 millones) para proyectos de reconstrucción, las obras 
continúan sin avances visibles, lo que ha generado preocupación en torno al proceso de recuperación. 

En ese contexto, el Municipio de Humacao expone que realizó múltiples gestiones para 
coordinar reuniones con el DRNA con el propósito de impulsar la rehabilitación de las instalaciones. 
Aunque finalmente se celebró un encuentro con el Secretario del DRNA en agosto de 2025, el 
memorial sostiene que no se alcanzaron compromisos concretos ni se establecieron calendarios 
específicos para el inicio de los trabajos de reconstrucción, manteniéndose la incertidumbre respecto 
al futuro del complejo. 

Como parte de su exposición, el memorial presenta una cronología de los distintos acuerdos 
suscritos entre el Gobierno de Puerto Rico y el Municipio de Humacao para la administración del 
Parque Nacional, Balneario y Centro Vacacional Punta Santiago. Se reseñan las diferentes 
modalidades de convenios adoptadas por administraciones municipales anteriores, destacando sus 
términos, vigencia, áreas cubiertas, distribución de ingresos y resultados alcanzados. En particular, se 
señala que el contrato de operación y mantenimiento suscrito en 2024 amplió el término de 
administración municipal hasta quince años, con posibilidad de dos prórrogas adicionales de cinco 
años cada una, pero excluyó expresamente las cabañas del complejo, manteniendo dichas instalaciones 
bajo la administración del Programa de Parques Nacionales. 

El memorial sostiene que la exclusión de las cabañas del acuerdo vigente genera importantes 
consecuencias operacionales y económicas. Entre ellas identifica la reducción del potencial de 
ingresos del complejo, la coexistencia de una doble estructura administrativa entre el Municipio y el 
Programa de Parques Nacionales, así como la fragmentación de las labores de mantenimiento y 
planificación, circunstancias que dificultan una administración integrada y eficiente de las 
instalaciones. 

Además, se reseñan los antecedentes legislativos relacionados con los esfuerzos para transferir 
la titularidad o administración integral del complejo al Municipio de Humacao. En particular, se hace 
referencia a la Resolución Conjunta del Senado 13, presentada durante el año 2021, mediante la cual 
se proponía autorizar al DRNA a evaluar el traspaso de la titularidad, usufructo o cualquier modalidad 
jurídica viable para transferir al municipio la administración y mantenimiento del parque, preservando 
las obligaciones impuestas por la legislación federal aplicable. El memorial explica que dicha medida 
fue aprobada por la Asamblea Legislativa con el voto requerido, pero posteriormente fue vetada por 
el entonces Gobernador Pedro R. Pierluisi Urrutia bajo el fundamento de que ya existían negociaciones 
encaminadas entre el DRNA y el Municipio para formalizar un acuerdo administrativo. 

El documento sostiene que las disposiciones contenidas en aquella Resolución Conjunta 
ofrecían un esquema administrativo más amplio que el finalmente adoptado mediante el contrato 
suscrito en 2024. Entre otras facultades, la medida contemplaba la transferencia integral de la gerencia 
operacional, la coordinación de los fondos federales y estatales relacionados con la reconstrucción, la 
subrogación de contratos existentes, la transferencia de asignaciones presupuestarias, la posibilidad 
de establecer alianzas con entidades públicas y privadas, la preservación del uso público conforme a 
los requisitos del Land and Water Conservation Fund y del Servicio de Parques Nacionales, así como 
la facultad del Municipio para solicitar y administrar fondos adicionales destinados a la recuperación 
de las instalaciones. 
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El memorial argumenta que el contrato vigente resulta considerablemente más restrictivo, pues 
limita la intervención municipal a determinadas áreas del complejo, mantiene la reconstrucción bajo 
la responsabilidad exclusiva del DRNA y conserva el control de los fondos federales en el Gobierno 
Central. A juicio del Municipio, ello ha provocado una brecha administrativa y operacional que le 
impide intervenir directamente en el proceso de reconstrucción, aun cuando ha asumido parte de las 
responsabilidades relacionadas con la operación cotidiana de las instalaciones. 

Como consecuencia de esta estructura administrativa, el Municipio identifica diversos retos 
que continúan afectando la recuperación del complejo. Entre ellos menciona la falta de transparencia 
y acceso a la información relacionada con los fondos de recuperación, los desembolsos y los procesos 
de contratación; la ausencia de una planificación pública claramente definida para ejecutar las obras; 
la imposibilidad del municipio de acceder directamente a los recursos federales destinados a la 
reconstrucción debido a que no ostenta la titularidad de las instalaciones; la incertidumbre sobre las 
autorizaciones federales necesarias para la operación del parque; y el significativo impacto económico 
que continúa experimentando la Región Este como resultado del cierre prolongado de las facilidades, 
incluyendo la pérdida de aproximadamente doscientos mil visitantes anuales y de cerca de doce 
millones de dólares en actividad económica. 

El memorial también expone la importancia estratégica que tendría la recuperación del Parque 
Nacional, Balneario y Centro Vacacional Punta Santiago para el desarrollo regional. Se argumenta 
que la rehabilitación de las instalaciones permitiría revitalizar el turismo interno e internacional, 
aumentar la generación de empleos directos e indirectos, fortalecer las finanzas municipales mediante 
nuevos ingresos provenientes de concesiones y patentes, impulsar programas de educación ambiental 
gracias a la proximidad con la Reserva Natural Efraín Archilla Diez y devolver a la ciudadanía un 
espacio recreativo seguro, accesible y de alto valor comunitario. 

Como parte de sus recomendaciones, el Municipio propone que el DRNA presente un plan 
estratégico integral para la utilización de los fondos federales asignados y establezca mecanismos 
permanentes de seguimiento sobre el progreso de los proyectos de reconstrucción. También, 
recomienda que el Municipio de Humacao sea reconocido como sub-recipiente de los fondos federales 
administrados por FEMA o, alternativamente, que se transfiera formalmente la titularidad y control 
administrativo de las instalaciones al gobierno municipal, permitiéndole liderar directamente los 
procesos de recuperación, rehabilitación y desarrollo futuro del complejo. 

Finalmente, el memorial concluye que la prolongada inacción en el proceso de reconstrucción 
ha limitado el desarrollo económico y turístico de Humacao y de la Región Este. En ese contexto, 
sostiene que el Municipio constituye la entidad gubernamental con mayor interés y compromiso para 
impulsar la recuperación de estas instalaciones, razón por la cual entiende que la transferencia de la 
titularidad y de las facultades administrativas representa la alternativa más efectiva para garantizar la 
rehabilitación del Parque Nacional, Balneario y Centro Vacacional Punta Santiago, promover su 
reapertura y convertir nuevamente este importante activo público en un motor de desarrollo 
económico, turístico y recreativo para Puerto Rico. 
 
Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa 

La OPAL evaluó la medida que nos ocupa alcanzando la conclusión de que la misma no 
conlleva ningún impacto fiscal directo sobre el Fondo General toda vez que una investigación versa 
sobre la fiscalización del uso adecuado de fondos para para garantizar el arreglo, construcción y 
remodelación de un área de uso público.   

Como parte del proceso de la investigación legislativa, la Comisión convocó a sus miembros 
a una Inspección Ocular celebrada el 15 de octubre de 2025 en el Balneario Punta Santiago en 
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Humacao.  A la Inspección Ocular asistieron el Secretario del Departamento de Recursos Naturales y 
Ambientales, Sr. Waldemar Quiles, junto a la Lcda. Karla Marrero; por el COR3, asistieron el 
Director, Lcdo. Eduardo Soria, junto con la Sra. María Marín; de igual forma, la alcaldesa del 
Municipio de Humacao, Sra. Rosamar Trujillo compareció junto con personal del ayuntamiento. 
Además, a la inspección comparecieron vecinos del área y pescadores residentes en el Municipio de 
Humacao.  La Senadora Wanda Soto Tolentino asistió por formar parte de la Comisión, así como 
porque la medida es de su autoría. 

Durante la celebración de la inspección ocular, los comparecientes tuvieron la oportunidad de 
recibir información sobre el proceso de los trámites de reconstrucción pendientes en el área de Punta 
Santiago.  El DRNA y COR3 informaron el estado de los procesos ante FEMA, los documentos y 
estudios que les han sido requeridos y los fondos obligados condicionados.  Todos los presentes 
tuvieron la oportunidad de presentar sus interrogantes y preocupaciones y la presidenta de la Comisión 
requirió información adicional al DRNA.  La Comisión le requirió al COR3 el estatus de todos los 
fondos destinados por FEMA al proyecto objeto de la medida. 
 

• Inspección Ocular 
El 24 de octubre de 2025, COR3 envió la actualización de los proyectos según le fue requerido 

por la Comisión.  En síntesis, de la información suministrada se refleja el estado procesal de los 
proyectos financiados por FEMA dirigidos a la reconstrucción del Centro Vacacional y Balneario 
Punta Santiago, administrado por el DRNA. En términos generales, se informa que el complejo 
comprende dieciséis (16) proyectos, de los cuales quince (15) cuentan con fondos obligados y uno 
permanece pendiente de obligación. No obstante, catorce (14) de dichos proyectos han sido 
clasificados como Not Compliant, debido a que aún no cuentan con un Consideración de Récord 
Ambiental, REC por sus siglas en inglés, requisito indispensable para que FEMA pueda autorizar el 
inicio de las obras de reconstrucción. 

El informe explica que la totalidad de los proyectos se ubica dentro de una misma zona 
susceptible a inundaciones, circunstancia que obliga a realizar una evaluación ambiental y de 
mitigación de riesgos de manera integrada. Particularmente, dos proyectos fueron clasificados por la 
Junta de Planificación de Puerto Rico como casos de Daño Sustancial o Mejoras Sustanciales 
(Substantial Damage/Substantial Improvement - SD/SI), específicamente el sistema de bombeo del 
Centro Vacacional Punta Santiago (PW 6861) y la estación de bombeo del Parque Acuático Punta 
Santiago (PW 6601). Debido a dicha clasificación, ambos proyectos deben cumplir con los requisitos 
establecidos en el Reglamento de Planificación Núm. 13, lo que ha condicionado el avance de la 
totalidad de las iniciativas de reconstrucción. 

Como parte del proceso de cumplimiento, FEMA y el DRNA continúan evaluando diversas 
alternativas de mitigación para estos dos proyectos críticos, incluyendo la implantación de medidas 
de protección contra inundaciones, la elevación de estructuras y la posible utilización de arrecifes de 
ostras como mecanismo de mitigación natural. Sin embargo, el informe señala que el 17 de agosto de 
2025, el DRNA determinó no continuar con la solicitud de fondos para el diseño de la propuesta de 
mitigación costera correspondiente a la casa de bombas del parque acuático, debido a la complejidad 
y amplitud de la documentación exigida por FEMA bajo el Programa de Mitigación de Riesgos, 
Sección 406. Ante esta determinación, FEMA decidió continuar evaluando una alternativa basada en 
la elevación de las estructuras para asegurar el cumplimiento de los requisitos reglamentarios y 
ambientales aplicables. También se informó que durante la última semana de octubre se celebraría una 
reunión entre las partes concernidas para definir los próximos pasos y establecer el curso de acción 
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para ambos proyectos, requisito indispensable antes de que estos puedan completar la evaluación 
ambiental de Preservación Ambiental e Histórica (Environmental and Historic Preservation - EHP). 

El informe también detalla el estado individual de los proyectos que componen el Centro 
Vacacional Punta Santiago, incluyendo las distintas villas, cabañas, facilidades recreativas y sistemas 
de utilidades. En todos los casos se informa que los proyectos permanecen en espera de una 
determinación final sobre las medidas de mitigación aplicables a los dos proyectos clasificados como 
SD/SI. De igual forma, se señala que la ausencia de un plan definitivo de mitigación constituye el 
principal obstáculo para el avance de las dieciséis (16) iniciativas de reconstrucción, ya que ninguna 
podrá continuar hasta tanto se definan y aprueben las medidas correctivas requeridas por la Junta de 
Planificación y FEMA. 

Entre los proyectos afectados se encuentran las Villas 1, 3, 4, 5, 7 y 9; las Cabañas D, E, F, G, 
H y K; las instalaciones recreativas y de utilidades del complejo; el sistema de bombeo del Centro 
Vacacional y la estación de bombeo del Parque Acuático. Todos ellos mantienen la clasificación de 
Not Compliant o dependen directamente de las determinaciones relacionadas con los proyectos de 
daño sustancial. En cada uno de los expedientes se reitera que la principal dificultad consiste en la 
ausencia de un plan definitivo de mitigación para las estructuras afectadas, circunstancia que continúa 
retrasando el cumplimiento de los requisitos ambientales federales y, por consiguiente, la autorización 
para iniciar los trabajos de reconstrucción. 

Por otra parte, el informe ofrece una actualización sobre el proyecto de reconstrucción del 
muelle de Punta Santiago (Proyecto 123249, PW 7471), el cual cuenta con una participación federal 
ascendente a aproximadamente $6.61 millones bajo el Programa de Mitigación de Riesgos, Sección 
406. Se informa que, durante el proceso de evaluación ambiental, la Administración Nacional 
Oceánica y Atmosférica (NOAA por sus siglas en inglés) y la Oficina de Evaluación Ambiental e 
Histórica solicitaron la realización de un estudio béntico actualizado para evaluar los posibles 
impactos sobre los recursos marinos. En respuesta a dicho requerimiento, el DRNA contrató el estudio 
durante septiembre de 2025 y posteriormente lo sometió a FEMA el 15 de octubre de 2025 para su 
correspondiente evaluación y remisión a NOAA, entidad que emitirá la determinación final sobre el 
cumplimiento ambiental del proyecto. 

De igual forma, se hace constar que la Autoridad para el Financiamiento de la Infraestructura, 
en adelante AFI mantiene a su cargo la administración del proyecto y ya ha adjudicado los principales 
contratos relacionados con su ejecución. Entre estos, figura el contrato de construcción otorgado a la 
empresa Del Valle Group por aproximadamente $16.95 millones, así como los contratos para servicios 
de monitoreo ambiental, adjudicado a Biomarine, LLC. por $352,800, y para los servicios de 
inspección, adjudicado a ESA & Associates, PSC por $342,720. No obstante, el inicio de la 
construcción continúa condicionado a la culminación de la evaluación ambiental, la consulta final con 
NOAA y la correspondiente aprobación por parte del Departamento de Seguridad Nacional (DHS , 
por sus siglas en inglés). 

En síntesis, la documentación evidencia que el principal factor que continúa retrasando la 
recuperación del Centro Vacacional y Balneario Punta Santiago no responde a la ausencia de fondos 
federales, sino al cumplimiento de los requisitos ambientales, reglamentarios y de mitigación exigidos 
por FEMA, la Junta de Planificación de Puerto Rico y las agencias federales competentes. Mientras 
no se definan y aprueben las medidas de mitigación correspondientes a los proyectos clasificados 
como daño sustancial, la totalidad de las iniciativas de reconstrucción permanecerá en espera, 
prolongando la paralización de las obras y retrasando la rehabilitación integral de uno de los 
principales activos turísticos y recreativos de la Región Este de Puerto Rico. 
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• Reunión Ejecutiva 
El día 12 de mayo de 2026, la Comisión convocó a todos sus miembros a la celebración de una 

Reunión Ejecutiva.  A la reunión asistieron el Sr. Néstor Monserrate Pérez en representación del 
DRNA; por el COR3, asistieron el Lcdo. Soria junto con la Lcda. Alice Morales Roldán; y por el 
Municipio de Humacao, comparecieron Ericson Burgos Pacheco y la Lcda. Rosa Nieves.  De igual 
forma, asistió la Senadora Wanda Soto Tolentino. 

Durante reunión, los senadores tuvieron la oportunidad de recibir información sobre el proceso 
de los trámites de reconstrucción pendientes en el área de Punta Santiago.  El DRNA, el Municipio de 
Humacao y COR3 informaron el estado de los procesos ante FEMA, los documentos y estudios que 
les han requerido, así como el estado de los procedimientos de los fondos obligados condicionados. 
Se informó además, que el DRNA y el Municipio de Humacao se encuentran en la redacción y 
negociación de un acuerdo colaborativo para manejar los proyectos, administración y recipiente de 
fondos entre otros asuntos. La presidenta de la Comisión concedió un término de 5 días al Municipio 
de Humacao para que aclarara las dudas relacionadas a la rampa de los pescadores.  

Así las cosas, el 20 de mayo de 2026, el Municipio de Humacao envió una comunicación 
haciendo constar que el proyecto originalmente sería financiado con recursos provenientes del 
programa Community Development Block Grant – Disaster Recovery (CDBG-DR). Sin embargo, se 
señala que la administración municipal del entonces alcalde Julio L. Geigel Pérez destinó 
aproximadamente $2.5 millones de los fondos originalmente separados para dicho proyecto a la 
reconstrucción del Teatro Victoria, lo que incidió directamente sobre la disponibilidad de recursos 
para desarrollar la infraestructura marítima proyectada. 

Posteriormente, durante el mes de julio de 2020, se formalizó una fase correspondiente al 
diseño de la rampa para embarcaciones, con una inversión inicial estimada entre $750,000 y 
$1,000,000. El diseño fue preparado por la firma Behar Ybarra & Associates, LLC., bajo el Contrato 
2021-000081. No obstante, el documento señala que la propuesta consistía en una rampa terrestre de 
un solo carril, diseño que no respondía a las necesidades operacionales de los pescadores ni a las 
condiciones topográficas y costeras del lugar. En consecuencia, se determinó que el área requería una 
estructura elevada sobre pilotes, con dos carriles de acceso, que permitiera atender adecuadamente las 
variaciones de las mareas y minimizar la acumulación de sedimentos y arena. 

Además, se expone que, para el año 2022, funcionarios del Departamento de Vivienda Federal, 
HUD por sus siglas en inglés, entidad administradora de los fondos asignados al proyecto, notificaron 
la necesidad de completar estudios de sedimentación y obtener las correspondientes certificaciones 
ambientales como condición indispensable para autorizar el uso de los recursos federales. Igualmente, 
se recomendó modificar el contrato de diseño con el propósito de ajustar la propuesta a los requisitos 
técnicos y regulatorios aplicables, garantizando que la inversión pública respondiera a criterios 
adecuados de ingeniería, sostenibilidad y cumplimiento ambiental. 

Ante la insuficiencia del diseño originalmente elaborado, durante el año 2023 la administración 
municipal contrató los servicios de la firma Tetra Tech con el objetivo de evaluar alternativas técnicas 
que armonizaran el proyecto con las necesidades de la comunidad pesquera y con los requerimientos 
establecidos por el DRNA. Como resultado de dicho proceso de evaluación, se determinó desarrollar 
una rampa provisional mientras se completaban los trabajos relacionados con el diseño definitivo de 
la infraestructura permanente. 

El documento añade que, en agosto de 2023, el proyecto correspondiente a la rampa 
provisional fue presentado al DRNA por conducto de Tetra Tech. Según la información suministrada, 
la agencia no anticipaba objeciones para su eventual aprobación; sin embargo, se indica que la 
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administración municipal de entonces no llegó a radicar formalmente la propuesta, lo que impidió 
continuar con el trámite de autorización correspondiente. 

Finalmente, se informa que la actual administración del Municipio de Humacao continúa 
revisando y replanteando el concepto del proyecto en coordinación con el DRNA y las demás agencias 
con jurisdicción sobre el área. Dicho proceso persigue asegurar que el diseño definitivo sea 
técnicamente viable, ambientalmente responsable y compatible con las condiciones naturales del 
litoral. Para ello, se contempla la actualización o realización de diversos estudios especializados, entre 
ellos análisis de profundidad, estudios de erosión costera, evaluaciones bénticas y la consideración de 
las recomendaciones emitidas por la Oficina de Cambio Climático adscrita al Programa de Manejo 
Costero. Conforme al documento enviado, estas gestiones forman parte del proceso que actualmente 
desarrolla el municipio para viabilizar una solución permanente que responda tanto a las necesidades 
de los usuarios como a los requisitos ambientales y regulatorios aplicables. 

El 3 de junio de 2026, COR3 remitió su informe en el cual actualizó parte de la información 
previamente brindada.  Los proyectos que no se encuentren mencionados a continuación, se mantienen 
en el estado procesal brindado por COR3 el 24 de octubre de 2025.  Para mayor facilidad, la 
información suministrada fue incluida en la siguiente tabla informativa. 
 

Proyecto Estatus Actual Asuntos pendientes 
Centro Vacacional 
Punta Santiago 

Proyecto continúa en proceso de 
revisión ambiental e histórica por 
FEMA/EHP en estatus Non 
Compliant por ausencia del REC. 

Estudios de revisión ambiental e 
histórica; emisión del REC y 
evaluación de mitigación por 
inundación y daño sustancial 

Parque Acuático 
Punta Santiago 

Proyecto retirado del proceso de 
FEMA.  DRNA se encuentra 
evaluando alternativas de 
financiamiento para atender esta 
parte del proyecto. 

Proyecto quedó fuera del trámite 
de FEMA. 

Muelle de Punta 
Santiago 

El 1 de junio de 2026, FEMA 
completó la evaluación. DRNA firmó 
la documentación correspondiente. 

Obligación final de parte de 
FEMA (pending award) 

 
 

CONCLUSIÓN 
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración y a tenor con los hallazgos y 
conclusiones en torno a la Resolución del Senado 184 presenta ante este Alto Cuerpo, su Informe 
Final. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Marissa “Marissita” Jiménez Santoni 
Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales  
y Ambientales del Senado de Puerto Rico” 
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SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se reciba. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se recibe.  
Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales, se anuncia el Informe Final 
sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, en torno a la Resolución 
del Senado 234, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 
Puerto Rico, realizar una investigación exhaustiva y detallada sobre las operaciones de la Cantera 
Aggregate, Inc. ubicada en el Barrio Trujillo Bajo, en la jurisdicción del municipio de Carolina, 
incluyendo, pero sin limitarse, al trámite de permisología, estudios ambientales y a administrativos.” 
 

“INFORME FINAL 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo 
estudio y consideración, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el Informe Final de la R. del S. 234. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 234 tiene la intención de “ordenar a la Comisión de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, realizar una investigación exhaustiva 
y detallada sobre las operaciones de la Cantera Aggregate, Inc. ubicada en el Barrio Trujillo Bajo, en 
la jurisdicción del municipio de Carolina, incluyendo, pero sin limitarse, al trámite de permisología, 
estudios ambientales y a administrativos.” 
 

INTRODUCCIÓN 
Desde el año 2015, residentes del Barrio Trujillo Bajo, localizado en la jurisdicción del 

Municipio de Carolina, han manifestado de forma consistente y reiterada su profunda preocupación 
ante la operación de la cantera Aggregate, Inc., la cual ha sido administrada por distintos operadores 
a lo largo del tiempo. En aquel entonces, la comunidad levantó su voz de alerta señalando múltiples 
irregularidades relacionadas con el funcionamiento de dicha cantera, particularmente en lo 
concerniente al manejo de las detonaciones, el cumplimiento del itinerario de explosiones y la ausencia 
de alertas adecuadas previo a la realización de estas. A estos señalamientos se sumaron denuncias 
sobre la emisión de olores objetables, el polvo fugitivo, niveles elevados de contaminación acústica y 
otras condiciones adversas que, según los residentes, han afectado de manera directa su calidad de 
vida. 

A pesar de los múltiples reclamos realizados por la comunidad a lo largo de los años, los 
vecinos del Barrio Trujillo Bajo alegan no haber recibido información oficial clara, precisa o 
actualizada por parte de la administración municipal de Carolina relacionada con estas denuncias. Esta 
falta de comunicación y de respuestas concretas ha provocado que las preocupaciones de los residentes 
permanezcan sin atender, sin explicación adecuada y, más aún, sin una solución efectiva que atienda 
los riesgos denunciados. 
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De acuerdo con testimonios de miembros de la comunidad, las detonaciones realizadas fuera 
de los horarios previamente establecidos representan un serio peligro para la salud y la seguridad de 
los residentes del área. Muchos de estos han denunciado que las explosiones han tenido un impacto 
directo y visible en las estructuras de sus hogares, presentando evidencia de daños significativos tales 
como grietas en techos, paredes y, en casos más alarmantes, en paredes de soporte. Algunas de estas 
grietas alcanzan dimensiones considerables, superando los tres pies de largo y aproximadamente una 
pulgada de profundidad, lo que evidencia un deterioro estructural que no puede ser ignorado. 

Esta situación reviste una gravedad particular, ya que implica un riesgo inminente para cientos 
de familias que residen en el Municipio de Carolina. Resulta especialmente preocupante que, habiendo 
transcurrido cerca de una década desde que surgieron las primeras alegaciones, las condiciones 
denunciadas continúen persistiendo sin que se haya logrado una solución definitiva que garantice la 
seguridad y el bienestar de la comunidad afectada. 

Ante este escenario, el Senado de Puerto Rico reconoce como meritorio y necesario iniciar una 
investigación exhaustiva, rigurosa y detallada sobre la operación de la cantera Aggregate, Inc., ubicada 
en el Barrio Trujillo Bajo. Dicha investigación debe abarcar no solo el impacto de sus operaciones en 
la salud, seguridad y propiedades de los residentes, sino también el cumplimiento con los requisitos 
legales y reglamentarios aplicables. Esto incluye el examen de los trámites de permisos y 
autorizaciones ante agencias tales como el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, la 
Junta de Calidad Ambiental adscrita a este último, la Junta de Planificación, la Oficina de Gerencia 
de Permisos adscrita al Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, así como la participación 
y fiscalización ejercida por el Municipio de Carolina. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 234 ordenó a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico llevar a cabo una investigación exhaustiva y detallada sobre 
las operaciones de la Cantera Aggregate, Inc. ubicada en el Barrio Trujillo Bajo, en la jurisdicción del 
municipio de Carolina, incluyendo, pero sin limitarse, al trámite de permisología, estudios ambientales 
y administrativos.  

Como parte del proceso de evaluación e investigación contenido en la resolución, la Comisión 
solicitó memoriales explicativos a: Municipio de Carolina, Departamento de Recursos Naturales y 
Ambientales, a la Junta de Planificación a la Oficina de Gerencia de Permisos y a la Cantera 
Aggregate, Inc. De todas las entidades antes mencionadas, el Municipio de Carolina fue el único que 
no presentó su postura, por lo que continuaremos con el trámite legislativo sin contar con sus 
comentarios. 
 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 

El DRNA en cumplimiento de su ley habilitadora, Ley 23-1972, según enmendada, conocida 
como la Ley Orgánica del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, es la responsable de 
implementar la política pública del Gobierno de Puerto Rico, contenida en la sección 19 del Artículo 
VI de la Constitución.  De igual forma, hace constar que “la misión del DRNA es proteger, conservar 
y administrar los recursos naturales y ambientales de la isla, de forma balanceada para propiciar una 
mejor calidad de vida y garantizar su disfrute a las próximas generaciones.  Dentro de ese deber 
ministerial, el DRNA está enfocado en mantener armonía entre la protección de los recursos y el 
desarrollo económico de la isla.” 

Además, de conformidad con la Ley 171-2008 conocida como Plan de Reorganización del 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 2018, el DRNA es el ente responsable de 
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implementar la política y los programas relacionados con el manejo, desarrollo sostenible, utilización, 
aprovechamiento y protección de los recursos naturales de Puerto Rico.  Fue mediante el Plan de 
Reorganización que las funciones delegadas y ejercidas por la Junta de Calidad Ambiental, la 
Autoridad de Desperdicios Sólidos y el Programa de Parques Nacionales fueron trasladadas al DRNA 
para que fuese este quien implemente la política pública de las agencias y programas, así como las 
leyes y reglamentos. 

En atención a la Resolución del Senado 234, el DRNA compareció para presentar sus 
comentarios en torno a la investigación propuesta sobre las operaciones de la empresa Cantera 
Aggregate, Inc., localizada en el barrio Trujillo Bajo del municipio de Carolina. La agencia indicó que 
sus expresiones se fundamentan en la información contenida en el expediente administrativo que 
mantiene sobre dicha instalación y que su intervención responde al deber de colaborar con los trabajos 
investigativos de la Asamblea Legislativa dentro del ámbito de sus competencias legales. 

El Departamento destacó que la instalación actualmente opera al amparo del Permiso de 
Operación de Fuentes de Emisión Núm. PFE-16-1018-0685-I-II-0, expedido el 14 de julio de 2022 a 
favor de PR Aggregates (PRA1). Dicho permiso permanece vigente hasta el 14 de julio de 2027 y 
establece las condiciones regulatorias bajo las cuales la facilidad puede desarrollar sus operaciones, 
conforme a las disposiciones ambientales aplicables. 

De igual forma, el DRNA informó que el expediente administrativo refleja la presentación, el 
17 de septiembre de 2024, de una solicitud para modificar el referido permiso de operación con el 
propósito de incorporar equipos adicionales al proceso operacional de la cantera. No obstante, señaló 
que dicha solicitud aún permanece bajo evaluación administrativa debido a que la agencia requirió 
información suplementaria relacionada con la descripción técnica de los equipos propuestos y la 
demostración de cumplimiento con la reglamentación federal aplicable en materia ambiental, 
documentación que continúa pendiente de ser presentada. 

En el desempeño de sus funciones de fiscalización, el Departamento realizó una inspección de 
las instalaciones con el propósito de verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el 
permiso vigente y constatar el estado operacional de los equipos existentes. Como resultado de dicha 
inspección, la agencia identificó dos áreas operacionales claramente diferenciadas. La primera 
corresponde a la denominada Planta 1, integrada por los equipos autorizados mediante el permiso de 
operación actualmente vigente. La segunda, identificada como Planta 2, comprende los equipos 
incluidos en la solicitud de modificación del permiso previamente presentada; sin embargo, al 
momento de la inspección dicha planta no se encontraba en funcionamiento. 

El DRNA hizo constar que durante la visita de inspección la Planta 1 se encontraba operando 
con normalidad y que, como parte de las observaciones realizadas por el personal técnico, no se 
detectaron olores objetables ni emisiones significativas de polvo fugitivo que evidenciaran 
incumplimientos a las condiciones del permiso ambiental. De igual forma, se verificó la existencia de 
medidas dirigidas al control de emisiones de partículas, incluyendo la utilización de sistemas de 
aspersión de agua y un camión cisterna destinado a mantener humedecidas las vías de rodaje, las 
cuales se encontraban adecuadamente acondicionadas durante la inspección. 

Como parte de la evaluación, el personal del Departamento efectuó además un recorrido por 
las áreas circundantes a la instalación una vez concluidas las labores de inspección. Según se 
desprende del memorial explicativo, durante dicho recorrido no se identificaron emisiones visibles, 
olores objetables ni niveles de ruido que ameritaran la adopción de acciones regulatorias inmediatas, 
conforme a las observaciones realizadas por los funcionarios de la agencia. 

El DRNA también hizo referencia a la intención de la medida legislativa, señalando que la 
Resolución del Senado 234 responde a preocupaciones planteadas por residentes de las comunidades 
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cercanas desde el año 2015. Entre las situaciones señaladas por los ciudadanos figuran alegaciones 
relacionadas con el manejo de los itinerarios y avisos de detonaciones, la presencia de olores 
objetables, contaminación acústica, posibles efectos adversos sobre la salud y la seguridad de los 
residentes, así como presuntos daños estructurales y grietas en viviendas ubicadas en las 
inmediaciones de la cantera. 

Finalmente, el DRNA reafirmó su compromiso institucional de continuar ejerciendo las 
funciones de supervisión, inspección y fiscalización ambiental que le confieren las leyes y reglamentos 
vigentes. Igualmente, expresó su disposición de colaborar con nuestra Comisión y con las demás 
agencias concernidas durante el proceso de evaluación de esta investigación, procurando que cualquier 
determinación legislativa que eventualmente se adopte sea compatible con la política pública 
ambiental del Gobierno de Puerto Rico y contribuya a la protección de la salud pública, los recursos 
naturales y el ambiente. 
 
Aggregate, Inc.  

Aggregate, Inc. es operada por el Grupo de Empresas Ortiz Brunet (en adelante “EOB”), una 
empresa familiar con una extensa trayectoria en la industria de canteras en Puerto Rico. El origen de 
este grupo se remonta al año 1945, cuando el licenciado Jorge Ortiz Toro adquirió los terrenos de la 
Cantera San Antonio en Guaynabo. Posteriormente, en 1971, se funda formalmente Empresas Ortiz 
Brunet por Carlos Ortiz Brunet y Antonio Ortiz Brunet, representantes de la segunda generación 
familiar. En la actualidad, el Grupo EOB cuenta con más de cincuenta años de experiencia y opera 
tres canteras activas en Puerto Rico, Cantera San Antonio, Cantera Estrella en Guaynabo y Aggregate, 
Inc. en Carolina, bajo la administración de su tercera generación. Este grupo lidera la industria de 
agregados de piedra azul en la Isla, concentrando aproximadamente el setenta por ciento del mercado, 
y extiende además sus servicios de operación a dos canteras localizadas en las Islas Vírgenes de los 
Estados Unidos. 

La empresa Aggregate, Inc., en adelante AGGI, fue constituida formalmente en el 
Departamento de Estado de Puerto Rico el 10 de agosto de 2017. Tras realizar una inversión que 
supera los cuatro millones de dólares en equipos especializados e instalaciones, la empresa inició sus 
operaciones a finales de octubre de 2018. Las operaciones de AGGI se desarrollan en tres fincas que 
históricamente han sido utilizadas como canteras desde la década de 1940. Posteriormente, durante 
las décadas de 1960 y 1970, comenzaron a establecerse comunidades residenciales en las áreas 
colindantes, dando paso a una convivencia entre el desarrollo urbano y la actividad minera que se ha 
mantenido hasta el presente. 

Desde una perspectiva conceptual, la actividad minera en Puerto Rico se limita principalmente 
a la extracción de materiales no metálicos tales como arena, grava y piedra caliza, los cuales resultan 
indispensables para la construcción y el desarrollo de obras de infraestructura. Las canteras 
constituyen el núcleo de esta actividad productiva y se encuentran reguladas por un marco legal y 
administrativo riguroso, encabezado por el Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, 
conforme a la Ley 132-1968 conocida como la Ley de Arena, Grava y Piedra, así como por la Oficina 
de Gerencia de Permisos y diversas agencias estatales y federales. En la actualidad, la producción 
minera del país se concentra en materiales de construcción, incluyendo arena, grava, piedra triturada, 
cemento Portland y sal solar, quedando excluida la minería metálica que tuvo presencia en épocas 
coloniales. 

Una cantera se define como un yacimiento del cual se extraen rocas y minerales no metálicos, 
comúnmente conocidos como agregados, esenciales para la manufactura de hormigón y asfalto 
utilizados en la construcción de escuelas, edificios públicos y privados, residencias, carreteras, puentes 
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y otras infraestructuras críticas. Además, estos materiales se emplean en proyectos de control de 
erosión costera, estabilización de taludes, mitigación de derrumbes y relleno estructural. En este 
contexto, las canteras activas en Puerto Rico representan un eslabón fundamental dentro de la cadena 
de suplido necesaria para viabilizar los esfuerzos de reconstrucción y modernización de la 
infraestructura del país, impulsados por la presente Administración de Gobierno y respaldados por 
esta Asamblea Legislativa, en gran medida mediante fondos federales provenientes de programas 
como CDBG-DR y CDBG-MIT. 

La industria de canteras se caracteriza por estar altamente regulada y fiscalizada. Para operar 
legalmente, una cantera debe contar con alrededor de quince permisos especializados, además de 
cumplir con los requisitos ordinarios aplicables a cualquier entidad comercial. Entre las agencias 
reguladoras que intervienen en este sector se encuentran el DRNA, la Junta de Calidad Ambiental, la 
Administración de Desarrollo Socioeconómico, la Agencia de Protección Ambiental federal, en 
adelante EPA por sus siglas en inglés, la Oficina de Alcohol, Tabaco, Armas de Fuego y Explosivos, 
en adelante ATF por sus siglas en inglés, la Administración de Seguridad y Salud Minera, en adelante 
MSHA por sus siglas en inglés, la Policía de Puerto Rico en su división de explosivos, el Departamento 
de Transportación Federal y el Departamento de Seguridad Nacional, entre otras. Este entramado 
regulatorio convierte a la minería no metálica en uno de los sectores más estrictamente supervisados 
tanto a nivel estatal como federal. 

En cuanto a su impacto social y económico, la cantera Aggregate, Inc., ha suplido materiales 
para múltiples proyectos históricos y emblemáticos en Puerto Rico, particularmente en la región este. 
Entre estos se destacan las mejoras permanentes al Aeropuerto Internacional Luis Muñoz Marín, el 
desarrollo del Residencial Público Luis Llorens Torres, la construcción de la Ruta 66, trabajos en la 
represa Guajataca tras el paso del huracán María, el rompeolas alrededor del Castillo San Felipe del 
Morro y el Tribunal de Justicia de Carolina, entre muchos otros. De igual forma, la empresa ha provisto 
material para la confección de gaviones utilizados en la mitigación de desprendimientos y derrumbes 
provocados por eventos atmosféricos extremos. 

Mirando hacia el futuro, el Grupo EOB se proyecta como un suplidor clave de agregados para 
proyectos de infraestructura de gran envergadura impulsados por el Gobierno de Puerto Rico, tales 
como la expansión del Aeropuerto Rafael Hernández en Aguadilla, la remodelación de la Base Fort 
Allen, la construcción de la Autopista PR-10, la represa Valenciano en Juncos y la canalización del 
Río Puerto Nuevo, entre otros. Ninguno de estos proyectos puede materializarse sin un suministro 
adecuado y continuo de agregados, lo que subraya la relevancia estratégica de las canteras dentro del 
desarrollo económico del país. 

En términos de mercado, en Puerto Rico existen únicamente cinco canteras de piedra azul, de 
las cuales tres son operadas por el Grupo EOB. Aggregate, Inc. suple materiales a varios municipios 
del área este, incluyendo Carolina, Río Grande, Luquillo y Fajardo, así como a Vieques, Culebra, a la 
Autoridad de Acueductos y Alcantarillados en la región este y a numerosas ferreterías del área. 
Durante el año 2024, AGGI suplió aproximadamente 500,000 metros cúbicos, equivalentes a cerca de 
800,000 toneladas, al sector de la construcción. 

En lo relativo a las detonaciones, AGGI ha realizado treinta y dos detonaciones durante las 
cuarenta y siete semanas transcurridas del año en curso, cumpliendo con los requisitos de aviso previo 
mediante el uso de sirenas para alertar a las comunidades colindantes. La empresa cuenta con dos 
sismógrafos estacionarios, monitoreados de forma continua por una entidad independiente, así como 
un tercer sismógrafo móvil ubicado estratégicamente en el punto más cercano al centro de cada 
detonación. Todas las detonaciones se realizan conforme a la Ley de Explosivos de Puerto Rico y al 
Permiso de Extracción otorgado por el DRNA y la OGPe, limitándose estrictamente a días laborables, 
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de lunes a viernes, entre las 9:00 a.m. y las 3:00 p.m., sin uso de explosivos durante fines de semana 
o fuera del horario autorizado. 

Finalmente, la empresa ha mantenido gestiones de acercamiento y diálogo con la comunidad 
aledaña desde el inicio de sus operaciones. Estas incluyen reuniones con líderes comunitarios, la 
instalación de una verja con malla para mitigar polvo y ruido, la siembra de árboles como barrera 
natural, inspecciones residenciales con ingenieros estructurales y la celebración de vistas públicas 
durante el proceso de renovación de permisos. Durante el año 2024, se llevaron a cabo nuevas 
reuniones comunitarias para atender reclamos relacionados con ruidos y logística operacional, 
reafirmando el compromiso de la empresa con el cumplimiento regulatorio, la transparencia y la 
colaboración con las comunidades y con esta Comisión Legislativa. 
 
Oficina de Gerencia de Permisos 

El Departamento de Desarrollo Económico y Comercio, en adelante “DDEC”, fue creado 
mediante la Ley Núm. 4-1994, según enmendada, conocida como el Plan de Reorganización del 
Departamento de Desarrollo Económico y Comercio de 1994. Esta instrumentalidad gubernamental 
tiene la responsabilidad primaria de implantar y supervisar la ejecución de la política pública del 
Gobierno de Puerto Rico en materia de desarrollo económico. En el cumplimiento de este mandato, 
el DDEC funge como ente rector en la promoción de iniciativas dirigidas a fomentar el crecimiento 
económico sostenible, fortalecer la competitividad de la Isla y propiciar un entorno favorable para la 
inversión, la creación de empleos y el desarrollo de diversas industrias. 

Como parte de su estructura organizacional, el DDEC cuenta con la OGPe, la cual opera como 
una secretaría auxiliar del Departamento. La OGPe fue creada en virtud de la Ley Núm. 161-2009, 
conocida como la Ley para la Reforma del Proceso de Permisos de Puerto Rico, según enmendada. 
Su función principal es facilitar y propiciar el desarrollo integral, económico, social y físico sostenible, 
mediante la implantación de un sistema de permisos que sea eficiente, transparente y confiable. A 
tales fines, la OGPe tiene el deber de garantizar que los trámites relacionados con la solicitud, 
evaluación, concesión o denegación de permisos se lleven a cabo en estricto cumplimiento con las 
leyes, reglamentos y normas de planificación vigentes, procurando un balance adecuado entre el 
desarrollo económico y el ordenamiento territorial. 

En el contexto de la Resolución del Senado 234, se solicitó al DDEC y a la OGPe información 
relacionada con los trámites de permisos, así como con los estudios ambientales y administrativos 
vinculados a las operaciones de la Cantera Aggregate, Inc. En atención a dicha solicitud, la OGPe 
solicitó información de los números de catastro asociados a los terrenos relacionados con la cantera y 
sus áreas colindantes, a fin de facilitar la identificación y revisión de los expedientes pertinentes. 

Específicamente, se indicaron como catastros relacionados directamente con la operación de 
la Cantera Aggregate, Inc. los números 116-000-004-59-000, 116-000-004-09-003 y 116-000-009-15-
901. De igual forma, se incluyeron los números de catastro 116-000-009-83-000, 116-049-152-04-
000 y 116-000-004-08-000, correspondientes a terrenos colindantes, cuya información resulta 
relevante para el análisis integral de los trámites administrativos y de permisos vinculados a la 
operación de la cantera. 

Como parte de la información remitida, se acompañó una certificación emitida por la División 
de Secretaría y Servicio al Cliente de la OGPe, la cual incluye una tabla detallada que desglosa los 
trámites identificados para cada uno de los números de catastro provistos. Dicho desglose contiene 
información esencial, tales como el número de caso, el tipo de trámite realizado y el estatus actual de 
cada gestión, permitiendo así una evaluación más clara y organizada del historial administrativo 
relacionado con la cantera y los terrenos circundantes. 
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Finalmente, a tenor con lo expresado, tanto el DDEC como la OGPe manifestaron no tener 
objeción alguna a que continúe la investigación ordenada mediante la Resolución del Senado 234. 
Ambas entidades reiteraron su disposición a colaborar plenamente con el Cuerpo Legislativo, 
poniendo a su alcance cualquier información adicional que resulte necesaria para el adecuado 
esclarecimiento de los asuntos bajo investigación, así como para atender cualquier consulta o 
aclaración adicional que la Honorable Comisión estime pertinente. 
 
Puerto Rico Aggregates Company, Inc.  

Puerto Rico Aggregates Company, Inc., en adelante PRACI, compareció ante la Comisión de 
Turismo, Recursos Naturales y Ambientales para expresar su posición en torno a la Resolución del 
Senado 234 y aportar información relacionada con la controversia regulatoria existente sobre las 
operaciones de extracción y procesamiento de material en el barrio Trujillo Bajo del municipio de 
Carolina. La empresa indicó que su participación responde al interés de colaborar con los trabajos 
investigativos de la Comisión y aclarar las circunstancias que, a su juicio, han dado origen a la 
controversia objeto de investigación. Según expuso, su comparecencia persigue demostrar que sus 
operaciones se desarrollan conforme al marco legal vigente y diferenciar su situación de la de la 
empresa Aggregate, Inc., cuyas actividades constituyen el eje central de la controversia regulatoria 
planteada. 

Como parte de su ponencia, PRACI explicó que opera una cantera dedicada a la extracción y 
procesamiento de roca ígnea en la Finca Urrutia del barrio Trujillo Bajo y sostuvo que mantiene 
vigentes todas las autorizaciones requeridas para desarrollar dicha actividad. Entre estas identificó la 
Consulta de Ubicación aprobada por la Junta de Planificación, el Permiso Formal para la Extracción 
de Materiales de la Corteza Terrestre expedido por la OGPe y un Permiso General para Otras Obras 
emitido por el DRNA, los cuales, según alegó, acreditan el cumplimiento de las disposiciones 
establecidas por la Ley Núm. 161-2009 y el Reglamento Conjunto para la Evaluación y Expedición 
de Permisos Relacionados al Desarrollo, Uso de Terrenos y Operación de Negocios aplicable. De igual 
forma, destacó que ha procurado mantener comunicación constante con las agencias reguladoras para 
aclarar cualquier discrepancia técnica relacionada con sus permisos y garantizar el cumplimiento de 
las condiciones más restrictivas impuestas por las autoridades competentes. 

La empresa sostuvo que la controversia objeto de la Resolución del Senado no guarda relación 
con las operaciones que realiza en la Finca Urrutia, sino con las actividades que Aggregate, Inc. y 
Xavier Zequeira, Inc. desarrollan en la colindante Finca Zequeira. Según alegó, en dicho predio se 
llevan a cabo actividades propias de una cantera, incluyendo extracción, procesamiento y 
comercialización de materiales de la corteza terrestre, sin contar con los permisos sustantivos que 
exige el ordenamiento jurídico para este tipo de operación. Añadió que la única vía de acceso a la 
Finca Zequeira atraviesa terrenos pertenecientes a PRACI, por lo que diariamente transitan por su 
propiedad vehículos y maquinaria utilizados en dichas operaciones. 

La empresa argumentó que la Finca Zequeira carece de varios de los permisos sustantivos que, 
a su juicio, resultan indispensables para la operación legal de una cantera. Entre ellos mencionó la 
ausencia de una Consulta de Ubicación vigente que autorice el uso industrial del predio, la inexistencia 
de un Permiso Formal para la Extracción, Excavación, Remoción y Dragado de los Componentes de 
la Corteza Terrestre y la falta de un documento ambiental vigente que evalúe los impactos de la 
actividad propuesta. Según PRACI, la ausencia de estos requisitos impide la operación legal de la 
cantera y, por consiguiente, cualquier autorización accesoria carecería de fundamento jurídico 
suficiente. 
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Finalmente, PRACI formuló varias recomendaciones dirigidas a la Comisión. Entre ellas, 
solicitó que se distinga claramente entre las operaciones autorizadas de la Finca Urrutia y las 
actividades desarrolladas en la Finca Zequeira; que se requiera a la OGPe un informe detallado sobre 
las actuaciones administrativas relacionadas con los permisos emitidos para esta última; que se evalúe 
la conveniencia de establecer mecanismos legislativos que impidan la expedición de permisos 
accesorios cuando no existan previamente los permisos sustantivos exigidos por ley; y que el Senado 
considere el estado del recurso de revisión judicial pendiente al momento de formular 
recomendaciones de política pública. En su conclusión, la empresa reiteró que opera conforme al 
marco legal vigente, expresó su compromiso con el cumplimiento de la reglamentación ambiental y 
manifestó su confianza en que la investigación legislativa contribuya a esclarecer la controversia y 
promover una aplicación uniforme y consistente del ordenamiento jurídico. 
 
Junta de Planificación 

La Junta de Planificación de Puerto Rico compareció ante la Comisión de Turismo, Recursos 
Naturales y Ambientales para presentar sus comentarios en torno a la Resolución del Senado 234, 
medida que ordena realizar una investigación exhaustiva sobre las operaciones de la Cantera 
Aggregate, Inc., ubicada en el barrio Trujillo Bajo, jurisdicción del Municipio de Carolina, con 
particular atención a los trámites de permisos, estudios ambientales y procedimientos administrativos 
relacionados con dicha operación. 

Como parte de su exposición, la Junta de Planificación explicó que es un organismo 
gubernamental creado al amparo de la Ley Núm. 75 de 24 de junio de 1975, según enmendada, 
conocida como la “Ley Orgánica de la Junta de Planificación de Puerto Rico”. Entre sus funciones se 
encuentran orientar el desarrollo integral de Puerto Rico mediante la planificación, coordinación e 
integración de políticas públicas; asesorar a las Ramas Ejecutiva y Legislativa, así como a los 
municipios y otras entidades gubernamentales; realizar investigaciones y recopilar información 
pertinente para la formulación de política pública; y coordinar esfuerzos entre los distintos sectores 
gubernamentales dirigidos a promover el desarrollo económico de Puerto Rico de manera integral y 
balanceada. 

En lo concerniente específicamente a las operaciones objeto de la Resolución del Senado 234, 
la Junta informó que la señora Evelyn Rivera presentó una querella contra Puerto Rico Aggregates, 
Corp., identificada con el número 2025-SRQ-306679, mediante la cual alegó que la parte querellada 
realizaba operaciones sin contar con un permiso formal para la extracción de material de la corteza 
terrestre. 

A raíz de dicha querella, personal de la Junta de Planificación llevó a cabo visitas de inspección 
los días 7 de octubre de 2025 y 24 de marzo de 2026 en las instalaciones donde opera la parte 
querellada, ubicadas en la carretera PR-853, kilómetro 2.6, barrio Cacao de Carolina. Como resultado 
de las inspecciones y de la investigación administrativa realizada, la agencia determinó que las 
actividades de la empresa se desarrollan en dos fincas distintas, cada una destinada a una función 
particular dentro de su operación. 

Según los hallazgos informados, la finca Urrutia, identificada con el catastro núm. 116-000-
004-09, constituye el predio donde se llevan a cabo las actividades de extracción de materiales de la 
corteza terrestre. Para dichas operaciones existe un Permiso Formal de Extracción de Material de la 
Corteza Terrestre núm. 2021-375687-P-CET-006152, con una vigencia de cinco años y fecha de 
vencimiento del 16 de julio de 2026. De igual forma, la Junta identificó la existencia de un contrato 
de arrendamiento por un término de dos años entre Puerto Rico Aggregates y los propietarios de dicha 
finca. 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

22074 

Por otro lado, la Junta señaló que en la finca Zequeira, identificada con el catastro núm. 116-
000-009-15, no se realizan actividades de extracción. En este predio se procesa el material proveniente 
de la colindante finca Urrutia. Para tales actividades, la operación cuenta con un Permiso General para 
Otras Obras núm. 2025-625620-PGO-300265, relacionado con el procesamiento de material de la 
corteza terrestre, cuya vigencia se extiende hasta el 18 de agosto de 2030. 

La investigación administrativa también permitió identificar otros permisos relacionados con 
las operaciones. A nombre de Cantera Aggregate figura el Permiso Único núm. 2020-311618-PU-
186901, con vencimiento el 1 de septiembre de 2026, así como un permiso para la instalación de 
almacenamiento de aceite usado, identificado como 2020-311618-PAU-004239, vigente hasta el 27 
de julio de 2027. De igual forma, a nombre de Puerto Rico Aggregates se identificó el Permiso de 
Operación de Fuente de Emisión núm. PFE-16-1018-0685-I-II-O, cuya vigencia se extiende hasta el 
14 de julio de 2027. 

No obstante, la existencia de estos permisos, la Junta de Planificación informó que durante su 
investigación se identificaron violaciones a la Regla 167 del Reglamento Conjunto de Permisos para 
Obras de Construcción y Usos de Terrenos vigente al 2023, disposición que prohíbe realizar 
actividades de desarrollo o uso de terrenos sin contar previamente con los permisos correspondientes. 

En atención a dichos señalamientos, la Oficina de Negociado de Querellas de la Junta de 
Planificación emitió una Resolución de Archivo el 27 de mayo de 2026, mediante la cual determinó 
que la parte querellada había incumplido con las violaciones alegadas en la querella. De igual manera, 
el Programa de Auditoría y Querellas de la agencia inició la auditoría identificada como 2025-AUD-
9307, procedimiento que, al momento de la comparecencia de la Junta, permanecía en curso. La 
agencia indicó que cualquier cambio o información adicional que surgiera como resultado de dicho 
proceso sería notificado oportunamente. 

En síntesis, la información suministrada por la Junta de Planificación evidencia que la 
investigación administrativa permitió distinguir entre las actividades de extracción efectuadas en la 
finca Urrutia y las operaciones de procesamiento realizadas en la finca Zequeira, así como identificar 
los permisos aplicables a cada actividad. A su vez, la agencia constató señalamientos relacionados con 
el cumplimiento reglamentario y mantuvo abierto un proceso de auditoría dirigido a examinar las 
operaciones concernidas. Finalmente, la Junta manifestó su disposición de continuar colaborando con 
la Comisión durante la consideración de la Resolución del Senado 234 y de suministrar aquella 
información adicional que resulte necesaria para el ejercicio de su función investigativa. 
 
Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa 

La Oficina de Presupuesto de la Asamblea Legislativa presentó su memorial explicativo a los 
efectos de hacer constar que la presente medida ordena a la Comisión realizar una investigación sobre 
las operaciones de la empresa Cantera Aggregate, Inc., con el propósito de evaluar su impacto sobre 
la salud, la seguridad y el bienestar de las comunidades circundantes. De igual forma, la medida 
persigue propiciar un desarrollo responsable y sostenible, procurando armonizar la actividad 
económica con la protección del ambiente y la salvaguarda de los intereses de la ciudadanía. 

La OPAL concluyó que la resolución no tiene un impacto fiscal directo en el Fondo General, 
toda vez que la gestión es parte del trámite legislativo ordinario al requerirse la evaluación de la cantera 
y el efecto de sus operaciones en la comunidad.   

La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, en cumplimiento con el mandato 
conferido mediante la Resolución del Senado 234 y en el ejercicio de sus facultades investigativas, 
convocó una inspección ocular el 30 de enero de 2026, con el propósito de examinar directamente las 
operaciones de la cantera objeto de investigación, conocer el funcionamiento de sus procesos 
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operacionales y recopilar información de las agencias gubernamentales, operadores y comunidades 
concernidas. 

A la inspección comparecieron la Lcda. Carla Marrero, la Sra. Vanessa Del Moral, el Sr. César 
Rodríguez Santos y el Sr. Luis Márquez, en representación del DRNA; por la OGPe, los señores Jaime 
Green Morales, Israel Pagán Velázquez y Neftalí Vega Rosado; y por la JP, el Sr. Lemuel Rivera 
Rivera. También participaron las señoras Evelyn Rivera Díaz y Mildred Sola, como portavoces de las 
comunidades adyacentes a la cantera. 

Durante la inspección ocular, los comparecientes tuvieron la oportunidad de recibir 
información relacionada con los procesos de permisología aplicables a las operaciones de extracción 
y procesamiento de materiales de la corteza terrestre. De igual forma, los miembros de la Comisión 
pudieron observar directamente el procedimiento de notificación y ejecución de una detonación, el 
procesamiento del material extraído y otros aspectos relacionados con la operación de las 
instalaciones. Previo a culminar los trabajos, comparecieron representantes de las entidades privadas 
relacionadas con la operación, a quienes se les brindó la oportunidad de expresarse y de presentar 
posteriormente aquellas ponencias, documentos y comentarios que estimaran pertinentes para la 
investigación. 

Como parte de la inspección se explicó que los procedimientos formales de permisos se 
encuentran sujetos, entre otras disposiciones, a la Ley Núm. 161-2009, según enmendada. Se indicó 
que las solicitudes correspondientes son tramitadas ante la OGPe y que, dentro de dicho proceso, 
intervienen otras agencias con jurisdicción, incluyendo el DRNA, mediante la evaluación de aquellos 
asuntos comprendidos dentro de sus respectivas competencias. 

Uno de los asuntos que requirió particular atención durante la investigación fue la 
identificación precisa de las fincas donde se realizan las distintas fases de la operación. Durante la 
inspección ocular se ofreció información respecto a las fincas Zequeira y Urrutia y las actividades 
realizadas en cada una. Posteriormente, la Junta de Planificación suministró información oficial 
producto de sus inspecciones e investigación administrativa que permitió precisar este particular. 
Conforme a los hallazgos de dicha agencia, las operaciones se desarrollan en dos fincas diferentes, 
cada una destinada a una función específica. 

La Junta de Planificación informó que la Finca Urrutia, identificada con el catastro núm. 116-
000-004-09, es el predio en el cual se realiza la extracción de materiales de la corteza terrestre. Para 
tales actividades se identificó el Permiso Formal de Extracción de Material de la Corteza Terrestre 
núm. 2021-375687-P-CET-006152, con una vigencia de cinco años y fecha de vencimiento del 16 de 
julio de 2026. La agencia también informó sobre la existencia de un contrato de arrendamiento entre 
Puerto Rico Aggregates y los propietarios de dicha finca. 

Por su parte, la Finca Zequeira, identificada con el catastro núm. 116-000-009-15, es utilizada 
para procesar el material proveniente de la colindante Finca Urrutia y, según los hallazgos de la Junta 
de Planificación, en dicho predio no se realiza extracción de material. Para las actividades de 
procesamiento se identificó el Permiso General para Otras Obras núm. 2025-625620-PGO-300265, 
cuya vigencia se extiende hasta el 18 de agosto de 2030. Esta información resulta pertinente para el 
expediente legislativo, pues permite delimitar las actividades autorizadas para cada uno de los predios 
examinados como parte de la investigación. 

Según se informó a esta Comisión durante la inspección ocular, P.R. Aggregates estuvo 
vinculada a las labores de operación de la cantera, mientras que actualmente AGGI realiza actividades 
operacionales relacionadas con la extracción y procesamiento del material. También surgió 
información respecto a la titularidad y arrendamiento de los distintos predios, así como controversias 
entre las entidades privadas relacionadas con dichas operaciones. Ante la diversidad de corporaciones, 
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propietarios y predios involucrados, la Comisión entiende que resulta indispensable que las agencias 
reguladoras mantengan claramente identificada la persona natural o jurídica responsable de cada 
actividad autorizada y del cumplimiento de las condiciones impuestas en cada permiso. 

En cuanto a las alegaciones relacionadas con las detonaciones, durante la inspección se indicó 
que existen tres sismógrafos instalados, operados por Sauls Seismic, entidad independiente de las 
corporaciones relacionadas con la cantera. Como parte del proceso investigativo, la Comisión solicitó 
los informes correspondientes a dichos equipos y recibió algunos de los registros relacionados con las 
detonaciones efectuadas. 

Durante el proceso investigativo, participaron residentes de las comunidades aledañas, quienes 
plantearon preocupaciones relacionadas con alegados daños a sus residencias, presencia de polvos 
fugitivos, posibles efectos sobre la salud, vibraciones y falta de notificación de determinadas 
detonaciones, entre otros asuntos. Los residentes manifestaron, además, que anteriormente se habían 
realizado gestiones dirigidas a procurar acuerdos entre las comunidades y los operadores de la cantera, 
sin que tales esfuerzos produjeran los resultados esperados. 

Como parte del proceso investigativo se inquirió, además, sobre la realización de estudios de 
corrientes de aire para evaluar la posible dispersión de polvos fugitivos hacia las comunidades 
circundantes. Sobre este particular, uno de los funcionarios comparecientes en representación de la 
OGPe indicó que la realización de estudios de esa naturaleza no constituye actualmente un requisito 
para la concesión de permisos de extracción. 

La Resolución del Senado 234 responde precisamente a las preocupaciones expresadas por 
residentes de comunidades del municipio de Carolina en torno a las operaciones de la cantera y a los 
posibles efectos que dicha actividad pudiera tener sobre la salud, la seguridad, el ambiente y la calidad 
de vida de las comunidades circundantes. Mediante esta investigación, la Comisión procuró recopilar 
información objetiva de las agencias con jurisdicción, las entidades privadas concernidas y los 
residentes afectados, con el propósito de evaluar el cumplimiento del marco regulatorio aplicable y 
determinar si resulta necesaria la adopción de medidas legislativas o administrativas adicionales. 

Dentro de ese proceso, reviste particular importancia la comparecencia de la JP. Entre las 
funciones de dicha agencia se encuentran la planificación y coordinación del desarrollo integral de 
Puerto Rico, la recopilación e investigación de información pertinente para la formulación de política 
pública, el asesoramiento a las Ramas Ejecutiva y Legislativa y a los municipios, así como la 
coordinación de esfuerzos gubernamentales dirigidos a promover un desarrollo económico integral y 
balanceado. 

La JP informó que la Sra. Evelyn Rivera presentó una querella contra Puerto Rico Aggregates, 
Corp., identificada con el número 2025-SRQ-306679, en la cual alegó que la parte querellada operaba 
sin contar con un permiso formal para la extracción de materiales de la corteza terrestre. A raíz de 
dicha querella, personal de la agencia efectuó visitas de inspección los días 7 de octubre de 2025 y 24 
de marzo de 2026 en las instalaciones relacionadas con las operaciones investigadas. 

Los hallazgos de esas inspecciones permitieron a la JP identificar las actividades realizadas en 
las fincas Urrutia y Zequeira, así como los permisos asociados a cada una. Además de los permisos de 
extracción y procesamiento previamente mencionados, la Junta identificó a nombre de Cantera 
Aggregate el Permiso Único núm. 2020-311618-PU-186901, con vencimiento el 1 de septiembre de 
2026, y el permiso para la instalación de almacenamiento de aceite usado núm. 2020-311618-PAU-
004239, vigente hasta el 27 de julio de 2027. A nombre de Puerto Rico Aggregates, la agencia 
identificó, además, el Permiso de Operación de Fuente de Emisión núm. PFE-16-1018-0685-I-II-O, 
cuya vigencia se extiende hasta el 14 de julio de 2027. 
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Resulta igualmente pertinente que, como parte de su investigación administrativa, la JP 
identificó violaciones a la Regla 167 del Reglamento Conjunto de Permisos para Obras de 
Construcción y Usos de Terrenos vigente al 2023, disposición relacionada con la realización de 
actividades de desarrollo o uso de terrenos sin contar con los permisos correspondientes. La Oficina 
de Negociado de Querellas de la Junta emitió una Resolución de Archivo el 27 de mayo de 2026, en 
la cual consignó que la parte querellada incumplió con las violaciones alegadas en la querella. De 
igual forma, el Programa de Auditoría y Querellas inició la auditoría núm. 2025-AUD-9307, 
procedimiento que permanecía en curso al momento de la comparecencia de la agencia. 

Estos hallazgos resultan de particular relevancia para el análisis de esta Comisión. Si bien del 
expediente surge la existencia de diversos permisos vigentes asociados a las operaciones de extracción 
y procesamiento, también consta que la propia JP identificó incumplimientos reglamentarios durante 
el trámite de una querella y mantiene un procedimiento de auditoría en curso. Por consiguiente, 
cualquier conclusión respecto al cumplimiento regulatorio debe reconocer tanto la existencia de 
autorizaciones administrativas vigentes como los procesos de fiscalización y cumplimiento que han 
sido iniciados por las agencias competentes. 

De la totalidad de la evidencia recibida surge, a su vez, que la actividad de extracción y 
procesamiento de materiales de la corteza terrestre constituye una industria de importancia para el 
desarrollo económico de Puerto Rico, particularmente para la ejecución de proyectos de 
infraestructura pública y privada. Las entidades comparecientes coincidieron en que la operación de 
canteras se encuentra sujeta a un amplio entramado de requisitos estatales y federales que comprende 
permisos ambientales, de extracción, emisiones atmosféricas, manejo de explosivos y seguridad 
ocupacional, entre otros. Entre las entidades con competencias relacionadas se encuentran el DRNA, 
la OGPe, la JP, la Policía de Puerto Rico, ATF, MSHA y la Occupational Safety and Health 
Administration, OSHA por sus siglas en inglés, entre otras. Además, el Reglamento Conjunto contiene 
disposiciones aplicables a las actividades relacionadas con canteras y el uso de explosivos. 

De la misma manera, quedó establecido que el DRNA desempeña un rol significativo en la 
implantación de la política pública ambiental y en la fiscalización de este tipo de operaciones, 
conforme a las facultades que le confieren la Ley Núm. 23-1972, según enmendada, la Ley Núm. 171-
2018 y la Ley Núm. 132-1968. 

En ese contexto, resulta significativo que el DRNA informara que, conforme al expediente 
administrativo bajo su custodia, la instalación opera al amparo de un Permiso de Operación de Fuente 
de Emisión vigente hasta el año 2027 y que la modificación solicitada para incorporar equipos 
adicionales continúa bajo evaluación administrativa, en espera de información técnica 
complementaria. De igual forma, la agencia indicó que durante las inspecciones realizadas no 
identificó olores objetables, emisiones significativas de polvo fugitivo ni otras condiciones que 
ameritaran la imposición de medidas regulatorias inmediatas. Además, constató la existencia de 
mecanismos para el control de emisiones, tales como sistemas de aspersión de agua y camiones 
cisterna para mantener humedecidas las vías de rodaje. 

No obstante, el propio Departamento reconoció que la investigación legislativa surge en el 
contexto de preocupaciones comunitarias que se remontan al año 2015 y que incluyen alegaciones 
relacionadas con las detonaciones, contaminación acústica, olores objetables, polvos fugitivos, 
posibles afectaciones a la salud y presuntos daños estructurales a residencias cercanas. Tales 
señalamientos fueron reiterados durante la inspección ocular realizada por esta Comisión. 

Precisamente, la inspección ocular permitió observar directamente diversos aspectos 
operacionales de la cantera, incluyendo el procedimiento utilizado para las detonaciones, el 
procesamiento del material extraído y los mecanismos de monitoreo implementados durante dichas 
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actividades. La información recopilada durante dicha inspección, considerada conjuntamente con los 
hallazgos posteriores de la JP, permite a la Comisión contar con un cuadro más preciso respecto a las 
actividades efectuadas en cada finca, las autorizaciones administrativas aplicables y los 
procedimientos de fiscalización actualmente en curso. 

En cuanto a la información suministrada por la OGPe, esta Comisión advierte que la agencia 
identificó los catastros relacionados con la operación de la cantera y remitió certificaciones sobre los 
expedientes administrativos asociados a dichos terrenos. Si bien manifestó su disposición de colaborar 
con la investigación, la información ofrecida no atendió de manera específica varios de los 
planteamientos realizados por los residentes, particularmente aquellos relacionados con la evaluación 
de posibles efectos sobre las comunidades colindantes. Durante la inspección ocular también se 
informó que el proceso de permisos de extracción contempla la participación de otras agencias con 
jurisdicción sobre los componentes ambientales y regulatorios correspondientes. 

Por otro lado, AGGI expuso la importancia estratégica que representa la industria de agregados 
para el desarrollo de infraestructura en Puerto Rico, destacando las múltiples obras públicas y privadas 
que dependen del suministro continuo de piedra triturada y otros materiales de construcción. La 
empresa sostuvo que desarrolla sus operaciones conforme a las autorizaciones otorgadas por las 
agencias reguladoras y detalló controles ambientales, operacionales y de seguridad implementados 
para reducir el impacto sobre las comunidades vecinas, incluyendo el uso de sismógrafos, sistemas de 
control de polvo, barreras vegetativas, reuniones comunitarias e inspecciones estructurales de 
residencias. 

Durante el proceso investigativo también compareció PRACI, entidad que presentó 
planteamientos relacionados con controversias regulatorias y procesos administrativos vinculados a 
operaciones realizadas en los predios concernidos. La Comisión recibió documentación relacionada 
con impugnaciones de permisos, recursos administrativos y litigios judiciales actualmente pendientes. 
Entre estos se encuentran un Recurso de Revisión Administrativa identificado con el número 
TA2026RA00275, presentado ante el Tribunal de Apelaciones para impugnar la renovación de un 
Permiso Único, así como el caso civil CA2026CV00700, sobre injunction estatutario al amparo de la 
Ley Núm. 161-2009, según enmendada. 

Conforme se hizo constar durante el desarrollo de esta investigación, existen controversias 
entre AGGI y PRACI que permanecen sub judice. Por tal razón, esta Comisión entiende improcedente 
emitir determinaciones sobre asuntos cuya adjudicación corresponde a la Rama Judicial o a las 
agencias administrativas con jurisdicción primaria. El análisis contenido en este informe no constituye 
una evaluación de los méritos de dichos procedimientos ni pretende interferir con las determinaciones 
que oportunamente adopten los foros competentes. 

Sin embargo, la existencia de litigios pendientes no impide que esta Comisión cumpla con el 
mandato investigativo conferido mediante la Resolución del Senado 234. Por el contrario, corresponde 
distinguir entre las controversias particulares sometidas a adjudicación judicial o administrativa y 
aquellos asuntos de política pública relacionados con la efectividad de la fiscalización gubernamental, 
la protección ambiental y la seguridad y calidad de vida de las comunidades aledañas. 

En ese sentido, la Comisión entiende que el eje central de esta investigación no debe limitarse 
exclusivamente al examen de la existencia de permisos o a las controversias administrativas entre 
operadores privados. Resulta igualmente necesario evaluar si los mecanismos de fiscalización 
disponibles son suficientes para atender oportunamente las preocupaciones legítimas de las 
comunidades. Las alegaciones relacionadas con polvos fugitivos, vibraciones, ruido y posibles daños 
estructurales ameritan continuar siendo objeto de monitoreo por las agencias concernidas, utilizando 
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criterios técnicos, evidencia científica y, cuando resulte pertinente, evaluaciones independientes que 
permitan determinar objetivamente el origen y alcance de cualquier afectación. 

Particular atención merece la información ofrecida durante la inspección ocular respecto a que 
los estudios de corrientes de aire no constituyen actualmente un requisito para la evaluación de 
solicitudes de permisos de extracción. Considerando la proximidad que puede existir entre operaciones 
de esta naturaleza y zonas residenciales, la Comisión entiende pertinente que las agencias con 
jurisdicción evalúen la conveniencia de incorporar, cuando las circunstancias particulares así lo 
justifiquen, análisis técnicos dirigidos a determinar los patrones de dispersión de material particulado 
y otros posibles efectos de las operaciones sobre las comunidades circundantes. 

De igual forma, la auditoría núm. 2025-AUD-9307 iniciada por la JP debe continuar su curso 
hasta su culminación. Los resultados de dicho procedimiento podrían aportar información adicional 
relevante para determinar el grado de cumplimiento de las operaciones examinadas y para identificar, 
de ser necesario, medidas correctivas o mecanismos adicionales de fiscalización. La Comisión 
reconoce la disposición expresada por la JP de mantener informada a la Asamblea Legislativa sobre 
cualquier cambio o información adicional que surja de dicho procedimiento. 

En atención a los requerimientos de esta Comisión, se recibieron múltiples expedientes y 
documentos relacionados con la operación de la cantera objeto de investigación, incluyendo permisos, 
certificaciones y otros documentos administrativos. Del examen de la información sometida surge que 
varios permisos cuentan con fechas de vencimiento próximas o se encuentran sujetos a trámites 
administrativos relacionados con su continuidad, modificación o renovación. Por consiguiente, 
corresponde a las agencias con jurisdicción examinar rigurosamente cada solicitud y asegurar que 
cualquier autorización futura se conceda únicamente luego de constatar el cumplimiento de todos los 
requisitos legales y reglamentarios aplicables. 

Finalmente, esta Comisión entiende necesario dejar meridianamente establecido que, 
independientemente de la existencia de permisos administrativos o de las controversias pendientes 
entre las entidades privadas concernidas, los reclamos de los residentes de las comunidades aledañas 
no deben quedar desatendidos. La existencia de una autorización gubernamental para desarrollar 
determinada actividad económica no releva a sus operadores del deber de cumplir rigurosamente con 
las condiciones impuestas por las agencias reguladoras, ni limita la responsabilidad del Estado de 
fiscalizar continuamente aquellas operaciones susceptibles de afectar la salud, la seguridad, el 
ambiente o la calidad de vida de las comunidades. 

En consecuencia, corresponde al DRNA, la OGPe, la Junta de Planificación y las demás 
agencias estatales y federales con jurisdicción continuar ejerciendo rigurosamente sus facultades de 
inspección, monitoreo y cumplimiento; atender con diligencia las querellas presentadas por los 
residentes; mantener documentación verificable sobre las detonaciones, emisiones y demás 
actividades reguladas; y adoptar oportunamente aquellas medidas correctivas que resulten procedentes 
cuando se identifique algún incumplimiento. De esta manera, podrá procurarse un balance adecuado 
entre la importancia económica de la industria de agregados para el desarrollo de Puerto Rico y el 
deber indelegable del Estado de proteger el ambiente, la seguridad y el bienestar de las comunidades 
que conviven con este tipo de actividad industrial. 

Durante la vista ocular tanto los representantes de Empresas Ortíz Brunet como los vecinos, 
mencionaron que previamente hubo conversaciones entre ellos para atender los reclamos.  De hecho, 
confirmaron que hubo conversaciones dirigidas a atender los daños estructurales de algunas 
residencias y de mejorar la notificación previa a las detonaciones.  A esos efectos, y en considerando 
la legislación estatal y federal que regula este asunto, presentamos las siguientes recomendaciones: 
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1. el DRNA, la OGPe, la JP, la Policía de Puerto Rico y las demás agencias con 
jurisdicción continúen realizando inspecciones periódicas y coordinadas para verificar 
el estricto cumplimiento de las condiciones impuestas en los permisos, la 
reglamentación ambiental y las normas de seguridad aplicables a las operaciones de 
extracción y procesamiento de materiales.  

2. el DRNA continúe supervisando el cumplimiento de las condiciones relacionadas con 
el uso de explosivos y que verifique periódicamente los registros de detonaciones, los 
informes emitidos por los sismógrafos y las notificaciones requeridas por ley, con el 
propósito de garantizar que las operaciones se lleven a cabo únicamente dentro de los 
horarios y parámetros autorizados. 

3. la administración de la cantera deberá notificar adecuada y oportunamente a todos los 
vecinos aledaños a la cantera previo a llevar a cabo cualquier detonación, en 
cumplimiento con el Reglamento 6916; 

4. ante las alegaciones presentadas por residentes de las comunidades aledañas, el DRNA, 
en coordinación con las agencias competentes, evalúe la conveniencia de realizar 
inspecciones técnicas independientes cuando existan reclamaciones recurrentes de 
daños estructurales atribuibles a las detonaciones, permitiendo contar con evidencia 
objetiva que facilite la atención de estas controversias; 

5. el DRNA y la OGPe revisen la reglamentación vigente para determinar la conveniencia 
de requerir, como parte del proceso de evaluación de permisos para operaciones de 
extracción ubicadas en las proximidades de comunidades residenciales, estudios sobre 
corrientes predominantes de viento y dispersión de partículas, así como otras 
herramientas técnicas que permitan identificar y mitigar el impacto potencial de los 
polvos fugitivos sobre la salud y la calidad de vida de los residentes; 

6. la administración u operador de la cantera deberá considerar la instalación de mallas, 
tejido o aspersores que asistan en el control de los polvos fugitivos que puedan afectar 
la calidad del aire al llevarse a cabo las detonaciones;  

7. las agencias concernidas, deben evaluar con detenimiento determinadas operaciones 
de extracción y la importancia de contar con herramientas técnicas que permitan 
anticipar y minimizar posibles impactos sobre la salud y el ambiente, particularmente 
considerando la proximidad de comunidades residenciales; 

8. la administración u operador de la cantera debe mantener mecanismos permanentes de 
comunicación con las comunidades vecinas, incluyendo la divulgación anticipada de 
los horarios de detonaciones, canales accesibles para recibir y atender querellas, 
reuniones periódicas con líderes comunitarios y la designación de personal de enlace 
para atender situaciones que puedan surgir durante las operaciones; 

9. la administración u operador de la cantera deberá reanudar las conversaciones dirigidas 
a atender las grietas y daños estructurales de las propiedades aledañas a la cantera;  

10. la Comisión reitera que cualquier controversia relacionada con la validez de permisos, 
impugnaciones administrativas o litigios entre operadores privados deberá continuar 
siendo atendida por las agencias y tribunales con jurisdicción. En consecuencia, las 
determinaciones que surjan de dichos procedimientos deberán ser observadas y 
ejecutadas conforme al ordenamiento jurídico vigente. 

11. la JP deberá mantener informada a la Asamblea Legislativa sobre cualquier cambio o 
información adicional que surja de su procedimiento investigativo. 
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CONCLUSIÓN 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración presenta ante este Alto Cuerpo 
su Informe Final.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Marissa “Marissita” Jiménez Santoni 
Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales  
y Ambientales del Senado de Puerto Rico” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se reciba. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se recibe.  
Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales, se anuncia el Informe Final 
sometido por la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales, en torno a la Resolución 
del Senado 475, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de 
Puerto Rico a realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se encuentra el proyecto de 
instalación de arrecifes de coral artificiales para evitar ahogamientos en la playa del Condado en San 
Juan, con el propósito de identificar y ejecutar alternativas viables que permitan el avance de este; y 
para otros fines relacionados.” 
 

“INFORME FINAL 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo 
estudio y consideración, presenta a este Alto Cuerpo Legislativo el Informe Final de la R. del S. 475. 
 

ALCANCE DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 475 tiene la intención de “ordenar a la Comisión de Turismo, 

Recursos Naturales y Ambientales del Senado de Puerto Rico a realizar un estudio dirigido a constatar 
el estado en el que se encuentra el proyecto de instalación de arrecifes de coral artificiales para evitar 
ahogamientos en la playa del Condado en San Juan, con el propósito de identificar y ejecutar 
alternativas viables que permitan el avance de este; y para otros fines relacionados.” 
 

INTRODUCCIÓN 
La protección de la vida humana, la conservación de los recursos naturales y el fortalecimiento 

de la resiliencia costera constituyen objetivos esenciales de la política pública del Gobierno de Puerto 
Rico. En una jurisdicción insular como la nuestra, donde las playas y los ecosistemas marinos 
representan un recurso de incalculable valor ambiental, económico y social, resulta indispensable 
promover iniciativas que armonicen la preservación de los arrecifes de coral con la seguridad de los 
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bañistas y la mitigación de los efectos asociados a la erosión costera y al cambio climático. En ese 
contexto, el desarrollo de proyectos de restauración y construcción de arrecifes artificiales ha 
adquirido una relevancia cada vez mayor como una alternativa basada en la naturaleza para fortalecer 
la protección del litoral y reducir los riesgos que enfrentan tanto las comunidades costeras como 
quienes disfrutan de nuestras playas. 

La Asamblea Legislativa reconoce que los arrecifes de coral desempeñan una función 
fundamental dentro de los ecosistemas marinos de Puerto Rico. Además de servir como hábitat para 
una amplia diversidad de especies, estas estructuras naturales actúan como una barrera que disipa la 
energía del oleaje, contribuyendo a disminuir la erosión costera, reducir el impacto de marejadas e 
inundaciones y favorecer la estabilidad de las costas. Cuando estos ecosistemas se encuentran 
degradados, aumenta la vulnerabilidad de las zonas costeras ante eventos atmosféricos y se 
incrementan los riesgos para la navegación, la recreación y la seguridad de quienes utilizan estos 
espacios. 

Precisamente, con el propósito de atender estos retos, durante los pasados años se anunció el 
desarrollo de un proyecto de restauración de arrecifes en la costa del Condado, en el municipio de San 
Juan, financiado por la Agencia Federal para el Manejo de Emergencias, en adelante FEMA por sus 
siglas en inglés. Dicha iniciativa contemplaba la instalación de estructuras artificiales y la restauración 
de arrecifes existentes mediante la incorporación de coral vivo, con el objetivo de aumentar la 
estructura tridimensional del arrecife y reducir la energía del oleaje antes de que alcanzara la costa. 
De igual forma, el proyecto perseguía fortalecer la capacidad de protección natural frente a 
inundaciones costeras y salvaguardar cientos de estructuras ubicadas en los sectores del Escambrón, 
Condado, Ocean Park y Punta Las Marías. 

Además, la propuesta incluía la construcción de nuevos segmentos de arrecifes artificiales 
diseñados para minimizar los impactos sobre el fondo marino y favorecer la recuperación de los 
ecosistemas arrecifales. Estas intervenciones no solo respondían a objetivos de restauración ambiental, 
sino que también procuraban reducir la incidencia de accidentes y ahogamientos provocados por las 
fuertes corrientes y el oleaje característico de la playa del Condado, área donde lamentablemente se 
han registrado múltiples incidentes fatales durante los últimos años. 

La necesidad de evaluar este proyecto adquiere particular importancia ante el incremento 
sostenido de incidentes por ahogamiento registrados en las playas de Puerto Rico. Las estadísticas 
disponibles reflejan un aumento significativo de víctimas, particularmente entre visitantes extranjeros, 
lo que evidencia que las campañas educativas y de orientación, aunque necesarias, no han aportado lo 
suficiente para mitigar los riesgos asociados a determinadas zonas costeras. Esta realidad hace 
imperativo considerar alternativas complementarias de mitigación que, además de fortalecer la 
seguridad de los bañistas, contribuyan simultáneamente a la conservación de los recursos naturales. 

Desde el punto de vista jurídico, Puerto Rico cuenta con un marco normativo dirigido a la 
protección, conservación y manejo de los arrecifes de coral. La Ley Núm. 147-1999, según 
enmendada, conocida como la "Ley para la Protección, Conservación y Manejo de los Arrecifes de 
Coral en Puerto Rico", confiere al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, en adelante 
DRNA, la responsabilidad de evaluar, reglamentar y supervisar los proyectos relacionados con 
arrecifes artificiales, garantizando que estos cumplan con los requisitos ambientales y regulatorios 
establecidos tanto por las agencias estatales como por las entidades federales con jurisdicción, entre 
ellas el Cuerpo de Ingenieros del Ejército de los Estados Unidos, el Servicio Nacional de Pesquerías 
Marinas y el Servicio Federal de Pesca y Vida Silvestre. Este esquema regulatorio procura asegurar 
que toda intervención sobre los ecosistemas marinos responda a criterios científicos y ambientales que 
permitan proteger la integridad de nuestros recursos naturales.  
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Los arrecifes artificiales representan una herramienta de manejo costero ampliamente 
reconocida por su capacidad para restaurar hábitats degradados, promover la biodiversidad marina, 
disminuir la presión sobre arrecifes naturales sensibles, proteger ecosistemas vulnerables frente a 
prácticas destructivas y generar nuevas oportunidades para la investigación científica, la educación 
ambiental y las actividades recreativas sostenibles. Asimismo, estas estructuras pueden contribuir a 
redistribuir determinadas actividades turísticas y pesqueras, reduciendo el impacto sobre áreas 
ecológicamente frágiles y fortaleciendo la resiliencia de las costas frente a los efectos del cambio 
climático. 

No obstante, pese al anuncio realizado sobre el proyecto de restauración y construcción de 
arrecifes artificiales en la playa del Condado y a la asignación de fondos federales para su desarrollo 
inicial, persisten interrogantes respecto al estado actual de dicha iniciativa y al progreso alcanzado tras 
los cambios administrativos ocurridos en el DRNA. En atención a ello, esta Asamblea Legislativa 
estima necesario evaluar el desarrollo del proyecto, conocer el estado de utilización de los recursos 
asignados, examinar las gestiones realizadas por las agencias concernidas e identificar las acciones 
necesarias para garantizar que una iniciativa de alto valor ambiental, científico y de seguridad pública 
pueda cumplir con los objetivos para los cuales fue concebida, en beneficio de la protección de la vida 
humana, la conservación de los arrecifes de coral y el fortalecimiento de la resiliencia de las costas de 
Puerto Rico. 
 

ANÁLISIS DE LA MEDIDA 
La Resolución del Senado 475 ordenó a la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 

Ambientales del Senado de Puerto Rico realizar un estudio dirigido a constatar el estado en el que se 
encuentra el proyecto de instalación de arrecifes de coral artificiales para evitar ahogamientos en la 
playa del Condado en San Juan, con el propósito de identificar y ejecutar alternativas viables que 
permitan el avance de este; y para otros fines relacionados. 

Como parte del proceso de evaluación e investigación contenido en la resolución, esta 
Comisión solicitó memoriales explicativos al Departamento de Recursos Naturales y Ambientales y 
al Municipio de San Juan. Habiéndose recibido los documentos solicitados, procedemos con el trámite 
legislativo correspondiente. 
 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 

El DRNA en cumplimiento de su ley habilitadora, Ley 23-1972, según enmendada, conocida 
como la Ley Orgánica del Departamento de Recursos Naturales y Ambientales, es la responsable de 
implementar la política pública del Gobierno de Puerto Rico, contenida en la sección 19 del Artículo 
VI de la Constitución.  De igual forma, hace constar que “la misión del DRNA es proteger, conservar 
y administrar los recursos naturales y ambientales de la isla, de forma balanceada para propiciar una 
mejor calidad de vida y garantizar su disfrute a las próximas generaciones.  Dentro de ese deber 
ministerial, el DRNA está enfocado en mantener armonía entre la protección de los recursos y el 
desarrollo económico de la isla.” 

Además, de conformidad con la Ley 171-2008 conocida como Plan de Reorganización del 
Departamento de Recursos Naturales y Ambientales de 2018, el DRNA es el ente responsable de 
implementar la política y los programas relacionados con el manejo, desarrollo sostenible, utilización, 
aprovechamiento y protección de los recursos naturales de Puerto Rico.  Fue mediante el Plan de 
Reorganización que las funciones delegadas y ejercidas por la Junta de Calidad Ambiental, la 
Autoridad de Desperdicios Sólidos y el Programa de Parques Nacionales fueron trasladadas al DRNA 
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para que fuese este quien implemente la política pública de las agencias y programas, así como las 
leyes y reglamentos. 

El DRNA compareció para exponer el marco jurídico y la política pública que orientan la 
protección, conservación y restauración de los arrecifes de coral en Puerto Rico. En primer término, 
destacó que la Ley Núm. 23 de 20 de junio de 1972, según enmendada, le confiere la responsabilidad 
de implantar la política pública relacionada con la conservación de los recursos naturales y la 
protección del ambiente, incluyendo la promoción de iniciativas dirigidas a la restauración y desarrollo 
de arrecifes y corales en las aguas de Puerto Rico. Asimismo, señaló que la Ley Núm. 147-1999, según 
enmendada, conocida como la “Ley para la Protección, Conservación y Manejo de los Arrecifes de 
Coral en Puerto Rico”, declara como política pública la preservación y conservación de estos 
ecosistemas para beneficio de las generaciones presentes y futuras, imponiendo al Departamento el 
deber de desarrollar e implantar planes de manejo sostenible que eviten el deterioro de los arrecifes y 
de la vida marina asociada a ellos. 

El Departamento resaltó la importancia ecológica y económica de los arrecifes de coral, 
indicando que estos ecosistemas constituyen una de las principales barreras naturales contra la energía 
del oleaje, al disipar hasta un noventa y siete por ciento (97%) de la fuerza de las olas y contribuir 
significativamente a la protección de las costas, la estabilidad de las playas y la conservación de 
hábitats esenciales para una amplia diversidad de organismos marinos. De igual forma, destacó que 
los arrecifes representan un recurso estratégico para Puerto Rico por su aportación a la actividad 
económica, la seguridad alimentaria y la protección de miles de residentes ubicados en zonas costeras, 
estimándose que las actividades vinculadas a estos ecosistemas generan aproximadamente mil 
ochocientos millones de dólares ($1,800 millones) anuales y sostienen cerca de treinta mil (30,000) 
empleos. 

Como parte de las iniciativas impulsadas por la actual administración del Departamento, el 
DRNA informó que ha priorizado la restauración de arrecifes y corales mediante la implantación del 
Plan de Restauración de Arrecifes y Corales de Puerto Rico, documento que sirve de guía para la 
recuperación de estos ecosistemas y para la atención de los efectos provocados por la erosión costera 
y otros fenómenos naturales. Asimismo, detalló que durante el año fiscal 2025-2026 personal adscrito 
al Programa de Especies Protegidas, la División de Ecología Marina, el Programa de Conservación y 
Manejo de Corales y el Cuerpo de Vigilantes ha desarrollado diversas iniciativas de restauración, entre 
ellas la remoción de escombros en arrecifes localizados en Culebra, el rescate de colonias de coral y 
múltiples proyectos de rehabilitación de manglares y humedales en municipios como Isabela, Loíza, 
Culebra, Maunabo, Salinas, Guánica, Lajas y Cabo Rojo. De igual forma, indicó que continúa el 
proceso de actualización del Inventario Nacional de Humedales mediante una subvención otorgada 
por la Agencia de Protección Ambiental de los Estados Unidos (EPA), herramienta que permitirá 
fortalecer la planificación y administración de estos recursos naturales. 

El Departamento también informó que Puerto Rico será sede de la quincuagésima primera 
reunión del United States Coral Reef Task Force, foro de coordinación intergubernamental dirigido a 
promover la protección, manejo y restauración de los arrecifes de coral mediante el intercambio de 
información científica y el desarrollo de estrategias conjuntas entre agencias federales, estatales y 
territoriales.  

En cuanto al objeto específico de la investigación, el DRNA informó que actualmente 
desarrolla un proyecto de gran envergadura para la restauración del sistema arrecifal ubicado entre 
Punta Las Marías y el Escambrón, en el municipio de San Juan, denominado “San Juan Metro Coral 
Reef Barrier Restoration”, financiado mediante el Programa de Subvención para la Mitigación de 
Riesgos de la Agencia Federal para el Manejo de Emergencias (FEMA), con una asignación 
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aproximada de treinta y ocho millones seiscientos mil dólares ($38.6 millones). El propósito principal 
de esta iniciativa consiste en fortalecer la barrera natural de arrecifes para reducir el impacto de las 
marejadas ciclónicas, mitigar inundaciones costeras y aumentar la resiliencia del litoral metropolitano. 

Como parte del proyecto, el Departamento explicó que se contempla la propagación de 
especies de coral resistentes mediante viveros especializados y la posterior siembra de 
aproximadamente ochenta y nueve mil (89,000) módulos de cemento con colonias de coral, destinados 
a incrementar la estructura del arrecife existente. De igual forma, se propone la construcción de un 
arrecife artificial multisegmentado frente al área conocida como Ventana al Mar, compuesto por tres 
rompeolas localizados a aproximadamente ciento cincuenta (150) metros de la costa, cuya función 
será reducir la energía del oleaje, fortalecer la protección de la infraestructura costera y disminuir los 
riesgos asociados a las corrientes de resaca que afectan la seguridad de los bañistas en la playa del 
Condado. 

Finalmente, el DRNA explicó que el proyecto se desarrolla en dos fases. La primera 
comprende la obtención de permisos, la realización de estudios científicos y ambientales, la validación 
de los diseños y el cumplimiento de los requisitos establecidos por las agencias estatales y federales. 
Como parte de esta etapa ya se han completado estudios bénticos, análisis de sedimentos, modelajes 
de oleaje y el diseño del plan de propagación de corales, encontrándose la Fase I en su etapa final tras 
haber sido aprobada por FEMA. Una vez culminen dichos trabajos y sean evaluados los resultados 
obtenidos, corresponderá a FEMA determinar la aprobación de la segunda fase del proyecto, la cual 
comprende la construcción e implantación de las obras propuestas, luego de realizar el correspondiente 
análisis de costo-beneficio. 
 
Municipio de San Juan 

El Municipio de San Juan compareció para expresar su respaldo a la medida objeto de 
investigación y exponer el marco jurídico que delimita las facultades municipales en materia de 
bienestar comunitario y desarrollo de proyectos de interés público. En su memorial explicativo señaló 
que, si bien el Código Municipal de Puerto Rico faculta a los municipios para promover iniciativas 
dirigidas a proteger la salud, la seguridad y el bienestar general de sus residentes, así como para 
desarrollar programas y actividades de servicio público, dichas competencias se ejercen sin 
menoscabo de las facultades que el ordenamiento jurídico reserva al Estado y a las agencias de la 
Rama Ejecutiva, particularmente al DRNA, organismo responsable de la implantación de la política 
pública relacionada con la protección y manejo de los recursos naturales. 

Como parte de sus expresiones, el Municipio hizo referencia al proyecto anunciado para la 
instalación de arrecifes artificiales en la playa del Condado, destacando que la iniciativa persigue 
fortalecer la seguridad de los bañistas mediante la restauración de arrecifes de coral y la construcción 
de estructuras artificiales que contribuyan a reducir la fuerza del oleaje, mitigar la erosión costera y 
disminuir el riesgo de incidentes por ahogamiento. De igual forma, indicó que el proyecto contempla 
la adopción de medidas para minimizar los impactos sobre el fondo marino y preservar el equilibrio 
ecológico del área intervenida. 

El Municipio sostuvo que esta iniciativa es consistente con la política pública establecida por 
la Ley Núm. 147-1999, según enmendada, la cual asigna al DRNA la responsabilidad de evaluar, 
reglamentar y supervisar los proyectos relacionados con arrecifes artificiales, garantizando el 
cumplimiento de los requisitos establecidos por las agencias estatales y federales con jurisdicción, 
incluyendo el Cuerpo de Ingenieros del Ejército de los Estados Unidos, el Servicio Nacional de 
Pesquerías Marinas y el Servicio Federal de Pesca y Vida Silvestre. 
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Además, destacó los múltiples beneficios ambientales, sociales y económicos que representa 
el proyecto de instalación de arrecifes artificiales, entre ellos la restauración de hábitats marinos, el 
fortalecimiento de la biodiversidad, la protección de ecosistemas sensibles, la mitigación de la erosión 
costera, la redistribución de actividades recreativas y pesqueras fuera de áreas ecológicamente 
vulnerables, así como la creación de oportunidades para la investigación científica, la educación 
ambiental y el desarrollo sostenible de los recursos costeros. 

Finalmente, el Municipio de San Juan reafirmó su compromiso de continuar respaldando 
iniciativas que promuevan la conservación ambiental y mejoren la calidad de vida de los residentes y 
visitantes de la Ciudad Capital. En ese sentido, expresó su apoyo a la investigación legislativa y 
reconoció que la medida complementa los esfuerzos impulsados por el Gobierno Municipal para 
fomentar la sostenibilidad, la protección de los recursos naturales y el bienestar colectivo, reiterando 
su disposición de colaborar con la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y Ambientales en todo 
aquello que contribuya al logro de dichos objetivos. 

Del análisis de la información recopilada durante el proceso investigativo surge que la 
Resolución del Senado 475 persigue conocer el estado actual del proyecto de restauración e instalación 
de arrecifes artificiales en la playa del Condado, así como evaluar el progreso alcanzado en una 
iniciativa que reviste particular importancia para la protección de la vida humana, la conservación de 
los recursos naturales y el fortalecimiento de la resiliencia costera. La medida responde al interés 
legítimo de la Asamblea Legislativa de ejercer su función fiscalizadora sobre un proyecto financiado 
con fondos federales, cuyo desarrollo persigue simultáneamente atender problemas de seguridad para 
los bañistas, reducir los efectos de la erosión costera y restaurar ecosistemas marinos de alto valor 
ecológico. 

La investigación permitió corroborar que la política pública del Gobierno de Puerto Rico en 
materia de arrecifes de coral se encuentra claramente establecida mediante la Ley Núm. 23-1972, 
según enmendada, y la Ley Núm. 147-1999, según enmendada, las cuales reconocen al DRNA como 
la agencia responsable de proteger, conservar y administrar estos recursos naturales mediante 
programas de manejo sostenible, restauración e investigación científica. En ese sentido, la Comisión 
coincide con el Departamento en que la protección de los arrecifes de coral constituye una prioridad 
ambiental y una herramienta indispensable para fortalecer la resiliencia de las zonas costeras frente al 
cambio climático, las marejadas ciclónicas y la erosión costera, en armonía con la política pública 
vigente. 

Los memoriales explicativos recibidos evidencian, además, que el proyecto objeto de esta 
investigación trasciende la construcción de una infraestructura artificial para convertirse en una 
iniciativa integral de restauración ecológica basada en evidencia científica. El Departamento informó 
que actualmente desarrolla el proyecto San Juan Metro Coral Reef Barrier Restoration, financiado 
mediante el Programa de Mitigación de Riesgos de FEMA, el cual contempla la restauración del 
sistema arrecifal entre Punta Las Marías y el Escambrón mediante la propagación de corales 
resistentes, la instalación de módulos arrecifales y la construcción de rompeolas naturales dirigidos a 
disminuir la energía del oleaje, proteger la infraestructura costera y reducir el riesgo que enfrentan los 
usuarios de la playa del Condado. Además, informó que la primera fase del proyecto ha requerido la 
realización de estudios bénticos, análisis de sedimentos, modelajes de oleaje y el diseño de un plan de 
propagación de corales, trabajos que constituyen requisitos indispensables antes de autorizar la 
ejecución de la fase constructiva. Estas actuaciones demuestran que el desarrollo del proyecto 
responde a un proceso técnico y científico que exige la obtención de múltiples permisos y la 
coordinación entre diversas agencias estatales y federales. 
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La Comisión también reconoce la importancia de las expresiones formuladas por el Municipio 
de San Juan, el cual manifestó su respaldo a la investigación y reafirmó que, aunque los municipios 
poseen facultades para desarrollar iniciativas de bienestar colectivo y protección de la salud pública, 
corresponde al DRNA ejercer la jurisdicción primaria sobre los proyectos relacionados con arrecifes 
artificiales y la conservación de los ecosistemas marinos. De igual forma, el Municipio destacó que la 
iniciativa es consistente con la política pública vigente y resaltó los beneficios ambientales, sociales y 
económicos que representa la restauración de arrecifes para la protección de las comunidades costeras, 
la biodiversidad marina y el desarrollo sostenible del turismo. 

De la prueba recibida también surge que la restauración de arrecifes constituye una estrategia 
de mitigación con beneficios que trascienden la reducción del riesgo de ahogamientos. Los arrecifes 
naturales y artificiales contribuyen a disminuir la fuerza del oleaje, protegen la infraestructura costera, 
favorecen la recuperación de hábitats marinos, fortalecen la actividad pesquera y generan 
oportunidades para la investigación científica y la educación ambiental. Por ello, la Comisión entiende 
que este tipo de proyectos debe evaluarse desde una perspectiva integral, reconociendo tanto su valor 
ecológico como su impacto sobre la seguridad pública y la adaptación de Puerto Rico a los efectos del 
cambio climático. 

No obstante, uno de los aspectos más relevantes identificados durante esta investigación es la 
necesidad de mantener una comunicación continua y transparente sobre el estado de los proyectos 
financiados con fondos federales. La información recibida demuestra que el proyecto continúa en 
desarrollo y que actualmente se encuentra culminando una fase técnica y científica previa a su eventual 
implantación. Sin embargo, las expresiones contenidas en la Exposición de Motivos evidencian que 
la ausencia de información pública actualizada generó incertidumbre sobre la continuidad de la 
iniciativa luego de los cambios administrativos ocurridos en el DRNA. En consecuencia, estimamos 
indispensable que las agencias responsables mantengan mecanismos efectivos de divulgación que 
permitan informar periódicamente el progreso alcanzado, las etapas completadas y las gestiones 
pendientes para la culminación de proyectos de esta naturaleza. 

Por otra parte, reconocemos que la restauración de arrecifes artificiales constituye únicamente 
uno de los componentes de una estrategia más amplia de manejo costero. Según informó el propio 
DRNA, actualmente se desarrollan múltiples proyectos de restauración de arrecifes, manglares y 
humedales en distintas regiones de Puerto Rico, así como iniciativas dirigidas a fortalecer el 
conocimiento científico sobre estos ecosistemas y mejorar la planificación ambiental mediante la 
actualización del Inventario Nacional de Humedales. Estas actuaciones evidencian un esfuerzo 
institucional orientado a fortalecer la resiliencia ambiental del archipiélago y a implantar soluciones 
basadas en la naturaleza para enfrentar los retos asociados al cambio climático y la erosión costera. 

En virtud de lo anterior, esta Comisión concluye que la información recopilada durante la 
investigación demuestra que el proyecto de restauración de arrecifes del área del Condado continúa 
formando parte de la política pública del DRNA y que su desarrollo se encuentra sujeto al 
cumplimiento de rigurosos procesos científicos, ambientales y regulatorios. También, entendemos que 
la investigación legislativa ha permitido conocer el estado de los trabajos realizados, corroborar la 
continuidad de la iniciativa y destacar la importancia de mantener una coordinación efectiva entre el 
Gobierno de Puerto Rico, las agencias federales y el Municipio de San Juan para garantizar que este 
proyecto pueda completarse oportunamente, maximizando sus beneficios para la conservación de los 
recursos naturales, la protección de las comunidades costeras y la seguridad de los residentes y 
visitantes que disfrutan de las playas del área metropolitana. 
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CONCLUSIÓN 

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Turismo, Recursos Naturales y 
Ambientales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración y a tenor con los hallazgos y 
conclusiones en torno a la Resolución del Senado 475 presenta ante este Alto Cuerpo, su Informe 
Final. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Marissa “Marissita” Jiménez Santoni 
Presidenta de la Comisión de Turismo, Recursos Naturales 
y Ambientales del Senado de Puerto Rico” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se reciba. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se recibe.  
Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 535, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, a realizar una 
investigación exhaustiva sobre los problemas relacionados con el suministro y distribución de agua 
potable que afectan a los residentes de la Barriada Pasarel, sector Los Lazos, del Municipio de 
Comerío; evaluar las condiciones de la infraestructura existente, incluyendo el funcionamiento y 
mantenimiento de las bombas de agua y cajas de distribución; investigar las razones por las cuales la 
comunidad recibe un servicio deficiente e intermitente, particularmente en las zonas altas, así como 
examinar la atención brindada por la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados a la comunidad; y 
para otros fines relacionados.” 
 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente. 
SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente. 
SR. MORALES RORÍGUEZ: La medida viene acompañada con enmiendas del informe, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 

Resolución del Senado 535, se aprueban. 
SR. PRESIDENTE: Compañero Reyes Berríos. 
SR. REYES BERRÍOS: Muchas gracias, señor Presidente.  Buenas tardes a todos los 

compañeros. 
Ante la consideración nuestra hoy tenemos la Resolución 535, que busca que los ciudadanos 

de la Barriada Pasarel del sector Lazos de Comerío tengan respuesta, una vez y por todas, de la 
Autoridad de Acueductos y Alcantarillados. 

Esta Resolución nace de reuniones comunitarias, junto a esa comunidad, que nos han traído 
esa preocupación de que lamentablemente el sistema de bombas no es el que ellos merecen y esto no 
se puede normalizar. 
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Aquí no estamos buscando culpables, simplemente resolverle a nuestra gente una vez y por 
todas esta terrible problema o problemática que están sufriendo. 

Son mis palabras, señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Muy bien. 
Compañero Portavoz. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 

lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 1, párrafo 2, línea 1, después de “Barriada” eliminar “Pasarel” y 

sustituir por “Pasarell” 
Página 2, párrafo 1, línea 2, después de “dos” añadir “(2)” 
Página 2, párrafo 4, línea 5, después de “Barriada” eliminar “Pasarel” y 

sustituir por “Pasarell” 
En el Decrétase: 
Página 2, línea 3, después de “Barriada” eliminar “Pasarel” y 

sustituir por “Pasarell” 
Página 3, línea 6, después de “en” eliminar “áreas” y sustituir por 

“las zonas” 
Página 4, línea 3, después de “noventa” añadir “(90)” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 535, los que 

estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala al título, 

proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDA EN SALA 
En el Título: 
Línea 3, después de “Barriada” eliminar “Pasarel” y 

sustituir por “Pasarell” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la enmienda en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
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Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 

Resolución del Senado 560, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 
Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, a realizar una investigación sobre los protocolos, 
planes de contingencia y mecanismos de respuesta de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 
(AAA), ante situaciones de emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y 
posibles actos de interferencia en instalaciones críticas; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, la medida viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución del Senado 560, se aprueban. 

SR. REYES BERRÍOS: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante. 

 
ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 1, párrafo 1, línea 1, después de “Alcantarillados” añadir “(AAA)” 
Página 2, párrafo 1, línea 1, después de “mismos” eliminar “, y” y sustituir 

por “. Además,” 
Página 3, párrafo 2, línea 1, eliminar “transcendido” y sustituir por 

“trascendido” 
 
En el Decrétase: 
Página 4, línea 1, antes de “a” eliminar “Ordenar” y sustituir por 

“Se ordena” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 560, según ha 

sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 227, titulado: 
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“Para enmendar los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley 297-2018, según enmendada, conocida como 

“Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de Prioridad”, a los fines de 
eliminar el requisito de presencia física de la persona menor con diversidad funcional impedimentos 
para que la persona padre, madre, tutor o encargada pueda utilizar el sistema de filas expreso; realizar 
enmiendas técnicas y de estilo para aclarar la redacción; añadir a la Oficina de la Procuradora de la 
Mujer y la Oficina del Procurador del Ciudadano como entidades responsables del cumplimiento de 
esta Ley; para disponer obligaciones de cumplimiento y para otros fines relacionado.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, la medida viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe del Proyecto 
de la Cámara 227, se aprueban. 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Decrétase: 
Página 3, línea 1, después de “2018,” eliminar “”” 
Página 3, línea 6, después de “Legislativa” añadir “a la Rama 

Judicial” 
Página 3, entre las líneas 8 y 9, añadir “…”” 
Página 3, línea 15, después de “de” eliminar “Salud” y sustituir por 

“Transportación y Obras Públicas,” 
Página 6, línea 4, después de “Ley,” eliminar “el deber de” y 

sustituir por “para” 
Página 6, línea 20, eliminar todo su contenido 
Página 6, línea 21, antes de “Además” eliminar todo su contenido 
Página 7, línea 3, después de “la” eliminar “mismo no puede” y 

sustituir por “misma no pueda” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo el Proyecto de la Cámara 227, según ha 

sido enmendado, los que estén a favor dirán que sí.  En contra dirán que no.  Aprobado. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 

lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala al título. 
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ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Línea 9, después de “cumplimiento” insertar “;”; después 

de “fines” eliminar “relacionado” y sustituir por 
“relacionados” 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala 

al título. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia el Proyecto 
de la Cámara 478, titulado: 
 

“Para enmendar los Artículos 15, 18, 19, 20, 25, 26 y 27-A de la Ley Núm. 8 de 5 de agosto 
de 1987, según enmendada, conocida como “Ley para la Protección de la Propiedad Vehicular”, a los 
fines de atemperar la clasificación de los delitos a las disposiciones de la Ley Núm. 146-2012, según 
enmendada, conocida como “Código Penal de Puerto Rico; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para dejar la medida del Proyecto de la 
Cámara 478 en Asuntos Pendientes. 

SR. PRESIDENTE: ¿Alguna objeción? No habiendo objeción, se acuerda. 
Próximo asunto. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Próximo asunto. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución Conjunta de la Cámara 307, titulada: 
 

“Para ordenar a la Autoridad de Transporte Integrado de Puerto Rico a que, autorizar en 
coordinación con el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense, diseñe, confeccione e instale la 
instalación de un mosaico en la estación Río Piedras del Tren Urbano en honor al fenecido baloncelista 
puertorriqueño, Juan “Johnny” Báez Mariño; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, la medida viene acompañada con 
enmiendas del informe, proponemos que se aprueben. 

SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción a las enmiendas que contiene el informe de la 
Resolución Conjunta de la Cámara 307, se aprueban. 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala, proponemos que se 
lean. 

SR. PRESIDENTE: Adelante. 
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ENMIENDAS EN SALA 
En la Exposición de Motivos: 
Página 2, párrafo 2, línea 4, antes de “(MVP)” eliminar “Jugador Más 

Valioso” y sustituir por ““Jugador Más 
Valioso”” 

Página 2, párrafo 3, línea 1, después de “baloncesto” eliminar “de la Isla” y 
sustituir por “en Puerto Rico” 

Página 2, párrafo 3, línea 4, después de “como la” eliminar “Copa del 
Generalísimo” y sustituir por ““Copa del 
Generalísimo”” 

Página 2, párrafo 3, línea 5, después de “como la” eliminar “Copa del Rey” y 
sustituir por ““Copa del Rey”” 

Página 2, párrafo 5, línea 9, después de “equipo” eliminar “Todos Estrellas” 
y sustituir por ““Todos Estrellas”” 

Página 3, párrafo 2, línea 2, después de “el” eliminar “Salón de la Fama del 
Deporte Riopedrense” y sustituir por ““Salón de 
la Fama del Deporte Riopedrense”” 

 
En el Resuélvese: 
Página 3, línea 2, después de “el” eliminar “Salón de la Fama del 

Deporte Riopedrense” y sustituir por ““Salón de 
la Fama del Deporte Riopedrense”” 

Página 4, línea 9, antes de “Salón” insertar ““” 
Página 4, línea 10, después de “Riopedrense” insertar “”” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe la medida según ha sido 

enmendada. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución Conjunta de la Cámara 

307, según ha sido enmendada, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobado. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas del informe al título, 

proponemos que se aprueben. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, hay enmiendas en Sala en el título, 

proponemos que se lean. 
SR. PRESIDENTE: Adelante con las enmiendas en Sala al título. 

 
 
ENMIENDAS EN SALA 
En el Título: 
Página 1, línea 2, después de “el” añadir “””; después de 

“Riopedrense” añadir “”” 
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SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se aprueben las enmiendas en Sala 

al título. 
Próximo asunto. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, se aprueban. 
Falta una medida, la 588. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Sí. 

- - - - 
 

Como próximo asunto en el Calendario de Órdenes Especiales del Día, se anuncia la 
Resolución del Senado 588, titulada: 
 

“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 
Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los contratos de gerencia, administración, 
ingeniería, supervisión y ejecución vinculados al Programa de Mejoras Capitales de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico; examinar el costo, alcance, enmiendas, desempeño, 
resultados y retorno de inversión de los principales gerentes de programa y contratistas; evaluar los 
mecanismos de contratación, fiscalización, facturación, supervisión y auditoría utilizados por la 
Autoridad; investigar la relación entre los recursos destinados a servicios de gerencia y el progreso 
físico y financiero de las obras; evaluar los controles aplicables a subcontratistas y subconsultores; 
examinar el cumplimiento con las leyes, reglamentos, requisitos federales y condiciones aplicables a 
fondos de FEMA, CDBG-DR y otras fuentes de financiamiento; y para otros fines relacionados.” 
 

SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se apruebe. 
SR. PRESIDENTE: Ante la consideración del Cuerpo la Resolución del Senado 588, sin 

enmiendas, los que estén a favor dirán que sí. En contra dirán que no. Aprobada. 
- - - - 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, un breve receso. 
SR. PRESIDENTE: Breve receso. 

 
RECESO 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Un breve receso en lo que conformamos el Calendario de 

Votación Final. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 

 
RECESO 

 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para solicitar que se conforme un 

Calendario de Votación Final donde se incluyan las siguientes medidas: Proyecto del Senado 1014, 
Proyecto del Senado 1219; Resolución Conjunta del Senado 202 en concurrencia; Resolución del 
Senado 535, Resolución del Senado 560, Resolución del Senado 587, Resolución del Senado 588, 
Resolución del Senado 589; Proyecto de la Cámara 227; Resolución Conjunta de la Cámara 307. 

Señor Presidente, para que la Votación Final se considere el Pase de Lista Final para todos los 
fines legales pertinentes. 
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SR. PRESIDENTE: Votación. 
¿Algún senador o senadora que quiera abstenerse o emitir voto explicativo? 
¿Algún compañero o compañera que quiera abstenerse o emitir voto explicativo? 
Ábrase la votación. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Álvarez. 
SRA. ÁLVAREZ CONDE: Para emitir un voto explicativo en el P.C. 227. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Moran. 
SRA. MORAN TRINIDAD: Para un voto explicativo a favor del P. de la C. 227. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera González. 
SRA. GONZÁLEZ HUERTAS: Para solicitar mi voto de abstención en el Proyecto de la 

Cámara 227. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Señor Presidente. 
SR. PRESIDENTE: Compañera Soto Tolentino. 
SRA. SOTO TOLENTINO: Para unirme al voto explicativo de la senadora Nitza Moran del 

Proyecto de la Cámara 227, a favor. 
SR. PRESIDENTE: Que se haga constar. 
Todos los senadores presentes emitieron su voto.  Señora Secretaria, informe el resultado de 

la Votación. 
 
CALENDARIO DE APROBACIÓN FINAL DE PROYECTOS DE LEY Y RESOLUCIONES 
 

Son consideradas en Votación Final las siguientes medidas: 
 

P. del S. 1014 
“Para añadir un nuevo Artículo 136-A de la Ley 146-2012, según enmendada, conocida como 

“Código Penal de Puerto Rico”, a los fines de tipificar como modalidad agravada el delito de 
exposición obscena cuando se cometa en presencia de un menor de dieciocho (18) años, estableciendo 
para dicha conducta una pena de reclusión por un término fijo de tres (3) años; y para otros fines 
relacionados.” 
 

P. del S. 1219 
“Para enmendar el Artículo 35 de la Ley 57-2023, según enmendada, conocida como “Ley para la 

Prevención del Maltrato, Preservación de la Unidad Familiar y para la Seguridad, Bienestar y 
Protección de los Menores”, a los fines de disponer que los menores a ser evaluados médicamente 
serán atendidos prioritariamente por los hospitales o instalaciones de servicios de salud, sin 
menoscabar los criterios clínicos de prioridad, triage y atención de emergencias médicas aplicables; y 
para otros fines relacionados.” 
 

Concurrencia con las enmiendas introducidas  
por la Cámara de Representantes a la R. C. del S. 202 
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R del S. 535 

“Para ordenar a la Comisión de Gobierno del Senado de Puerto Rico, a realizar una 
investigación exhaustiva sobre los problemas relacionados con el suministro y distribución de agua 
potable que afectan a los residentes de la Barriada Pasarell, sector Los Lazos, del Municipio de 
Comerío; evaluar las condiciones de la infraestructura existente; investigar las razones por las cuales 
la comunidad recibe un servicio deficiente e intermitente, particularmente en las zonas altas, así como 
examinar la atención brindada por la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados a la comunidad; y 
para otros fines relacionados.” 
 

R del S. 560 
“Para ordenar a la Comisión de Transportación, Telecomunicaciones, Servicios Públicos y 

Asuntos del Consumidor del Senado de Puerto Rico, a realizar una investigación sobre los protocolos, 
planes de contingencia y mecanismos de respuesta de la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 
(AAA), ante situaciones de emergencia relacionadas con contaminantes en plantas de tratamiento y 
posibles actos de interferencia en instalaciones críticas; y para otros fines relacionados.” 
 

R del S. 587 
“Para enmendar la Sección 4 de la R. del S. 356, según aprobada el 14 de mayo de 2026, a los 

fines de extender el término de tiempo de la Comisión de Juventud, Recreación y Deportes del Senado 
de Puerto Rico, para realizar una investigación exhaustiva sobre la estructura, supervisión y 
funcionamiento del ecosistema deportivo, a fin de evaluar el rol de las entidades públicas y privadas 
en la implementación de la política deportiva, los mecanismos de fiscalización, transparencia en el 
manejo de recursos, las acciones necesarias para garantizar la equidad, la integridad institucional, la 
protección de los derechos de los atletas y estudiantes deportistas, y para otros fines relacionados.” 
 

R del S. 588 
“Para ordenar a la Comisión de Innovación, Reforma y Nombramientos del Senado de Puerto 

Rico a realizar una investigación exhaustiva sobre los contratos de gerencia, administración, 
ingeniería, supervisión y ejecución vinculados al Programa de Mejoras Capitales de la Autoridad de 
Acueductos y Alcantarillados de Puerto Rico; examinar el costo, alcance, enmiendas, desempeño, 
resultados y retorno de inversión de los principales gerentes de programa y contratistas; evaluar los 
mecanismos de contratación, fiscalización, facturación, supervisión y auditoría utilizados por la 
Autoridad; investigar la relación entre los recursos destinados a servicios de gerencia y el progreso 
físico y financiero de las obras; evaluar los controles aplicables a subcontratistas y subconsultores; 
examinar el cumplimiento con las leyes, reglamentos, requisitos federales y condiciones aplicables a 
fondos de FEMA, CDBG-DR y otras fuentes de financiamiento; y para otros fines relacionados.” 
 
 

R del S. 589 
“Para extender el reconocimiento y felicitación del Senado de Puerto Rico a la organización 

de los Pescadores del Plata de Comerío, sus directivos, cuerpo técnico y jugadores, al ganar el 
Campeonato Nacional de la Liga de Béisbol Superior Doble A de Puerto Rico gesta que enaltece el 
nombre del municipio de Comerío y del béisbol Doble A puertorriqueño.” 
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P. de la C. 227 

“Para enmendar los Artículos 2, 3 y 7 de la Ley 297-2018, según enmendada, conocida como 
“Ley Uniforme Sobre Filas de Servicio Expreso y Cesión de Turnos de Prioridad”, a los fines de 
eliminar el requisito de presencia física de la persona menor con diversidad funcional impedimentos 
para que la persona padre, madre, tutor o encargada pueda utilizar el sistema de filas expreso; realizar 
enmiendas técnicas y de estilo para aclarar la redacción; añadir a la Oficina de la Procuradora de la 
Mujer y la Oficina del Procurador del Ciudadano como entidades responsables del cumplimiento de 
esta Ley; para disponer obligaciones de cumplimiento y para otros fines relacionado.” 
 

R.C. de la C. 307 
“Para ordenar a la Autoridad de Transporte Integrado de Puerto Rico a que, autorizar en 

coordinación con el Salón de la Fama del Deporte Riopedrense, diseñe, confeccione e instale la 
instalación de un mosaico en la estación Río Piedras del Tren Urbano en honor al fenecido baloncelista 
puertorriqueño, Juan “Johnny” Báez Mariño; y para otros fines relacionados.” 
 

VOTACIÓN 
 

Los Proyectos del Senado 1014 y 1219; la Concurrencia con las enmiendas introducidas por la 
Cámara de Representantes a la Resolución Conjunta del Senado 202; las Resoluciones del Senado 535, 
560, 587, 588 y 589; y la Resolución Conjunta de la Cámara 307, son considerados en Votación Final, la 
que tiene efecto con el siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, José L. Dalmau 
Santiago, Adrián González Costa, Marially González Huertas, Héctor Gabriel González López, Luis 
Javier Hernández Ortiz, Marissa Jiménez Santoni, Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, 
Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran Trinidad, Brenda Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, 
Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne Rodríguez Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa 
Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, 
Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda Soto Tolentino y Thomas Rivera Schatz, 
Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  26 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Total ....................................................................................................................................................  0 
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El Proyecto de la Cámara 227 es considerado en Votación Final, la que tiene efecto con el 

siguiente resultado: 
 

VOTOS AFIRMATIVOS 
 
Senadores: 

Ada Álvarez Conde, Jamie Barlucea Rodríguez, Luis Daniel Colón La Santa, Adrián González 
Costa, Héctor Gabriel González López, Luis Javier Hernández Ortiz, Marissa Jiménez Santoni, 
Gregorio B. Matías Rosario, Eliezer Molina Pérez, Juan Oscar Morales Rodríguez, Nitza Moran 
Trinidad, Brenda Pérez Soto, Wilmer Reyes Berríos, Carmelo J. Ríos Santiago, Joanne Rodríguez 
Veve, Karen Michelle Román Rodríguez, Jeison Rosa Ramos, Héctor Joaquín Sánchez Álvarez, María 
de L. Santiago Negrón, José A. Santiago Rivera, Rafael Santos Ortiz, Roxanna I. Soto Aguilú, Wanda 
Soto Tolentino y Thomas Rivera Schatz, Presidente. 
 
Total ..................................................................................................................................................  24 
 

VOTOS NEGATIVOS 
 
Senador:  

José L. Dalmau Santiago. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 

VOTOS ABSTENIDOS 
 
Senadora:  

Marially González Huertas. 
 
Total ....................................................................................................................................................  1 
 
 

SR. PRESIDENTE: Bien. 
A los compañeros de nuestra Delegación, les voy a pedir que pasemos, luego del cierre, que 

vayan a mi oficina que tenemos un caucus breve, que es importante algo para compartirlo con ustedes. 
Señor Portavoz. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para que se excuse de los trabajos del día 

de hoy al compañero Toledo López y a la compañera Padilla Alvelo. 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, así se acuerda. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: También, señor Presidente, antes de cerrar los trabajos, 

quisiéramos felicitar en su cumpleaños al compañero Josean Santiago que cumple años en el día de 
hoy.  Muchas felicidades. 

Y el pasado martes el Sargento de Armas, nuestro amigo Manuel Vélez, también cumplió años, 
así que muchas bendiciones. 
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SR. PRESIDENTE: Muchas felicidades a nuestro compañero Sargento de Armas.  Y, por 
supuesto, al gran amigo y compañero senador Josean Santiago, muchas felicidades en su cumpleaños, 
salud, éxito y bendiciones. 

SR. SANTIAGO RIVERA: Sí, señor Presidente, agradecer la felicitación y lo vi que también 
se publicó en la página del Senado, agradezco ese detalle y el bonito bizcocho que recibí, azul y blanco, 
en mi oficina. 

SR. PRESIDENTE: Como tiene que ser. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Así somos. 
SR. HERNÁNDEZ ORTIZ: Tengo objeción, señor Presidente. 
SR. MORALES RODRÍGUEZ: Señor Presidente, para recesar los trabajos del Senado de 

Puerto Rico hasta el lunes, 31 de agosto, a la una pm (1:00 p.m.). 
SR. PRESIDENTE: Si no hay objeción, el Senado de Puerto Rico recesa sus labores en el día 

de hoy jueves, 27 de agosto, siendo las dos y cincuenta y tres de la tarde (2:53 p.m.), hasta el próximo 
lunes, 31 de agosto de 2026, a la una de la tarde (1:00 p.m.). 

Receso. 
 

“VOTO EXPLICATIVO 
(P. del S. 1083) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La delegación del Partido Independentista Puertorriqueño le ha votado en contra al Proyecto 
del Senado 1083 por imponerle una carga injusta a las familias de jóvenes interesados e interesadas 
en el deporte. La medida enmienda la “Ley de la Carta de Derechos de los Niños, Niñas y Jóvenes 
Deportistas” para exigir una evaluación médica obligatoria previo al inicio de cada temporada o ciclo 
deportivo. Lamentablemente, el acceso a servicios de salud se ha visto perjudicado por una diversidad 
de razones. La imposición de esta exigencia a las madres y a los padres podría privarle a cientos o 
miles de jóvenes de la oportunidad de participar en ligas deportivas. Para madres y padres de jóvenes 
deportistas que participan en varios deportes o varias ligas deportivas, esta exigencia representaría la 
obligación de obtener varias evaluaciones médicas en el curso de un año, un golpe financiero injusto 
para las familias cuyos jóvenes deseen participar del deporte competitivo.  

El mismo día que se discutió el Proyecto del Senado 1083 en el hemiciclo del Senado, la 
Comisión de Salud llevó a cabo una Reunión Ejecutiva para evaluar varias medidas, entre ellas el 
Proyecto del Senado 1218. Esta medida buscaba incluir una evaluación médico-deportiva anual para 
niños, niñas y jóvenes deportistas dentro de la cubierta provista por la Administración de Seguros de 
Salud de Puerto Rico. Lamentablemente la Comisión emitió un informe negativo, recomendando la 
no aprobación de la medida. La medida hubiese ayudado a subsanar las preocupaciones generadas por 
el Proyecto del Senado 1083 respecto la accesibilidad a servicios de salud. Debido al efecto 
detrimental que tendría esta medida para la participación juvenil en el deporte puertorriqueño, 
particularmente para familias desventajadas, hemos decidido emitir un voto en contra del Proyecto del 
Senado 1083.  
 
(Fdo.) 
Adrián González Costa 
Portavoz Alterno del Partido Independentista Puertorriqueño” 
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“VOTO EXPLICATIVO 

(R. C. del S. 202) 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

Hemos votado a favor de la medida de epígrafe en atención a la carencia de recursos por parte 
de los Municipios para poder atender las necesidades más apremiantes de su población, sobre todo en 
momentos en que los servicios públicos a nivel central se encuentran a punto del colapso.  Reiteramos, 
sin embargo, la preocupación sobre la distribución de fondos sin criterios comprobables y 
transparentes.  En el caso de los recaudos municipales, el principio de adjudicación según el origen de 
los fondos, sólo debe ceder ante consideraciones especiales de vulnerabilidad y pobreza 
equitativamente aquilatados.  La medida, además, al igual que su versión anterior, vetada por la 
Gobernadora, hace referencia a asignaciones a la Federación y a la Asociación de Alcaldes tanto en la 
Exposición de Motivos como en la parte dispositiva que no se detallan en la enumeración de fondos 
asignados, por lo que presumimos que se trata de un descuido resultado de la desaconsejable práctica 
del abuso del mecanismo de descargue.  
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
María de Lourdes Santiago Negrón 
Portavoz” 
 

“VOTO EXPLICATIVO  
(R. C. de la C. 186) 

 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

En la Sesión Legislativa del Senado de Puerto Rico del jueves 20 de agosto de 2026, se atendió 
como parte del Calendario de Órdenes Especiales del Día la R. C. de la C. 186. La legislación 
presentada propone “ordenar a LUMA Energy LLC, a la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados 
de Puerto Rico y al Departamento de Transportación y Obras Públicas a iniciar, con carácter 
prioritario, todas las gestiones administrativas necesarias dirigidas a realizar las mejoras 
permanentes que permitan a los residentes del sector Villas del Sol, en el municipio de Toa Baja, 
contar con conexión legal a los servicios de energía eléctrica y acueductos y alcantarillados, y con la 
infraestructura vial adecuada; y para otros fines relacionados.” 

Emití un voto de ABSTENCIÓN no porque la situación de la comunidad Villas del Sol no 
amerite atención legislativa, la amerita, y con urgencia sino porque esta Resolución Conjunta, tal como 
está redactada, no puede resolver por sí sola el problema central que lleva esa comunidad de quince 
(15) años sin servicios esenciales. 

El informe de la Comisión de Gobierno establece claramente la situación de la comunidad 
Villas del Sol. Aproximadamente 175 familias en el municipio de Toa Baja que desde 2010, cuando 
fueron reubicadas mediante un proceso de permuta gestionado por el propio Gobierno, dependen de 
conexiones eléctricas informales que representan riesgos de seguridad, un tubo de agua de dos 
pulgadas que no garantiza presión ni calidad de servicio, y pozos sépticos privados cuyo costo de 
mantenimiento recae sobre familias de las cuales el 73% vive bajo el nivel de pobreza y el 62.5% 
subsiste con ingresos menores de $11,700.00 dólares anuales. Esta no es una comunidad que eligió 
vivir al margen del sistema, es una comunidad que fue reubicada y luego fue olvidada. 
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El Municipio de Toa Baja lleva desde 2018 haciendo gestiones formales ante la Autoridad de 
Energía Eléctrica (AEE) y posteriormente ante LUMA Energy, la Autoridad de Acueductos y 
Alcantarillados (AAA) y el Departamento de la Vivienda. Además, realizó una inversión de 
$226,000.00 dólares en asfalto para la comunidad en el año 2025. También ACUTAS, una 
organización comunitaria que sirve a Villas del Sol documentó en su ponencia que existe un Plan de 
Resiliencia Comunitaria elaborado con el Departamento de la Vivienda con fondos CDBG-DR que 
nunca fue implementado. Por tanto, se está ante una falta de ejecución, no de diagnóstico. El 
problema se conoce, lo que no ha ocurrido es se asuma la responsabilidad de actuar a nivel 
gubernamental. 

El argumento a favor de la R. C. de la C. 186 no es que se resuelva el problema de 
financiamiento, porque no lo resuelve, sino que obliga a LUMA Energy,  a la AAA y el Departamento 
de Transportación y Obras Públicas (DTOP) a iniciar formalmente las gestiones técnicas a favor de la 
comunidad dentro de treinta (30) días y a presentar ante la Asamblea Legislativa, dentro de sesenta 
(60) días, un informe con diagnóstico técnico actualizado, cronograma de trabajo, estimado de costos 
y fuentes de financiamiento disponibles. Ese mandato tiene valor institucional porque convierte una 
situación que hasta ahora ha girado en reuniones informales y coordinaciones voluntarias en una 
obligación pública verificable con consecuencias de rendición de cuentas ante la Asamblea 
Legislativa. 

Ese argumento no es menor. En Puerto Rico, la ausencia de mandatos legislativos formales ha 
sido históricamente la razón por la que situaciones como la de Villas del Sol permanecen sin solución 
durante décadas. La pregunta es si ese compromiso público, sin fuente de financiamiento garantizada, 
es suficiente para justificar el voto afirmativo. Ahí son mis reservas que me llevaron a solicitar la 
abstención con relación a la medida. 

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados informó que el costo preliminar estimado para 
desarrollar la infraestructura de agua potable asciende a aproximadamente $5.4 millones, sujeto a 
estudios adicionales, permisos y disponibilidad de fondos. El Municipio de Toa Baja estimó en 2023 
que el costo combinado de agua y energía ronda los $9.7 millones. La Autoridad confirmó que no 
tiene fondos asignados en su Programa de Mejoras Capitales para este proyecto. Sus recursos están 
comprometidos en proyectos de reconstrucción post-María financiados con fondos federales que no 
contemplan asignaciones para Villas del Sol. LUMA Energy, por su parte, advirtió que bajo la 
reglamentación vigente la responsabilidad de costear las obras de extensión recae en el desarrollador 
o solicitante, no en el operador del sistema. 

Esto significa que la R. C. de la C. 186, de aprobarse, producirá dentro de sesenta (60) días un 
informe técnico que confirmará lo que ya se conoce, el proyecto es viable técnicamente, cuesta entre 
$9 y $10 millones, y nadie tiene los fondos asignados para ejecutarlo. Ese informe puede ser útil si 
existe voluntad política para gestionarlo ante las agencias federales competentes. Pero ese mismo 
informe ya existe en versión preliminar desde 2023, y no hubo acción ni ejecución. Entonces, la 
pregunta que este voto no puede evadir es ¿qué cambia esta vez? 

Incluso hay un dato que complica aún más el análisis, Villas del Sol se encuentra en una zona 
que FEMA identificó como susceptible a inundaciones tras el Huracán Georges, lo que originalmente 
motivó el proceso de reubicación de 2010. Esa condición no desapareció. Significa que cualquier 
infraestructura permanente de acueductos, alcantarillado y electricidad que se instale en esa área 
deberá superar evaluaciones de riesgo de inundación ante la Oficina de Gerencia de Permisos (OGPe) 
que pueden añadir complejidad y costos al proceso, con independencia de quien financie las obras. El 
informe que producirán las agencias en sesenta (60) días deberá incluir ese componente, pero el texto 
de la Resolución Conjunta no lo exige explícitamente. 
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No voto a favor porque hacerlo con el argumento de que “obligar a las agencias a 
comprometerse tiene valor” omite reconocer que ese argumento ya se usó en 2018, en 2019, en 
2022 y en 2023, y Villas del Sol sigue sin agua potable, sin alcantarillado formal y sin electricidad 
legal. Un informe técnico de sesenta (60) días sin fuente de financiamiento garantizada no rompe ese 
patrón por sí solo. La Resolución Conjunta no incluye ningún mecanismo que impida que ocurra 
exactamente lo mismo que ocurrió con el Plan de Resiliencia Comunitaria financiado con CDBG-DR 
que se elaboró, se documentó y no se ejecutó. 

No voto en contra porque hacerlo equivaldría a validar quince (15) años de inacción 
gubernamental frente a una comunidad que el propio Estado creó mediante una permuta, a la 
que el propio Estado le transfirió 14.77 cuerdas de terreno, y a la que el propio Estado lleva 
desde entonces prometiéndole infraestructura que nunca llegó. Votar en contra de la R. C. de la 
C. 186 sin proponer una alternativa concreta sería contribuir al mismo silencio que ha 
caracterizado la respuesta gubernamental ante Villas del Sol. 

La abstención no es evasión. Es un señalamiento de que esta Resolución Conjunta, tal como 
está redactada, es insuficiente para el tamaño del problema que pretende resolver, y que apoyarla con 
entusiasmo sin decirlo sería hacerle un flaco favor a las 175 familias que merecen más que otro 
informe. 

De aprobarse la R. C. de la C. 186, el compromiso legislativo no puede terminar con el voto. 
Dentro de los sesenta (60) días que el informe tarda en producirse, las Comisiones de Gobierno y de 
Vivienda y Bienestar Social del Senado deberían, primero, gestionar ante el Departamento de la 
Vivienda la activación del Plan de Resiliencia Comunitaria de Villas del Sol que ya existe con fondos 
CDBG-DR y que no ha sido ejecutado; segundo, identificar si la comunidad puede incluirse en los 
mecanismos de colaboración que LUMA Energy ya administra bajo la Orden Ejecutiva OE-2025052 
para reconexión de servicios esenciales a beneficiarios de programas federales de recuperación; y 
tercero, comprometerse a radicar legislación presupuestaria específica o una gestión formal ante las 
agencias federales pertinentes como la “Economic Development Administration” o el Departamento 
de Vivienda federal (HUD) para asegurar los fondos que el informe técnico identificará como 
necesarios. 

Sin esos pasos concretos, la R. C. de la C. 186 producirá el mismo resultado que todas las 
gestiones anteriores, una documentación impecable de un problema que nadie resuelve.  

Las familias de Villas del Sol no necesitan otro informe. Necesitan agua. Necesitan 
electricidad. Necesitan un alcantarillado que funcione. Y llevan quince (15) años esperando que el 
Estado que los reubicó cumpla con lo que les prometió.  

Mi ABSTENCIÓN es un reconocimiento de que los integrantes de la comunidad Villas 
del Sol tienen razón en lo que esperan, y una advertencia de que la R. C. de la C. 186 sola, no es 
suficiente para dárselo. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
José A. “Josian” Santiago Rivera” 
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“VOTO EXPLICATIVO 

(P. de la C. 911) 
 
AL SENADO DE PUERTO RICO: 

La Senadora que suscribe presenta este Voto Explicativo para consignar las razones que 
fundamentaron su voto en contra del Proyecto de la Cámara 911, considerado por el Senado de Puerto 
Rico el pasado 24 de agosto de 2026. 

Mi voto en contra de esta medida no debe interpretarse, bajo ninguna circunstancia, como 
indiferencia ante el problema del ruido excesivo en nuestras comunidades ni como una defensa de la 
práctica comúnmente conocida como “voceteo”. Reconozco que la exposición a niveles excesivos de 
ruido puede afectar el descanso, la convivencia comunitaria, la salud y el bienestar de nuestros 
ciudadanos. Reconozco igualmente las legítimas reclamaciones de las comunidades que durante años 
han solicitado una respuesta más efectiva del Gobierno frente a conductas que alteran 
innecesariamente la paz y la tranquilidad. 

Precisamente porque considero que el problema es real, entiendo que nuestra respuesta 
legislativa tiene que ser igualmente real, efectiva y ejecutable. No debemos medir la efectividad de 
una política pública por la severidad de la multa que aparece escrita en un estatuto, sino por la 
capacidad que tenga el Estado para identificar objetivamente la conducta prohibida, intervenir 
oportunamente, probar la infracción, respetar el debido proceso de ley y lograr que la conducta cese. 
Es precisamente en esos aspectos donde considero que el Proyecto de la Cámara 911 queda corto. 

El primer asunto que debemos reconocer es que Puerto Rico no carece actualmente de 
legislación para atender los ruidos innecesarios, los equipos de amplificación y los sonidos excesivos 
producidos desde vehículos o que afectan nuestras comunidades. El propio Informe legislativo del P. 
de la C. 911 reconoce la existencia de múltiples estatutos sobre esta materia, incluyendo la Ley Núm. 
71 de 26 de abril de 1940, según enmendada, conocida como la “Ley para Suprimir los Ruidos 
Innecesarios”, y la Ley Núm. 155 de 15 de mayo de 1937, según enmendada, relativa al uso de 
amplificadores o altoparlantes que afecten la tranquilidad pública. 

La Ley 71-1940 no contiene una prohibición limitada a una tecnología de otra época. Por el 
contrario, su lenguaje es deliberadamente amplio. Prohíbe los ruidos innecesarios provenientes de 
vehículos de motor, radios, componentes, amplificadores, altoparlantes y cualquier otro aparato, 
utensilio o instrumento, independientemente de su nombre o denominación. Además, define como 
ruido innecesario aquel sonido fuerte, perturbador, intenso y frecuente que, a la luz de la totalidad de 
las circunstancias, resulte intolerable y afecte la tranquilidad y el pacífico vivir. La propia legislación 
contiene una penalidad especial cuando se altera el mecanismo normal de un vehículo de motor con 
el propósito de producir ruido.  

La Ley 155-1937 va todavía más lejos en algunos aspectos directamente relacionados con lo 
que hoy pretende atender el P. de la C. 911. Esa legislación define ampliamente los amplificadores y 
altoparlantes y prohíbe su funcionamiento entre las 10:00 de la noche y las 8:00 de la mañana. También 
establece protección especial alrededor de hospitales, casas de maternidad y lugares donde se 
encuentren personas gravemente enfermas.  

A ello se suma la Ley 416-2004, según enmendada, y el Reglamento Núm. 8019 para el 
Control de la Contaminación por Ruidos, que constituye un marco técnico mucho más desarrollado 
para determinar cuándo una emisión sonora excede los niveles permisibles. El Reglamento no se limita 
a expresiones generales sobre ruido. Establece clasificaciones de zonas, diferencia entre periodos 
diurnos y nocturnos, fija niveles máximos en decibeles y contiene procedimientos para la evaluación 
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técnica de las emisiones sonoras. El propio ordenamiento reconoce como “Zona IV — Tranquilidad” 
lugares tales como hospitales, clínicas, asilos, escuelas y centros de cuido, precisamente algunos de 
los mismos espacios que el P. de la C. 911 pretende proteger nuevamente.  

Incluso, el Reglamento Núm. 8019 regula radios, instrumentos musicales, amplificadores, 
altoparlantes exteriores, megáfonos, vehículos de motor y otras fuentes sonoras. Su aplicación técnica 
contempla mediciones mediante sonómetros y parámetros diferenciados según la fuente emisora, la 
zona receptora y el horario en que ocurre la emisión.  

Más revelador aún, en 2025 el propio Departamento de Recursos Naturales y Ambientales 
utilizó precisamente la Ley 416-2004 y el Reglamento Núm. 8019 para emitir una Orden 
Administrativa dirigida específicamente contra el voceteo proveniente de vehículos de motor y 
embarcaciones en áreas naturales protegidas. Es decir, el marco existente no solo permite 
conceptualmente atender esta práctica: ya ha sido utilizado administrativamente para hacerlo.  

También los municipios poseen autoridad expresa bajo el Código Municipal para incorporar 
en sus Códigos de Orden Público disposiciones relacionadas con ruidos excesivos e innecesarios y 
para facultar tanto a las Policías Municipales como al Negociado de la Policía de Puerto Rico a 
imponer las correspondientes multas administrativas.  

El propio expediente del P. de la C. 911 confirma esta realidad. La Federación de Alcaldes 
informó que múltiples municipios cuentan ya con ordenanzas robustas contra los ruidos innecesarios 
y el voceteo. Pero la Federación hizo una admisión que, a mi juicio, identifica el verdadero problema 
que tenemos ante nosotros: aun existiendo esas ordenanzas, persisten limitaciones reales de disuasión, 
uniformidad y capacidad operacional. Ese señalamiento es fundamental. 

Si ya existen leyes, reglamentos y ordenanzas, y aun así el problema persiste, debemos 
preguntarnos si lo que falta es verdaderamente otra prohibición escrita, o si lo que falta es capacidad 
para fiscalizar las prohibiciones que ya tenemos. Mi preocupación es que el P. de la C. 911 escoge la 
primera alternativa sin resolver adecuadamente la segunda. 

La medida establece una multa fija de mil dólares por la infracción general y de mil quinientos 
dólares en determinadas zonas protegidas. Pero más allá del aumento en la cuantía de las sanciones, 
no provee una estructura robusta de fiscalización. No obliga a adquirir equipos de medición acústica; 
no establece criterios de certificación de esos equipos; no dispone un programa de adiestramiento 
técnico obligatorio para los agentes; no establece un mecanismo uniforme para documentar la 
evidencia acústica; no crea un sistema para identificar reincidentes; no dispone medidas correctivas 
relacionadas con el equipo que origina la infracción; no establece un procedimiento de inspección 
posterior que demuestre que la condición fue corregida; y no identifica recursos presupuestarios 
iniciales para hacer posible la fiscalización que la propia medida pretende fortalecer. 

En otras palabras, una multa más alta no necesariamente constituye una herramienta más 
efectiva si la infracción continúa siendo difícil de identificar, documentar y sostener. El propio texto 
dispone que el treinta por ciento de las multas ingresará al municipio donde ocurra la infracción y el 
restante setenta por ciento a la Policía de Puerto Rico. Eso podrá producir recursos después de que se 
impongan y cobren multas, pero no resuelve de dónde provendrán inicialmente los recursos para 
adiestrar personal, adquirir instrumentos, desarrollar protocolos y establecer la infraestructura 
necesaria para una implantación uniforme. 

Resulta además preocupante que la certificación fiscal contenida en el Informe se limite a 
indicar que no surge impacto sobre las finanzas municipales. Una certificación de que no existe un 
mandato fiscal municipal no demuestra que exista capacidad operacional suficiente para fiscalizar la 
nueva ley. 
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La propia Compañía de Turismo, aunque reconoció el propósito legítimo de la medida, 
recomendó que se obtuviera información adicional precisamente sobre los aspectos operacionales, 
fiscales y de implantación. También advirtió sobre diferencias regulatorias entre municipios y el efecto 
que ello podía tener sobre actividades de alcance regional o estatal. 

Mi segunda preocupación fundamental se relaciona con la ausencia de parámetros 
suficientemente objetivos para determinar cuándo se configura la infracción. Puerto Rico cuenta 
actualmente con un Reglamento de Ruidos que utiliza niveles máximos de decibeles según la zona 
receptora y el horario. Por ejemplo, para zonas de tranquilidad contempla niveles máximos 
específicos, y la reglamentación utiliza metodología técnica para medir el sonido.  

El P. de la C. 911, por el contrario, no establece un límite de decibeles para el voceteo. No 
utiliza una regla de audibilidad a determinada distancia. No requiere una medición mediante 
sonómetro. No establece una duración mínima. Tampoco dispone un conjunto de factores objetivos 
que deba considerar el agente antes de imponer una multa. 

La definición se concentra principalmente en las características del sistema de sonido y en si 
el vehículo posee bocinas orientadas o diseñadas para proyectar sonido hacia el exterior, o equipos 
alterados o modificados para aumentar la intensidad o capacidad de proyección sonora. Esto puede 
producir resultados poco racionales desde la perspectiva del daño que realmente se pretende evitar. 

Dos vehículos pueden producir exactamente el mismo nivel de sonido perturbador. Uno puede 
utilizar equipo original de fábrica y otro equipo modificado. Sin embargo, el propio texto excluye 
expresamente determinados sistemas originales de fábrica que no hayan sido alterados para aumentar 
su capacidad de proyección externa. 

Si el interés gubernamental es proteger el descanso, la salud y la tranquilidad frente al ruido 
excesivo, la pregunta determinante debería ser cuánto ruido se produce, dónde se recibe y bajo qué 
circunstancias, no exclusivamente cómo fue manufacturado el equipo que lo produce. Este problema 
no es nuevo para la Asamblea Legislativa. 

En la pasada Asamblea Legislativa se consideró el P. de la C. 501, una medida sustancialmente 
relacionada con el voceteo vehicular. Aquella propuesta contemplaba algo que el proyecto que hoy 
nos ocupa no contiene: parámetros de presión acústica, utilización de sonómetros, documentación de 
la lectura obtenida, identificación del agente interventor y especificación de la evidencia que 
sustentaba la infracción. El expediente incluso discutió el costo de dotar a las patrullas de sonómetros 
y la necesidad de adiestrar a los agentes para utilizarlos. Aquella medida, finalmente, fue devuelta a 
Comisión. 

Resulta difícil entonces explicar por qué, varios años después, pretendemos imponer multas 
considerablemente mayores mediante una medida que contiene menos parámetros probatorios que los 
que la propia Asamblea Legislativa había considerado necesarios en un intento anterior. 

No sostengo que toda regulación de ruido tenga que descansar constitucionalmente en una 
lectura de sonómetro. Los tribunales han reconocido que pueden existir otros estándares 
razonablemente objetivos para controlar ruido. Lo que sí sostengo es que, cuando el Estado pretende 
imponer multas fijas de mil y mil quinientos dólares y concede facultad de intervención a múltiples 
cuerpos de seguridad, debe proveer suficiente certeza para que dos agentes enfrentados a la misma 
conducta lleguen, razonablemente, a la misma conclusión. 

El debido proceso de ley exige que una persona tenga oportunidad razonable de conocer qué 
conducta está prohibida y que la norma establezca criterios suficientes para evitar una aplicación 
arbitraria o discriminatoria. En Grayned v. City of Rockford, 408 U.S. 104 (1972), el Tribunal Supremo 
de Estados Unidos explicó precisamente que las normas imprecisas resultan problemáticas cuando 
delegan decisiones esenciales a policías, jueces o funcionarios para ser resueltas caso a caso mediante 



Jueves, 27 de agosto de 2026  Núm. 4 
 
 

22106 

criterios subjetivos.  Este riesgo adquiere especial importancia cuando estamos regulando sonido, 
expresión y actividad en espacios públicos. 

El proyecto crea además las llamadas zonas de tranquilidad, donde la prohibición operará 
durante las veinticuatro horas. Sin embargo, utiliza lenguaje como “incluyendo, pero sin limitarse a” 
determinadas instalaciones; permite incorporar otras instalaciones educativas o comunitarias donde 
exista “presencia constante de menores”; utiliza conceptos como ruido “innecesario o inusitado”; y 
permite a los municipios ampliar las zonas mediante ordenanza. 

Es cierto que la medida exige señalización. Esa protección es positiva. Pero no establece 
inequívocamente qué ocurre si la señalización requerida no está instalada, resulta insuficiente o es 
incorrecta. Particularmente ante una multa agravada de mil quinientos dólares, debería quedar fuera 
de toda duda si la adecuada rotulación constituye una condición previa indispensable para imponer la 
sanción agravada. 

Igualmente, se establece un radio de cien metros desde los accesos hábiles de determinadas 
instalaciones, pero no se desarrolla cómo interactúa ese radio con zonas de tranquilidad de mayor 
extensión que puedan ser creadas municipalmente. La medida sencillamente deja demasiadas 
preguntas sustantivas para contestarlas posteriormente mediante reglamento. Eso se agrava por una 
contradicción operacional especialmente significativa: la ley tendrá vigencia inmediatamente después 
de su aprobación, pero DTOP y la Policía tendrán hasta noventa días para aprobar la reglamentación 
necesaria para fiscalizarla. 

Durante esos primeros noventa días, ¿cuáles serán los criterios específicos para conceder las 
autorizaciones que contempla el estatuto? ¿Qué protocolo utilizará un policía municipal? ¿Qué 
protocolo utilizará la Policía Estatal? ¿Cómo documentará el agente la intensidad del sonido? ¿Qué 
evidencia deberá conservarse? ¿Cómo se resolverán diferencias entre jurisdicciones? ¿Qué 
capacitación habrá recibido el agente? ¿Qué estándar utilizará para distinguir entre un sistema original 
de fábrica y uno modificado? 

Una ley sancionadora no debe comenzar primero para descubrir después cómo se aplicará. 
Este señalamiento adquiere todavía mayor relevancia porque, durante esta misma Asamblea 
Legislativa, la Policía hizo una recomendación exactamente en esa dirección al evaluar otra medida 
sobre ruido. En el análisis del P. de la C. 991, el Negociado de la Policía de Puerto Rico recomendó 
que la vigencia no fuese inmediata, sino que comenzara luego de adoptarse los reglamentos y 
completarse los procesos de evaluación e implantación. También recomendó atender cuidadosamente 
la definición de ruido para evitar interpretaciones ambiguas y definir claramente las excepciones.  

Si ese cuidado resulta necesario para una legislación general sobre ruidos, resulta difícil 
justificar que el P. de la C. 911 imponga multas desde el primer día y deje para los siguientes noventa 
días el desarrollo de aspectos esenciales de la fiscalización. Precisamente el P. de la C. 991 representa 
otro elemento que fundamenta mi posición. Esta misma Asamblea Legislativa tiene ante sí una 
iniciativa que procura consolidar la legislación dispersa sobre ruidos en un solo estatuto moderno, 
derogando y sustituyendo las leyes de 1937, 1940 y 1974 por un régimen uniforme de parámetros, 
excepciones y penalidades. La Cámara de Representantes aprobó esa medida el 14 de mayo de 2026.  

La Oficina de Servicios Legislativos reconoció en el trámite del P. de la C. 991 que el problema 
actual es precisamente que existen disposiciones dispersas y que una legislación integrada puede evitar 
que funcionarios tengan que acudir a múltiples estatutos y reducir la posibilidad de resultados 
inconsistentes. Ese análisis me parece correcto. 

Por eso encuentro contradictorio que, mientras existe un esfuerzo legislativo dirigido a 
consolidar el derecho de ruidos, aprobemos simultáneamente otra medida para añadir un régimen 
separado dentro de la Ley de Vehículos y Tránsito. Si las leyes de ruido vigentes necesitan 
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modernización, modernicémoslas. Si las sanciones actuales resultan insuficientes, revisémoslas. Si 
necesitamos incorporar expresamente el voceteo, hagámoslo. Si la Policía necesita autoridad 
adicional, démosle esa autoridad. Si hacen falta sonómetros, adiestramiento o procedimientos 
simplificados, proveámoslos. 

Pero no considero que la solución más adecuada sea seguir superponiendo estatutos hasta crear 
un ordenamiento donde una misma emisión sonora pueda estar gobernada simultáneamente por la Ley 
71-1940, la Ley 155-1937, la Ley 416-2004, el Reglamento 8019, el Código Municipal, una ordenanza 
municipal y ahora nuevos Artículos de la Ley de Vehículos y Tránsito. La cláusula de supremacía del 
proyecto tampoco resuelve completamente ese problema. El texto dispone, de una parte, que sus 
disposiciones prevalecerán sobre otras disposiciones legales o reglamentarias relacionadas con el 
voceteo vehicular y, de otra, que la Ley 416-2004 y el Reglamento 8019 aplicarán supletoriamente. 

Eso genera una pregunta jurídica práctica: ¿qué sucede cuando una emisión no constituye 
“voceteo” bajo la definición del nuevo Artículo 1.118 porque proviene de un equipo original de 
fábrica, pero sí excede los niveles máximos de decibeles permitidos bajo el Reglamento 8019? ¿Cuál 
régimen prevalece? ¿Puede intervenir la Policía bajo uno pero no bajo otro? ¿Qué agencia procesa la 
violación? 

La prohibición contra doble sanción incluida en el proyecto es correcta, pero impedir que una 
persona sea sancionada dos veces no resuelve cuál estatuto controla, qué criterio probatorio debe 
utilizarse ni qué organismo conserva jurisdicción primaria. 

El propio DRNA advirtió durante las vistas públicas sobre la necesidad de examinar 
cuidadosamente la interacción del proyecto con la Ley 416-2004 y el Reglamento 8019 para evitar 
inconsistencias en la aplicación y en los procesos de fiscalización y adjudicación. También enfatizó 
que su reglamento utiliza límites máximos de decibeles relacionados no solamente con el horario, sino 
también con la ubicación de la fuente emisora y de la zona receptora. Aunque la Comisión incorporó 
lenguaje de aplicación supletoria, no incorporó al P. de la C. 911 esos parámetros técnicos. 

Tengo además reservas con respecto a las excepciones. El proyecto sostiene que constituye 
una regulación de tiempo, lugar y manera que respeta la libertad de expresión. Sin embargo, excluye 
del concepto de voceteo determinadas emisiones dependiendo de la naturaleza de la actividad: 
anuncios gubernamentales, actividades religiosas, actividades electorales o políticas, determinadas 
actividades de interés público, manifestaciones coordinadas y actividades culturales, recreativas o 
turísticas autorizadas. 

No cuestiono que muchas de esas excepciones puedan tener justificación constitucional o de 
política pública. Lo que señalo es que complican considerablemente la afirmación de que estamos ante 
una regulación estrictamente neutral respecto al contenido. Dos vehículos pueden generar la misma 
cantidad de ruido en el mismo lugar y a la misma hora, pero uno podría estar exceptuado porque 
transmite un mensaje político, religioso o autorizado gubernamentalmente y otro ser sancionado 
porque reproduce música con fines particulares. 

La jurisprudencia reconoce ampliamente el poder del Estado para establecer restricciones 
razonables de tiempo, lugar y manera sobre el sonido, pero exige que esas restricciones sean neutrales 
respecto al contenido, respondan a intereses gubernamentales significativos y estén acompañadas de 
estándares suficientemente definidos. Ward v. Rock Against Racism, 491 U.S. 781 (1989).  

No afirmo que las excepciones conviertan automáticamente el proyecto en inconstitucional. Sí 
afirmo que crean un área innecesaria de exposición a litigio constitucional, particularmente cuando 
algunos permisos y autorizaciones dependen de decisiones gubernamentales cuyos criterios 
específicos se dejan para reglamentación posterior. Tampoco debemos perder de perspectiva el 
mecanismo de debido proceso. El Artículo 10.27 simplemente dispone que la Policía Estatal y las 
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Policías Municipales podrán imponer las sanciones “garantizando al ciudadano el debido proceso de 
ley”. 

Decir que se garantizará el debido proceso no sustituye necesariamente la necesidad de 
establecer con claridad cómo ese proceso operará o identificar inequívocamente el procedimiento 
administrativo aplicable. Ante sanciones de esta cuantía, considero que debería quedar claramente 
determinado: cómo se notificará la infracción; qué evidencia deberá contener el boleto; qué 
mecanismo tendrá el ciudadano para solicitar reconsideración o vista; ante qué foro podrá impugnar 
la determinación; qué término tendrá para hacerlo; qué evidencia deberá conservar el Estado; y cuál 
será el estándar para adjudicar una controversia en la cual no exista medición acústica. Es precisamente 
ese nivel de detalle el que convierte una prohibición legislativa en una herramienta verdaderamente 
ejecutable. 

También me preocupa que las multas sean fijas y no respondan a la severidad o reincidencia 
de la conducta. El conductor que incurra por primera vez en una infracción momentánea podría 
enfrentar la misma multa que quien de manera recurrente participe en competencias clandestinas de 
amplificación durante horas. Mientras tanto, la medida no establece una escala progresiva para 
reincidentes ni crea un mecanismo correctivo que obligue a atender la condición del vehículo o del 
equipo cuando exista un patrón reiterado. 

Eso ilustra nuevamente mi preocupación: tenemos una sanción económica considerable, pero 
no necesariamente las “garras” operacionales para lograr que la conducta cese. El P. de la C. 911 
tampoco exige un sistema de recopilación de datos que permita determinar posteriormente si la 
legislación funcionó. No existe un mandato claro de llevar estadísticas sobre intervenciones, multas 
confirmadas, multas revocadas, reincidencia, municipios con mayor incidencia o diferencias en la 
aplicación entre policías estatales y municipales. 

Si estamos creando una nueva política pública porque afirmamos que los mecanismos actuales 
han fallado, deberíamos exigir información que permita evaluar objetivamente si el nuevo mecanismo 
produjo un resultado diferente. Incluso encuentro necesario puntualizar una debilidad en parte del 
fundamento empírico presentado en la Exposición de Motivos. El proyecto utiliza datos de la National 
Highway Traffic Safety Administration sobre miles de muertes y cientos de miles de personas heridas 
en accidentes relacionados con conductores distraídos durante 2023. 

Esos datos demuestran la gravedad de la conducción distraída, pero el expediente no establece 
que esas fatalidades o lesiones hayan sido causadas por voceteo o por sistemas de sonido 
excesivamente amplificados. Podemos sostener racionalmente que un sonido excesivo puede interferir 
con la capacidad de percibir una sirena o una alerta. Lo que no debemos hacer es presentar estadísticas 
generales sobre conducción distraída como si constituyeran evidencia directa de accidentes causados 
por voceteo cuando el récord legislativo no establece ese vínculo causal. 

Igualmente, respeto las posiciones sometidas por las entidades que favorecieron el proyecto. 
El DRNA, DTOP, la Policía, la Federación de Alcaldes y entidades vinculadas al turismo expresaron 
respaldo al propósito o a la versión enmendada. Pero el deber de una Senadora no concluye contando 
memoriales a favor y en contra. Nos corresponde examinar si el lenguaje que finalmente votamos es 
jurídicamente claro, operacionalmente posible y superior a las herramientas que ya existen. 

Tampoco considero apropiado que un expediente legislativo trate la ausencia de una ponencia 
como evidencia favorable. El Informe señala que se solicitaron comentarios a la Asociación de 
Alcaldes y a la Asociación de Miembros de la Policía, pero, como no fueron recibidos, se “presumirá” 
que no objetaban la medida. 

El silencio no constituye un endoso. Mucho menos debe sustituir la evaluación operacional 
que precisamente podrían aportar quienes tendrán que ejecutar esta política pública diariamente. 
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Por todo lo anterior, considero que el debate sobre el P. de la C. 911 no debe reducirse a una 
falsa dicotomía entre quienes favorecen la tranquilidad y quienes favorecen el voceteo. Todos 
debemos favorecer el derecho de nuestras comunidades al descanso. La diferencia está en cómo 
hacemos que ese derecho sea verdaderamente exigible. 

Mi voto en contra responde a que entiendo que ya existe un marco legal que permite atender 
gran parte de la conducta que el proyecto pretende prohibir; que el problema documentado durante 
años parece estar más relacionado con la capacidad de fiscalización que con ausencia de legislación; 
que la medida crea un régimen adicional sin consolidar adecuadamente el existente; que carece de 
parámetros acústicos suficientemente objetivos; que impone multas significativas sin desarrollar con 
igual precisión la prueba necesaria para sostenerlas; que entra en vigor antes de que exista la 
reglamentación indispensable para su implantación; que permite potencialmente múltiples esquemas 
municipales mientras proclama uniformidad; que no provee recursos iniciales suficientes ni exige el 
equipo técnico necesario; que carece de una verdadera estructura para manejar reincidencia y 
corrección de la conducta; y que determinadas excepciones y delegaciones reglamentarias pueden 
generar controversias constitucionales y de aplicación que debemos evitar desde el momento de 
legislar. 

Entiendo que existe una alternativa más responsable. Podemos revisar la Ley 71-1940, la Ley 
155-1937, la Ley 416-2004 y el Reglamento 8019; podemos culminar el esfuerzo de consolidación 
actualmente planteado mediante el P. de la C. 991; podemos definir el voceteo dentro de un régimen 
general de ruidos; establecer parámetros claros de decibeles o criterios probatorios objetivos; proveer 
sonómetros u otros mecanismos confiables; adiestrar a nuestros agentes; crear un procedimiento 
administrativo uniforme; establecer sanciones progresivas para reincidentes; adoptar mecanismos 
correctivos; recopilar estadísticas; y coordinar verdaderamente al Estado y a los municipios. 

Eso sería legislar sobre el problema completo y no solamente sobre una parte de su 
manifestación. No necesitamos otra ley que pueda terminar siendo letra muerta. Necesitamos que las 
leyes que aprobemos tengan la precisión y las herramientas necesarias para hacerse cumplir. 

Una multa de mil quinientos dólares escrita en el papel puede parecer contundente. Pero si el 
agente no cuenta con criterios claros para probar la infracción, si dos municipios utilizan parámetros 
distintos, si el ciudadano no conoce exactamente qué conducta activa la sanción, si el reglamento 
todavía no existe, si no hay equipo ni adiestramiento y si simultáneamente existen otros estatutos con 
reglas diferentes, la severidad nominal de la multa no se traduce necesariamente en efectividad 
pública. 

La tranquilidad de nuestras comunidades merece algo mejor. Merece una legislación 
coherente, consolidada, objetiva, ejecutable y provista de verdaderas herramientas de fiscalización. 

Por estas razones, y aun reconociendo la legitimidad del interés público que inspira el Proyecto 
de la Cámara 911, emití mi voto EN CONTRA, convencida de que la política pública sobre 
contaminación por ruido y voceteo debe atenderse de forma integral, con mayor precisión jurídica, 
parámetros objetivos y mecanismos reales de cumplimiento. 

Votar en contra de esta medida no significa votar en contra de la tranquilidad de nuestras 
comunidades. Significa exigir que, cuando legislemos para protegerlas, lo hagamos de una manera 
que verdaderamente funcione. 
 
Respetuosamente sometido, 
(Fdo.) 
Sen. Roxanna I. Soto Aguilú 
Senadora por Acumulación PNP” 
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